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El sector industrial del Gran La Plata 
en el neoliberalismo. Aproximación a 
sus transformaciones a través de los 
Censos Nacionales Económicos

Federico Langard
Diego Arturi
Héctor Luis Adriani

Introducción
Las transformaciones del sector industrial producidas por las políticas 

neoliberales han sido objeto de varios estudios (Azpiazu y Schorr, 2010 y 2011; 
Schorr, 2004; Kosacoff, 1993 y 2007), en los que se analiza una combinación de 
procesos de desindustrialización y reestructuración regresiva, reprimarización, 
concentración económica, retracción del Estado, desocupación y precarización 
del empleo, cuyas consecuencias en el sector industrial se presentan como de 
difícil reversión. Estos procesos se distribuyeron desigualmente en el territorio 
según diversos factores y circunstancias, entre los cuales los más importantes 
son: las diferentes etapas del período, la historia industrial y las ramas predomi-
nantes de cada región, la propiedad de las empresas, el tamaño de los estableci-
mientos, las estrategias empresariales y la resistencia de los trabajadores.

El presente trabajo pretende abordar los cambios de la industria manu-
facturera de la Microrregión Gran La Plata1 en el contexto de implementación 
de las políticas neoliberales y caracterizar al sector industrial resultante, sobre la 
base de información de los Censos Nacionales Económicos (cne) de 1974, 1994 
y 2004/2005. Partiendo de una lectura de diferentes estudios sobre el tema, se 
presenta una caracterización general de las transformaciones del sector a esca-
la nacional, con particular atención en la década de los años 90. Los cambios 
sectoriales en la microrregión se analizan mediante una comparación de la in-

1   Se entiende por Microrregión Gran La Plata o Gran La Plata al espacio conformado por los municipios de 
La Plata, Berisso y Ensenada. Cuando se hace referencia al espacio urbano de dichos municipios, se emplea 
el concepto Aglomerado Gran La Plata.

Federico Langard es Licenciado en Geografía, Becario doctoral del conicet en el Instituto de Investigaciones 
en Humanidades y Ciencias Sociales (idihcs), unlp-conicet. E- mail: fedul76@gmail.com

Diego Arturi es Licenciado en Geografía, Docente Investigador en el Instituto de Investigaciones en 
Humanidades y Ciencias Sociales (idihcs), Unlp-Conicet. E-mail: diegoarturi@gmail.com

Héctor Luis Adriani es Licenciado en Geografía, Docente Investigador en el Instituto de Investigaciones en 
Humanidades y Ciencias Sociales (idihcs), unlp-conicet. E- mail: hadriani@fahce.unlp.edu.ar
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formación de los cne de 1974 y 2004/2005 según el total de establecimientos in-
dustriales, puestos de trabajo ocupados y valor agregado por rama de actividad. 
El sector industrial resultante se estudia a partir de los datos del último censo 
nacional según rama de actividad, tamaño, puestos de trabajo ocupados, produc-
tividad y especialización industrial de cada municipio.

El análisis intercensal planteó distintas dificultades. Por un lado, las 
normas de secreto estadístico impiden disponer de información, más allá de 
la cantidad de establecimientos, en varias de las ramas industriales. Por otra 
parte, se presentó el inconveniente de las modificaciones efectuadas en la cla-
sificación de actividades: en el cne 1974 las mismas están agrupadas en nueve 
divisiones, mientras que en el cne 2004/2005 se las agrupa en veinticuatro. 
Para poder hacer comparable la información, se optó por agrupar las ramas del 
último censo según la clasificación del cne 1974. Otra de las dificultades encon-
tradas para la comparación intercensal es el cambio de unidad de relevamiento 
de establecimiento a local; sin embargo, el análisis de padrones industriales de 
los municipios de la región permitió reconocer que dicho cambio no implica 
modificaciones sustantivas que obstaculicen el análisis. 

El sector industrial en el contexto  
de las políticas neoliberales

Como describiéramos en un trabajo anterior (Adriani, Langard y 
Steimberg, 2011), la dinámica del sector industrial durante el régimen de con-
vertibilidad no puede ser escindida de las políticas neoliberales de ajuste estruc-
tural implementadas en el país desde la segunda mitad de la década del 70 hasta 
la crisis del régimen en 2001. En el período neoliberal, la economía argentina 
se caracterizó por el estancamiento;2 sus principales rasgos fueron: fuertes os-
cilaciones de incremento y caída del pbi, caída de la inversión, expansión del 
sector financiero íntimamente vinculada al endeudamiento externo, deterioro 
del mercado de trabajo y los salarios3 y concentración del ingreso. Entre los dis-
tintos sectores económicos, el sector industrial fue particularmente afectado por 
dichas políticas. Como señala Schorr, “… ya no fue la vinculación entre la pro-
ducción industrial y el Estado el núcleo central del proceso económico, sino la 
valorización financiera y la salida de capitales al exterior vinculada a otro tipo de 
Estado, modificación que derivó en la contracción y en la reestructuración de la 
producción industrial” (Schorr, 2004, p. 67).

 

2    Entre 1975 y 2001, tanto el crecimiento anual promedio de la economía argentina como el de la población 
del país fueron del 1% (Tangelson, 2007, p. 21).
3    El poder sindical se redujo de forma ostensible, mediante la represión, la coerción y la regulación jurídica. 
Se suprimió el derecho de huelga y se suspendieron los convenios colectivos de trabajo. Se fijaron topes 
máximos salariales menores a la inflación, lo que generó una importante caída del salario real: 29,8% en 
1976, 13,3% en 1977 y 5,2% en 1978.
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Cuadro 1. Establecimientos industriales y puestos de trabajo ocupados según los cuatro 
últimos Censos Nacionales Económicos. Argentina. Años 1974, 1984, 1994 y 2004

Censos Nacionales Económicos Establecimientos industriales Puesto de trabajo ocupados

1974 126.300 1.525.200

1984 109.300 1.381.800

1994 101.500 1.058.300

2004 85.000 955.800

Fuente: Elaboración propia sobre datos de los cne 1974, 1984, 1994 y 2004.

A comienzos de los 70, el sector industrial había alcanzado una par-
ticipación de casi un 30% del pbi, proporción que se redujo a un 23,6% en el 
decenio 1980-1990 y a un 15,4% en 2001, a fines del régimen de convertibili-
dad. Para el cne 2004/2005, el país contaba con un tercio menos de los estable-
cimientos industriales de 1974 y casi con un 40% menos del total de puestos 
de trabajo ocupados. Este proceso de “desindustrialización” tuvo características 
diferenciales según rama de actividad, tamaño de las firmas y trayectorias em-
presariales y adquirió un carácter regresivo y heterogéneo. La regresividad resi-
dió, por un lado, en el hecho de que la reestructuración no se basó en potencia-
lidades, capacidades y recursos construidos en la etapa sustitutiva y, por otro, en 
que se produjo una doble transferencia de ingresos: dentro de la industria, desde 
el sector asalariado hacia el sector empresario; y, dentro del sector empresario, 
desde las pymes hacia las fracciones de capital más concentrado. Por su parte, el 
carácter heterogéneo lo dieron desempeños disímiles entre ramas y empresas, 
coexistiendo cierres y achicamientos de muchas firmas con reconversiones y 
crecimiento de otras (Kosacoff, 1993, p. 28).

En marzo de 1991, como respuesta a las crisis hiperinflacionarias de 
1989 y 1990 y a las exigencias de los acreedores, se estableció el régimen 
de convertibilidad, que generó una dinámica económica con eje en la paridad 
cambiaria, la valorización financiera, el endeudamiento y la transferencia de re-
cursos al exterior. Enmarcadas en el discurso neoliberal del llamado Consenso 
de Washington, se implementaron reformas estructurales a través de la priva-
tización de empresas públicas, la concesión de servicios públicos, la apertu-
ra externa, la desregulación de la economía y la reforma del Estado. Basualdo 
(2003) plantea que el sistema político y los sectores dominantes sostuvieron el 
establecimiento de un tipo de cambio fijo y las reformas estructurales como po-
líticas capaces de detener la crisis económica y social. Esto posibilitó a dichos 
sectores una expansión de sus intereses en un contexto general de estabilización 
de precios (p. 3).

El régimen de convertibilidad presentó diferentes fases, entre las que se 
destacan dos: una inicial, entre 1991 y 1995 (hasta el impacto de la crisis mexi-
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cana), de crecimiento del pbi y del producto industrial; y una fase de recesión, 
iniciada en 1998 y que culmina en la crisis de 2001. Sus consecuencias más 
notorias fueron una profunda reestructuración de las actividades económicas, el 
aumento de la población con problemas de empleo y el incremento de la polari-
zación social. Si bien este régimen contó con el apoyo de numerosos sectores so-
ciales, particularmente en la primera fase de reducción de la inflación, en todo 
el período se sucedieron movilizaciones sociales de diferente carácter, magnitud 
y resultados, tendientes a evitar el cierre y privatización de las empresas públicas y 
ante los impactos de la desocupación y la reducción salarial y el deterioro de las 
economías regionales; asimismo, se demandaba la ampliación de la implemen-
tación de los planes sociales de carácter asistencial. 

En este período se profundizaron los procesos de desindustrialización 
y reestructuración heterogénea y regresiva iniciados desde mediados de los 70. 
Distintos autores (Aronoff, 2003; Schorr, 2004; Rofman, 2000; Kosacoff, 2008) 
destacan sus principales efectos: 

• Disminución del valor agregado de la producción industrial y reduc-
ción de su participación en el pbi; 

• Primarización y de-sofisticación tecnológica, al ubicarse una propor-
ción considerable de la producción industrial (agroindustria, petróleo y deriva-
dos e insumos intermedios) en las primeras etapas del proceso productivo;

• Desintegración de la producción fabril local, en razón de la importan-
cia que adquirieron las compras de bienes e insumos en el exterior;4

• Destrucción de puestos de trabajo, debida fundamentalmente a au-
mentos en la intensidad de la jornada de trabajo y a la expulsión de trabajadores 
asalariados,5 hecho que se convirtió en una importante fuente de incremento de 
la productividad apropiada por el sector empresario.

• Creciente concentración de la producción en las grandes empresas,6 
principalmente en las exportadoras –las que atienden a los segmentos más di-
námicos del mercado interno y están asociadas en conglomerados económicos 
diversificados– y/o las transnacionales; 

• Racionalización, privatización y achicamiento de empresas industria-
les estatales, proceso que generó fuertes impactos urbano-regionales: grandes 
plantas siderúrgicas, talleres metalúrgicos, petroleras, petroquímicas pasaron al 
sector privado, principalmente a grandes grupos económicos;

4   Este proceso estuvo impulsado, en parte, por la baja de aranceles y la depreciación del tipo de cambio 
y, en parte, por el aumento de los servicios públicos privatizados, ya que estos últimos pasaron a manos de 
monopolios que ajustaban tarifas por la inflación de los Estados Unidos, mientras que los productos transa-
bles industriales tenían como límite el precio de los productos importados con tipo de cambio desfavorable. 
5   Se calcula en 370.000 los trabajadores formales desocupados por la industria entre 1990 y 2000 (Aronoff, 
2003, según datos del indec).
6   Un indicador del proceso de concentración en los 90 lo da el hecho de que a fines de esa década la mitad 
de la producción industrial estuviera en manos de las 100 empresas más grandes.
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• Aumento en el grado de extranjerización de la producción:7 en la in-
versión bruta de las grandes industrias, las firmas extranjeras pasaron de los dos 
tercios en 1993 a casi el 90% en 2000; además, la inversión extranjera directa 
fue la que lideró la reconversión productiva en la década de los 90 (Kosacoff, 
2007, p. 57).

• Reestructuración de los grandes grupos económicos locales que avan-
zaron hacia procesos disímiles: especialización industrial en algunos casos, ven-
ta de activos fijos ampliando su participación en el sector financiero, incremento 
de su participación en ramas exportadoras;

• Distribución de especializaciones en el mercosur, proceso dinami-
zado por empresas transnacionales o altamente concentradas. El f lujo de inver-
siones industriales en el país se orientó básicamente hacia las ramas agroin-
dustriales o hacia la industria automotriz protegida por un régimen especial 
acordado con Brasil;

• Crecimiento de las exportaciones industriales y concentración de las 
mismas en grandes empresas (agroindustriales, de combustibles o de produc-
tos siderúrgicos –como tubos sin costura–, automotriz). El saldo comercial fue 
negativo y particularmente deficitario dentro del sector industrial en ramas de 
importante valor agregado como la metalmecánica.

A nivel microeconómico, el sector industrial asimiló estos procesos de 
manera diferencial según el tipo de inserción de las empresas en la estructura 
económica, sus trayectorias, tamaño, límites y capacidades, profundizándose así 
la mencionada reestructuración heterogénea y regresiva iniciada en los períodos 
anteriores. Un reducido conjunto de grandes empresas desarrolló estrategias 
“ofensivas” que les posibilitaron posicionarse en la cúpula industrial, mientras 
que otro, en su amplia mayoría integrado por pymes, solo pudo encarar compor-
tamientos “defensivos” de supervivencia al carecer de fuentes de financiamiento 
adecuadas y de la asistencia necesaria para enfrentar la producción importada. 

Por su parte, la política industrial de la década de 1990 

[...] se caracterizó por una combinación de incentivos redundantes, ausen-
cia de quid pro quo, falta de enfoques sistémicos y de consideraciones so-
bre la trama productiva, asimetría de oportunidades de acceso para los 
agentes menos concentrados y, en general, fuertes déficit de diseño, coor-
dinación e implementación (Bugna y Porta, 2008, p. 65). 

7   Según la Encuesta a Grandes Empresas del indec, el número de empresas industriales con más del 50% 
de capital extranjero pasó de 151 en 1993 a 194 en 2000, y su participación en el valor de la producción del 
panel pasó del 63% al 80% en el mismo período.
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Las transformaciones del sector industrial de 
la Microrregión Gran La Plata

El Gran La Plata es la microrregión conformada por los municipios 
de Berisso, Ensenada y La Plata. Se ubica en el extremo sureste de la Región 
Metropolitana de Buenos Aires. Según el Censo Nacional de 2010, su pobla-
ción asciende a 793.365 habitantes, con la siguiente distribución por municipio: 
La Plata 81,9% (649.613), Berisso 11,1% (88.123) y Ensenada 7% (55.629).8 El 
Aglomerado Gran La Plata reúne el 98% de la población de los tres municipios y 
constituye el núcleo de articulación territorial de los mismos. 

Con la crisis de la etapa de sustitución de importaciones y la imple-
mentación de las políticas neoliberales, la microrregión sufrió profundas modi-
ficaciones en su estructura socioeconómica, en particular en el sector manufac-
turero. Tomando por caso el empleo industrial en el conjunto de la estructura 
ocupacional del aglomerado, entre 1974 –año que puede marcarse como cul-
minación de la expansión de la etapa sustitutiva– y 1990 –año inmediato a la 
hiperinflación y de implementación de las leyes de emergencia económica y de 
reforma del Estado–, crecieron los sectores de comercio y servicios, particular-
mente el financiero, y disminuyeron tanto el sector público como el industrial. 
Estos últimos sectores, que en 1974 sumaban el 60,8% de la población ocupa-
da –42,0% y 18,8%, respectivamente–, en 1990 pasaron a contabilizar un 
52,4% –40,7% y 11,7%, respectivamente–.9 El deterioro del empleo industrial 
se acentuó durante el régimen de convertibilidad: en 1991 representaba el 12,9% 
del total de ocupados, mientras que para 1994 descendía a un 9,3%. En 1998 
–año de inicio de la recesión– descendió al 8,2% , y en 2002 –año de la crisis y 
devaluación– disminuyó al 7,2%. Como consecuencia de ello, la industria ma-
nufacturera pasó a ocupar el quinto lugar entre las distintas actividades eco-
nómicas, luego de la Administración Pública, Defensa y Seguridad (19,3%), el 
Comercio (15,2%), la Enseñanza (10,6%) y el Servicio Doméstico (9,4%).

Análisis comparativo de los cne:  
locales industriales y puestos de trabajo ocupados

La variación del total de establecimientos y de puestos de trabajo ocu-
pados en el sector manufacturero registrados en los distintos cne da cuenta del 
proceso de desindustrialización de la microrregión (Cuadros 2 y 3).

8   Según el mismo censo, la población de la Provincia de Buenos Aires asciende a15.594.428 y la del país a 
40.091.359.
9    Los datos corresponden a las ondas de octubre, eph-indec.
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Cuadro 2. Establecimientos industriales por municipio. Microrregión Gran La 
Plata. Años 1974, 1984, 1994 y 2004

Municipios 1974 1984 1994 2004

La Plata 1.184 909 903 771

Berisso 150 129 109 127

Ensenada 99 65 64 51

Total 1.433 1.103 1.076 949

Fuente: Elaboración propia sobre datos de cne 1974, 1984, 1994 y 2004.

Cuadro 3. Puestos de trabajo ocupados por municipio. Microrregión Gran La Plata. 
Años 1974, 1984, 1994 y 2004

Municipios 1974 1984 1994 2004

La Plata 13.718 10.971 8.531 8.724

Berisso 6.147 1.596 905 885

Ensenada 14.004 8.862 3.683 4.260

Total 33.869 21.429 13.119 13.869

Fuente: Elaboración propia sobre datos de los cne 1974, 1984, 1994 y 2004.

Para el último relevamiento censal, la microrregión contaba con un ter-
cio menos de establecimientos industriales y con el 40% de los puestos de traba-
jo ocupados registrados en 1974. Un análisis particularizado del período 1974-
1985 permite observar que el período intercensal correspondiente al quiebre 
de la etapa sustitutiva y al régimen militar registró una fuerte caída en ambas 
variables, mientras que en el período intercensal 1985-1994, caracterizado por 
la hiperinflación y los inicios del régimen de convertibilidad, la caída es propor-
cionalmente mayor en el número de puestos de trabajo ocupados, hecho debido 
fundamentalmente a los impactos producidos por la racionalización y la priva-
tización de las grandes industrias del polo portuario industrial de Ensenada y 
Berisso. El período 1994-2004 corresponde fundamentalmente al régimen 
de convertibilidad, su crisis y los primeros años de la recuperación económica 
posconvertibilidad. Si bien a escala nacional los datos muestran una nueva caída 
de puestos de trabajo y locales industriales, a escala del glp se observan situa-
ciones particulares:

• El total de establecimientos industriales sigue declinando en la micro-
rregión ya que se pasa de 1076 a 949;

• La Plata y Ensenada presentan las mayores caídas en el número de 
locales industriales: 132 y 13, respectivamente. Estas disminuciones son más 
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fuertes que en el período 1985-1994. En Berisso, en cambio, se observa un incre-
mento: 18 locales más que en 1994;

• Respecto de los ocupados, la microrregión registra un incremento de 
750 puestos de trabajo, que resultan de los aumentos relevados en Ensenada y 
La Plata. Por su parte, Berisso presenta una situación de leve disminución en el 
total de ocupados. 

Los últimos datos censales estarían indicando que, en los inicios de la 
posconvertibilidad, se habría iniciado un detenimiento del proceso de desindus-
trialización medido en la cantidad de puestos de trabajo ocupados. Este cambio 
podría explicarse por el aprovechamiento de la capacidad instalada ociosa pro-
ducto de los primeros efectos de la recuperación económica.

Análisis por rama de actividad
La información disponible por rama de actividad permite un acerca-

miento a la reestructuración del sector. Como se puede observar en el Cuadro 4, 
se presentan situaciones coincidentes y diferentes en cada rama y en cada par-
tido, en un contexto general de caída del total del número de establecimientos.

Cuadro 4. Establecimientos por municipio según rama de actividad. Microrregión 
Gran La Plata. Años 1974 y 2004

Rama de actividad Berisso Ensenada La Plata Total 
Gran La Plata

1974 2004 1974 2004 1974 2004 1974 2004

Productos alimenticios y bebidas 57 30 27 17 335 242 419 289

Textiles, prendas de vestir e industria del cuero 7 8 5 1 93 48 105 57

Industria de la madera y productos de la madera 31 12 12 2 162 37 205 51

Fabricación de papel y productos de papel, imprentas y 
editoriales

5 9 1 0 67 103 73 112

Fabricación de sustancias químicas y de productos químicos 
derivados del petróleo y del carbón, de caucho y de plástico

9 22 27 14 71 66 107 102

Fabricación de productos minerales no metálicos 9 1 8 1 131 26 148 28

Industrias metálicas básicas 3 5 3 3 18 7 24 15

Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo 28 36 16 13 289 218 333 267

Otras industrias manufactureras 1 4 0 0 18 24 19 28

Total 150 127 99 51 1.184 771 1.433 949

Fuente: Elaboración propia sobre datos de cne 1974 y 2004.
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Las ramas “Elaboración de productos alimenticios y bebidas”, “Industria 
de la madera y productos de madera” y “Fabricación de productos minerales no 
metálicos” presentan disminuciones en toda la región, mientras que en las ra-
mas “Fabricación de productos textiles, prendas de vestir e industria del cuero”, 
“Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo” y “Fabricación de 
sustancias químicas y de productos químicos derivados del petróleo y del car-
bón, de caucho y de plástico” los incrementos producidos en Berisso están muy 
lejos de compensar las caídas registradas en Ensenada y La Plata. De todos mo-
dos, las disminuciones en estas rama son menos pronunciadas que en las ramas 
anteriores. Por su parte, “Fabricación de papel y productos de papel, imprentas 
y editoriales” y “Otras industrias manufactureras” son las únicas que muestran 
aumentos. 

Cuadro 5. Puestos de trabajo por municipio según rama de actividad. Microrregión 
Gran La Plata. Años 1974 y 2004

Rama de actividad Berisso Ensenada La Plata Total 
Gran La Plata

1974 2004 1974 2004 1974 2004 1974 2004

Productos alimenticios y bebidas 4.964 126 115 85 2.843 2.489 7.922 2.700

Textiles, prendas de vestir e industria del cuero 402 144 Sec. Sec. 322 916 724 1.060

Industria de la madera y productos de la madera 69 61 32 Sec. 593 185 694 246

Fabricación de papel y productos de papel, imprentas y 
editoriales

25 21 Sec. 0 745 1.085 770 1.106

Fabricación de sustancias químicas y de productos 
químicos derivados del petróleo y del carbón, de caucho y 
de plástico

137 90 4.488 1226 3.214 1.486 7.839 2.802

Fabricación de productos minerales no metálicos 27 Sec. 74 Sec. 938 406 1.039 406

Industrias metálicas básicas Sec. 66 1.579 777 720 494 2.299 1.337

Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo 486 228 7.622 Sec. 4.303 1.349 12.411 1.577

Otras industrias manufactureras Sec. 46 0 0 40 175 40 221

Total con secreto estadístico 6.110 782 13.910 2088 13.718 8.585 33.738 11.455

Total sin secreto estadístico 6.147 906 14.004 4260 13.718 8.724 33.869 13.890

Nota: Sec.: secreto estadístico.
Fuente: Elaboración propia sobre datos de los cne 1974 y 2004.

El Cuadro 5 evidencia la magnitud de los impactos de los procesos de 
desindustrialización y reestructuración en el empleo industrial: en el perío-
do neoliberal, la región perdió unos 20.000 puestos de trabajo. Las caídas más 
abruptas se dieron en las ramas y en los municipios que contaban con los esta-
blecimientos más grandes: en Berisso cierre de frigoríficos, en Ensenada ajus-
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te y reducción de planteles en las empresas estatales Astilleros Río Santiago y 
Petroquímica y Destilería La Plata, estas dos últimas luego privatizadas. Al igual 
que en los otros municipios, en La Plata se produjeron fuertes caídas del empleo 
en las actividades metalmecánicas y en productos y sustancias químicas; sin em-
bargo, y de modo similar a lo ocurrido con el número de establecimientos, las 
ramas “Papel y productos de papel, imprenta y editoriales” y “Otras industrias 
manufactureras” son las que registraron aumentos. Un caso particular en La 
Plata es el de la industria textil en la que, en un contexto de reducción del número 
de establecimientos, se observa un incremento de puestos de trabajo.

Cuadro 6. Participación de cada rama de actividad en el valor agregado por 
municipio. Microrregión Gran La Plata. Años 1974 y 2004

Rama de actividad Berisso Ensenada La Plata Gran La Plata

1974 2004 1974 2004 1974 2004 1974 2004

Productos alimenticios y bebidas 84,2 10,7 0,2 0,1 18 14 34 8,3

Textiles, prendas de vestir e industria del cuero 8,8 14,7 Sec. Sec. 0,7 9,9 3,2 8,2

Industria de la madera y productos de la madera 0,4 0,1 0,05 0 2,3 0,5 1 0,2

Fabricación de papel y productos de papel, imprentas y editoriales 0,2 1,4 Sec. 0 5,1 6,3 1,7 5,6

Fabricación de sustancias químicas y de productos químicos 
derivados del petróleo y del carbón, de caucho y de plástico

2 10,6 68,2 75,7 26,4 45 32,2 43,7

Fabricación de productos minerales no metálicos 0,1 Sec. 0,1 Sec. 3,5 4 1,2 1,3

Industrias metálicas básicas Sec. 8,8 24,3 20,5 14 9 13 12,8

Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo 3,6 24,3 7 0,1 29,9 7,6 13,3 10,6

Otras industrias manufactureras Sec. 4,6 Sec. Sec. 0,1 3,7 0,1 2,8

Total 99,3 75,2 99,85 96,4 100 100 99,7 93,5

Nota: Sec.: secreto estadístico.
Fuente: Elaboración propia sobre datos de los cne 1974 y 2004.

El Cuadro 6 permite una aproximación a la reestructuración del sector 
según la participación de cada rama en el valor agregado.10 Los cambios más 
notorios son la caída de “Elaboración de productos alimenticios y bebidas” y el 
fuerte incremento de “Fabricación de sustancias químicas y de productos quími-
cos derivados del petróleo y del carbón, de caucho y de plástico”. El aumento de 
esta rama explica más de las tres cuartas partes del valor agregado industrial de 

10   Información de la Dirección Provincial de Estadística sobre el Producto Bruto Geográfico (pbg) para 
el año 2003 muestra que el Gran La Plata representa el 8% del pib de la Provincia de Buenos Aires, con 
la siguiente distribución porcentual: Berisso 0,4%, La Plata 5,8% y Ensenada 2,2%. Para el conjunto de la 
microrregión, La Plata aporta el 72,2 %, Berisso el 4,7 % y Ensenada el 23,1%. El sector industrial representa 
el 41,6% del pbg microrregional con la siguiente participación en cada municipio: La Plata 12,6 %, Ensenada 
87,8 % y Berisso 24,5 por ciento. 
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Ensenada y casi la mitad del de La Plata. Berisso presenta fuertes incrementos, 
pero el aumento que más se destaca es el de las ramas metálica básica y metal-
mecánica. En términos generales, el valor agregado de la producción industrial 
del Gran La Plata ha dejado el perfil clásico de la industria sustitutiva en torno 
a las ramas alimenticia, metálica y metalmecánica para avanzar hacia una con-
siderable primacía de la rama de fabricación de sustancias químicas y derivados 
del petróleo, rama con significativos niveles de productividad (el 24% de los ocu-
pados de la región genera más del 40% del valor agregado). 

Análisis del sector industrial del  
Gran La Plata según el Censo 2004/2005

El sector industrial se analiza según los datos del cne 2004/2005, te-
niendo en cuenta rama de actividad, tamaño de los establecimientos, puestos de 
trabajo ocupados, productividad y especialización de cada municipio.

Al igual que lo que ocurre a escala nacional y mundial, la microrregión 
no escapa al hecho del predominio de las pymes en el total de establecimientos 
industriales. En general, las pymes están presentes en todos los sectores de la 
actividad económica, aunque su peso es mayor en el sector comercio. En el caso 
de las industriales, se ha observado que se concentran, sobre todo, en ramas in-
tensivas en mano de obra, con bajas economías de escala y orientadas en general 
al mercado interno. 

Cuadro 7. Establecimientos industriales (cantidad y porcentaje) según tamaño. 
Microrregión Gran La Plata. Años 2004/2005 

Tipo de empresa Cantidad de empresas Porcentaje

Microempresa 687 72.3

Pequeña 223 22,7

Mediana 30 4,3

Grande 9 0,7

Total 949 100,0

Fuente: Elaboración propia sobre datos del cne 2004/2005 y de entrevistas a informantes calificados.

En el Cuadro 7 se observa un peso abrumador de las microempresas 
(generalmente no contempladas en la categoría pymes), junto con las de tamaño 
pequeño (categoría de 6 a 25 ocupados), las que suman el 95% del total de los 
establecimientos industriales de la microrregión.11

11   Según su tamaño, las empresas se clasifican en: microempresas (de 1 a 5 ocupados), pequeñas (de 6 a 25), 
medianas (de 26 a 250) y grandes (de 251 en adelante).
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Las micro y pequeñas empresas son las más “dinámicas” en su salida 
y entrada (cierre y apertura) del mercado (Adriani, Langard y Steimberg, 2011). 
Por su importante dependencia del mercado interno, están fuertemente afec-
tadas por los ciclos económicos,12 a diferencia de las medianas y, sobre todo, de 
las grandes firmas con vínculos en mercados externos y con mayor capacidad 
financiera, las que tienden a independizarse de los ciclos macroeconómicos na-
cionales (Basualdo, 2003).

Entre los países de América Latina, la Argentina es el que tiene mayor 
proporción de pymes (no así de microempresas), lo que contribuye a delinear 
un sector industrial con ciertas virtudes, tales como tener importantes posibili-
dades de generar empleo y una mayor flexibilidad en la adaptación en los mer-
cados, aunque también es cierto que se trata de un conjunto vulnerable a los 
cambios de las condiciones macroeconómicas.

Cuadro 8. Establecimientos (cantidad y porcentaje) por tamaño de empresa según 
rama de actividad. Microrregión Gran La Plata. Años 2004/2005

Rama de actividad Tamaño de empresa Total

Micro Pequeña Mediana Grande

Total % Total % Total % Total %

Productos alimenticios y bebidas 223 77,2 54 18,6 11 3,8 1 0,4 289

Textiles y prendas de vestir 36 75 9 18,8 2 4,2 1 2 48

Curtido y terminación de cueros, marroquinería 5 55,6 3 33,3 1 11,1 0 0,0 9

Industria de la madera y productos de madera 40 78,4 11 21,6 0 0,0 0 0,0 51

Fabricación de papel y productos de papel 4 40,0 6 60,0 0 0,0 0 0,0 10

Imprentas y editoriales, reproducción de grabaciones 76 74,5 22 21,6 4 3,9 0 0,0 102

Fabricación de coque, productos de refinación de petróleo 1 16,7 3 50,0 1 16,7 1 16,7 6

Fabricación de sustancias y productos químicos 21 44,7 19 40,4 5 10,6 2 4,3 47

Fabricación de productos de caucho y plástico 35 71,4 12 24,5 2 4,1 0 0,0 49

Fabricación de productos minerales no metálicos 16 57,1 10 35,7 2 7,2 0 0,0 28

Industrias metálicas básicas 9 60,0 5 33,3 0 0,0 1 6,66 15

Fabricación de productos de metal, maquinaria y equipo 199 74,5 56 21 11 4,1 1 0,4 267

Otras industrias manufactureras 20 71,5 6 21,4 2 7,1 0 0,0 28

Total 685 72,3 216 22,7 41 4,3 7 0,7 949

Fuente: Elaboración propia sobre datos del cne 2004/2005 y entrevistas a informantes calificados.

12   Las microempresas y las pequeñas son altamente dependientes del mercado interno. En los últimos 
siete años (2004-2011), las pymes argentinas superaron el 15% de empresas exportadoras, proporción que 
representa la mayor de Latinoamérica.
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Según Ferraro y Stumpo (2010), en la Argentina las pymes industriales 
presentan un mayor peso relativo en las ramas metalmecánicas y electrónicas. 
Sin embargo, como se observa en el Cuadro 8, en el caso del Gran La Plata, el 
Censo 2004/2005 muestra que las microempresas y pymes son mayoritarias en 
las ramas de producción maderera, papel y edición e impresiones.13

Un dato significativo para analizar el peso relativo de las micro y peque-
ñas empresas de la microrregión es su participación en la generación del valor 
agregado en cada rama.14 El análisis del valor agregado por rama y tamaño de los 
establecimientos permite una aproximación a las diferencias de productividad 
(Cuadros 9 y 10).15 

Cuadro 9. Productividad por rama de actividad. Microrregión Gran La Plata. Años 
2004/2005

Sectores Baja Media Alta Total

Productos alimenticios y bebidas 96,3 3,4 0,3 100

Textiles y prendas de vestir 93,2 6,8 0,0 100

Curtido y terminación de cueros, marroquinería 90,9 9,1 0,0 100

Industria de la madera y productos de madera 100,0 0,0 0,0 100

Fabricación de papel y productos de papel 70,0 30,0 0,0 100

Imprentas y editoriales, reproducción de grabaciones 96,0 3,0 1,0 100

Fabricación de coque, productos de refinación de petróleo 16,7 33,3 50,0 100

Fabricación de sustancias y productos químicos 60,0 28,9 11,1 100

Fabricación de productos de caucho y plástico 79,2 18,8 2,1 100

Fabricación de productos minerales no metálicos 84,8 15,2 0,0 100

Fabricación de metales comunes 80,0 13,3 6,7 100

Fabricación de productos de metal, maquinaria y equipo 91,6 5,6 2,8 100

Fabricación de vehículos automotores, remolques y semirremolques 96,2 0,0 3,8 100

Otras industrias manufactureras (incluye muebles) 94,9 5,1 0,0 100

Fuente: Elaboración propia sobre datos del cne 2004/2005 y entrevistas a informantes calificados.

13   El análisis por rama en este apartado se realiza con una mayor desagregación de las actividades dada la 
información disponible para el cne 2004/2005.
14   Para el análisis del valor agregado, se definieron los siguientes intervalos: a) bajo: menos de $ 772.947 
por empresa (se toma $ 772.947 porque es el promedio nacional sectorial); b) rango medio: entre $ 772.947 y 
$ 2.637.815 (que es el promedio del valor agregado por empresa del glp); c) rango alto: corresponde a valores 
superiores a este último promedio.
15   El dato de productividad surge de la relación valor agregado a precios básicos sobre asalariados. Para 
la elaboración del Cuadro 9, se utilizaron como límites superiores del 1er rango (productividad Baja) y del 2° 
rango (productividad Media) $ 68.800 por asalariado (media nacional) y $ 198.000 por asalariado (media del 
Gran La Plata), respectivamente (cne 2004).
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Una primera lectura permite diferenciar las ramas entre aquellas que 
poseen más del 90% de las firmas dentro del rango de baja productividad y el 
resto, donde los rangos medios y altos tienen mayor peso. Las ramas incluidas en 
el último grupo son: “Fabricación de papel y productos de papel”, “Fabricación 
de coque, productos de refinación de petróleo”, “Fabricación de sustancias y pro-
ductos químicos”, “Fabricación de productos de caucho y plástico”, “Fabricación 
de productos minerales no metálicos” y “Fabricación de metales comunes”.

Dentro de este último conjunto, existen diferencias notables que se 
pueden agrupar en los siguientes subconjuntos: las ramas que poseen menos 
del 10% de sus empresas en el rango de productividad media y las que superan 
ese valor; a su vez, en este último grupo se observa que solo hay dos ramas 
que superan el 10% de firmas con productividad alta –es decir superior a la 
media del glp–: “Fabricación de coque, productos de refinación de petróleo” y 
“Fabricación de sustancias y productos químicos”, De esto surge una primera 
conclusión: el peso importante que tienen las empresas del Polo Petroquímico 
del Partido de Ensenada en el promedio de productividad de la microrregión.

El hecho de que las ramas “Fabricación de vehículos automotores, re-
molques y semirremolques”, “Elaboración de alimentos y bebidas”, “Fabricación 
de maderas y productos de madera”, “Edición e impresión” y “Otras indus-
trias manufactureras”, con una cantidad de micro y pequeñas empresas muy 
superior al 50%, presenten una baja productividad por ocupado no es un dato 
asombroso ni mucho menos, si se tiene en cuenta que la mayoría son empresas 
familiares o con un empleado o dos. “Fabricación de vehículos automotores, re-
molques y semirremolques” engloba a todos los talleres que rectifican motores; 
“Elaboración de alimentos y bebidas” incluye a todas las panaderías y fábricas de 
pasta; “Fabricación de madera y productos de madera” abarca a todas las carpin-
terías. Todas estas firmas son micro y pequeñas empresas que trabajan con de-
mandas limitadas (caso de las panaderías y fábricas de pasta) y a pedido (talleres, 
imprentas y carpinterías). Este universo de firmas representa el 95% del total de 
industrias del glp y abastece fundamentalmente a la microrregión.

Por otra parte, y volviendo sobre el tamaño de las firmas, diremos 
que, en las empresas medianas y grandes que abastecen mercados que superan 
ampliamente el ámbito local, opera otra lógica. Es el caso ya mencionado de 
“Fabricación de coque, productos de refinación de petróleo”; esta rama cuenta 
con una empresa con capitales trasnacionales en la microrregión y que dispone 
de las más avanzadas prácticas internacionales en producción, lo cual, sumado 
a sus características de industria de proceso (altos niveles de automatización del 
proceso productivo con baja nómina de trabajadores), la convierte en la de mayor 
productividad por asalariado. “Fabricación de sustancias y productos químicos” 
también se destaca por los altos niveles de productividad: los laboratorios farma-
céuticos instalados en el glp son empresas transnacionales (algunas de capitales 
nacionales) en las que es de esperar altos niveles de automatización (mayor pro-
porción de capital sobre el trabajo) y una muy depurada organización del trabajo.
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Cuadro 10. Productividad por tamaño de los establecimientos. Microrregión Gran 
La Plata. Años 2004/2005

Tamaño Productividad

Baja Media Alta

Micro 94,8 4,1 1,0

Pequeña 84,8 12,6 2,7

Mediana 66,7 26,7 6,7

Grande 33,3 33,3 33,3

Total glp 90,9 7,1 1,9

Fuente: Elaboración propia sobre datos del cne 2004/2005 y entrevistas a informantes calificados.

El Cuadro 10 muestra un aumento de la productividad relacionada con 
el tamaño: el grupo de las micro y las pequeñas empresas se concentra mayorita-
riamente en el rango de baja productividad; las medianas empresas se ubican 
también en este rango, aunque con un menor porcentaje;  solamente las grandes 
empresas escapan a esta lógica, presentando proporciones similares en los tres 
rangos. Los valores promedio para el glp se ubican en un punto intermedio 
entre las micro y las pequeñas empresas en todos los rangos, lo que evidencia el 
peso que presentan ambos segmentos en el total de la microrregión. Está claro 
que la relación tamaño-productividad tiene un sentido lógico: un tamaño consi-
derable con una capacidad financiera superior le permite a la firma incorporar 
tecnología más moderna y desarrollar las mejores y más adecuadas prácticas de 
proceso productivo. 

En la comparación de los porcentajes del Cuadro 10 con los valores ab-
solutos del Cuadro 7, se ponen de relieve algunos aspectos de interés. Si con-
sideramos solo la columna de alta productividad, vemos efectivamente que las 
firmas grandes tienen el 33% de sus empresas en dicha columna, es decir, tan 
solo tres firmas. Si consideramos las micro y pequeñas empresas en números 
absolutos, observamos que las primeras son siete firmas con alta productividad 
y las segundas seis; estas trece empresas tienen una productividad superior a la 
media del glp, y si a ello sumamos las que superan la media nacional (valor me-
dio), entre micro y pequeñas empresas se genera un universo de 69 empresas, 
es decir, el 7,3% de las industrias de la microrregión.

En el caso particular de las firmas de productividad media, existe un 
conjunto de empresas que, en su mayoría, superan la media nacional y que, al 
igual que las empresas de alta productividad, empujan el promedio de la mi-
crorregión por sobre el promedio nacional. En el Cuadro 9 se observa que estas 
ramas son “Fabricación de papel y productos de papel”, “Fabricación de meta-
les comunes”, “Fabricación de productos de caucho y plástico” y “Fabricación de 
productos de metal, maquinaria y equipo”, es decir, ramas muy heterogéneas y 
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con diferentes formas de aumentar productividades. Las tres primeras se carac-
terizan por producir bienes estandarizados denominados generalmente “bienes 
intermedios” o “insumos”, en los que la Argentina se especializó parcialmente 
luego de la dictadura militar de 1976. 

Puede suponerse que estas industrias tienen parte de la producción 
automatizada, con aceptables niveles de productividad. En este conjunto de em-
presas, en la rama “Fabricación de metales comunes” se encuentra una de las 
empresas con los más altos niveles de productividad a escala mundial en lamina-
ción de acero en frío. El grupo de empresas que pertenece a la rama “Fabricación 
de productos de metal, maquinaria y equipo” incluye, por un lado, a muchas 
firmas que producen estructuras (carpinterías metálicas) que son mano de obra 
intensiva y, por otro lado, a la construcción de maquinaria estándar y específica. 
Ambos subgrupos tienen trabajos a pedido y por demanda; el conjunto corres-
pondiente a maquinaria posee, dada la cantidad de profesionales necesarios en 
comparación con las fábricas de estructuras, una mayor productividad por traba-
jador, aunque esto queda planteado más como hipótesis que como aseveración.

Este tipo de análisis que nos permite cruzar variables como productivi-
dad con tamaño de empresa –siempre medido por cantidad de empleados– 
y rama industrial no es novedoso. La literatura especializada ha individualizado 
ramas de la industria que para producir necesariamente deben incluir grandes 
tamaños de empresas; esto, a su vez, explica la alta o media productividad (pe-
troquímica, pasta celulósica, química, acero). En sentido opuesto, existen ramas 
de la industria con capacidad de altos niveles de productividad pese a que cada 
firma individual de esa rama tiene pequeñas dimensiones (nos referimos a las 
micro y pequeña empresa). Generalmente se trata de sectores de alta tecnología, 
como es el caso de la informática, que emplean poco personal altamente capaci-
tado y generan altos niveles de productividad 

Qué rama de la industria y qué empresas están dentro de las 69 firmas 
micro y pequeñas con media-alta productividad es un interrogante que quizás 
pudiera dar paso a una nueva investigación. Dejando planteada la pregunta, pa-
samos al próximo segmento donde intentamos aproximarnos a definir el perfil 
de especialización industrial del glp. 

Perfil de especialización
Al considerar el grado de especialización, teniendo en cuenta la can-

tidad de establecimientos, el glp no presenta una aglomeración de empresas o 
una rama de la industria que determine un perfil industrial marcado.
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Cuadro 11. Empresas (%) por municipio según ramas de actividad. Microrregión 
Gran La Plata. Años 2004/2005

Ramas La Plata Ensenada Berisso

Elaboración de alimentos y bebidas 31,8 37,8 23,1

Textiles y prendas de vestir 12,1 2,2 10,8

Curtido y terminación de cueros, marroquinería 0,9 2,2 0,8

Madera y productos de madera 2,3 0,0 4,6

Fabricación de papel y productos de papel 1,1 0,0 1,5

Edición e impresión, reproducción de grabaciones 12,5 0,0 5,4

Fabricación de coque, productos de refinación de petróleo 0,0 7,9 8,7

Fabricación de sustancias y productos químicos 3,8 6,7 5,4

Fabricación de productos de caucho y plástico 4,2 8,9 10,0

Fabricación de productos minerales no metálicos 3,0 2,2 0,8

Fabricación de metales comunes 0,7 6,7 3,8

Fabricación de productos de metal, maquinaria y equipo 18,7 22,2 19,2

Fabricación de vehículos automotores, remolques y semirremolques 3,0 0,0 2,3

Otras industrias manufactureras (incluye muebles) 5,9 4,4 10,8

Total 100 100 100

Fuente: Elaboración propia sobre datos del cne 2004/2005 y entrevistas a informantes calificados.

En el Cuadro 11 se puede observar la distribución porcentual de estable-
cimientos de cada rama en el total de industrias por cada municipio.

En los tres municipios, la mayor cantidad de locales industriales co-
rresponde a “Elaboración de alimentos y bebidas” (principalmente productos de 
panadería y fabricación de pastas frescas). Esto constituye una característica ge-
neral de la mayoría de las ciudades, donde es habitual la existencia de un gran 
número de estos establecimientos; sin embargo, no por ello podemos hablar de 
especialización en el segmento pan, confituras y pasta o, en términos generales, 
en la industria alimenticia. 

La segunda rama de importancia es “Fabricación de productos de 
metal, maquinaria y equipo”, con una participación similar en los tres muni-
cipios. Este conjunto tiene gran importancia en el entramado productivo y en 
el sustento del resto de las actividades económicas (Pavit y Pattel, 1991) de la 
microrregión.

La industria textil y la de edición e impresión son dos actividades que 
superan el 10% de los establecimientos en La Plata. En Berisso y Ensenada sigue 
con cierta fuerza la rama “Fabricación de productos de caucho y plástico”. El 
resto de las ramas no supera el 10% de los establecimientos.
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Si bien se ha tomado la cantidad de establecimientos como paráme-
tro para considerar el perfil industrial, podrá objetarse que no es una varia-
ble del todo confiable en razón de que no expresa el valor de la producción. 
Considerando el valor agregado por cada rama, sí se hace visible una especia-
lización, ya que la fabricación de sustancias químicas y de productos químicos 
derivados del petróleo y del carbón, de caucho y de plástico genera el 43,7 % del 
valor agregado de toda la microrregión. Si a ello se suma el 12,8% de la rama de 
industrias metálicas básicas –a la que pertenece la empresa siderúrgica más im-
portante–, el valor agregado generado por estas ramas productoras de insumos 
difundidos asciende al 56% del total industrial del glp.

A modo de conclusión
Desde el punto de vista metodológico, es necesario destacar nueva-

mente que una de las dificultades encontradas para realizar el análisis inter-
censal fue la modificación efectuada en el Clasificador Nacional de Actividades 
Económicas (clanae) 2004/2005 con respecto a las clasificaciones censales an-
teriores, lo que obligó a realizar una adecuación de la información. Asimismo, 
las disposiciones de secreto estadístico han dificultado el análisis en varias 
de las ramas y para todo el conjunto. 

Lo anterior aporta a la necesidad de aclarar que muchas de las conside-
raciones vertidas en el presente trabajo están en un plano de hipótesis, ya que se 
requiere contar con otra información, como la del padrón industrial por empresa 
y la de fecha de inicio de actividad, para poder identificar impactos de las políti-
cas macroeconómicas en la dinámica de cada rama.

Tal como lo señalamos precedentemente, si bien a escala nacional, en-
tre 1994 y 2004, se registra una nueva caída de puestos de trabajo y de locales in-
dustriales, a escala del Gran La Plata se observan situaciones particulares. Estas 
particularidades refieren a la coexistencia de un incremento de 750 puestos de 
trabajo con una disminución de 127 locales industriales, lo cual da indicios 
de que en la microrregión, a comienzos de la década pasada, como producto de 
los primeros efectos de la recuperación económica, habría comenzado a detener-
se el proceso de desindustrialización posiblemente por el aprovechamiento de la 
capacidad instalada ociosa.

Desagregando el sector industrial y focalizándose en las variaciones 
intercensales del número de locales industriales, se observa que, en sintonía 
con la escala nacional, las actividades metalmecánicas presentan disminuciones 
significativas, destacándose el caso de “Fabricación de maquinaria de oficina, 
contabilidad e informática”, que pierde los tres únicos locales con los que conta-
ba en el glp. Del mismo modo, la rama textil muestra caídas, en particular en 
“Fabricación de prendas de vestir”. Paralelamente, el número de establecimien-
tos dedicados a la fabricación de productos intermedios, como refinación de pe-
tróleo, productos petroquímicos, químicos y plásticos, y a la de metales comunes 
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se mantuvo y/o creció. Esto se habría enmarcado en el aumento de estas ramas 
en el perfil productivo del país, que, en los años 90, se especializó en la elabora-
ción de commodities. 

En cuanto a la productividad, existe un conjunto de firmas que, en su 
mayoría, supera la media nacional y que, por lo tanto, empujan el promedio de 
la microrregión por sobre el promedio del país.. Esto está influenciado por el 
hecho de que las grandes empresas del polo petroquímico y la industria siderúr-
gica aportan el mayor porcentaje del valor agregado del sector. Si se vincula esta 
situación con la heterogeneidad del sector, se puede suponer la incapacidad que 
han demostrado las industrias más productivas y avanzadas tecnológicamente 
para influir sobre el entramado industrial.



El sector industrial del Gran La Plata en el neoliberalismo...
Federico Langard, Diego Arturi y Héctor Luis Adriani

26

Bibliografía
Adriani, L., F. Langard y J. Steimberg (2011), “El sector industrial 

del Gran La Plata durante el régimen de convertibilidad: su crisis y la etapa de 
crecimiento económico”, en H. L. Adriani, M. Papalardo, P. Pintos y M. J. Suárez 
(comps.), Actores, Estrategias y Territorio. El Gran La Plata: de la crisis de la conver-
tibilidad al crecimiento económico, Buenos Aires, fahce-unlp/ Dunken.  

Aronoff, L. (2003), “La industria nacional en los 90”, en revis-
ta Industrializar Argentina, año 1, n° 1, Buenos Aires, Revista Graduados de 
Ingeniería.

Arturi, D. (2007), “Factores territoriales y desempeños de las micro y 
pequeñas empresas industriales. Un abordaje desde las dinámicas de proximi-
dad”, en revista Geograficando, año 3, n° 3, Buenos Aires, unlp/Dunken.

Azpiazu, D. y M. Schorr (2010), “La difícil reversión de los legados 
del neoliberalismo. La recuperación industrial en la posconvertibilidad”, en 
Nueva Sociedad, n° 225, enero-febrero. Disponible en: <www.nuso.org>.

––––– (2011), “La industria argentina en las últimas décadas: una mi-
rada estructural a partir de los datos censales”, en revista Realidad Económica, n° 
259, Buenos Aires, iade.

Basualdo, E. M. (2003), “Las reformas estructurales y el plan de con-
vertibilidad durante la década de los noventa: el auge y la crisis de la valorización 
financiera”, en revista Realidad Económica, n° 200, Buenos Aires, iade.

Basualdo, E, C. Lozano y M. Schorr (2002), “La transferencia de 
recursos a la cúpula económica durante la presidencia Duhalde”, en revista 
Realidad Económica, 186, Buenos Aires, iade.

Centro de Estudios Bonaerenses (ceb) (2005), Microrregión La 
Plata: potencialidades, desarrollo endógeno y factores de atractividad territorial, La 
Plata, ceb. Disponible en: <http://www.eldia.com.ar/varios/documentos/inver-
tir.pdf>.

Fernández Bugna, C. y F. Porta (2008), “El crecimiento reciente de 
la industria argentina. Nuevo régimen sin cambio estructural”, en B. Kosacoff 
(ed.), Crisis, recuperación y nuevos dilemas. La economía argentina 2002-2007, 
Buenos Aires, cepal. 

Ferraro, C. y G. Stumpo (comps.) (2010), Políticas de apoyo a las pymes 
en América Latina. Entre avances innovadores y desafíos institucionales, Santiago 
de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal). 

Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (indec) (2001), 
Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda 2001, Buenos Aires, Ministerio 
de Economía. Disponible en: <www.indec.gov.ar>.

––––– (2010), Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda 2010, 
Buenos Aires, Ministerio de Economía. Disponible en: <www.indec.gov.ar>.



Revista de Estudios Regionales | 8 27

––––– (1974), Censos Nacional Económico 1974, Buenos Aires, 
Ministerio de Economía. Disponible en: <www.indec.gov.ar>.

––––– (1985), Censos Nacional Económico 1985, Buenos Aires, 
Ministerio de Economía. Disponible en: <www.indec.gov.ar>.

––––– (1994), Censos Nacional Económico 1994, Buenos Aires, 
Ministerio de Economía. Disponible en: <www.indec.gov.ar>.

––––– (2004), Censos Nacional Económico 2004, Buenos Aires, 
Ministerio de Economía. Disponible en: <www.indec.gov.ar>.

Kosacoff, B. (1993), “La industria argentina: un proceso de reestruc-
turación desarticulada”, en B. Kosacoff, El desafío de la competitividad, Buenos 
Aires, cepal/ Alianza. 

––––– (1998), “Estrategias empresariales y ajuste industrial”, en B. 
Kosacoff (ed.), Estrategias empresariales en tiempos de cambio, Bernal, cepal/
unqui.

––––– (2007), Hacia un nuevo modelo industrial, Buenos Aires, Capital 
Intelectual, Colección Claves para todos. 

Ministerio de Economía de la República Argentina (2011), 
Argentina. Indicadores económicos, Buenos Aires, Ministerio de Economía. 
Disponible en: <www.mecon.gov.ar>.

Observatorio pyme (2007), Informe Regional del Observatorio Pyme 
Regional Este de la Provincia de Buenos Aires. Industria Manufacturera. Año 2006, 
Buenos Aires, Fundación Observatorio Pyme.

Pavitt, K. y P. Pattel (1991), The continuing, widespread (and neglected) 
importance of improvements in mechanical technologies, Brighton (uk), University 
of Sussex, Science Policy Research Unit.

Dirección Provincial de Estadística de la Provincia de Buenos 
Aires (2004), Censo Nacional Económico 2004. Informe por partido, en <http://
www.ec.gba.gov.ar/estadistica/publiec.htm>.

Dirección Provincial de Estadística de la Provincia de Buenos 
Aires, Subsecretaría de Asuntos Municipales e Institucionales (2005), 
Microrregión Capital de la Provincia de Buenos Aires. Síntesis ejecutiva. Disponible 
en: <www.gob.gba.gov.ar/cdi/>.

Rofman, A. (1997), Convertibilidad y desocupación en la Argentina 
de los ’90. Análisis de una relación inseparable, Buenos Aires, ceur-ceb-cbc 
Universidad de Buenos Aires.

––––– (2000), Desarrollo regional y exclusión social. Transformaciones y 
crisis en la Argentina contemporánea, Buenos Aires, Amorrortu. 

––––– (2004), “El modelo económico-social de la década de los noven-
ta y su expresión regional”, en R. Boyer y J. C. Neffa (coords.), La economía ar-



El sector industrial del Gran La Plata en el neoliberalismo...
Federico Langard, Diego Arturi y Héctor Luis Adriani

28

gentina y su crisis (1976-2001): visiones institucionalistas y regulacionistas, Buenos 
Aires, ceil-piette/ Miño y Dávila. 

Schorr, M. (2004), Industria y Nación. Poder económico, neoliberalismo 
y alternativas de reindustrialización en la Argentina contemporánea, Buenos Aires, 
Ensayo Edhasa. 

Tangelson O. (2007), “Recuperación y consolidación económica y es-
trategias de desarrollo”, en R. Boyer y J. C. Neffa (coords.), Salida de la crisis y 
estrategias alternativas de desarrollo, Buenos Aires, ceil/piette/conicet/Miño 
y Dávila. 



Revista de Estudios Regionales | 8 29

Resumen
El presente trabajo pretende abordar los 
cambios de la industria manufacturera de la 
Microrregión Gran La Plata en el contexto de 
implementación de las políticas neoliberales 
y caracterizar al sector industrial resultante, 
sobre la base de información de los Censos 
Nacionales Económicos (cne) de 1974, 1994 y 
2004/2005. Partiendo de una lectura de dife-
rentes estudios sobre el tema, se presenta una 
caracterización general de las transformaciones 
del sector a escala nacional, con particular 
atención en la década de los años noventa.
Desagregando el sector industrial y focalizándo-
se en las variaciones intercensales del número 
de locales industriales, se observa que, en 
sintonía con la escala nacional, las actividades 
de las ramas metalmecánicas y textil presentan 
disminuciones significativas. Paralelamente, 
se mantuvo y/o creció el número de estableci-
mientos dedicados a la fabricación de produc-
tos intermedios, como refinación de petróleo, 
productos petroquímicos, químicos y plásti-
cos, y la de metales comunes. Esto se habría 
enmarcado en el aumento de estas ramas en el 
perfil productivo del país, que, en los años 90, 
se especializó en la elaboración de commodities. 

Abstract
This paper –“The Industrial Sector in the Greater 
La Plata Area during the Neoliberal Period: an 
Approach to its Transformations through the 
National Economic Census”– aims at looking 
into the changes of the manufacturing industry 
in the Greater La Plata micro-region within the 
Neoliberal policy implementation context and 
at characterizing the resulting industrial sector, 
based on the information collected by the 
1974, 1994 and 2004/2005 National Economic 
Censuses. After reading various studies on the 
subject, we present a global characterization 
of this sector’s transformation on a national 
scale, paying special attention to the 1990s.
Separating the industrial sector and focusing on 
the inter-census variations in the number of in-
dustrial premises, it can be observed that – just 
like on the national scale – metallurgical and tex-
tile activities show significant reductions. In line 
with this, the number of businesses specialized 
in the manufacturing of intermediate product, 
such as oil refining as well as the refining of 
petrochemical, chemical, plastic and ordinary 
metal products, has risen and/or stayed the 
same. This could be the result of an increase 
in such lines of business within the country’s 
productive profile, which, during the 1990s, spe-
cialized in the manufacturing of commodities. 

Palabras clave
Producción industrial
Neoliberalismo
Gran La Plata
Transformaciones sectoriales 

Key words
Industrial production
Neoliberalism
Greater La Plata area
Sector transformations
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Introducción
Durante los años setenta se modificó la noción de desarrollo: de tener 

por objetivo la acumulación de capital, pasó a centrarse en la satisfacción de las 
necesidades básicas del hombre; es decir, se pasó de un desarrollo riqueza a un 
desarrollo no pobreza. Este hecho marca el cambio más importante en la historia 
de la Economía del Desarrollo, ya que supone el surgimiento de un enfoque ra-
dicalmente distinto a todos los anteriores (Hidalgo Capitán, 1996).

Nerfin, en relación con el “otro desarrollo” recogido en el relatorio de 
Uppsala, expresa: 

El desarrollo alternativo debe estar orientado a satisfacer las necesidades 
humanas tanto materiales como inmateriales, empezando por satisfacer 
las necesidades básicas de los dominados y explotados, asegurando, al 
mismo tiempo, la humanización de todos los seres humanos, satisfacien-
do sus necesidades de expresión, creatividad e igualdad, así como las de 
condiciones de convivencia, y permitiéndoles comprender y dominar sus 
propios destinos (Nerfin, 1977).
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Siguiendo a Hidalgo Capitán (ob. cit.), el endodesarrollo –o su versión 
más moderna, el desarrollo local– añade a la estrategia de desarrollo la dimen-
sión territorial. El territorio, con todo lo que representa (geografía, recursos, cul-
tura, etnia, medio ambiente, etc.) juega un papel fundamental en la estrategia 
de desarrollo, y su desconocimiento puede generar la esterilidad de las políticas de 
desarrollo; es decir, las dificultades de implementación en un determinado te-
rritorio con particulares características puede llevar al bloqueo de esas políticas. 
La inclusión de esta dimensión en la teoría del desarrollo ha traído consigo la 
incorporación de los estudios de viabilidad en los proyectos de cooperación inter-
nacional, tanto de los organismos públicos como privados, y ha permitido des-
plazar parte de la tarea del desarrollo a las propias comunidades, conocedoras de 
su territorio.

Desde esta perspectiva, se puede decir que el Desarrollo Local es un 
proceso endógeno que procura aprovechar los recursos propios para fortalecer 
el entramado socioinstitucional y el sistema económico-productivo, con la fina-
lidad de mejorar la calidad de vida de una comunidad (Becerra, 2009). Si bien, 
el concepto de Desarrollo Local puede ser abordado desde diversas perspecti-
vas, con diferentes objetivos y distintos contenidos, concordamos con Enrique 
Gallicchio en que:

[...] no es ni una moda, ni un paradigma, ni una panacea, es una estrategia 
y un instrumento de desarrollo. Su gran potencialidad radica en que repre-
senta una estrategia diferente para el desarrollo y no debe considerársela 
una tecnología a aplicar en cualquier circunstancia sino que es, ante todo, 
una estrategia socio-política de cambio [Gallicchio, 2010].

En particular, en cuanto al análisis de la dimensión económica, coinci-
dimos en considerar que el Desarrollo Local:

[...] debe ser discutido y practicado no solamente en su dimensión de creci-
miento, sino, sobre todo, como una estrategia de generación de empleo y 
trabajo [...] hablar de desarrollo económico local implica trabajar sobre una 
dimensión del desarrollo local inseparable de las demás. Se puede decir 
que uno de los objetivos de esta línea de trabajo es generar riqueza en un 
territorio. Los instrumentos para esto son, por ejemplo, el fortalecimiento 
de las empresas existentes, la atracción de nuevas empresas e inversiones, 
la integración y diversificación de la estructura productiva, el mejoramien-
to de los recursos humanos del territorio, y la coordinación de programas y 
proyectos [Gallicchio, ob. cit.]. 

Independientemente de las dimensiones que se analicen así como de 
los actores que intervengan en el proceso, el objetivo esperado de estas acciones 
será, particularmente en el caso de los territorios más desfavorecidos, la reduc-
ción de la pobreza y de la inequidad social.

En tal sentido, entre los objetivos del Desarrollo Local se pueden citar:
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• Creación de empleo a través del fortalecimiento del sistema económi-
co-productivo local con un aumento de la competitividad económica.

• Mejora de la equidad social mediante el reforzamiento del entramado 
socioinstitucional a través de la generación de capital social.

Por su lado, Casalis (2008) considera que el desarrollo territorial y la 
constitución de un entramado industrial más desconcentrado e integrado requie-
ren, en ese sentido, de un enfoque de articulación inter e intrasectorial que desa-
rrolle y fortalezca las complementaciones y las potencialidades de los territorios, 
incorporando tecnología, generando valor agregado y empleo, en favor del capital 
desconcentrado con asiento en el territorio. La tendencia a la concentración que 
exhibe el actual modelo productivo resulta negativa y regresiva para el desarrollo 
territorial porque debilita el tejido productivo local/regional, desplaza a los pro-
ductores e implica destrucción de capital y de empleo.

Los enfoques territoriales reconocen el valor de generar políticas para 
aumentar la densidad de los entramados de pymes, lograr complementariedad 
entre el sector primario, la industria y los servicios, incorporar tecnología a la 
producción por medio de los institutos de ciencia y tecnología, facilitar el acceso 
al crédito del capital desconcentrado, etcétera.

El concepto de mercado de trabajo local
Tradicionalmente, la política de empleo se ha visualizado como una 

variable dependiente de la política de crecimiento económico. Sin embargo, la 
incorporación de nuevas tecnologías más intensivas en capital suele producir, 
al menos en el corto plazo, situaciones de desempleo estructural neto; esto es, 
si, por un lado, implican una capacidad potencial de generación de puestos de 
trabajo nuevos (los cuales requieren procesos de recalificación de recursos hu-
manos), al mismo tiempo provocan una destrucción inmediata de antiguos em-
pleos (Alburquerque, 2007).

En ese sentido, la causa del desempleo no se limita a los desbalances 
entre la oferta y la demanda de trabajo. Otras causas, relacionadas con el cambio 
tecnológico, provocan transformaciones estructurales del empleo –porque se re-
quiere una mayor calificación de los recursos humanos– y modificaciones en las 
relaciones laborales.

Del lado de la demanda de trabajo, hay que aludir a las transformacio-
nes estructurales del empleo y las transformaciones del empleo según ocupa-
ciones. Entre las primeras, cabe citar la deslocalización de actividades económi-
cas, las transformaciones sectoriales de la economía, las crecientes exigencias 
medioambientales y los cambios en las formas de relación laboral; mientras que, 
entre las transformaciones del empleo según ocupaciones, hay que aludir a los 
mayores requerimientos de calificación de los recursos humanos, junto a la exis-
tencia de empleos de baja calificación, precarios y mal remunerados, lo que pro-
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voca una persistente polarización social (Fina, 2002, citado por Alburquerque, 
2007).

El desempleo tiene una incidencia desigual en territorios y personas, 
según diferencias de edad, género o nivel educativo, entre otras. Asimismo, 
mantiene una relación directa con otros problemas sociales como la pobreza y la 
exclusión. En tal sentido, Robert Castel (1997) afirma que el trabajo determina 
la posibilidad de integración social, pues el trabajo estable se vincula con una in-
serción relacional sólida. Por el contrario, el desempleo, junto con una paulatina 
pérdida relacional, favorece la exclusión y marginación, lo cual suele derivar en 
delincuencia, violencia, racismo, discriminación, etcétera.

Por su parte, Gallicchio (2010) expresa que:

El desempleo no es un fenómeno nuevo en nuestra sociedad. Lo que hace 
de él un hecho singular en los últimos tiempos, y de manera creciente, son 
sus dimensiones y características. Estos aspectos lo vuelven una asignatura 
ineludible para la formulación de políticas que den cuenta de los mismos. 
Al volumen tan importante de desempleados, hay que sumar otro igual 
de importante: el contingente de trabajadores que tienen serios problemas 
en la calidad de sus empleos, y otros que deben optar por la emigración 
como vía para mejorar sus ingresos y vivir dignamente. El desempleo no 
se distribuye de manera uniforme entre las diferentes categorías de activos, 
sino que afecta de modo muy desigual a los diferentes grupos y territorios. 
Siendo un fenómeno de toda la sociedad, es un hecho anti-igualitario que 
tiende a concentrarse en ciertos colectivos (Gallicchio, ob. cit.).

Sánchez y Moreno (2010) aseveran que la particular configuración que 
alcanza el mercado de trabajo determina la forma y la intensidad en la que el 
crecimiento económico repercute en el bienestar social de la población. En este 
sentido, se podría afirmar que el mercado de trabajo es el principal “conversor” 
del crecimiento económico en bienestar social. De esta manera, si en un mer-
cado de trabajo concreto predomina el empleo informal (ausencia de protección 
social) y la precariedad laboral (bajos salarios, condiciones insalubres e inestabi-
lidad en el empleo, baja capacitación laboral), las probabilidades de que el creci-
miento económico se transforme en bienestar social y en oportunidades vitales 
para la población serán significativamente menores. Al contrario, las posibilida-
des de que el crecimiento económico se conviertan en un mayor bienestar social 
aumentan a medida que crece el empleo regular y se establecen medidas que 
mejoran las condiciones laborales. 

Las autoridades locales perciben de forma directa los problemas relacio-
nados con el empleo y deben darles respuesta. Este tipo de respuestas no pueden 
ser genéricas; deben referirse a las peculiaridades específicas de cada territorio. 
Por lo tanto, el diseño de las políticas de empleo debe basarse en una aproxima-
ción territorial, utilizando el concepto de mercado de trabajo local. Se trata de un 
concepto para el que no existen definiciones teóricas plenamente aceptadas; ade-
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más, las limitaciones de la información estadística disponible, no diseñada para 
abordar este tipo de enfoque territorial, obliga a mediciones mediante aproxi-
maciones colaterales, como las referidas al análisis de los movimientos diarios 
entre la vivienda y el lugar de trabajo, la continuidad de las construcciones, o la 
densidad de población.

Referencia metodológica
Este estudio pretende aportar a la discusión del impacto del Mercado de 

Trabajo en la Provincia de San Luis, en un análisis comparativo con las provin-
cias de la Región Cuyo del país: San Luis, San Juan y Mendoza. 

Los datos analizados en este trabajo se obtuvieron de la Encuesta 
Permanente de Hogares (eph) que releva el Instituto Nacional de Estadística y 
Censos (indec) y de información censal proporcionada por el mismo organismo.

La situación de la Provincia de San Luís se proyecta a partir de los datos 
del aglomerado “San Luis y el Chorrillo”. Debido a que la eph se releva en po-
blaciones de más de 100 mil habitantes al Censo 2001, la Provincia de San Luis 
solo está representada por ese aglomerado, que corresponde aproximadamente 
al 44% de la población provincial, mientras que el aglomerado Gran Mendoza 
y el aglomerado Gran San Juan cubren más del 60% de la población de cada 
provincia.

La información utilizada para el período elegido es la publicada como 
Microdatos de la eph y corresponden al 4° trimestre de 2003 y 4° trimestre de 
2011. En cuanto a la información censal, se utilizan los datos del Censo Nacional 
de Población, Hogares y Viviendas de 1991, 2001 y los datos definitivos del 
Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas de 2010.

Estructura económica de la Región 
Analizando una breve caracterización de la estructura productiva de las 

provincias de Mendoza y de San Juan elaborada por el Programa de Servicios 
Agrícolas Provinciales de la Universidad Nacional de Cuyo (prosap, 2011), se 
puede destacar lo siguiente: 

• La provincia de Mendoza aporta al pbi Nacional el 4,3%. El sector pri-
mario participa con un 23% del Producto Bruto Geográfico (pbg) provincial, 
básicamente por las actividades agrícolas, ocupando el lugar más importante 
la producción de uvas para vinos, seguida por las producciones hortícolas y fru-
tícolas. A su vez, la industria manufacturera representa el 16% de su pbg, y se 
destacan las actividades relacionadas con el procesamiento de las producciones 
agropecuarias. La provincia posee casi 76 mil hectáreas de frutales, con una co-
secha de 635 mil toneladas en la campaña 2011, destinadas tanto al consumo en 
fresco como a la industrialización, lo que da origen a una importante industria 
conservera.
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• Un exponente característico de la agroindustria de la Provincia de 
Mendoza lo constituye la cadena vitivinícola, siendo la principal provincia pro-
ductora de uvas (70% del total producido a nivel nacional) y de vinos. Otro rubro 
productivo de importancia lo constituye el olivo, del cual casi la mitad se destina 
a aceitunas para conserva y el resto para la producción de aceite de oliva.

• En relación con el pbg de la Provincia de San Juan, cabe destacar que 
el sector primario ha venido aportando alrededor del 11% del total y está vincu-
lado fundamentalmente con la producción de vid y olivo que ocupan más de dos 
tercios de la superficie implantada anualmente en esta provincia. El resto de la 
producción primaria se concentra en la actividad frutihortícola –tanto en varie-
dades frescas como secas y en conserva– y en ganadería caprina

• En la Provincia de San Juan se cultivan más de 6 mil hectáreas de 
frutales. El destino principal de la fruta sanjuanina es el mercado interno, tan-
to para la fruta en fresco como para su industrialización en la elaboración de 
dulces y conservas. Dentro del cultivo de hortalizas la producción principal es 
el ajo (80% de la superficie cultivada en el país), la cebolla (segunda productora 
nacional), el melón y el tomate, a las que se agregan los espárragos –de reciente 
desarrollo.

• Las uvas de mesa ocupan el segundo lugar entre los productos expor-
tados por la provincia, luego del oro, que ha desplazado incluso a tradicionales 
productos de exportación provincial como son el mosto y los vinos. A su vez la 
Provincia de San Juan es la principal productora y exportadora de pasas de uva: 
es responsable de más del 90% de la producción nacional.

La Provincia de San Luis, tradicionalmente agrícola-ganadera, luego 
de verse favorecida por la implementación de un régimen de promoción indus-
trial a principios de la década de 1980, se convirtió en una provincia fabril. De 
esta forma, si bien se encuentra comprendida en la situación global argentina, 
presenta rasgos que la destacan: es la importante incidencia del sector manu-
facturero en la economía provincial lo que la diferencia del patrón productivo 
nacional.

Este proceso de industrialización mostró tres características distintivas: 
fue tardío con respecto a las zonas tradicionalmente industriales del país, se 
basó en los incentivos fiscales e implicó la utilización de un esquema de pro-
ducción fordista. Además, produjo modificaciones importantes en la estructura 
productiva provincial, hasta entonces basada en el sector primario.

Más recientemente, con el decaimiento de la promoción industrial y las 
mutaciones del sector agropecuario nacional de la última década que repercutie-
ron en el precio de las producciones agropecuarias de algunos cereales y oleagi-
nosas, esta provincia se ha visto influenciada por un proceso de transformación 
que afecta fuertemente a la región central del país.
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El nuevo modelo de producción agrícola se caracteriza por ser altamen-
te tecnificado y demandante de capital, aspectos que lo asemejan al modelo de 
producción industrial. Esta nueva agricultura ha penetrado diversos espacios 
territoriales, tanto pampeanos como extrapampeanos; y lo ha hecho de manera 
dominante, borrando las particularidades locales, extrayendo su renta y los sabe-
res tradicionales, generando exclusión y dependencia, en el marco de la consoli-
dación de un modelo de alta capacidad de producción de riqueza.

De todos modos, San Luis, presenta una particularidad sustancial en 
la utilización de políticas sociales. Desde el año 2003 destina una importante 
proporción de su presupuesto al sostenimiento de una política masiva, orientada 
a atemperar los efectos del desempleo, denominada Plan de Inclusión Social 
“Trabajo por San Luís” (Ley 5373), que prevé una contribución económica a todos 
los habitantes de la provincia que se encuentren desocupados (Olguín, Vilchez 
y Rodríguez, 2011)

El objetivo del Plan es justamente incluir a todos los puntanos, evitando 
cualquier situación injusta de exclusión social. Pero evitando dar simple-
mente un subsidio, ya que este no cumple con el objetivo de la inclusión. 
Se trata de dar trabajo, de forma tal que se fomente la cultura del trabajo, 
ya que este es sinónimo de dignidad, confianza, capacidad de progreso, 
independencia y libertad (Suárez Godoy, 2004).

La duración del Plan de Inclusión Social está prevista hasta que el úl-
timo beneficiario obtenga un trabajo (Suárez Godoy, ob. cit.). Por otra parte, el 
Plan comprende un amplio número de beneficiarios:

Está dirigido a todos los ciudadanos de San Luis desocupados, dispuestos 
a mejorar sus posibilidades de conseguir empleo mediante la inclusión de 
la cultura del trabajo. Se garantiza el acceso al Plan de las madres solteras, 
mujeres jefas de hogar, mujeres mayores de cuarenta (40), cincuenta (50) 
y sesenta (60) años, todas las personas con capacidades diferentes, hom-
bres mayores de cuarenta (40) años, todos los jóvenes, mujeres y hom-
bres mayores de dieciocho (18) años y de todo sector de la población en 
estado de emergencia social (Ley 5373, Art. N° 3).

Vale considerar que, a pesar de que desde su implementación este plan 
involucró a un amplio número de beneficiarios, a la fecha ha sido significativa 
la cantidad de personas dadas de baja: el primer año incluyó a 45.000; a finales 
de 2008 el número se redujo a 31.500; y en la actualidad, la cantidad de benefi-
ciarios disminuyó a 14.076, entre los cuales se encuentran 11.461 pertenecien-
tes al Plan de Inclusión Social y 2.615 integrantes de Seguridad Comunitaria 
(Ministerio de Inclusión y Desarrollo Humano–Provincia de San Luís, 2011). 
Esta reducción se debe, principalmente, a la mayor participación de los sanlui-
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seños en los Planes Nacionales, como la Asignación Universal por Hijo,1 la cual 
es incompatible con la recepción de otra ayuda social, como el Plan de Inclusión, 
por lo que muchos beneficiarios han optado por esta segunda opción. En cam-
bio, en su momento, el Plan Jefas y Jefes de Hogar no tenía igual atractivo por la 
diferencia económica a favor del Plan de Inclusión Social.

Para el financiamiento del Plan, el gobierno de la provincia destinó, 
originalmente, una asignación presupuestaria de 177 millones de pesos (aproxi-
madamente un 25% del presupuesto provincial). “Los beneficiarios del Plan 
percibirán una colaboración económica de carácter no remunerativo por todo 
concepto de Pesos Trescientos ($ 300) mensuales” (Ley 5373, Art. N° 8). El mon-
to total asignado al Plan es casi equivalente al que tradicionalmente destinaba 
el gobierno provincial a la obra pública, que a partir de ese momento prácti-
camente se discontinuó. Al contrario de lo que sucede con otros planes socia-
les, la instrumentación de este plan solo contempla la intervención del Poder 
Ejecutivo provincial, sin la participación de ningún otro organismo. Por lo tan-
to, el Ejecutivo es el que dispone la asignación del beneficio y la permanencia. 
Actualmente los beneficiarios del Plan perciben una colaboración económica de 
ochocientos cincuenta y cinco pesos ($855) mensuales.

En relación con la contraprestación, las tareas a desarrollar por los be-
neficiarios tienen una duración de seis horas diarias. A su vez, se habilita al 
Poder Ejecutivo a celebrar convenios con empresas del sector privado para la 
incorporación de beneficiarios del Plan en el desarrollo de proyectos de interés 
público (Ley 5373, Art. N° 4), garantizándoles a los beneficiarios “las coberturas 
de Aseguradora de Riesgo de Trabajo y de la Dirección de Obra Social del Estado 
Provincial, en las condiciones que establezca la reglamentación” (Ley 5373, Art. 
N° 10).

En cuanto a las actividades que llevan a cabo, los beneficiarios cum-
plen con tareas de desmalezamiento, por ejemplo: limpieza de parques, pa-
seos públicos y la vera de las rutas. También pueden realizar talleres optativos y 
coordinados por mismos beneficiarios del plan, por ejemplo: tejido, carpintería, 
folclore, cocina, alfabetización, artesanía, etcétera.

Finalmente, vale resaltar –sin desconocer por ello la ayuda social que 
representa– que, dado que, como se señaló, solo el Ejecutivo dispone la asig-
nación del beneficio y su duración –con renovación anual desde el 2003 has-
ta la actualidad–, se genera una dependencia de los beneficiarios respecto del 
Ejecutivo provincial que conlleva lo que Robert Cartel (2004) denomina una 
“inseguridad social”, toda vez que, en sus prácticas cotidianas, el Plan es presen-

1   El Decreto 1602/09 referido a la Asignación Universal por Hijo en su artículo 9° establece que la per-
cepción de las prestaciones previstas en él resultan incompatibles con el cobro de cualquier suma origina-
da en Prestaciones Contributivas o No Contributivas Nacionales, Provinciales, Municipales o de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, incluyendo las prestaciones de las Leyes N° 24.013, 24.241 y 24.714 y sus respec-
tivas modificatorias y complementarias..



Revista de Estudios Regionales | 8 39

tado informalmente como un “favor” y no como un derecho a una política social. 
La inseguridad social es entendida como la conciencia de estar a merced de acon-
tecimientos que pueden degradar el estatus social. Y actúa como un proceso de 
desmoralización, de disociación social, que condiciona a los sujetos a vivir en la 
precariedad permanente, que es también una inseguridad permanente por no 
tener el menor control sobre lo que les ocurre. Puntualmente, la inseguridad 
permanente “es no poder ni dominar el presente ni anticipar positivamente el 
porvenir” (Castel, 2004, pp. 35-40). 

La inseguridad en el empleo y, por lo tanto, la incertidumbre acerca de 
los ingresos presentes y futuros pueden mirarse como una forma de exclusión. 
Inseguridad e incertidumbre, a su vez, son las dimensiones básicas que iden-
tifican a los empleos precarios. La precariedad, en este sentido, conduce a los 
trabajadores a situaciones típicas de la exclusión social (Lindenboim, Serino y 
González, 2000).

Cuestiones básicas para analizar  
la demografía y el mercado de trabajo

Un aspecto central de cara al Desarrollo Local es conocer la estructura 
y evolución de la población, el perfil del mercado de trabajo y los principales 
problemas de empleo en el territorio. Para ello, se debería efectuar un análisis de 
la población local, de las tendencias demográficas, de la pirámide de edad, 
del nivel de empleo y desempleo, del nivel de renta, de la distribución geográfica 
poblacional, de los movimientos de emigración, etcétera (Silva Lira, 2003).

En este trabajo, que pretende una aproximación al diagnóstico de los 
aportes del mercado laboral al Desarrollo Local, se considera: la evolución y dis-
tribución de la población de las provincias incluidas en la región analizada; los 
principales indicadores del mercado laboral y el nivel y distribución del ingreso 
de sus habitantes. 

Con ello se intenta estimar las potencialidades que tiene cada una de 
las provincias analizadas para insertarse convenientemente en las estrategias de 
desarrollo propios de este tipo de territorio.

Evolución y distribución de la población  
de las provincias de la Región Cuyo

Según el Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010 del 
indec, en relación con la distribución en categorías según número de habi-
tantes, esta es la situación de las provincias que integran la Región Cuyo: San 
Luís está en la franja “De 100.000 a 500.000” habitantes, San Juan en la “De 
500.001 a 1.000.000” habitantes y Mendoza en la “De 1.000.001 a 2.000.000” 
habitantes (Mapa 1).
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Mapa 1. Población total por provincia. República Argentina. Año 2010

Fuente: indec, Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010. Resultados definitivos.

En relación con la evolución de la población, entre el Censo 2001 y el 
Censo 2010 se observa un crecimiento intercensal del 9,8% en San Juan, del 
10,1% en Mendoza y del 17,5% en la Provincia de San Luis. Como se ve, esta últi-
ma experimentó un incremento visiblemente mayor, aunque sus valores absolu-
tos todavía se encuentran muy por debajo del resto de las provincias (Cuadro 1).

Cuadro 1. Evolución intercensal de la población. Región Cuyo. Años 2001-2010

Censo 2001 Censo 2010 Variación 
%Total de 

población
Varones Mujeres Índice de 

masculinidad
Total de 

población
Varones Mujeres Índice de 

masculinidad

Total País 36.260.130 17.659.072 18.601.058 94,9 40.117.096 19.523.766 20.593.330 94,8 10,6

Mendoza 1.579.651 769.265 810.386 94,9 1.738.929 846.831 892.098 94,9 10,1

San Juan 620.023 302.532 317.491 95,2 681.055 333.228 347.827 95,8 9,8

San Luis 367.933 183.411 184.522 99,4 432.310 213.407 218.903 97,5 17,5

Nota: El índice de masculinidad indica la cantidad de varones por cada cien mujeres.
Fuente: indec, Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010. Resultados definitivos.

La densidad poblacional de las provincias consideradas y su evolución 
es, asimismo, muy asimétrica: por ejemplo, Mendoza pasó de 10,6 hab./km2 en 
el Censo 2001 a 11,7 hab./km2 en los valores definitivos del Censo 2010. En cam-
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bio, San Luis pasó de 4,8 hab./km2 a 5,6 hab./km2. Por su parte, el promedio 
nacional pasó de 13 hab./km2 a 14,4 hab./km2.

En los Mapas 2, 3 y 4 se observa la distribución espacial de la población 
según densidad departamental por cada provincia que integra la Región Cuyo. 
Asimismo, se presentan los cuadros que muestran la población de cada departa-
mento y su variación intercensal correspondiente a los Censos 1991, 2001 y a los 
resultados definitivos del Censo 2010 (Cuadros 2, 3 y 4).

Mapa 2. Densidad de población por departamento. Provincia de San Luis. Año 2010

Fuente: indec, Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010. Resultados definitivos.

Como se indicó, la Provincia de San Luis arroja en los dos períodos 
intercensales significativas tasas de crecimiento por encima del promedio na-
cional, escenario ya registrado en el período 1980-1991; esto implica la reversión 
de una tendencia secular de saldos migratorios negativos. Sin embargo, si se 
efectúa un análisis de su distribución hacia el interior del territorio provincial, 
pueden advertirse notables desequilibrios entre los distintos departamentos. 

El mayor incremento relativo durante ambos períodos se registra en el 
Departamento Junín –debido al vertiginoso crecimiento de la Villa de Merlo y 
alrededores como producto de la actividad turística–, aunque en términos ab-
solutos su incidencia es modesta. El Departamento La Capital es el principal 
aportante del incremento provincial, con sus altas tasas de crecimiento y su con-
siderable concentración de población, que ha pasado a representar en los últimos 
veinte años del 42,2% al 47,8% de la población sanluiseña. 

Como agudo contraste, los Departamentos San Martín y Belgrano pre-
sentan tasas negativas, muy altas en el caso del primero, que se vienen repi-
tiendo en períodos anteriores y que, de no revertirse, dejarán a estos territorios 
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literalmente despoblados. Además, departamentos como Pringles y Dupuy han 
registrado también en el último período tasas que muestran una importante 
emigración de sus territorios. 

Esta escueta mirada sobre las cifras lleva a interrogarse sobre la exis-
tencia de políticas de integración territorial o sobre la efectividad de las mismas, 
en la medida en que el comportamiento poblacional se encuentra íntimamente 
ligado al desarrollo territorial en estas regiones (Olguín et al., 2011). 

Cuadro 2. Población departamental y variación intercensal. Provincia de San Luis. 
Años 1991, 2001 y 2010

Departamento Censo 1991 Censo 2001 Censo 2010 Variación 1991-2001 Variación 2001-2010

Total 286.458 367.933 432.310 28,4% 17,5%

Ayacucho 15.251 16.906 19.087 10,9% 12,9%

Belgrano 4.001 3.881 3.985 -3,0% 2,7%

Chacabuco 15.150 18.410 20.744 21,5% 12,7%

Coronel Pringles 11.368 12.571 13.157 10,6% 4,7%

General Pedernera 90.932 110.814 125.899 21,9% 13,6%

Gobernador Dupuy 9.361 11.120 11.779 18,8% 5,9%

Junín 13.452 20.271 28.933 50,7% 42,7%

La Capital 121.004 168.771 204.019 39,5% 20,9%

Libertador General San Martín 5.939 5.189 4.707 -12,6% -9,3%

Fuente: Elaboración propia a partir de información de los Censos 1991, 2001 y 2010 (definitivo).

Mapa 3. Densidad de población por departamento. Provincia de San Juan. Año 2010

Fuente: Elaboración propia a partir de información de los Censos 1991, 2001 y 2010 (definitivo).
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Cuadro 3. Población departamental y variación intercensal. Provincia de San Juan. 
Años 1991, 2001 y 2010

Departamento Censo 1991 Censo 2001 Censo 2010 Variación 1991-2001 Variación 2001-2010

Total 528.715 620.023 681.055 17,3% 9,8%

Albardón 16.645 20.413 23.888 22,6% 17%

Angaco 7.323 7.570 8.125 3,4% 7,3%

Calingasta 7.667 8.176 8.588 6,6% 5%

Capital 119.423 112.778 109.123 -5,6% -3,2%

Caucete 28.159 33.609 38.343 19,4% 14,1%

Chimbas 52.263 73.829 87.258 41,3% 18,2%

Iglesia 5.626 6.737 9.099 19,7% 35,1%

Jáchal 19.955 21.018 21.730 5,3% 3,4%

9 de Julio 5.972 7.652 9.307 28,1% 21,6%

Pocito 30.597 40.969 53.162 33,9% 29,8%

Rawson 90.174 107.740 114.368 19,5% 6,2%

Rivadavia 56.986 76.150 82.641 33,6% 8,5%

San Martín 9.154 10.140 11.115 10,8% 9,6%

Santa Lucía 38.086 43.565 48.087 14,4% 10,4%

Sarmiento 15.932 19.092 22.131 19,8% 15,9%

Ullum 3.173 4.490 4.886 41,5% 8,8%

Valle Fértil 5.633 6.864 7.222 21,9% 5,2%

25 de Mayo 13.042 15.193 17.119 16,5% 12,7%

Zonda 2.905 4.038 4.863 39,0% 20,4%

Fuente: Elaboración propia a partir de información de los Censos 1991, 2001 y 2010 (definitivo).

La Provincia de San Juan registra, durante los dos períodos intercensa-
les, tasas de crecimiento menores que la tasa nacional. Concentra la mayoría su 
población en los oasis o valles centrales (Tulúm, Ullum, Zonda y Jáchal). En el 
primero de esos valles, situado en el Departamento Capital, se ubica el denomi-
nado Gran San Juan, que es el mayor conglomerado poblacional de la provincia. 
Presenta disímiles tasas de crecimiento en los departamentos que lo componen. 
Así los principales incrementos –que se reiteran en ambos períodos– se 
encuentran en los Departamentos de Pocito, 9 de Julio y Chimbas, al contra-
rio de lo que ocurre en Rawson y especialmente en el Departamento Capital, 
con recurrentes tasas negativas en ambos períodos intercensales. Al noroeste 
provincial, Iglesias encabeza el incremento de tasas pero con escasa población 
en valor absoluto. Por su parte. Valle Fértil, Jáchal y Calingasta, departamentos 
de gran extensión territorial, detentaron las menores tasas de crecimiento. 
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Mapa 4. Densidad de población por departamento. Provincia de Mendoza. Año 2010

Fuente: indec, Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010. Resultados definitivos.

El Mapa 4, correspondiente a la Provincia de Mendoza, señala con elo-
cuencia la concentración territorial de la población en el noroeste provincial. La 
distribución poblacional en Mendoza se distingue por la concentración en zo-
nas de riego, que constituyen, al mismo tiempo, importantes concentraciones 
de localidades urbanas. El oasis de Mendoza, donde está el aglomerado Gran 
Mendoza formado por las zonas urbanizadas de los departamentos Capital, 
Guaymallén, Godoy Cruz, Luján de Cuyo, Las Heras y Maipú, posee una po-
blación que representa el 63,7% de la población total (Censo 2010) y ocupa una 
superficie del 11% del territorio. En ambos períodos intercensales, estos depar-
tamentos presentaron incrementos por encima del promedio provincial, con ex-
cepción de Godoy Cruz y de la propia Capital –cuyo comportamiento llama la 
atención: a pesar de ser una capital provincial, en valores absolutos refleja una 
población menor que la que tenía hace 20 años. 

También los Departamentos del Valle de Uco –Tunuyán, Tupungato y 
San Carlos– presentan incrementos por encima del promedio provincial. Pero 
no ha sucedido lo mismo en la zona del denominado oasis de San Rafael.

Las zonas menos pobladas, como La Paz, Santa Rosa y General Alvear, 
con extensos territorios, han presentado variaciones inferiores al crecimiento 
vegetativo. La única excepción es Malargüe, que incrementó en un 20% su po-
blación –seguramente por el impacto de la actividad turística–, aunque debe 
tenerse presente la modesta cifra en valores absolutos que detenta.
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Cuadro 4. Población departamental y variación intercensal. Provincia de Mendoza. 
Años 1991, 2001 y 2010

Departamento Censo 1991 Censo 2001 Censo 2010 Variación 1991-2001 Variación 2001-2010

Total 1.412.481 1.579.651 1.738.929 11,8 10,1

Capital, Mendoza 121.620 110.993 115.041 -8,7 3,6

General Alvear, Mendoza 42.338 44.147 46.429 4,3 5,2

Godoy Cruz, Mendoza 179.588 182.977 191.903 1,9 4,9

Guaymallén, Mendoza 221.904 251.339 283.803 13,3 12,9

Junín, Mendoza 28.418 35.045 37.859 23,3 8

La Paz, Mendoza 8.009 9.560 10.012 19,4 4,7

Las Heras, Mendoza 156.545 182.962 203.666 16,9 11,3

Lavalle, Mendoza 26.967 32.129 36.738 19,1 14,3

Luján de Cuyo, Mendoza 79.952 104.470 119.888 30,7 14,8

Maipú, Mendoza 125.331 153.600 172.332 22,6 12,2

Malargüe, Mendoza 21.743 23.020 27.660 5,9 20,2

Rivadavia, Mendoza 47.033 52.567 56.373 11,8 7,2

San Carlos, Mendoza 24.140 28.341 32.631 17,4 15,1

San Martín, Mendoza 98.294 108.448 118.220 10,3 9

San Rafael, Mendoza 158.266 173.571 188.018 9,7 8,3

Santa Rosa, Mendoza 14.241 15.818 16.374 11,1 3,5

Tunuyán, Mendoza 35.721 42.125 49.458 17,9 17,4

Tupungato, Mendoza 22.371 28.539 32.524 27,6 14

Fuente: Elaboración propia a partir de información de los Censos 1991, 2001 y 2010 (definitivo).

Principales indicadores del mercado laboral
Las mediciones correspondientes a la Onda Octubre de 2001 muestran 

en la Región Cuyo una situación laboral signada por una importante Tasa de 
Desocupación. Dentro de la Región, la Provincia de San Juan posee la más alta 
–18,3%–, seguida por la Provincia de Mendoza –13,5%– y la Provincia de San 
Luis –12,2 por ciento.

En relación con la Tasa de Subocupación, todas las provincias de Cuyo 
presentaban cifras más elevadas que el promedio del país, lo que muestra una 
enorme proporción de personas con problemas de empleo. 

En cuanto a la Tasa de Actividad, tanto la de San Juan como la de 
Mendoza eran superiores a la de San Luis, con cifras muy por debajo del prome-
dio nacional (Cuadro 5).
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Cuadro 5. Indicadores del Mercado Laboral. República Argentina y Región Cuyo. 
Onda Octubre de 2001

Tasa de Actividad Tasa de Empleo Tasa de Desocupación Tasa de Subocupación

País 42,2 34,5 18,3 16,3

San Luis 37,1 32,6 12,2 18,8

San Juan 39,3 32,8 18,3 19,8

Mendoza 39,4 34,1 13,5 18,4

Fuente: Elaboración propia a partir de informes de prensa del indec.

Por su parte, el relevamiento correspondiente al 4° trimestre de 2011 
muestra una marcada reducción de la desocupación en todos los aglomera-
dos analizados. En particular, la Provincia de San Luis presenta una Tasa de 
Desocupación del 1,3%, consecuencia de la implementación del Plan de Inclusión 
Social, que desde el segundo semestre de 2003 ha mantenido esos valores por 
debajo del 2%. La Provincia de San Juan, de manera similar a la Provincia de 
Mendoza, exhibe una Tasa de Desocupación que representa menos de la mitad 
del promedio del país. En cuanto a la Tasa de Subocupación, solo Mendoza tiene 
una cifra elevada: es casi tres veces la de San Luis o San Juan

La Tasa de Actividad también ha crecido pero, como puede apreciarse 
en el Cuadro 6, San Luis se sigue mostrando como la provincia con menor in-
tención de participación en el mercado laboral.

Cuadro 6. Indicadores del Mercado Laboral. República Argentina y Región Cuyo.  
4° trimestre de 2011

Tasa de actividad Tasa de empleo Tasa de desocupación Tasa de subocupación

País 46,1 43,0 6,7 8,5

San Luis 38,4 37,9 1,3 2,2

San Juan 40,8 39,4 3,6 2,7

Mendoza 43,1 41,8 3,0 7,4

Fuente: Elaboración propia a partir de informes de prensa del indec.

Por otra parte, para el 4° trimestre de 2011 y según se muestra en el 
Cuadro 7, los ocupados, en las tres provincias analizadas, se concentran mayo-
ritariamente en el Estado; luego siguen los sectores Servicios, Comercio y, en 
cuarto lugar, Industria.

La participación del Estado es particularmente alta en San Luis (30,5%), 
aunque San Juan y Mendoza también se encuentran por encima del promedio 
nacional. Esto se debe a las políticas estatales implementadas en los últimos 
años en la Argentina, que atraviesan a todas las provincias y particularmente a 
las de la Región analizada.
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La ocupación en las Actividades Primarias solo muestra valores impor-
tantes para San Juan con el 4,7%, valor obviamente influenciado por la actividad 
minera además de la agrícola.

La actividad en el Sector Secundario sigue mostrando a San Luis, con 
el 16,9%, como una provincia industrial, superando al resto de la Región e, in-
cluso, al promedio nacional. Vale tener en cuenta que desde 1982, con la Ley 
Nacional 22702, la Provincia de San Luis tuvo un conjunto de beneficios pro-
mocionales que implicaban fuertes incentivos para la radicación de industrias. 
Estos incentivos le permitieron desarrollar una importante actividad manufac-
turera, con una significativa influencia en los procesos de generación de puestos 
de trabajo y contención del desempleo, lo que, de alguna manera, le brindó 
la posibilidad de mantenerse durante largo tiempo “protegida” de los avatares de la 
economía nacional (Olguín, Vilchez y Ruiz, 2009).

Cuadro 7. Trabajo por Rama de actividad. República Argentina y Región Cuyo (en 
porcentaje). 4° trimestre de 2011

  País San Luis San Juan Mendoza

Actividades primarias 1,6 1,7 4,7 2,1

Industria 14,0 16,9 12,9 10,6

Construcción 9,2 14,1 10,1 8,9

Comercio 20,1 17,7 21,3 25,7

Servicios 29,0 19,0 22,1 26,4

Estado 25,5 30,5 28,7 26,1

Otros 0,6 0,0 0,1 0,2

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la eph-indec

La situación distributiva 
En comparación con el resto de las provincias de la Región analizadas, 

el Producto Bruto Geográfico de San Luis se distribuye entre una población rela-
tivamente pequeña,2 lo que, en algunos momentos, ha significado altos niveles 
de ingreso per cápita. Sin embargo, esta situación no parece tener un correlato 
directo con las condiciones de vida de la población. Consecuentemente, una eva-
luación adecuada del impacto del progreso económico del país y de la implemen-
tación de los Planes Sociales sobre las condiciones de vida de los sanluiseños 
a partir del seguimiento de los ingresos exige considerar ciertos factores que 
influyen sobre la medición de los mismos y sus posibilidades de comparación 
en el tiempo. 

2   Según el Censo Nacional 2010 (Resultados Definitivos), la población de San Luis asciende a 432.310 
habitantes. 
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Si se analiza el Gráfico 1, se puede observar que la distribución del in-
greso muestra una alta concentración: el 10% más rico de la población concentra 
casi el 25% del ingreso total, mientras que, en la mayoría de las mediciones, el 
10% más pobre detenta valores menores al 2%. No obstante, desde la implemen-
tación del Plan de Inclusión Social, el ingreso medio de la población ocupada de 
San Luis –para la ocupación principal– ha ido en progresivo aumento. 

De todos modos, para el 4° trimestre de 2011 el ingreso medio del país 
ascendía a $3.197, es decir, casi un 20% mayor que en San Luis. Por su parte, 
San Juan, en esa medición, tenía un ingreso que llega a los $2.463, en tanto que 
Mendoza contaba con un ingreso medio de $4.275, muy superior al promedio 
nacional.

La situación de Mendoza puede considerarse singular ya que, en ese 
aglomerado, la eph ha relevado un ingreso máximo de $20.000 en la medición 
del 4° trimestre de 2011. Esto ha disparado todos los valores relacionados, mejo-
rando el nivel promedio de ingresos pero incrementado la brecha de desigual-
dad y perjudicando la distribución del ingreso

Gráfico 1. Ingreso medio y brecha de ingreso. San Luis. Años 2003/2011

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de eph-indec.

Por su parte, como se observa en el Gráfico 1, la aproximación a la bre-
cha de ingresos de San Luis, es decir la relación entre los ingresos del 10% más 
rico y los del 10% más pobre de la población, muestra un importante crecimien-
to en la primera parte del período considerado, luego se mantiene con ciertas 
variaciones y, finalmente, baja en la última medición. 

En efecto, en el 4° trimestre de 2003 se registró un ingreso 10,1 veces 
superior del 10% más rico versus el 10% más pobre, alcanzando un máximo de 
17 en 2005. 
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En la última medición registrada, la brecha de ingresos de San Luis 
asciende a 12,7 veces, mientras que, a nivel nacional, donde la incidencia de las 
Políticas Sociales no es tan notoria como en San Luis, alcanza las 19,2 veces. 
Por su parte, San Juan presenta una brecha de 17,2 y Mendoza –por la situación 
anteriormente comentada– pasa a tener una de 26,7 veces.

De todos modos, debe tenerse en cuenta que, en el año 2000, la brecha 
de ingresos para San Luis alcanzó más de 26,4 veces (Olguín, Paéz y Bussetti, 
2005). 

Si bien estos datos indican una mejora en el nivel de ingresos y una re-
ducción en la brecha, existen otros indicadores que permiten establecer concor-
dancias en el comportamiento. Sin dudas, de los diversos índices que se utilizan 
para el estudio de la desigualdad, el que genera mayor consenso para los trabajos 
empíricos es el Coeficiente de Concentración de Gini. Este indicador mide la 
relación entre el porcentaje acumulado de la población perceptora (ya sea a ni-
vel de hogares o de individuos) y la frecuencia relativa acumulada de ingresos 
correspondientes según la estratificación elegida, por ejemplo, deciles. El valor 
máximo que puede adquirir es 1, cuando la desigualdad es extrema; el mínimo 
se ubica en 0, cuando la equidad es perfecta. En este último caso, cada estrato de 
la población percibe exactamente la misma participación en el ingreso respecto 
de su ponderación en la población total considerada.

Para poder apreciar la evolución de la distribución del ingreso se utili-
zará el índice de Gini, tomando el ingreso de la ocupación principal como va-
riable para medir la concentración del ingreso de la población ocupada. Esta variable 
brinda información pertinente para evaluar la manera en que se distribuye la 
renta entre los miembros de una sociedad que desempeñan actividades remune-
radas. El Cuadro 8 representa los valores del Índice de Gini correspondientes al 
total del país y a las provincias de la Región Cuyo.

Cuadro 8. Índices de Gini para Ingreso de la ocupación principal. República 
Argentina y Región Cuyo. Años 2003-2011

4° trimestre 2003 4° trimestre 2011 Variación

Total del País 0,461 0,384 -16,7%

San Luis 0,345 0,357 3,5%

San Juan 0,444 0,393 -11,5%

Mendoza 0,441 0,504 14,3%

Fuente: Elaboración propia a partir de datos eph-indec.
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Si se analiza comparativamente la variación entre el 4° trimestre de 
2003 y el 4° trimestre de 2011, puede observarse que, en el período analizado, 
San Luis ha empeorado en su situación distributiva, retrocediendo un 3,5%, 
mientras que San Juan redujo su índice de desigualdad en un 11,5% y el país lo 
hizo en un 16,7%. Mendoza, por su parte, retrocedió un 14,5%. Una vez más, 
debe recordarse la situación especial de esta última provincia que mencionára-
mos anteriormente.

La notable mejora de la equidad a nivel del promedio nacional mues-
tra que el esfuerzo económico que hace la provincia con el sostenimiento del 
Plan de Inclusión Social no obtiene resultados tan impactantes como con las 
tasas de desocupación, si bien, por otra parte, la situación previa que mantenía 
la Provincia de San Luis era bastante más delicada, ya que el Coeficiente de Gini 
para la medición de cctubre de 2001 ascendía a 0,418 (Olguín y Mesas, 2007).

A modo de reflexión final
Si bien este estudio no pretende abarcar en su totalidad la proble-

mática de las potencialidades territoriales asociadas con el Desarrollo Local 
de una región como la analizada, como avance pueden adelantarse algunas 
consideraciones.

De las provincias incluidas en la Región Cuyo consideradas en este tra-
bajo, es San Luis la que presenta el menor número de habitantes, a pesar de 
haber tenido una mayor tasa de crecimiento intercensal que el resto. Incluso 
la densidad poblacional de San Luis es aproximadamente la mitad de la de 
Mendoza y poco más del tercio del promedio nacional.

La distribución territorial de la población también muestra profundas 
asimetrías, más notorias en Mendoza y San Juan.

La situación ocupacional ha presentado sustanciales mejoras desde los 
relevamientos correspondientes a octubre de 2001, en los que San Juan presen-
taba la más alta Tasa de Desocupación de la Región con el 18,3% –la misma 
que el promedio nacional–, mientras que Mendoza mantenía un 13,5% de su 
población económicamente activa en condiciones de desocupación. San Luis, en 
ese momento exhibía una Tasa de Desocupación del 12,2%, pero mostraba una 
Tasa de Subocupación superior a las del resto de las provincias de la Región y al 
promedio del país. 

En la medición correspondiente al 4° trimestre de 2011, se observa una 
marcada reducción de la desocupación en todos los aglomerados analizados, en 
particular en San Luis, con una Tasa de Desocupación del 1,3%. En la misma me-
dición, San Juan con el 3,6% y Mendoza con el 3,0% registran valoren casi en un 
50% inferiores al promedio del país. De todos modos, la Tasa de Subocupación 
de Mendoza se muestra muy elevada con un valor del 7,4 por ciento.
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Los bajos valores de desocupación de San Luis son producto de la inci-
dencia de la implementación de una política pública: el Plan de Inclusión Social 
“Trabajo por San Luis”, que desde el segundo semestre de 2003 ha mantenido 
valores por debajo del 2%. De todos modos, en comparación con Mendoza y San 
Juan, las Tasas de Actividad muestran a San Luis como la provincia con la me-
nor intención de participación en el mercado laboral de la Región.

Con respecto a la rama de actividad de los ocupados, la ocupación en 
las Actividades Primarias no representa valores sustantivos en el período con-
siderado, salvo en la Provincia de San Juan que, con el 4,7%, prácticamente 
triplica al resto. En general, los ocupados se concentran mayoritariamente en 
los Servicios, el Estado, el Comercio y, en cuarto lugar de importancia, en la 
Industria. La actividad en el Sector Secundario sigue mostrando a San Luis, con 
el 16,9%, como una provincia industrial, superando al resto de la Región e inclu-
so al promedio nacional. La participación del Estado como empleador encuentra 
a San Luis como la provincia con mayor dependencia: allí el Estado concentran 
a un 30,5% de los ocupados. 

Los análisis realizados con respecto a la distribución del ingreso mues-
tran, para el 4° trimestre de 2011, que el ingreso medio en San Luis es de $ 2.680, 
mientras que el promedio del país tiene un ingreso un 20% más alto. Asimismo, 
la concentración del ingreso es notable: al 10% más rico de la población le corres-
ponde casi el 25% del ingreso total, mientras que el 10% más pobre reúne menos 
del 2%. El nivel de ingresos de San Juan muestra una situación comprometida 
con solo $ 2.463 de ingreso promedio; y el de Mendoza no puede compararse 
apropiadamente por la información recabada en este relevamiento.

Por su parte, la brecha de ingresos a nivel nacional alcanza las 19,2 ve-
ces, en la Provincia de San Luis asciende a 12,7 veces y en San Juan a 17,2 veces. 
Mendoza, por los mismos motivos que los mencionados antes, resulta difícil de 
analizar. 

En las comparaciones del índice de desigualdad utilizado en este tra-
bajo, se observa que, en el período analizado, San Luis empeoró su situación 
distributiva, retrocediendo un 3,5%, mientras que San Juan redujo su índice 
de desigualdad en un 11,5% y el total del país, en promedio, mejoró un 16,7%. 
Mendoza también desmejoró su situación, retrocediendo un 14,5%, pero por 
motivos diferentes a los de San Luis.

En el caso de esta última provincia, el deterioro en el índice de des-
igualdad muestra que el esfuerzo económico de sostener el Plan de Inclusión 
Social no obtiene resultados tan impactantes como los obtenidos en las tasas 
de desocupación. Evidentemente, las bondades de ese Plan no alcanzan para 
maximizar las potencialidades de mejores perspectivas de desarrollo territorial, 
aunque el mercado laboral se muestre como satisfecho.

Las diferencias en cantidad de población y densidad demográfica, espe-
cialmente respecto de Mendoza, y la situación de los niveles y distribución del 
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ingreso hacen que a San Luis –con una estructura productiva muy diferente– le 
resulte difícil competir en esta Región, donde las variables económicas de las 
otras provincias son más sólidas y genuinas.

Por último, si se consideran los objetivos del Desarrollo Local en rela-
ción con los datos analizados de la Región Cuyo, se puede visualizar que, toman-
do como referencia el año 2001, en 2011 se han producido mejoras en cuanto al 
mercado de trabajo, puntualmente, en relación con la disminución de las Tasas 
de Desempleo y Subempleo. Sin embargo, y específicamente en la Provincia de 
San Luís, esta mejoría no está vinculada con la distribución del ingreso, pues 
la brecha de los ingresos se mantiene elevada en comparación con 2003. Esto 
puede ser leído de muchas maneras, una de las cuales es la precarización del 
empleo y de las condiciones de vida. 

Como corolario, podemos afirmar que aún quedan asignaturas pen-
dientes para el logro de un Desarrollo Local genuino y que favorezca una ma-
yor equidad económica y social. Para alcanzar estos cambios se necesita de un 
política estatal interesada en ello y además, tal como lo menciona Francisco 
Alburquerque (2007), una capacitación para las nuevas y variadas demandas 
del mercado de trabajo local y una pertinencia con lo local. En otras palabras, se 
requiere tener en cuenta las limitaciones y potencialidades relacionadas con el 
ambiente local, en tanto estrategia para la incorporación de nuevas actividades 
productivas en el territorio local. 
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Resumen
El Desarrollo Local Territorial es un proceso 
endógeno de construcción social que apunta a 
la generación de capacidades locales aprove-
chando los recursos territoriales para fortalecer 
el entramado socio-institucional y el sistema 
económico-productivo y movilizarlos para 
mejorar la calidad de vida de una comunidad.
Un aspecto relevante, de cara al Desarrollo 
Local, es conocer la estructura y evolución 
de la población, el perfil del mercado de 
trabajo, así como los principales problemas 
de empleo en la zona en consideración. 
La Región de Cuyo, integrada históricamente 
por las provincias de Mendoza, San Juan y 
San Luis, presenta singularidades tanto en 
sus perfiles productivos como en su desa-
rrollo económico. En particular, la Provincia 
de San Luis se caracteriza fuertemente por la 
aplicación de una sostenida política pública 
de reducción de los efectos de desempleo 
e inequidad que se manifestaron profunda-
mente desde la devaluación de la moneda.
En ese sentido, este trabajo –que continúa y 
actualiza la línea de un estudio previo re-
lacionado con la Región Centro Ampliada, 
elaborado con datos provisorios del Censo 
2010– pretende aportar al estudio del mer-
cado laboral de la Región Cuyo y su relación 
con el desarrollo territorial, elaborando un 
diagnóstico de las provincias involucradas. 
Como fuente principal de información, se 
utiliza la Base de Microdatos de la eph, 
que releva y publica el indec, para el pe-
ríodo comprendido entre 2003 y 2011 y 
datos definitivos del Censo Nacional de 
Población, Hogares y Viviendas 2010.

Abstract
The Local Territorial Development is an endoge-
nous process of social construction that aims at 
the generation of local capacities taking advan-
tage of the territorial resources to strengthen the 
studding socio-institutional and the economic-
productive system and to mobilize them to 
improve the quality of life of a community.
A relevant aspect, with a view to the Local 
Development, is to know the structure and 
evolution of the population, the profile of the 
labor market, as well as the principal problems 
of employment in the zone in consideration.
The Region of Cuyo, integrated historically by 
the provinces of Mendoza, San Juan and San 
Luis, presents singularities both in his produc-
tive profiles and in his economic development. 
Especially, San Luis Province is characterized 
strongly by the application of a supported 
public politics of reduction of the effects of 
unemployment and inequity that demonstrated 
deeply from the devaluation of the currency.
In this sense, this work that continues and 
updates the line of a previous study related 
to the Region Center Extended, elaborated 
with provisional information of the Census 
2010, tries to reach to the study of the labor 
market of the Region and his relation with 
the territorial development, elaborating 
a diagnosis of the involved provinces.
As principal source of information, there is in 
use the Base of Microinformation of the eph, 
which the indec relieves and publishes, for the 
period understood between 2003 and 2011, and 
definitive information of the National Census 
of Population, Homes and Housings 2010.
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Minería metalífera en 
Santa Cruz. Empleo y matriz 
productiva
Rubén Mario Lurbé

Introducción
La minería metalífera se ha desarrollado en la Provincia de Santa Cruz 

desde mediados de los años 90. Ya en el año 1998, la Empresa Cerro Vanguardia 
S.A. fue la primera en comenzar a producir el bullón doré.1 Desde entonces, 
y favorecida por el aumento generalizado de los precios internacionales de las 
commodities, la actividad minera evidencia un crecimiento sostenido en la pro-
vincia, llevando a la incorporación de nuevas tecnologías de producción para la 
recuperación mineral y a un impulso a nuevas explotaciones.

Las inversiones y el desarrollo de los últimos años posicionan a la mi-
nería metalífera como una actividad emergente y de gran dinamismo en la eco-
nomía regional, que, además, abre expectativas de un importante crecimiento 
para los próximos años. 

La minería en la Argentina a partir de los años noventa
Marco legal e interés económico

Para clarificar el desarrollo de la actividad minera en la Argentina, pare-
ce oportuno analizar dicho proceso a partir de la sanción de la Ley de Inversiones  
 

1   Las barras de bullón doré, producidas por la Empresa Cerro Vanguardia C.V., son lingotes de unos 20 ki-
logramos de peso conformados por un 8% de oro y un 92% de plata. Véase: <http://www.cerrovanguardia.
com.ar/procesos.php>. Fecha de consulta: 12/10/2012.

Rubén Mario Lurbé es Ingeniero Industrial (Universidad Nacional del Sur), Magíster en Economía y Gestión 
de Empresas (Universidad Nacional de la Patagonía Austral; Máster en Gestión Integrada de Calidad, Medio 
Ambiente y Prevención (Universitat Politécnica de Catalunya); Profesor Regular Asociado en la Universidad 
Nacional de la Patagonia Austral y en la Universidad Tecnológica Nacional, en Río Gallegos. 
Email: mariolurbe@yahoo.com

Este trabajo forma parte del Proyecto de Investigación 29/A250-1 “Sectores productivos tradicionales y 
emergentes en Santa Cruz. Alternativas y continuidad de la dinámica socioeconómica y laboral”, radicado 
en la Universidad Nacional de la Patagonia Austral, Unidad Académica Río Gallegos (unpa-uarg) y dirigido 
por el Mg. Carlos Vacca.
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Mineras y del conjunto de leyes complementarias dictadas en los años 90 que 
promovieron la actividad en el país. Para ello, retomamos a Benavídez (2009), 
quien expresa: 

Para el caso de Argentina, la llegada de empresas extranjeras a partir de 
la década de 1990 estuvo marcada por el nuevo marco legal que favoreció 
a la industria. Durante el curso del siglo xx y hasta avanzada la década 
del ´80, hubo en el país una serie de leyes, llamadas de promoción mine-
ra, que en la práctica no eran más que créditos blandos. Para esa época, 
el Servicio Geológico Argentino todavía producía algunos tipos de infor-
mes, planos o mapas. La minería era generalmente artesanal, o manejada 
por medio de PyMes (Pequeñas y Medianas Empresas) o por proyectos 
estatales, o empresas paraestatales, o planes especiales, mientras que 
también algunos emprendimientos estaban en manos de Fabricaciones 
Militares. Es lo único que hubo durante el siglo xx a partir de la Primera 
Guerra Mundial. Aun cuando a las compañías mineras extranjeras no les 
resultaba atractiva la legislación argentina aplicable en la actividad, fueron 
llegando al país capitales mineros extranjeros en el rubro de las explora-
ciones. Al mismo tiempo, gradualmente apareció el germen por el que el 
aparato bursátil empezó a confiar en las empresas junior –empresas casi 
siempre encabezadas por un técnico o geólogo nuevo en la actividad–, 
que empiezan la búsqueda y que se ganan la confianza de los inversores. 
Esa herramienta financiera iniciada en los 90 fue especialmente aplicada 
en países con potencial dormido como el que ofrecía Argentina. Anterior a 
eso, ya Chile había iniciado el fomento de la inversión minera extranjera, en 
definitiva diez años antes que su vecino trasandino a donde recién empe-
zaron a llegar empresas y consultores en los años 90 (p.3). 

Según Sánchez-Alvabera y Lardé (2006), en el período 1990-2004 la 
inversión minera en Chile y en el Perú fue de cerca de 26.000 millones de dóla-
res de 7.732 millones de dólares, respectivamente.

El principal cuerpo legal sancionado en nuestro país fue la Ley Nacional 
N° 24.196, también llamada de Ley de Inversiones Mineras, aprobada en mayo 
de 1993 con el voto unánime de ambas cámaras legislativas. El espíritu que pri-
mó en los legisladores al sancionar esa ley fue lograr que inversores internacio-
nales del sector visualizaran a la República Argentina como un destino posible y 
atractivo para sus inversiones. 

Kulfas, Porta y Ramos (2002) señalan que la nueva legislación de pro-
moción de la inversión minera estableció una serie de beneficios, entre los que 
se destacan: a) la estabilidad fiscal por 30 años; b) la amortización acelerada de 
los bienes de capital; y c) la posibilidad de importar bienes de capital e insumos 
libres de aranceles. Asimismo, mediante un acuerdo con las provincias, se esta-
bleció que la regalía minera no podría superar el 3% del valor a boca de mina, 
descontados los costos de producción.
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El proceso aperturista de la Argentina se materializó inicialmente a tra-
vés de una legislación que garantizaba las operaciones de empresas mineras por 
un tiempo prudencial para la actividad. De tal forma, se facilitó el ingreso de las 
empresas inversoras, pues por primera vez una ley nacional ofrecía seguridad 
jurídica, mientras que otros países de la región –como el Perú y Chile– ya osten-
taban una arraigada tradición y permanencia en la producción minera.

Complementariamente, la sanción de otras leyes promovió el impulso 
del sector. Tal es el caso de la Ley Nacional N° 24.498 del año 1994, llamada  
Ley de Actualización Minera, que organiza y actualiza el centenario Código 
Minero argentino. Uno de los puntos a destacar de dicha ley es la derogación del 
régimen para la minería de gran escala. 

En 1995 se sancionó la Ley Nacional N° 24.585, de Protección Ambiental 
para la Actividad Minera, la que, respondiendo al importante fortalecimiento de 
la conciencia ambientalista en el mundo, modificó el Código de Minería en rela-
ción con la protección del ambiente y con la conservación del patrimonio natural 
y cultural en el ámbito de la actividad minera en el país.

Cabe destacar que, por imperio de la Reforma Constitucional del año 
1994, las provincias recuperan el derecho originario sobre sus recursos natura-
les, y, por lo tanto, se constituyen en la autoridad de aplicación de la legislación 
vigente. Como señalan Svampa y Sola Alvarez (2010):

La reforma constitucional de 1994 fue evidentemente un parteaguas, pues 
implicó un cambio profundo en relación con la explotación de los recursos 
naturales; por un lado, consagró la provincialización de los recursos natu-
rales (gas, petróleo, minería), que dejaron de depender del Estado central; 
por otro lado, marcó la renuncia del Estado (nacional y provincial) a la explo-
tación de los mismos, lo cual dio paso a una obligada privatización (p. 112).

La meseta central de Santa Cruz antes  
del desarrollo minero metalífero

Entre 1880 y el fin de la Primera Guerra Mundial, la ganadería en 
Santa Cruz vivió una etapa fuertemente expansiva de colonización del territorio. 
La explotación ovina de carácter extensivo en la Patagonia Austral generó en 
esos años condiciones para la exportación de lanas primero y carnes después, a 
partir de la presencia, en diferentes ciudades del territorio santacruceño (Puerto 
Deseado, Puerto San Julián, Puerto Santa Cruz y Río Gallegos), de los frigorí-
ficos de la compañía Swift-Armour, los cuales exportaban directamente a Gran 
Bretaña su producción –principalmente, grasa y reses congeladas.

Como consecuencia de la sobreexplotación de los campos –cuyo com-
portamiento se desconocía–, se produjo una fuerte desertificación, especial-
mente en la llamada meseta central. Barbería (1995) señala que la mayoría de los 
establecimientos abandonados y no rentables se ubican en dicha meseta central, 
al norte del Río Santa Cruz, zona que cuenta con los terrenos de menor calidad, 
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menor superficie y menores inversiones. E indica que “una de las consecuencias 
más notorias del avance del proceso erosivo es el abandono de establecimientos 
Por otra parte, un sector importante de los mismos ha sido cubierto de ceniza 
volcánica a raíz de la erupción del Volcán Hudson en agosto de 1991” (Barbería, 
1995, p. 277).

Por su parte, Williams, Schinelli y Vacca (2011) adjudican la desertifi-
cación –más allá del componente climatológico y ambiental– a la baja presencia 
del Estado y a la falta de adecuación de las prácticas de los ganaderos a la natu-
raleza de los campos que explotaban, factores que, sumados a los avatares del 
mercado de lanas y de carnes, dieron lugar a una importante emigración de la 
población rural y al abandono de dichos campos. Las estimaciones señalaban 
que, de los 1.261 establecimientos de la provincia –según datos del año 1991–, 
para 1994 habían sido abandonados más de trescientos –casi exclusivamente 
orientados a la explotación ganadera extensiva– y alrededor de setecientos no 
cubrían los costos operativos (Barbería, 1994) –muchos de los cuales probable-
mente pasaron a formar parte de los quinientos cerrados en 1997.

El Gráfico 1 y el Cuadro 1 muestran la contracción de la actividad agro-
pecuaria en la provincia. Se observa una sustancial reducción del stock de ga-
nado ovino, con la consecuente merma de actividad, que redundó en una im-
portante disminución de la población rural, la cual migró hacia los principales 
centros urbanos.

El análisis de la situación provincial pone en evidencia la oportunidad 
que capitalizó la minería la cual, como respuesta a los incentivos legales mencio-
nados, comienza a desplegar su actividad en un territorio prácticamente desierto 
y con sus explotaciones económicas tradicionales en crisis.

La minería metalífera en Santa Cruz
Hasta entrados los años 90 la minería en Santa Cruz se limitaba a la 

explotación de canteras de áridos para la construcción, la explotación de arcillas 
o caolines y la recolección de sal. A fines de esa década irrumpe la minería me-
talífera, especialmente de oro y plata. Narbaiza y Schweitzer (2010) la describen 
con estas palabras:

Tradicionalmente, la minería santacruceña se circunscribía a la extracción 
de carbón, arcillas y caolines, y a la explotación de salinas de cosecha (sal 
común) para el mercado doméstico. Desde el año 1999 fue puesta en 
producción la Mina Cerro Vanguardia, destinada a la explotación de oro 
y plata, la cual mantiene una producción dirigida totalmente al mercado 
externo. En el año 2004 registró exportaciones cercanas a los 115 millones 
de dólares al Reino Unido y Sudáfrica (eges, 2008) (p. 206).
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Las potencialidades  
Según el Servicio Geológico Minero Argentino (segemar), el potencial 

minero metalífero en la Provincia de Santa Cruz está representado fundamen-
talmente por numerosas áreas con depósitos de oro epitermal de baja sulfura-
ción y por vetas polimetálicas y mesotermales:

• En Cerro Vanguardia existe un sistema de vetas epitermales auríferas 
emplazadas en la Formación Chon Aike (Grupo Bahía Laura) de edad jurásica. 
Las estructuras mineralizadas, producto de relleno de fisuras, suman más de 
90 km lineales. El depósito es del tipo adularia-sericita (baja sulfuración), con 
escasa alteración hidrotermal y bajo contenido de sulfuros. Si bien no se han 
definido todas las reservas, se midieron unas 30.000.000 t con ley de 9 g/t Au y 
10 a 60 g/t Ag. El área tiene importantes recursos potenciales.

• El depósito aurífero epitermal La Josefina es del tipo adularia-sericita 
(baja sulfuración), y consiste en un conjunto de vetas relleno de espacios abiertos 
que suman 11 km de corrida; las vetas se emplazan en las mismas rocas que 
Cerro Vanguardia. Hay alteración hidrotermal silícea, que coincide con altos to-

Gráfico 1. Existencias de ganado ovino (miles de cabezas). Provincia de Santa Cruz. 
Años 1895/2004

Fuente: Elaboración propia sobre datos de Williams, 2009 y Mladineo, 2011.

Cuadro 1. Población urbana y rural según censos nacionales de población. 
Provincia de Santa Cruz. Años 1980, 1991 y 2001

Población urbana y rural 1980 1991 2001

Total 114.941 159.839 196.958

Urbana 99.776 146.076 189.362

Rural 15.165 16.763 7.596

Porcentaje de población rural 13,19 10,49 3,86

Fuente: indec, Censos Nacionales de Población y Vivienda.
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pográficos y está acompañada por sericitización y caolinización. Análisis quími-
cos de muestras de superficie dieron valores de 1 a 8 g/t Au.

• Al igual que Cerro Vanguardia y La Josefina, Manantial Espejo es un 
depósito epitermal aurífero del tipo adularia-sericita (baja sulfuración), con vetas de 
Au-Ag cuya corrida principal alcanza los 2 kilómetros. Las reservas medidas 
indican 885.000 t con 9,62 g/t Au y 235 g/t Ag.

• En el distrito El Dorado-Monserrat aparecen unas 30 vetas auríferas 
de cuarzo y baritina, del tipo adularia-sericita (baja sulfuración), emplazadas en 
volcanitas de la Formación Bajo Pobre. La corrida total alcanza los 5 kilómetros. 
Si bien se desconocen las reservas, hay datos de leyes promedio de 10,3 g/t Au y 
164,21 g/t Ag; estos contenidos son variables y la relación Au/Ag se incrementa 
en el cuarzo y decrece en la baritina.

• Laguna Guadalosa es un depósito epitermal aurífero del mismo tipo 
que Cerro Vanguardia pero emplazado en las mismas rocas que este último. 
Presenta numerosas vetas, que totalizan casi 8 km de corrida. Se desconocen los 
datos de reservas. Las leyes medias varían entre 2 y 3 g/t Au.

• Arroyo Correntoso (también conocido como Laguna del Desierto) 
consiste en una veta mesotermal de Pb-Zn-Ag-Cu-Au, a la que acompaña tam-
bién mineralización diseminada. Se han estimado reservas por 3.000.000 t con 
leyes promedio de 1,8% Zn, 0,5% Pb, 0,5% Cu, 0,6 g/t Au y 5,5 g/t Ag.

• Río Oro es un depósito vetiforme polimetálico (Au-Ag-Pb-Zn-Cu) 
emplazado en cuarcitas neopaleozoicas. Existe una faja de exploración favorable 
para depósitos del mismo tipo, que se ubica hacia el sur a lo largo de 70 km has-
ta la zona del lago Nansen. Se desconocen datos de reservas y leyes.

Al analizar las condiciones de desarrollo socioeconómico provincial y 
la potencialidad del recurso minero –amparado, además, por un marco legal 
establecido en los años 90 de carácter fuertemente favorable a las inversiones del 
sector–, se releva el importante crecimiento evidenciado por la actividad minera 
metalífera en la Provincia de Santa Cruz, expresado en la puesta en marcha de 
los emprendimientos que se detallan seguidamente.

Los proyectos en marcha 
Según Galaffasi (2008), las empresas mineras más importantes radica-

das en la Provincia de Santa Cruz y que operan actualmente son:

• Cerro Vanguardia: está ubicada en el centro-este de la meseta de Santa 
Cruz, y es la más cercana al Puerto San Julián, distante a 150 km del yacimiento. 
Es una mina de oro y plata a cielo abierto con utilización de cianuro. Se comenzó 
a construir en 1997 y la extracción se inició un año después. Según se prevé 
actualmente, su vida útil se extenderá hasta 2027. La mina comprende 514 km2 
y es la principal fuente de extracción de metales preciosos del país. Es propiedad 
de Anglo Gold Ashanti (consorcio británico y sudafricano), con participación 
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minoritaria del Estado provincial. Merece destacarse que, a la fecha y desde hace 
casi un año, la empresa realiza explotación subterránea, además de superficial, 
incorporando tecnologías de recuperación de mineral de los estériles que le per-
miten alargar la vida del emprendimiento.

• Manantial Espejo: yacimiento minero de oro y plata propiedad de 
Minera Tritón Argentina SA, cuyas acciones están 100% en manos de Pan 
American Silver Corp. (de capitales canadienses). La mina se encuentra ubica-
da también en la meseta de Santa Cruz, al oeste de San Julián, sobre la ruta 
25 y a 50 km al este de Gobernador Gregores. Desde el año 1993 se estuvieron 
realizando tareas de prospección y exploración y para marzo de 2006 ya estaba 
terminado el estudio de factibilidad final. De acuerdo con estas evaluaciones y 
aprobado ya el estudio de impacto ambiental, se preveía el inicio de la extracción 
para el año 2008. En enero de 2009 se anunció el comienzo de la producción de 
bullón doré. Los estudios determinaron que las reservas serían de unas 4.000 to-
neladas de concentrados, pudiéndose obtener 264 gramos de plata por tonelada 
y 4,5 gramos de oro. Al igual que en muchos otros emprendimientos, la metodo-
logía a utilizar es la extracción a cielo abierto y posterior lixiviación con cianuro.

• San José-Huevos Verdes: es un emprendimiento minero de oro y plata 
propiedad de Minera Santa Cruz SA, empresa integrada con capitales de Minera 
Andes (canadiense) y Hoschschild y Cia SA (peruana). Está ubicado en el no-
roeste de la Provincia de Santa Cruz, a 120 km al oeste de Las Heras y a unos 
50 km al este de Perito Moreno. Está prevista una extracción anual de 61.000 
onzas de oro y de 3.400.000 onzas de plata. Las 750 toneladas diarias de mate-
rial serán tratadas por el método de lixiviación con cianuro de sodio para la se-
paración del oro y la plata. Se encuentra peligrosamente cerca de la confluencia 
de los ríos Pintura y Deseado, en el primero de los cuales se hallan las Cuevas de 
las Manos, declaradas Patrimonio de la Humanidad por la Unesco.

• Mina Martha: este yacimiento se encuentra ubicado en la región 
del centro santacruceño, en plena meseta, cerca de la localidad de Gobernador 
Gregores. Actualmente está en plena etapa de explotación de plata y subsidiaria-
mente de oro, cuya presencia es notablemente menor. En la Argentina, la com-
pañía minera Polimet SA es la encargada de representar los intereses de Coeur 
d’Alene Mines Corporation (“Coeur”), minera estadounidense que explota el 
yacimiento. 

• Lomada de Leiva: Según declaraciones del gerente general de 
Patagonia Gold, Diego Bauret, a La Opinion Austral (18/07/12), a fines de 2012 
entrará en producción el yacimiento de oro , ubicado a 45 km de Perito Moreno. 
La primera etapa del proyecto Lomada consiste en la construcción de una pla-
taforma para la prueba metalúrgica de lixiviación en pilas de 50.000 toneladas, 
que, sobre la base de una recuperación del 70%, se estima que rendirá aproxi-
madamente 2.200 onzas de oro para la primera pila de 6 metros. Se intentará 
obtener 20.000 onzas de oro al año y, con esta escala, se calcula una vida útil 
de 5 años. La empresa prevé que en el marco coyuntural del precio actual del 
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oro –año 2012– obtendrá financiamiento directo para el resto de los yacimientos 
que se encuentran en la zona. Su construcción comenzó a fines de septiembre 
de 2010. 

Es de destacar que en el caso de Mina Martha, así como en el de Cerro 
Vanguardia, se produce la asociación entre el Estado santacruceño, por interme-
dio de Fomento Minero Sociedad de Estado (FOMICRUZ) y la empresa privada. 
Esta asociación ha resultado favorable para ambas partes, y en el año 2012 se 
intenta replicar este modelo en otras provincias.

Al analizar las inversiones realizadas por las distintas empresas en la 
provincia, se observa la decisión de nuevos actores de avanzar en la construc-
ción de plantas y en la puesta en marcha de otros yacimientos. En este sentido, 
representaron un gran aporte tanto la experiencia positiva de Cerro Vanguardia 
como las tendencias favorables de la situación económica mundial en el merca-
do metalífero.

En el Cuadro 2 se presentan las principales inversiones realizadas en 
la provincia en materia de actividad minera, según los datos de producción e 
inversión proporcionados por la autoridad minera provincial.

Cuadro 2. Minería metalífera. Inversión para la puesta en marcha de proyectos 
(u$s). Provincia de Santa Cruz. Años 1998-2009

Proyecto Inversión inicial (u$s) Año

Cerro Vanguardia 300.000.000 1998

Coeur 25.000.000 2008

Minera Santa Cruz 140.000.000 2007

Minera Tritón 190.000.000 2009

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Secretaría de Estado de Minería de la Provincia de Santa Cruz.

En el Cuadro 3 se observa que la superficie involucrada en minería me-
talífera en Santa Cruz continúa en constante crecimiento, lo que es consistente 
con las cifras de producción.

Cuadro 3. Minería metalífera. Superficie involucrada (ha). Provincia de Santa Cruz. 
Años 2007/2009

Año Superficie (ha)

2007 3.000.000

2008 4.000.000

2009 5.000.000

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Secretaría de Estado de Minería de la Provincia de Santa Cruz.
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En el Cuadro 4 se pueden observar los ingresos provinciales directos 
provenientes de las explotaciones mineras. Estos están compuestos por: canon 
minero, canon de explotación, regalías y multas. En paralelo con la evolución de 
la producción, la recaudación presenta una tendencia positiva. 

Cuadro 4. Minería metalífera. Recaudación provincial (pesos). Provincia de Santa 
Cruz. Años 2007/2009

Año Recaudación ($) % / Valoración (1)

2007 11.380.000 1,46

2008 17.900.000 1,48

2009 26.000.000 1,23

(1) Precio del producto en boca de mina.

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Secretaría de Estado de Minería de la Provincia de Santa Cruz.

También la producción de minerales se ha incrementado en conso-
nancia con el aumento de la inversión y de la superficie dedicada a la actividad 
(Cuadro 5).

Cuadro 5. Minería metalífera. Producción (oz). Provincia de Santa Cruz. Años 
2007/2009

Año Producción (oz)

Oro Plata

2007 233.587 6.115.394

2008 235.682 9.024.878

2009 354.469 14.347.000

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Secretaría de Estado de Minería de la Provincia de Santa Cruz.

De la información presentada se puede concluir que la actividad se ha 
consolidado, evidenciando un importante crecimiento: la producción física de 
oro se incrementó claramente en el año 2009 en una cifra que supera en un 
50 % a la del año anterior, y la producción de plata también muestra un vigoro-
so crecimiento, con un 59 % de incremento entre 2008 y 2009; asimismo, se 
observa un claro incremento en la valorización de la producción, basada en el 
mencionado aumento de la producción. 

Por su parte, la recaudación provincial –que es muy baja respecto de lo 
producido– también registró un significativo crecimiento en los últimos años, 
alcanzando entre el 1,23 y el 1,5% de la valorización del mineral extraído, esto 
sin contar el aporte de FOMICRUZ a la renta por su participación accionaria en 
Cerro Vanguardia.
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Las etapas del desarrollo productivo de una mina 
Las etapas del desarrollo de un proyecto minero son muy importan-

tes en relación con el empleo que estos proyectos generan. Para comprender 
mejor estos aspectos, expondremos sucintamente las distintas fases del proceso 
productivo.

Primera etapa: exploración básica
En esta primera etapa se efectúa un reconocimiento general de un área 

extensa  –decenas de cientos de kilómetros cuadrados– con el fin de identificar 
algunas características favorables que puedan indicar la presencia de un yaci-
miento. Geólogos y otros profesionales estudian diferentes antecedentes y apli-
can técnicas específicas (mapas geológicos, imágenes de satélite, geofísica) para 
seleccionar las áreas donde desarrollar la exploración básica.

Una vez identificada el área, el equipo se dirige a terreno para registrar 
las características de las rocas (color, textura, estructura, presencia de minerales 
indicativos) y su ubicación, y para recoger muestras que permitirán determinar 
el contenido de los elementos que resulten de interés para una explotación, ta-
les como cobre, oro, hierro, molibdeno, etcétera. Esta información es excluyente 
para tomar la decisión de seguir adelante con la exploración o descartar el área 
y comenzar en otra.

Segunda etapa: exploración intermedia
El objetivo de esta etapa es confirmar la existencia de mineralización 

en profundidad, de acuerdo con la información recogida en la etapa anterior. 

Una vez localizada el área de interés, se realizan con mayor detalle 
trabajos geofísicos –tales como magnetometría, gravimetría, resistividad, etc.– 
y trabajos geoquímicos –como obtención y análisis químicos de muestras de 
superficie–. Junto con estos análisis, se interpretan las características que in-
teresan en diferentes mapas, lo que aumenta la precisión y reduce el radio de 
búsqueda del mineral.

La información recolectada permite diseñar la perforación de algunos 
sondajes exploratorios para extraer muestras de distintas profundidades y deter-
minar la posible continuación de la mineralización bajo la superficie.

El resultado del trabajo de la etapa de exploración intermedia es la iden-
tificación de un posible yacimiento, ubicado en un área más o menos definida, 
de dimensiones aproximadas entre 500 metros y 5 km por lado.

Tercera etapa: exploración avanzada
En esta etapa se determina con mayor precisión la forma y extensión 

del yacimiento y la calidad del mineral, es decir, la ley de mineral que corresponde 
al contenido del o de los elementos de interés.



Revista de Estudios Regionales | 8 67

Las determinaciones de forma y ley de mineral se realizan mediante la 
perforación de más sondajes –distribuidos en una malla regular (por ejemplo, 
cada 200 o 400 m)– que atraviesan el mineral. Mediante esos sondajes pueden 
reconocer otras características del yacimiento, tales como la ley de los otros ele-
mentos, los tipos de mineral, la alteración, las estructuras, la densidad, la dure-
za, el fracturamiento, etcétera.

Los resultados sobre las características del yacimiento, el tipo de mine-
ral y la ley constituyen la primera información fundamental para el diseño de 
una futura explotación, ya que permiten estimar el comportamiento geotécnico 
y geometalúrgico y el posible rendimiento económico del mineral. Mediante esa 
información se puede hacer una estimación de los recursos de mineral conteni-
dos en el cuerpo mineralizado, en miles o millones de toneladas. Esta informa-
ción es analizada por los ingenieros de minas, quienes, mediante metodologías 
especializadas, determinan el sistema de explotación, realizan un diseño preli-
minar de la mina e instalaciones de planta y calculan las expectativas económi-
cas y la vida útil de la futura operación.

La decisión de explotar la mina
La decisión de llevar adelante el proyecto de explotación se toma consi-

derando las características del yacimiento, el diseño de la operación y las proyec-
ciones a futuro del mercado internacional (demanda y precio). Es decir –y según 
lo señala el Instituto Geominero de España– las variables que influyen en la 
decisión de explotación se originan en: las características propias del yacimien-
to, la forma de explotación minera y la situación y proyección del mercado y del 
contexto exterior. 

Las características propia del yacimiento incluyen los recursos totales y 
las reservas explotables, las leyes o calidades de los minerales a beneficiar –los 
yacimientos de oro y plata cuya explotación es económicamente atractiva tienen 
leyes promedio entre 300g Ag/ ton de mineral–, las características mineralógi-
cas de la mina, la disposición y la variabilidad espacial del mineral y las propie-
dades geomecánicas e hidrológicas de las rocas.

Los aspectos inherentes a la forma de explotación son: el riesgo tecnoló-
gico, la rigidez de la planificación de la producción y la mano de obra.

Por último, las condiciones del mercado se refieren a: la volatilidad de 
los precios de los minerales y de los mercados financieros y el plazo de madura-
ción de estas inversiones.

De demostrarse que se trata de un negocio con una atractiva rentabili-
dad, se continúa con las etapas siguientes, correspondientes a la ingeniería. 

Características del empleo de la minería metalífera
Según lo establecido por la legislación vigente, las compañías están 

obligadas a cubrir al menos un 70% de la fuerza laboral ocupada con personas 
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que tengan al menos dos años de residencia en la Provincia de Santa Cruz. En 
general, se observa un alto cumplimiento de dicha exigencia por parte de las 
operadoras, las que, además, suelen recurrir a mano de obra foránea a fines 
de satisfacer los requerimientos de especialización para la explotación en mi-
nas subterráneas. Al no contar con personal idóneo a nivel local, se realizan 
contrataciones de mano de obra que proviene principalmente de las norteñas 
provincias de Salta y Jujuy. Se estima que entre un 30% y un 33% de las plantas 
laborales pertenece a otras regiones del país.

Las etapas de prospección se caracterizan por una escasa incidencia de 
personal especializado; usualmente se contratan no más de 3 o 4 profesionales, 
generalmente geólogos. En cambio, para la exploración se utiliza un equipo 
de geólogos y uno o dos equipos de perforación; en esta etapa se estima en 10 
personas el grupo de trabajo.

Con los datos que proporciona la exploración, se procede a la factibili-
zación o estudio de factibilidad que convierte a la mina en un proyecto de inver-
sión. Esta tarea es realizada habitualmente por consultoras internacionales.

Posteriormente se da paso a las etapas de construcción de la planta de 
concentrado de minerales y de metalurgia, que se llevarán a cabo en la localiza-
ción predeterminada. En el caso de la minería de oro y plata esta fase se concreta 

Cuadro 6. Minería metalífera. Indicadores de desarrollo. Provincia de Santa Cruz.  
Año 2011

Yacimiento minero Localidad más 
cercana

Etapa Empleos 
directos a 
diciembre de 
2011

Empleos locales 
-–residentes en la 
provincia– último 
mes

Monto abonado 
anualmente a 
empleados residentes 
en Santa Cruz ($)

Empleos  
indirectos  
estimados- 
ultimo mes

Monto erogado en bienes  
y servicios locales 
–localidad más cercana– 
2011 ($)

Monto erogado en  
bienes y servicios  
locales –Provincia de Santa 
Cruz– 2011 ($)

Cantidad de 
proveedores 
registrados Provincia 
de Santa cruz- actual

Aportes vinculados a 
infraestructura y desarrollo  
–(rse)– en las comunidades  
más cercanas ($)

Cerro Vanguardia San Julián Producción 1.050 816 127.840.000 2.100 32.500.000 16.306.000 203 6.311.000

Manantial Espejo Gob. Gregores Producción 640 380 54.150.000 1.280 27.226.710 31.404.175 226 6.898.000

Mina Martha Gob. Gregores Producción 75 30 267.000 150 5.000.000      

San José (Huevos Verdes) Perito Moreno Producción 1.100 280 24.800.000 2.200 15.000.000 20.000.000 102 800.000

Cerro Negro Perito Moreno Factibilidad-eia 205 64 15.000.000 410  9.500.000 3.800.000 95 400.000

Cerro Moro Puerto Deseado Factibilidad-eia 83 52 3.617.226 166  6.600.000 1.000.000 78 180.000

Patagonia Gold (Varios) Perito Moreno Factibilidad-eia 80 33 1.347.720 160 2.305.452 2.594.087 49 280.000

Proyecto La Josefina - 
Cerro Cazador SA

Macizo Deseado Exploración 35 10 60.000 105 292.000 685.000 23 160.000

Otros en exploracion (9 
empresas)

Macizo Deseado Exploración 350 80 520.000 1.050        

Total Santa Cruz     3.618 1.745 227.601.946 7.621 98.424.162 75.789.262 776 15.029.000

								                   Continúa



Revista de Estudios Regionales | 8 69

con la elaboración de lingotes de metal bullón doré. Esta etapa importa un gran 
esfuerzo logístico. La mano de obra es fundamentalmente del gremio de la cons-
trucción y constituye el pico máximo de utilización. Se trata de un período rela-
tivamente corto en la vida del proyecto y que duplica a la mano de obra empleada 
en la explotación.

En la última fase –la de explotación–, se ocupan alrededor de 400/500 
personas por emprendimiento. Es la etapa de mayor duración y su ciclo depende 
de la cantidad de mineral a extraer. Se puede ampliar durante la vida del proyec-
to, en función el surgimiento de información que releve nuevos atractivos tanto 
del yacimiento como del mercado minero.

Las empresas mineras de Santa Cruz han constituido hace ya unos 
años la Cámara Minera de la Provincia de Santa Cruz (camicruz), con el objeto 
de fortalecer el poder de negociación de las empresas mineras que operan en la 
provincia. Entre sus objetivos figuran, además, desarrollar tareas de difusión 
sobre las actividades realizadas por las empresas, las inversiones realizadas, los 
empleos generados, las erogaciones a proveedores locales y las acciones de res-
ponsabilidad social encaradas desde el sector.

En el Cuadro 6 se sintetiza la información obtenida que permite eva-
luar la dinámica del empleo según los distintos yacimientos en operación.

Cuadro 6. Minería metalífera. Indicadores de desarrollo. Provincia de Santa Cruz.  
Año 2011

Yacimiento minero Localidad más 
cercana

Etapa Empleos 
directos a 
diciembre de 
2011

Empleos locales 
-–residentes en la 
provincia– último 
mes

Monto abonado 
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empleados residentes 
en Santa Cruz ($)

Empleos  
indirectos  
estimados- 
ultimo mes

Monto erogado en bienes  
y servicios locales 
–localidad más cercana– 
2011 ($)

Monto erogado en  
bienes y servicios  
locales –Provincia de Santa 
Cruz– 2011 ($)

Cantidad de 
proveedores 
registrados Provincia 
de Santa cruz- actual

Aportes vinculados a 
infraestructura y desarrollo  
–(rse)– en las comunidades  
más cercanas ($)

Cerro Vanguardia San Julián Producción 1.050 816 127.840.000 2.100 32.500.000 16.306.000 203 6.311.000

Manantial Espejo Gob. Gregores Producción 640 380 54.150.000 1.280 27.226.710 31.404.175 226 6.898.000

Mina Martha Gob. Gregores Producción 75 30 267.000 150 5.000.000      

San José (Huevos Verdes) Perito Moreno Producción 1.100 280 24.800.000 2.200 15.000.000 20.000.000 102 800.000

Cerro Negro Perito Moreno Factibilidad-eia 205 64 15.000.000 410  9.500.000 3.800.000 95 400.000

Cerro Moro Puerto Deseado Factibilidad-eia 83 52 3.617.226 166  6.600.000 1.000.000 78 180.000

Patagonia Gold (Varios) Perito Moreno Factibilidad-eia 80 33 1.347.720 160 2.305.452 2.594.087 49 280.000

Proyecto La Josefina - 
Cerro Cazador SA

Macizo Deseado Exploración 35 10 60.000 105 292.000 685.000 23 160.000

Otros en exploracion (9 
empresas)

Macizo Deseado Exploración 350 80 520.000 1.050        

Total Santa Cruz     3.618 1.745 227.601.946 7.621 98.424.162 75.789.262 776 15.029.000

								                   Continúa

Cuadro 6. Conclusión

Fuente: Cámara Minera de la Provincia de Santa Cruz.
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El Cuadro 6 revela claramente el impacto que se produce en la creación 
de empleo según las distintas etapas del ciclo de producción. Se observa que 
aquellos emprendimientos que se encuentran en la etapa de producción gene-
ran la mayor cantidad de empleo directo, con una significativa incidencia de em-
pleos indirectos asociados a las distintas localidades que constituyen los epicen-
tros administrativos y de servicios, tales como Puerto San Julián, Gobernador 
Gregores y Perito Moreno. En el caso del emprendimiento Mina Martha, se 
registran bajos valores de empleo en concordancia con la desafectación del yaci-
miento producido y la finalización de las tareas extractivas en el lugar. 

Las perspectivas
El conjunto de la información analizada en el presente artículo permite 

constatar la existencia de una serie de factores favorables crecimiento y desarro-
llo futuro de la actividad minera metalífera en la Provincia de Santa Cruz. 

El cruce de circunstancias favorables abre perspectivas de continuidad 
en el crecimiento de la actividad y en la importancia en cuanto a su peso en 
el empleo. Como se mencionó, entre dichas circunstancias propicias hay que 
señalar, ante todo, el aumento de precios de las commodities, una relativa baja 
conflictividad con la actividad, una geología favorable y una región que no recu-
pera la productividad ganadera. Pero, además, hay que destacar la vigencia de 
una legislación atractiva para las inversiones, el permanente incremento de los 
precios internacionales de estas commodities y la presencia de recursos compro-
badamente disponibles.

Sin embargo, tanto entre los investigadores como entre los movimien-
tos ecologistas existen opiniones contrarias al desarrollo de esta actividad que 
expresan la preocupación por el cortoplacismo de la actividad, el agotamiento 
del recurso y el impacto ambiental negativo. A modo de ejemplo, Narbaiza y 
Schweitzer (2010) relativizan seriamente los beneficios aparentes de la actividad 
sobre la región. 

A estas objeciones debe agregarse el bajo grado de transformación pro-
ductiva logrado localmente en el proceso y, por ende, el escaso valor agregado.

Conclusiones
La constatación de la presencia de minerales metalíferos en la Provincia 

de Santa Cruz, particularmente en su meseta central, dio lugar a una intensa 
actividad de prospección, exploración y explotación –en especial, de oro y pla-
ta– luego de la reforma legal de los años noventa. Por entonces, la provincia se 
encontraba en un una profunda crisis que reconocía distintas causas: algunas 
eran de orden político; otras eran producto de desastres naturales vinculados a 
procesos de desertificación, cenizas volcánicas; otras obedecían a la pérdida del 
potencial productivo ovino y a una baja rentabilidad de las producciones tradicio-
nales. Frente a ello, la minería metalífera surge como una alternativa válida para 
enfrentar la crisis, remplazando empleo rural por empleo minero. 
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El impacto del empleo minero, directo e indirecto, en la Provincia de 
Santa Cruz es alto: representa alrededor del 10% de la pea, la que según idesa 
(2012) asciende al 48% de la población total. Sin embargo, en opinión de algu-
nos autores, este impacto es relativo. Tal es el caso de Machado, Svampa, Viale, 
Giraud, Wagner, Antonelli, Giarracca y Teubal (2011) quienes advierten sobre los 
peligros de una consideración superficial del problema del empleo. Al respecto, 
expresan lo siguiente. “Los proyectos mineros a gran escala general generan 
una demanda intensiva de trabajo en las fases iniciales, lo que crea la ilusión de 
trabajo permanente. Generalmente, el peor trabajo queda para los vecinos del 
lugar y los puestos mejor pagados y más altos son para gente de afuera”. 

Por su parte, Earthworks ((citado por Moore, 2003)) ha observado: 

Al inicio de la operación de una mina, la actividad económica local crece 
notablemente. Hay nuevas vías y nuevas viviendas construidas para los 
mineros; también se establecen pequeños negocios para atender la mina 
y sus trabajadores. Pero aquellas economías frecuentemente se debilitan 
por el fenómeno llamado company town (comunidades establecidas por 
una compañía, propias de economías de enclave); es decir, hay poca acti-
vidad económica independiente de la mina. Este nivel de dependencia no 
genera estabilidad económica a largo plazo.

La localización de los yacimientos en explotación –relativamente aleja-
dos de los centros urbanos– ha sido particularmente favorable a la escasa con-
flictividad que se verifica en la zona en relación con la actividad. Únicamente en 
la localidad de Perito Moreno se han producido incipientes intentos de rechazo 
social a la actividad, los cuales han sido absolutamente ignorados por las autori-
dades provinciales. Según Claps (2006), citado por Galafassi (2008):

A pesar de la creciente resistencia social a partir de vecinos autoconvocados 
y ong de Perito Moreno, Las Heras y los Antiguos, el gobierno provincial 
continúa con la promoción de este y otros proyecto similares. Al igual que 
sus pares del resto de la Patagonia, ha incrementado su discurso a favor del 
“desarrollo sustentable y la responsabilidad social empresaria” (p. 9).

La minería metalífera de Santa Cruz se realiza, según la estratigrafía 
de cada yacimiento, en explotaciones a cielo abierto y en túneles. En realidad, 
la decisión del modo en que se explotará un yacimiento depende tanto de la es-
tratigrafía del yacimiento como de los costos de producción. Para la explotación 
a cielo abierto es más fácil encontrar mano de obra radicada en la provincia y 
dispuesta a realizar el trabajo. Por el contrario, para la minería subterránea, en 
general, las empresas se ven en la obligación de contratar personas provenientes 
de otras provincias argentinas con mayor tradición minera.

La minería a cielo abierto ha generado reacciones condenatorias por 
parte de los grupos de interés que atacan los aspectos negativos de estas ex-
plotaciones y que consideran que la minería subterránea tiene menor impacto 
ecológico. Pero ocurre que Santa Cruz no tiene casi tradición minera; y, como 
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no hay mineros de profesión, salvo en el caso de Yacimientos Carboníferos Río 
Turbio (ycrt), conseguir personal para este tipo de explotaciones es dificultoso.

En ese sentido es clara la descripción del panorama que realiza Javier 
Castro, secretario general del gremio minero santacruceño, entrevistado por la 
Revista Núcleo en ocasión de anunciar la capacitación de futuros trabajadores 
subterráneos en Puerto San Julián: “Si dentro de diez años logramos que la mi-
tad de los mineros subterráneos sean de Santa Cruz, será para nosotros un éxito 
absoluto”.

La Provincia de Santa Cruz, sea como concedente de los derechos mi-
neros o como socio de las empresas, establece por la vía regulatoria la obligación 
de mantener determinados porcentajes de empleo local. El caso de la empre-
sa Cerro Vanguardia sa, con participación en la empresa estatal fomicruz se, 
muestra cómo se implementa esa obligatoriedad de captar personal en la provin-
cia. Se trata de una explotación mayoritariamente a cielo abierto, con lo que la 
posibilidad de conseguir personal santacruceño es mucho mayor. Esto, sumado 
a su larga trayectoria en la provincia, explica la tasa de más del 90% de personal 
local –porcentaje que ha comenzado a disminuir con la puesta en marcha de la 
operación subterránea–, frente a la cantidad de personal ocupado por sus pro-
veedores, que se ubica en torno al 60 por ciento. Entonces, vemos que la minería 
metalífera ha venido no solo a sustituir con creces el empleo perdido en el sector 
agropecuario, sino a competir con este en el uso de la tierra, logrando con éxito 
desplazar actividades consideradas en crisis. 

Santa Cruz no debería desaprovechar la oportunidad que hoy le brinda 
la renta minera, procurando sentar las bases para un desarrollo sostenible en el 
tiempo. El sector público, las empresas y las organizaciones intermedias de la 
sociedad deberán comprender que el ciclo de vida esperado para las actividades 
vinculadas a la minería metalífera permite visualizar un horizonte mediato con 
yacimientos agotados y empleos que ya no serán requeridos. Solo a través de 
una planificación estratégica ampliamente participativa se podrán establecer las 
condiciones que permitan prolongar la curva de madurez de las explotaciones, 
procurando simultáneamente reducir los impactos negativos que son propios 
de la actividad. La comunidad provincial deberá discutir en los ámbitos adecua-
dos el camino a seguir para generar una economía inclusiva y sustentable que 
supere la etapa de la extracción de recursos primarios como vía de desarrollo 
económico.

Como parte de un proyecto de investigación, el presente trabajo ha pre-
tendido realizar una primera caracterización de la actividad en la Provincia de 
Santa Cruz, abriendo la posibilidad de futuros estudios focalizados en su mer-
cado laboral y que analicen los impactos sociales, económicos, ambientales y 
culturales de la actividad sobre el territorio en general y sobre la provincia en 
particular.
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Resumen
El presente estudio se propone realizar una 
caracterización de la minería metalífera en la 
Provincia de Santa Cruz. Esta actividad comenzó 
a desarrollarse en esa provincia desde mediados 
de los años 90 y, hasta la fecha, creció en forma 
sostenida como consecuencia del cruce de una 
serie de circunstancias favorables: a) las modi-
ficaciones en la legislación, que favorecieron la 
inversión minera al equiparar en oportunidades 
a la República Argentina con Chile y el Perú, 
países con un elevado desarrollo minero gracias 
a la importante inversión externa directa; b) el 
potencial minero de la provincia; c) la crisis en 
el sector lanero –especialmente en la meseta 
central de la provincia– que llevó a un despo-
blamiento de los campos de actual explotación 
minera, lo que redujo la potencial conflictividad 
entre la minería y la ganadería y facilitó a la 
nueva actividad la adquisición de propiedades a 
bajos precios, presentándola, además, como un 
sector generador de empleo; d) la lejanía de los 
yacimientos mineros de los centros poblados de 
la provincia, que favoreció un consenso social 
superior al verificado en otras regiones del país.
En la actualidad, en un contexto de aumento 
generalizado de los precios internacionales 
de las commodities, se observa un constan-
te incremento de la actividad minera en la 
Provincia de Santa Cruz. Ello ha conducido 
a la incorporación de nuevas tecnologías 
de producción para la recuperación mineral 
y a dar impulso a nuevas explotaciones.

Abstract
Metal mining has been developed in the provin-
ce of Santa Cruz since mid 90s, by the company 
Cerro Vanguardia SA, the first to start producing 
dore bullion in 1998. Later and as a result of the 
intersection of three favorable circumstances, 
the activity began to rise steadily until now. 
These circumstances are: a) changes in the 
legislation that enacted several laws regarding 
mining investment, with the intention of stan-
dardizing opportunities in Argentina with Chile 
and Peru, who used to boast about a degree 
of development much higher, being recipients 
of foreign direct investment in the sector; b) 
the mining potential of the territory, whose 
exploration duties started to develop around 
the province; c) the crisis in the wool sector, 
especially in the central plateau of the province. 
The strong depopulation of the area reduced the 
potential conflict between mining and farming, 
helping this new activity to acquire lands at low 
prices; this crisis in the wool industry presen-
ted mining as an activity that generates job 
opportunities; d) also the important distance of 
the mining sites from the towns of the province, 
helped a higher social consensus than the one 
experimented in other regions of the country.
Currently, there is a steady growth of mi-
ning in the province of Santa Cruz under 
general increase in international commo-
dity prices. This involves the introduction 
of new production technology for mineral 
recovery and new explorations impulse.

Palabras clave
Santa Cruz
Transformación productiva
Minería metalífera
Dinamismo

Key Words
Santa Cruz 
Changing production 
Metal mining 
Dynamism 
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Trayectoria reciente y 
perspectivas futuras de la 
industria naval pesada argentina: 
los astilleros estatales 
Juliana Frassa
Cintia Russo

Introducción

Tradicionalmente, la industria naval, aunque con matices según los 
países, ha sido apoyada por una política estatal de subsidios, créditos y bene-
ficios impositivos, tanto para las empresas armadoras como para los astilleros. 
Este conjunto de medidas hicieron de esta industria una actividad fuertemente 
subvencionada en todo el mundo. 

Con un marco regulatorio proteccionista que promueve la construcción 
de barcos en el país, el desarrollo de la industria naval pesada en la Argentina 
se caracterizó por una fuerte intervención del Estado que se dio en el contexto 
de los procesos de Industrialización por Sustitución de Importaciones (isi). El 
Estado argentino tuvo una importante participación en la oferta, como propie-
tario de los astilleros, y como demandante de barcos para la Marina de Guerra, 
la Marina Mercante y las principales empresas públicas productoras de bienes y 
energía, constituyéndose así un entramado estatal con un peso significativo en 
el ámbito productivo y comercial. 

Los patrones heredados de la industrialización sustitutiva se transfor-
maron con la implementación de las políticas de ajuste estructural ortodoxo de 
los 90. La economía argentina derivada de estas reformas se sustentó en los ser-
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vicios y las ramas intensivas en recursos naturales; la industria abandonó su rol 
central en la dinámica económica. El entramado institucional creado entonces 
reforzó un esquema de negocios basado en el endeudamiento externo, las priva-
tizaciones, la desregulación y la apertura económica. Asimismo, la mayor expo-
sición a la competencia externa, la reforma y subrogación del Estado y la entrada 
de multinacionales provocaron mutaciones productivas significativas. Durante 
el último cuarto del siglo xx, la Argentina siguió un sendero económico de rees-
tructuración regresiva en términos de competitividad presente y, especialmente, 
futura, regresión tanto más profunda en los factores y ramas que sustentan la 
competitividad de largo plazo (Nochteff, 1991; Kosacoff, 1998; Russo, 1998). 

El ciclo de reformas de los 90 concluyó con una profunda recesión eco-
nómica y una grave crisis político-institucional. Entre 1998 y 2001 se reduje-
ron tanto el PBI –que, en términos constantes, cayó un 8%– como la demanda 
global –que se contrajo un 12%–, la industria –con una reducción del 18%– y 
la Inversión Bruta –que cayó un 31,3%–; por otra parte, la desocupación llegó 
al 18,3% y el sector agropecuario creció 1,2% (Heyman, Cetrangolo y Ramos, 
2008). En la etapa que se abre en la posconvertibilidad, y particularmente a par-
tir de 2003 hasta el presente, se registra una transición hacia un Estado activo 
y con mayores márgenes de autonomía frente a la internacionalización finan-
ciera y productiva. En este contexto se debate la reconstrucción del Estado, la 
elaboración de una nueva configuración institucional, el cuestionamiento de las 
políticas aplicadas en el período anterior y, especialmente, la política de creci-
miento sustentada en el desarrollo industrial. Los vaivenes experimentados por 
la economía argentina en las últimas cinco décadas se reflejan en la trayectoria 
del sector naval pesado, al que podemos considerar un caso testigo para analizar 
las marchas y contramarchas de las políticas industriales aplicadas por voluntad 
o por defecto.  

En el presente trabajo nos planteamos dos ejes de análisis, a partir de 
una breve reconstrucción de la historia de la industria naval pesada argentina1 
desde los años 50 hasta el presente, a saber: el debate sobre el carácter central del 
Estado (y de su política industrial) como regulador, productor, demandante y 
financiador del sector; y la participación activa de los trabajadores en la super-
vivencia del sector durante la década del 90. Para ello, estudiaremos los dos 
astilleros estatales más significativos de la construcción y reparación naval en 
la Argentina: Astillero Río Santiago (ars) y Talleres Dársena Norte (Tandanor).

1   La industria naval dedicada a la construcción y reparación de embarcaciones de gran porte integra la 
rama metalmecánica, mientras que la industria naval liviana se circunscribe, mayormente, dentro de la ac-
tividad petroquímica. La industria naval pesada, al igual que la industria automotriz, se caracteriza como 
“concurrente” o de “síntesis”, debido a que es fuerte demandante de equipos, insumos e instalaciones que 
provienen de una gran diversidad de proveedores. Una empresa de construcción naval o astillero tiene como 
actividad fundamental construir y reparar buques (embarcaciones para defensa, transporte de carga, pes-
queros, transporte de pasajeros, embarcaciones auxiliares, para el turismo, para la investigación, dragas, 
plataformas extractivas, plataformas off shore) (Russo, 2011).
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Dividimos el artículo en tres partes. En la primera presentamos la his-
toria de las últimas cinco décadas de la industria naval pesada argentina y su 
relación con la política industrial nacional. En la segunda parte nos detenemos 
en la trayectoria de los dos astilleros estatales más importantes del país y en el 
papel jugado por los trabajadores y sus sindicatos en la supervivencia de estas 
empresas frente al embate privatizador de los años 90. Finalmente, concluimos 
con una serie de reflexiones sobre el desarrollo futuro del sector y el lugar que 
les cabe a los actores productivos e institucionales en el mismo.

Las fuentes privilegiadas para este trabajo son las publicaciones institu-
cionales, las memorias y balances de Astillero Río Santiago (1958-2008) y de la 
Federación de la Industria Naval Argentina (1990-2009), el esquema regulato-
rio nacional y provincial (leyes y decretos 1950-2010), las entrevistas a informan-
tes clave y la prensa tanto nacional como local. 

Trayectoria de la industria naval pesada 
argentina (1950-2010)

La industria naval es una de las más antiguas del país. Si bien sus 
orígenes se remontan al siglo xvi, recién en la segunda mitad del xix, con el 
desarrollo del comercio derivado del modelo agroexportador, adquiere un im-
pulso notable. Sin embargo, será un siglo después, desde mediados del xx, 
cuando la industria naval, sobre todo la rama pesada, ocupará un lugar de pri-
vilegio en el proceso caracterizado como de Industrialización por Sustitución 
de Importaciones (isi). Desde el primer gobierno de Perón, se incluye expre-
samente la promoción de la construcción naval con el objetivo de afianzar el 
proceso industrializador nacional (Primer Plan Quinquenal, 1947-1952), y es 
en el Segundo Plan Quinquenal (1953-1957) donde se especifican las políticas 
de promoción del sector. En la década del 60 se verifica un cambio cualitati-
vo en la oferta nacional de buques, produciéndose un importante avance en el 
equipamiento de los grandes astilleros y en la modernización de los procesos 
productivos. Este crecimiento fue enriquecido, por un lado, con la creación de 
la carrera de Ingeniería naval en la Universidad de Buenos Aires, la instalación 
de escuelas técnicas y cursos de especialización en la temática naval, que apor-
taron recursos humanos calificados al sector, y, por otro, con la expansión de un 
importante y diversificado entramado industrial que conformó la base de 
proveedores locales (Frassa, 2009). 

Entre los años 50 y 80, la industria naval pesada se caracterizó por su 
sostenido crecimiento a partir de la mayor inversión en equipos y de la moder-
nización tecnológica –se llegó a emplear a 9.000 trabajadores (fina, 2001)–. El 
motor institucional de la isi fue un Estado activo que funcionó como regulador, 
productor, demandante y proveedor de financiamiento. El marco regulatorio de la 
sustitución de importaciones tuvo una traducción específica para la rama naval 
pesada que favoreció la articulación de las necesidades de la industria, a saber: la 
creación y fomento a través de la legislación, los subsidios de astilleros públicos, 
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el fortalecimiento de la Marina Mercante y las empresas públicas vinculadas con 
las actividades extractivas y el comercio exterior. 

El Estado, en su función de productor, creó astilleros de construcción 
y reparación de barcos que concentraban la oferta en el mercado de la cons-
trucción naval nacional. Entre los más importantes cabe destacar Astillero Río 
Santiago (ars), astillero líder en la construcción de barcos de gran porte, Domecq 
García, especializado en la construcción de submarinos, Talleres Dársena Norte 
(Tandanor) y Taller de Reparaciones Navales (Tarena), creados en los años 70 para 
la reparación de barcos. Como demandante, el Estado situó a las empresas pú-
blicas como los principales armadores de los astilleros argentinos. Estas empre-
sas y organismos fueron: Armada Argentina, Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
(ypf), Yacimientos Carboníferos Fiscales (ycf), Empresa Flota Fluvial del Estado 
Argentino (effea); y, a partir de la fusión de la Flota Mercante del Estado y la 
Flota de Navegación de Ultramar, se creó en 1961 la Empresa Líneas Marítimas 
Argentinas (elma). Estas empresas estatales constituían una demanda cuasi-
cautiva para la industria naval local. Para 1980, la presencia estatal en la rama 
naval representaba el 70% de la producción de buques, de manera que quedaba 
conformado un extenso entramado productivo y comercial de carácter estatal 
que se desarticularía completamente con la desaparición y/o privatización de 
estas empresas en los años noventa. 

El gobierno nacional aprobó en 1960 un plan de renovación y expansión 
para la f lota de empresas estatales y en 1969 sancionó la Ley 18250 de Reserva 
de Cargas, que establecía que las importaciones oficiales y privadas, financiadas 
o beneficiadas por cualquier organismo del sistema estatal, debían ser transpor-
tadas en buques de bandera argentina. En ese esquema regulatorio, astilleros 
estatales y Marina Mercante eran polos de un binomio virtuoso. Por un lado, la 
empresa estatal de transporte marítimo elma se beneficiaba con este régimen 
de reserva de cargas que le aseguraba una participación en los fletes de comercio 
exterior; por otro lado, la demanda de elma se convirtió en uno de los impulsos 
principales para los grandes astilleros. Desde su creación hasta la década del 80, 
elma fue el principal armador del país, con una flota que representaba aproxi-
madamente el 25% de la marina mercante nacional, seguida por la empresa 
petrolera Yacimientos Petrolíferos Fiscales (ypf), con un 15% (cep, 2005). 

Ahora bien, la industria naval pesada se apoya en dos pilares funda-
mentales: la disponibilidad de financiamiento y la mano de obra especializada. 
La construcción y reparación de grandes embarcaciones requiere en general un 
diseño único que implica la participación determinante de profesionales, técni-
cos y obreros. Pero, dado el costo unitario elevado y el largo ciclo productivo, el 
financiamiento se vuelve esencial. Desde fines de los años 50, los mecanismos 
de financiamiento mejoraron con la implantación del crédito naval, administra-
do por el entonces Banco Industrial. Por Decreto Ley N° 6677 en 1963 se creó 
el Fondo de la Marina Mercante (fmm), que financiaba a los astilleros públicos y 
privados para la construcción, reparación o modernización de barcos a partir de 
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los impuestos al transporte marítimo (alrededor del 12% sobre el valor del f lete). 
El fmm no solamente aportaba créditos a los astilleros para el activo fijo, sino 
que también otorgaba préstamos y subsidios a los armadores públicos y privados 
nacionales o a empresas nacionales de capital privado o mixto, para la compra y 
construcción de buques mercantes o artefactos navales en astilleros nacionales 
con la garantía de una hipoteca sobre el buque objeto del préstamo. 

En síntesis, el pilar que sustentó el desempeño de la actividad naval 
argentina durante la ISI fue la voluntad estatal de generar sinergia entre la cons-
trucción de astilleros, el diseño de un marco regulatorio e institucional para el 
sector, la creación de empresas públicas demandantes de barcos, y la capacita-
ción de recursos humanos para el complejo naval. Este conjunto de elementos 
permitió a los astilleros nacionales enfrentar los desafíos financieros y tecnoló-
gicos de la construcción y reparación de barcos en el país.

Consecuencias de la implementación de  
políticas ortodoxas en el sector naval pesado

En la Argentina de los 90 se implementaron con entusiasmo las re-
cetas neoliberales, afectando negativamente la evolución del sector naval. Se 
combinaron así: privatización de empresas públicas proveedoras de bienes y ser-
vicios, desregulación de los mercados (reconfiguración del marco regulatorio), y 
apertura externa (Azpiazu, 1995). La desregulación y desestatización aplicadas 
afectaron particularmente al sector de transporte con la privatización de las em-
presas navieras estatales, la derogación del régimen de reservas de carga y la 
cesión a manos privadas, principalmente a capitales internacionales, de la ges-
tión de la infraestructura y terminales portuarias. Los tres grandes astilleros 
estatales existentes hasta los años 80, ars, Tandanor y Domecq García, fueron 
declarados sujetos a privatización: Tandanor fue privatizado en 1991, Domecq 
García fue liquidado y cerrado en 1995, mientras que ars evadió la privatización 
al ser transferido al gobierno provincial en 1993. 

El esquema legal de corte proteccionista establecido durante la isi fue 
derogado pieza por pieza desde 1991 con los decretos 1772/91 y 2284/91. El pri-
mero de ellos autorizó a los armadores argentinos a solicitar el cese de bandera 
nacional para poder matricular a los buques en registros extranjeros y así redu-
cir los costos de su actividad. El segundo decreto estableció la derogación de la 
ley de reserva de carga para armadores argentinos. 

Resumiendo, las políticas ortodoxas aplicadas en los 90 tuvieron por 
objetivo particular para el sector naval la desregulación del transporte maríti-
mo, la eliminación de los requerimientos de la reserva de cargas para los bar-
cos nacionales, la eliminación de los beneficios impositivos, la disolución del 
fmm y la implementación de las privatizaciones de las empresas públicas. Una 
conjunción, hasta ahora, inédita de desregulación, desestatización y apertura de la 
economía (Azpiazu, 1995).
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Las consecuencias de la modificaciones introducidas en el marco re-
gulatorio de los 90 fueron: la caída de la participación de buques de bandera ar-
gentina en el comercio exterior, la reducción de la demanda de construcción de 
buques en el país y la concentración del tráfico marítimo en los grandes agentes 
navieros extranjeros (Frassa, 2006) 

Cuadro 1. Evolución de Sector construcción y reparación de barcos. Argentina. 
Años 1974, 1985 y 1994

Año Establecimientos Ocupación total Promedio de ocupados por establecimiento

1974 327 10.568 32,3

1985 326 10.201 31,3

1994 301 2.210  7,3

Fuente: Elaborado sobre la base de los Censos Económicos 1974, 1985 y 1994 del Instituto Nacional de Estadística y Censos.

A partir de los datos disponibles de los últimos censos económicos,2 
podemos advertir las grandes tendencias presentes en el sector (Cuadro 1). Entre 
1974 y 1985 se registra un comportamiento estable en el número de estableci-
mientos y el nivel de ocupación. Entre 1985 y 1994, por el contrario, se evidencia 
una marcada contracción. Si bien, en ese perído la reducción en el número de 
establecimientos no parece significativa (los 25 astilleros que desaparecen no lle-
gan a representar el 8% del total), a nivel del empleo se observa una disminución 
del 78% de la ocupación total. Pero las consecuencias negativas sobre el mer-
cado de trabajo sectorial fueron aún más agudas si se considera el empleo indi-
recto que genera la industria naval en el entramado productivo (naval-partistas, 
talleres y proveedores diversos).

Por otro lado, si consideramos el origen de los insumos alistados en un 
buque observamos que, mientras que para los años 70 alrededor del 60% eran 
nacionales, en el presente ese porcentaje no llega a 35 (Ing. Pietranera, 27 de ju-
lio de 2010). Reconocemos, entonces, la sistemática pérdida en la provisión local 
de insumos/partes y la consecuente desarticulación de la cadena naval-partista. 
Finalmente, según datos agregados disponibles, se puede señalar que entre 1991 
y 20093 cae significativamente el índice de volumen físico de producción, que 
recién en 2002, en la etapa conocida como de “posconvertibilidad”, comienza 
una lenta recuperación. Pero solo a partir del año 2007 este índice vuelve a re-
cuperar los niveles de 1997, que, a su vez, representaban el 22,4% de los valores 
de 1991 (cep, 2010). La misma tendencia se observa al analizar la evolución de 
la productividad, ya sea por obrero ocupado como por hora trabajada: ambas me-

2   Aún no se encuentran disponibles los resultados desagregados del último censo económico de 2005. 
3   A partir de 1994, los indicadores del sector naval liviano y pesado se computan de manera conjunta.
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didas alcanzaron en 2009 valores en un 57 y un 54% más bajos que en 1997. 
En términos generales, el nivel de producción y las tasas de productividad pre-
sentan una tendencia visiblemente descendente desde 1995 hasta 2002, cuando 
comienza a revertirse la situación observándose un leve crecimiento. 

A partir de 2003 se plantea el cuestionamiento de las políticas hegemó-
nicas de los 90, en el marco de un proceso que va a tener por objetivo la recu-
peración del nivel de actividad de la economía en general y del sector industrial 
en particular. Los efectos positivos en la industria naval se van a reflejar en el 
estímulo a los armadores y astilleros nacionales mediante el Decreto 1010/04, 
que obliga a la re-matriculación bajo bandera nacional de los buques de bandera 
extranjera arrendados bajo el régimen de importación. Asimismo, este decre-
to establece un régimen especial de importación de insumos y componentes 
producidos en el MERCOSUR destinados a la construcción y reparación de bu-
ques en el país. En cuanto al financiamiento, se tomaron otras dos medidas que 
impactaron en la reactivación del sector: la implementación del leasing naval, 
para financiar embarcaciones pesadas en astilleros argentinos, y la ejecución del 
Programa Más y Mejor Empleo, del Ministerio de Trabajo de la Nación, destina-
do a la capacitación del personal del sector. 

Frente a la recesión y cuasi-desmantelamiento que sufrió la construc-
ción naval local en los 90, algunos astilleros nacionales reestructuraron sus 
actividades hacia las reparaciones navales mientras que otros redujeron su ca-
pacidad productiva o, directamente, cerraron. Según datos de la Federación del 
sector (Ing. Podetti, 25 de octubre de 2011), la construcción naval nacional se 
encuentra hoy funcionando al 60% de su capacidad instalada, con un ritmo de 
producción un 40% más lento al que demanda actualmente el mercado mundial 
debido a que, en los últimos 30 años, no experimentó reinversiones de magni-
tud en bienes de capital y nuevas tecnologías. 

Ante el incremento del comercio exterior que se verifica desde 2004, 
mejoran las posibilidades del negocio del transporte marítimo y, en forma indi-
recta, de la construcción naval. La devaluación del tipo de cambio y la experien-
cia productiva acumulada por los astilleros que lograron subsistir fueron los dos 
pilares en los que se basó la reactivación del sector. Sin embargo, este proceso 
se enfrenta hoy con importantes obstáculos: la irregularidad en la recepción de 
órdenes de construcción, las dificultades de financiamiento, los altos niveles 
de capacidad ociosa existentes, la escasa renovación tecnológica y la escasez, en 
el sector, de mano de obra capacitada que permita el recambio generacional. 
El desmantelamiento de las empresas estatales en la década de 1990 implicó 
la desaparición de la demanda interna de buques, por lo cual, actualmente, los 
astilleros locales responden fundamentalmente a la demanda extranjera.  

A pesar del cambio de orientación política ocurrido en 2003 que pro-
movió un modelo de crecimiento sustentado en el sector industrial, con crecien-
te injerencia del Estado en la regulación económica, la industria naval pesada no 
experimentó cambios estructurales en su composición ni en su dinámica. La ca-
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rencia de inversiones sustanciales, la continuidad de modelos organizacionales 
burocráticos y, sobre todo, la indefinición de una política de desarrollo sectorial 
a largo plazo hacen que el sector se encuentre hoy en una etapa de “supervi-
vencia”, que basa su funcionamiento en las capacidades técnicas y materiales 
acumuladas en el pasado.

Supervivencia y recuperación  
de los astilleros estatales

La supervivencia de los astilleros estatales en la Argentina en un con-
texto adverso dependió de diferentes factores. Sin dudas, uno de ellos fue la par-
ticipación activa de los actores productivos del sector, fundamentalmente de los 
trabajadores organizados. 

La persistencia de los astilleros públicos frente a la política de desregu-
lación, privatización y apertura de los años 90 puede explicarse, entonces, 
por la conjunción, a veces contradictoria, de una serie de elementos combina-
dos, a saber: la resistencia organizada de los trabajadores a la privatización, arti-
culada con movimientos sociales y regionales y sustentada en un ideario nacio-
nalista e industrialista opuesto a la política del gobierno nacional de entonces; la 
estrategia de la Armada, a cargo de la dirección del ars, cuyos intereses parecen 
haber jugado a favor de este proceso de resistencia a la privatización; y la política 
de “salvataje oportunista” del gobierno de la Provincia de Buenos Aires4 (Frassa, 
2010). 

Por último, podemos agregar otro elemento de carácter coyuntural. 
Debido a la situación de la construcción naval en el mercado internacional, que 
en los años 90 atravesaba un proceso de recesión, deslocalización, reestructu-
ración productiva y concentración de la oferta, no hubo ofertas firmes para la 
compra del ars (fina, 2001). Sumado a esta situación sectorial, se puede seña-
lar que el propio astillero no atrajo a grandes inversores dado que esta empresa 
estatal combinaba una ecuación desalentadora para la inversión privada: “atraso 
tecnológico con un sindicato fuerte” (Mahler, 25 de junio de 2010). 

Tandanor, por su parte, fue la primera empresa pública privatizada en 
1991, que al cabo de menos de una década, por razones que explicaremos más 
adelante, retornó en 2007 a manos del Estado, constituyéndose en una de las 
primeras empresas re-estatizadas durante el gobierno kirchnerista.

Entonces, aunque la política económica imperante en los años 90 pre-
veía la privatización de los astilleros, la acción conjunta de los actores del sector 
(trabajadores, profesionales, responsables empresarios) logró revertir ese proce-

4   El por entonces gobernador de la Provincia de Buenos Aires, Eduardo Duhalde, intervino en el conflicto 
desplegado en una región neurálgica para la gobernabilidad de la provincia. La creación de la Zona Franca de 
La Plata en el terreno que ocupaba el ars se convirtió en un importante elemento de negociación al momen-
to de convenirse su traspaso al gobierno bonaerense. 
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so, apelando a la tradición de lucha sindical acumulada desde los años 60 y a 
los saberes profesionales que permitieron, a pesar de la política de desmantela-
miento promovida por el Estado, mantener en funcionamiento productivo a los 
astilleros.

Presentamos aquí las estrategias llevadas adelante por los trabajadores 
en cada uno de los casos analizados con el objetivo de destacar el significativo 
papel que jugaron en la trayectoria de las empresas.

Astillero Río Santiago
El Astillero Río Santiago (ars), creado en 1953 bajo la dependencia del 

Ministerio de Marina, fue ideado como parte de un ambicioso plan estratégico 
de industrialización encarado por el segundo gobierno de Perón con el ob-
jetivo de fortalecer la industria pesada y fomentar el desarrollo de un entrama-
do industrial nacional. Especializado en la fabricación y reparación de diversos 
bienes de capital (tanto construcciones navales como mecánicas), este astillero 
se creó para satisfacer, inicialmente, la creciente demanda interna de la marina 
mercante y la Armada Nacional.

Con el correr de los años, el ars experimentó un proceso de expan-
sión tanto en términos de producción y empleo como de capacidad instalada, 
llegando a posicionarse, a inicios de los años 70, como el astillero más grande 
de Sudamérica. En el marco del modelo de industrialización por sustitución de 
importaciones, la empresa desarrolló un amplio espectro de producción conexa 
a la industria naval (grandes motores diésel y centrales termoeléctricas, reci-
pientes a presión para la industria petrolera, elementos ferroviarios, compuertas 
para diques, componentes nucleares) que implicó la creación de importantes es-
labonamientos productivos, incorporación de nuevas tecnologías y desarrollo de 
nuevos saberes y capacidades (ars, 2004). En su carácter de empresa integrada, 
el ars construía la casi totalidad de los componentes del buque (motor, casco, 
equipos de cubierta, grúas), para lo cual contaba con una importante infraes-
tructura y una mano de obra altamente calificada. Hasta los años 80, Astillero 
Río Santiago podía ser caracterizado como una empresa de producción diversifi-
cada, con una extendida industria auxiliar, fuertemente dependiente del Estado 
y promotora de altos niveles de ocupación (cep, 2005). 

El ars presentó resultados operativos positivos durante su desarrollo 
mercado-internista debido a que el Estado proveía un nivel de demanda soste-
nible que garantizaba la rentabilidad de los activos de la empresa a largo plazo.

A inicios de la década de 1990, el tipo de cambio, que encareció los cos-
tos de los productos argentinos a nivel internacional, el cierre y/o privatización 
de las grandes empresas estatales, la desregulación del transporte marítimo y la 
apertura brusca al mercado externo delinearon los rasgos de un nuevo modelo 
económico que modificó por completo las “reglas de juego” dentro de las que se 
desenvolvía el ars. Como parte de este programa neoliberal, en 1991 este asti-
llero es declarado “sujeto a privatización”, según lo dispuesto por la Ley 24.045.
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Como resultado de estas medidas, que favorecían la importación de 
embarcaciones, y del achicamiento de los activos estatales, se produjo la caída 
de la demanda interna de buques y la consiguiente paralización de la producción 
en el ars. Con vistas a “sanear” la empresa antes de su traspaso a manos pri-
vadas, la dirección puso en práctica un plan de racionalización que tenía como 
objetivo la reducción de sus efectivos. Mediante la modalidad de retiros volunta-
rios, entre los años 1990 y 1993 el ars redujo su personal en un 60%, pasando 
de 2.460 efectivos a solo 1.036.

Durante estos tres años se desarrollaron agudos conflictos laborales en 
los que los trabajadores, acompañados por sus dirigentes sindicales, reclamaron 
por la reactivación y permanencia del astillero bajo la órbita estatal y por el pago 
de salarios adeudados. Gracias a la estrategia desplegadas por estos actores, fi-
nalmente el ars logra evadir la privatización; y en 1993 es transferido al gobier-
no de la Provincia de Buenos Aires. Sin embargo, el “rescate” de la empresa por 
parte del gobierno provincial no la salvó de la política de ajuste aplicada en todo 
el ámbito estatal. En 1995 se aprueba la instalación de la Zona Franca de La Plata 
en el predio que hasta entonces pertenecía al astillero, dejándolo en posesión 
de solo 23 de sus 229 hectáreas originales. Esta medida provocó la pérdida de 
numerosas instalaciones y equipos con la consiguiente reducción de su capaci-
dad instalada. Asimismo, el ajuste en el presupuesto provincial implicó, para la 
empresa, la obsolescencia de su maquinaria por falta de reemplazo, el congela-
miento de la plantilla de trabajadores y la escasez de recursos financieros para 
emprender nuevas obras.

En síntesis, como consecuencia de la implementación de esas políticas 
macroeconómicas de corte neoliberal, el ars experimentó la pérdida de com-
petitividad en el mercado nacional e internacional, la disminución del nivel y 
grado de diversificación de su producción, la pérdida de su industria auxiliar, la 
reducción de su plantilla de trabajadores calificados y el achicamiento de su ca-
pacidad, lo cual, sumado a los sucesivos cambios en la dirección de la empresa, 
llevaron al deterioro y/o pérdida de rutinas organizacionales. Este conjunto de 
medidas implicó que se perdieran las capacidades productivas y técnicas acu-
muladas en la empresa durante más de 40 años.

La estrategia de los trabajadores del ars se planteó como objetivo de 
máxima evitar la privatización del astillero, lograr su permanencia bajo la órbi-
ta del Estado nacional y mantener el perfil productivo (constructivo) de la em-
presa. Para ello, entre 1990 y 1993, en respuesta a los intentos de privatización 
y ajuste, emprendieron conflictos laborales abiertos, de creciente politización.5 
Dichos conflictos, que buscaban el reconocimiento público de los trabajadores 

5   Cabe señalar que los trabajadores del ars se encuentran afiliados a la Asociación de Trabajadores del 
Estado (ate), que forma parte de la organización nacional Central de Trabajadores Argentinos (cta) desde su 
creación en 1992. A nivel regional, el ars pertenece a la seccional de ate Ensenada, cuya dirección ha estado 
tradicionalmente en manos de los delegados del astillero. 
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como interlocutores del gobierno, asumieron diversas modalidades: ocupación 
de fábrica, quite de colaboración, paros, movilizaciones a centros de poder gu-
bernamental, cortes de rutas y ocupación de edificios públicos.6 En todas esas 
medidas, las principales demandas y consignas que se planteaban eran el pago 
de salarios adeudados y la defensa de la industria nacional. 

La pluralización y publicidad de esas medidas, en la medida en que 
potenciaron cualitativamente el conflicto, fueron dos elementos fundamentales 
en el logro de los objetivos. Con el objetivo de ampliar su base de resistencia, la 
estrategia sindical fue comprometer a la comunidad local y establecer alianzas 
con grupos políticos y otros sectores de trabajadores de la región también en lu-
cha, como los empleados públicos de algunos ministerios provinciales. 

Cabe señalar que el proceso de ajuste aplicado al ars no fue acompa-
ñado de una estrategia empresarial de “modernización” (Dombois y Pries, 1993; 
Linhart, 1997) que enfrentara los desafíos que el cambio de contexto represen-
taba. La empresa logró evitar la privatización y mantener su funcionamiento 
productivo, pero conservando, aunque con algunas variaciones, su estructura y 
funcionamiento tradicionales.

Actualmente el ars mantiene su perfil productivo constructor orienta-
do hacia la demanda externa. Recientemente se realizó la botadura del primero 
de una serie de buques petroleros fabricados para la empresa petrolera pdvsa,7 
lo que implicó la revitalización de las capacidades productivas de la empresa, 
ya que constituye el buque más grande hecho en la Argentina en los últimos 
30 años (los últimos petroleros que se construyeron en los años 80 habían sido 
demandados por ypf). Dichas órdenes de construcción, sumadas a las construc-
ciones mecánicas para el mercado interno, implicaron el aumento del empleo,8 
la reactivación de la producción de grandes buques y el aseguramiento de trabajo 
para los próximos cinco u ocho años.

Talleres Dársena Norte
Los Talleres Nacionales de Marina se instalaron en 1879 en el varadero 

sobre el Río Luján; en 1898 fueron trasladados a la Dársena Norte en el Puerto 
de Buenos Aires. Para comienzos del siglo xx ya se reparaban en sus diques nu-
merosas embarcaciones, lo que permite reconocer una cierta capacidad técnica.

Cuando se creó la f lota mercante estatal en 1942, el astillero, rebau-
tizado en 1922 como Arsenal Naval de Buenos Aires, reparó y puso en servi-
cio los buques extranjeros que formaban parte de dicha flota. El Arsenal Naval 
se convirtió entonces en una empresa dirigida por la Armada Argentina y la 

6   En el audiovisual realizado por ate Ensenada en 2007 se presenta una completa descripción de estas 
acciones.
7   La botadura del buque “Eva Perón” se realizó el 12 de julio de 2012 con la presencia de autoridades provin-
ciales, municipales y miles de trabajadores acompañados por sus familias.
8   Actualmente el ars cuenta con cerca de 3.000 empleados que trabajan de manera directa para la empresa.
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Administración General de Puertos, bajo el sistema legal de una sociedad anó-
nima con mayoría de capital estatal. El astillero heredó la infraestructura de 
la Armada y la capacidad operativa de la mano de obra, además de los dos di-
ques secos de la Administración General de Puertos. En 1970 el Arsenal Naval 
Buenos Aires se transformó en Talleres Navales Dársena Norte (Tandanor). 

Para responder al incremento de la demanda de reparaciones en los 
años 70, Tandanor amplió sus instalaciones e incorporó el astillero estatal 
Taller de Reparaciones Navales (Tarena). Por acuerdo con la empresa americana 
Pearlson Engineering, Tandanor adquirió en 1978 un sistema de elevación de 
buques, Syncrolift, que se mantiene en operación hasta la actualidad.

A comienzos de los años 90 se planteó la primera privatización de una 
empresa pública en la Argentina: por Resolución 931/1991 del Ministerio de 
Defensa, se adjudicó la venta del 90% del paquete accionario de Tandanor, y por 
Decreto 2281/1991 se autorizó al Ministerio de Defensa a suscribir el contrato 
de venta y el llamado a licitación. Después de más de un siglo de actividad es-
tatal, en 1992 el astillero fue adquirido por Inversora Dársena Norte (Indarsa). 
En 1999 el grupo se presentó en convocatoria al no completar el total de la 
operación, y en ese mismo año la justicia federal declaró su quiebra (Informe 
Tandanor, Ministerio de Defensa, 2007). Hasta 2007, la empresa funcionó con 
un interventor judicial, gerenciada por sus trabajadores –que muchas veces deja-
ron de cobrar sus sueldos y mantuvieron al astillero en actividad (Ing. Mospan, 
14 de abril de 2012).

Evidentemente, el papel que jugaron los trabajadores del astillero fue 
clave en este proceso. Desde el inicio, el Sindicato de Trabajadores de Talleres y 
Astilleros Navales (sittam) resistió la privatización. Por ello, en el momento en 
que el gobierno nacional surgido de la poscrisis de 2001 decide revertir la me-
dida, los trabajadores tomaron el astillero hasta que se decidió su participación 
en la futura gestión de la empresa y su definitiva estatización. Evitaron así la 
expropiación y la consiguiente indemnización, logrando que se anulara la pri-
vatización y que el Estado decidiera no cobrar su crédito en la quiebra (más del 
90% del pasivo); el 10% quedó para los trabajadores como propiedad participada.

En la etapa de “posconvertibilidad”, entonces, se hace presente el debate 
sobre las consecuencias perniciosas de las privatizaciones de la infraestructu-
ra y servicios y las incertidumbres que generaba su régimen de operaciones. 
Se reinstala así la necesidad, en ciertas áreas, de la participación pública en la 
inversión o directamente en la gestión (Energía Argentina –enarsa–, Aguas y 
Saneamiento –aysa– y Argentina Satelital –ArSat–). El caso de Tandanor se de-
bate en el Congreso Nacional desde el año 2005. Se plantean proyectos de ley de 
traspaso de la empresa a la órbita pública y la creación de una nueva sociedad del 
Estado (Astilleros Argentinos S.A.). Esta política, tendiente a revertir los efectos 
perjudiciales de las privatizaciones de la década del noventa, tendrá un hito en la 
nacionalización de la empresa petrolera Yacimientos Petrolíferos Fiscales (ypf) 
en 2012. 
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Si bien hubo consenso general sobre su recuperación por parte del 
Estado, la reestatización de Tandanor presentaba un punto particularmente con-
flictivo en el debate: el desembolso económico que debía realizarse para comprar 
la quiebra de la concesionaria Indarsa. Finalmente, se firmó el Decreto 315/2007 
que permitió la recuperación pública de Tandanor. Es en este sentido que los 
Talleres Dársena Norte adquieren un carácter simbólico por ser la primera em-
presa privatizada y reestatizada, ejemplo de los vaivenes de la política argentina 
de los últimos 20 años. 

En el año 2010 se creó un polo naval de construcción y reparación de 
buques dependiente del Ministerio de Defensa, el Complejo Industrial Naval 
Argentino (cinar), integrado por los astilleros Tandanor y el “Almirante Storni” 
–ex Domecq García– de la Armada Argentina. 

El cinar, ubicado en el canal sur sobre el estuario del Río de la Plata, 
es hoy el único acceso a la hidrovía de los ríos Paraguay, Paraná y de La Plata, 
sobre los que se encuentran los puertos aptos para operaciones con buques oceá-
nicos. La importancia estratégica de este polo naval reside no solo en el hecho 
de que Buenos Aires es puerto terminal en el Cono Sur, sino también en las 
dimensiones del complejo, que permiten la reparación de buques de gran porte. 
La pieza fundamental de la competitividad del astillero es el elevador sincrónico 
o Syncrolift (uno de los pocos en América del Sur), que consiste en una plata-
forma que permite separar el mecanismo de elevación del lugar de operación, 
facilitando la reparación de varios buques simultáneamente (Ing. Pietranera, 25 
de julio de 2010).

El cinar, con muy baja capacidad ociosa, está en condiciones de rea-
lizar reparaciones de mayor complejidad (como la del rompehielos Alte. Irízar 
y la del submarino San Juan). Desde la decisión de transferir el astillero a la 
actividad privada en 1991 hasta el presente, se repararon un total de 1.350 unida-
des navales, de las cuales más del 70% corresponde a unidades de bandera ex-
tranjera.9 En 2007 el polo naval entregó casi 3.000 toneladas de embarcaciones 
nuevas, lo que exige la ampliación y recuperación de las capacidades instaladas y de 
los recursos humanos.10 El incremento de la demanda de servicios del cinar 
desde su recuperación demostraría que se ha logrado una ecuación competi-
tiva donde se potencian la ubicación física, las instalaciones y equipamientos y 
la mano de obra calificada.11 La suma de estos componentes le permite al cinar 
competir en el mercado internacional de servicios de reparación naval con tiem-
po, calidad y costos competitivos (Ing. Pietranera, 27 de julio de 2010). 

9   Véase < http://www.tandanor.com.ar/espanol/noticias/03Acciones/Acciones.htm>.
10   Ídem.
11   En 1999 la edad promedio de los trabajadores era de 57 años; hoy es de 37, y trabajan en el polo naval 540 
trabajadores en forma directa (La Nación, 20 de junio de 2010).
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Reflexiones finales

Retomando lo expuesto hasta aquí, queremos plantear algunas re-
flexiones en torno a dos planos de análisis diferentes. Por un lado, en un nivel 
macro, señalamos los desafíos actuales a los que se enfrenta la industria naval 
en la Argentina; por otro, a nivel microsocial, nos referimos al lugar que le cabe 
a los actores sociales (gobiernos, sindicatos, gestiones empresariales) en el desa-
rrollo del sector.

Como señalamos anteriormente, la industria naval constituye un ejem-
plo paradigmático donde observar las f luctuaciones de la política industrial de-
sarrollada por el Estado en la Argentina en los últimos cincuenta años. Durante 
la consolidación de la isi, el Estado impulsó la industrialización del sector con la 
creación de grandes astilleros. ars se inició en la década de 1950 como un asti-
llero estatal integrado con tendencia a la autosuficiencia y desarrolló una trama 
de proveedores en la región con efecto derrame de carácter positivo. Tandanor, 
astillero de reparaciones, también desarrolló una trama de proveedores y sub-
contratistas relevante. Sin embargo, ambas empresas atravesaron, desde los años 
80, sucesivas crisis económicas, un eventual cierre y la virtual privatización en 
consonancia con el cambio de política económica del gobierno de entonces. 

En esta industria las consecuencias del ajuste estructural de los 90 
condujo a una sistemática contracción de la fabricación de buques y artefactos 
navales, provocando el cierre de astilleros privados, la casi desaparición de la 
industria naval-partista, un significativo retraso tecnológico y la consiguiente 
pérdida de saberes de oficio específicos del sector. Las causas directas de esta 
decadencia fueron, sintéticamente: la desregulación del mercado de transporte 
internacional de mercaderías, la pérdida de privilegios de las reservas de cargas 
de los armadores locales, la connivencia con los grandes operadores internacio-
nales, la privatización de las empresas estatales, la apertura a la importación 
de buques usados, la eliminación del Fondo de la Marina Mercante y el cierre de 
algunos astilleros estatales. 

El cambio en el rumbo de las políticas públicas desde el inicio del siglo 
xxi genera las condiciones de posibilidad para pensar un nuevo tipo de interven-
ción estatal industrial y la revitalización de algunas empresas estatales, entre las 
que se encuentran los astilleros analizados. Dicho impulso se vio recientemente 
fortalecido con la nacionalización de la petrolera ypf y la expectativa de recrear 
el entramado productivo y comercial entre empresas estatales anteriormente 
existentes (en este caso, sustentado en la articulación de la política energética 
y la de transportes). Es a partir de este proceso que hoy ars y Tandanor, que re-
presentan casi el 90% de la producción y empleo del sector, pueden retomar su 
anterior protagonismo en la industria naval local.

Ahora bien, la historia de la construcción naval pesada argentina y, en 
particular, la de los astilleros estatales ha demostrado una significativa depen-
dencia con respecto al marco legal y a la capacidad del Estado para ejercer un 
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papel integral como regulador, productor, demandante y proveedor de financia-
miento en el sector. Por lo tanto, en la medida en que se modifica el esquema 
jurídico y el Estado se retira de estas funciones, o solo las ejerce parcialmente, 
se pone en cuestión la posibilidad de recuperación de la industria. Si bien el 
cambio de contexto a partir de la década de 2000 pareciera propiciar la recupe-
ración de la industria naval, resulta insuficiente para garantizar un desempeño 
competitivo en el mercado internacional. En este sentido, si no existen políticas 
estructurales y de largo plazo para la industria en general y para el sector naval 
en particular, la recuperación será débil y provisoria. En otras palabras, creemos 
que se debe gestar un nuevo modelo de desarrollo que defina un claro patrón de 
especialización productiva. 

Sostenemos, entonces, que el cambio de orientación política ocurrido 
en 2003 es condición necesaria pero no suficiente para mejorar la producción 
y la competitividad del sector. El crecimiento del producto y del empleo, acom-
pañados de una política de inclusión social, deben ser capitalizados en el marco 
de una política de desarrollo industrial que provea de nuevos marcos institucio-
nales a los sectores económicos estratégicos. Este constituye el principal desafío 
actual para los actores que conforman el sector naval en Argentina.

Por otro lado, debemos recordar que, como hemos reseñado, las trayec-
torias seguidas por estas empresas no pueden explicarse únicamente por lógicas 
externas –tales como los cambios en las condiciones de mercado o las políticas 
macroeconómicas implementadas– que impondrían cambios universales y ho-
mogéneos. Por el contrario, si pretendemos explicar en profundidad la trayecto-
ria de un sector productivo, debemos considerar las acciones desarrolladas por 
los actores dentro de cada organización productiva frente a las restricciones y 
oportunidades que presenta el entorno. 

En conclusión, podemos señalar que los estudios de caso aquí presen-
tados ilustran la relevancia que tienen las estrategias de los actores12 (gobiernos, 
sindicatos, responsables empresarios) dentro de las trayectorias de las compa-
ñías. Son ellos quienes, con mayor o menor grado de restricción en sus acciones, 
perciben, comprenden y enfrentan los cambios ocurridos en el entorno. 

Aceptar que ninguna lógica de acción se impone plenamente sobre la 
organización es el primer paso para comprender la real complejidad que tienen 
las relaciones sociales desarrolladas en su interior. Creemos que revalorizar el 
lugar de la acción de los sujetos dentro de la organización constituye el acer-
camiento más adecuado para interpretar el modo en que los cambios globales 
recientes afectan al mundo del trabajo.

En última instancia, desde nuestra perspectiva, resulta relevante ana-
lizar la influencia que ejercen las condiciones del contexto sobre la acción de los 
actores colectivos y cuáles son sus márgenes de libertad. Es decir, considerar, 

12   Elemento a menudo desvalorizado u olvidado en los análisis de corte economicista.
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por un lado, cuál es el peso de la acción social en el devenir de los procesos 
económicos, y, por otro, cuánto determina el contexto macroeconómico el com-
portamiento de los actores. En definitiva, se trata de dar cuenta de esa tensión 
central que se expresa de manera diversa en cada espacio productivo.

Sin intención de minimizar los impactos estructurales de las políticas 
aplicadas ni de desconocer los disímiles senderos que siguió cada sector en la 
reestructuración industrial nacional (Wainer y Schorr, 2006), en los casos exa-
minados, las estrategias de los actores sindicales explican en gran medida los 
resultados finales de las políticas implementadas por el gobierno nacional.

En este análisis señalamos que los resultados de la política pública no 
pueden nunca ser completamente predecibles, ya que la resultante de la articu-
lación entre la política macroeconómica y el comportamiento de los actores es 
siempre original. La diversidad de las trayectorias aquí analizadas se explica, 
entonces, tanto por condiciones estructurales como por la acción de los actores 
participantes, lo cual sugiere que las restricciones del contexto macroeconómico 
deben ser relativizadas si se quiere explorar en profundidad la transforma-
ción de las empresas en el tiempo.
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Resumen
Con un marco regulatorio de tipo proteccio-
nista que buscaba promover la construcción 
de barcos en el país, la industria naval argen-
tina se consolidó y expandió hasta los años 
80 gracias a una fuerte intervención estatal, 
iniciada durante el proceso de Industrialización 
por Sustitución de Importaciones (isi).
El presente trabajo se propone describir la 
historia reciente de este sector industrial, desde 
1950 hasta la actualidad, centrando la atención 
en dos aspectos fundamentales: por un lado, el 
rol central del Estado (y de su política industrial) 
como regulador, productor, cliente y agente de 
financiación de la industria naval; por otro, la 
activa participación de los actores sociales, es-
pecialmente los trabajadores organizados, en la 
supervivencia productiva del sector en la década 
del 90. Para llevar adelante este propósito, nos 
centramos en el estudio de los dos astilleros 
estatales de construcción y reparación naval 
más importantes del país: Astillero Río Santiago 
(ars) y Talleres Dársena Norte (Tandanor).
A modo de conclusión, reflexionamos so-
bre los principales desafíos y la perspectiva 
futura del sector así como sobre las respon-
sabilidades que, en tal sentido, les caben 
a los actores sociales más relevantes. 

Abstract
With a regulatory protectionist framework 
promoting the construction of ships in the 
country, the development of the naval industry 
in Argentina was characterized by strong 
State intervention. Such intervention took 
place within a regime of Import Substitution 
Industrialization (isi) processes. 
Our paper will describe the history of 
Argentina’s naval heavy industry since 1950 
to date, focusing on two aspects: the central 
role of the State (and its industrial policy) as 
regulator, producer, client and financial backer 
of the sector; and the active participation of 
social actors, specially organized workers, 
in the sector’s survival during the 1990s. We 
will study the two most significant state-
owned shipyards for building and repair 
in Argentina: Astillero Rio Santiago (ars) 
and Talleres Dársena Norte (Tandanor).
As final conclusions, we reflect upon 
the future development of the sector 
and the place its social actors have.

Palabras clave
Historia industria naval 
argentina 
Astilleros estatales 
Política industrial 

Key words
History of Argentina’s 
shipbuilding industry
State-owned shipyards
Industrial policy 
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Territorio en pugna: la Feria 
Binacional de Camélidos en la 
Provincia de Jujuy (Argentina)
Natividad María González

Introducción

Este trabajo nos proponemos abordar un proceso de índole terri-
torial que se dio en un sector de la frontera entre la Provincia de Jujuy y el 
Departamento de Potosí, en razón de haberse realizado allí una Feria Binacional 
de Camélidos (entre los años 2003 y 2009). Este evento congregó a ganaderos de 
camélidos de pueblos de ambos lados de la frontera que estaban transitando un 
proceso de consolidación de esta actividad. Pero el principal motivo para la reali-
zación de esta feria fue una situación conocida por todos: posicionar en la agen-
da política regional la habilitación legal del paso internacional entre Ciénega de 
Paicone (Argentina) y Río Mojón (Bolivia), promoviendo la visita de políticos y la 
difusión de la realidad vinculada con la Feria.

Para llevar a cabo este análisis, se toman en cuenta y se caracterizan, 
con vistas a evidenciar sus diferencias, las concepciones de territorio que se po-
nían en juego, tanto como sustratos o bases que estructuran las prácticas como 
en cuanto a sus objetivos: la concepción andina y la concepción occidental. Este 
ejercicio teórico es puramente analítico, ya que ambas concepciones no son ahis-
tóricas ni se manifiestan de manera uniforme en las prácticas de los actores. 

Dado que la frontera es parte constitutiva del escenario de la Feria, tam-
bién se la toma como tema central del análisis, en una caracterización que busca 
su problematización y poner de manifiesto los aspectos de su presencia en las 
comunidades locales. El objetivo de problematizar la frontera es tener en mente 
que esta construcción social se funda en hechos históricos y que no debe ser 

Natividad María González es Licenciada en Antropología egresada de la Universidad Nacional de Jujuy 
(unju), becaria doctoral del conicet-Instituto de Geografía, Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad 
de Buenos Aires, e investigadora del picto unju 2008 N° 00128 y de la Unidad de Investigación en 
Comunicación, Cultura y Sociedad (uniccs) de la Facultad de Humanidades y Ciencias Sociales de la unju. 
E-mail: pykari2@yahoo.com.ar
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tomada como algo natural; de hecho, las características que adopta en distintos 
lugares y momentos son diversas. 

Finalmente, se analizan algunos ejemplos de los recursos que se ponen 
en juego para plasmar la territorialidad, entendida como una práctica de poder 
de los actores involucrados en la Feria que se fija en el espacio. Estos ejemplos 
confluyen en mostrar los distintos planos de autoridad del Estado (provincial y 
nacional, en este caso) y sus matices, aspectos que se amplifican en un evento 
que se desarrolla en la frontera internacional.

Los textos con los que se trabaja (convocatorias, invitaciones, actas de 
reuniones) son parte de la información primaria recolectada en los trabajos 
de campo y/o proporcionada por los informantes; por lo tanto, se trata de fuentes 
inéditas.

La Puna

La región de la Puna jujeña comprende los departamentos del noroes-
te de la provincia: Susques, Cochinoca, Rinconada, Santa Catalina y Yavi. Esta 
unidad geoambiental se prolonga por el sur (provincias de Salta y Catamarca), el 
oeste (Chile) y el norte (Bolivia). Sus rasgos generales característicos son: un cli-
ma árido y riguroso, escasas precipitaciones anuales (concentradas en el verano, 
entre los meses de enero a marzo), una alta variación diaria y un bajo promedio 
anual de temperatura (alcanzando temperaturas promedio de 25° en verano y 
-10° en invierno) y una altura mayor a los 3500 metros sobre el nivel del mar. Se 
trata de un espacio compuesto por serranías que corren de norte a sur formando 
cuencas surcadas por ríos (muy caudalosos en los meses estivales) que, en gene-
ral, desembocan en lagunas, salares o simplemente se pierden en el suelo. Una 
de estas cuencas es de régimen atlántico; se trata de la cuenca del Río Grande de 
San Juan, situada en la zona limítrofe entre Bolivia y la Argentina –indicada con 
el sombreado en el Mapa 1–. Allí se localizan los procesos cuyo estudio aborda-
mos en este trabajo.

Las diferencias internas, a primera vista imperceptibles, son muy im-
portantes, pues se relacionan con aspectos socioeconómicos trascendentales en 
la vida de sus habitantes. Por ejemplo, en la región oriental, donde se asienta la 
mayor cantidad de población (en las ciudades de Abra Pampa y La Quiaca, en 
torno a la actual Ruta N° 9 y el antiguo trazado de las vías férreas), se encuentra 
muy desarrollada la ganadería camélida y ovina, principalmente por la presencia 
del Plan Ganadero de la Puna que, en la década de 1970, promovía esta actividad 
en la región. El sector central de la Puna, la cuenca de Pozuelos (con un im-
portante espejo de agua) tuvo un desarrollo ganadero similar; esta cuenca está 
delimitada hacia el oeste por la serranía de Rinconada, que la separa del extremo 
occidental del territorio jujeño, la alta cuenca del Río Grande de San Juan que 
corre hacia el norte, adentrándose en la zona de Tupiza, Bolivia.
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Mapa 1. Ubicación general de las localidades mencionadas y serranías que forman 
cuencas internas

Nota: En sombreado se indica la alta cuenca del Río Grande de San Juan. Se resaltan las cabeceras municipales. 
Fuente: Elaboración propia.

La alta cuenca del Río Grande de San Juan abarca una amplia superfi-
cie, desde el oeste de los departamentos jujeños de Santa Catalina y Rinconada 
hasta el sudeste de la Provincia de Sud Lípez (del Departamento boliviano de 
Potosí). Sus afluentes más importantes son los ríos Orosmayo, Granadas, Río 
Grande de Cusi Cusi y San Antonio (proveniente de Bolivia). 

Este estudio se centra en el área de la Comisión Municipal de Cusi 
Cusi,1 integrada por el poblado homónimo, Lagunilla del Farallón, Paicone, Misa 
Rumi y Ciénega de Paicone. En esta última se localizaba la Feria Binacional de 
Camélidos cuando se desarrollaba en la Argentina (en las ediciones en Bolivia la 
Feria se emplazaba en la localidad de Río Mojón, distante unos seis kilómetros).

La población de la Puna, en general, está diseminada en pequeños pue-
blos, caseríos o viviendas aisladas (excepto en las dos ciudades ya mencionadas: 
Abra Pampa y La Quiaca), dado que las características de los ecosistemas imponen 
técnicas productivas como la trashumancia o la rotación anual de los lugares 
de pastaje; en relación con esto, está el hecho de que, según datos del Censo 
Nacional Agropecuario de 2002, las explotaciones agropecuarias (eap) con 
límites definidos apenas contabilizan el 20% sobre un total de 3.044 unidades.

1   Cusi Cusi cuenta con un total de 1.328 habitantes, sobre un total de población en la Puna de 39.337 
(Cabrera, Golovanevsky y Aucapiña, 2010).
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En cuanto a las actividades económicas, se destaca la pequeña gana-
dería (de ovinos, camélidos y algunos asnales), la elaboración de artesanías 
–principalmente a nivel familiar–, la minería2 y el sector público y de servicios. 
La pobreza general de sus habitantes se debe no solo a los bajos ingresos, sino a 
la desacumulación de la inversión pública y privada y a factores que conspiran 
contra el desarrollo económico de la región, tales como el tamaño de mercado, 
las economías de aglomeración, la disponibilidad de mano de obra y la distancia 
a los grandes centros de consumo (Cabrera, Golovanevsky y Aucapiña, 2010).

Dos concepciones de territorio

Como se mencionó, se tratarán las concepciones andina y occidental 
del territorio. Entendemos por concepción andina a la manera en que estaban 
organizados los grupos sociales (etnías, kurakazgos, señoríos, etc.) en tiempos 
prehispánicos, según revelan investigaciones arqueológicas y etnohistóricas. 
La concepción occidental,3 por el contrario, es la que prevalece en nuestra so-
ciedad, con el Estado-Nación como paradigma de la confluencia entre el grupo 
social y el espacio que habita y controla.

Es necesario insistir en que, como dijimos antes, se trata de un ejerci-
cio teórico, por lo que no se proponen ambas concepciones como pensamientos 
monolíticos sin cambios ni contradicciones, sino que se las toma como bases o 
sustratos sobre los cuales se desarrollan las acciones de los actores que se anali-
zan más adelante. 

Si bien el área andina tiene ciertos rasgos “territoriales” comunes (como 
el aprovechamiento de las distintas zonas ecológicas), se consideran centralmen-
te las características de Lípez, pues es en esta porción de los Andes –Comisión 
Municipal de Cusi Cusi (Jujuy) y Sud Lípez (Potosí)– que se asienta este estudio. 

Lípez se encuentra en el extremo sur de Bolivia (Mapa 2), aunque en el 
pasado esta palabra englobaba distintas categorías: por un lado, Núñez Atencio 
(1991, p. 14, Figura 2) ubica esta región al sur del salar de Uyuni, aunque, se-
gún Platt (1987), Llica y Tagua (en la costa norte del salar) eran uno de los tres 
ayllus que en el siglo xix pertenecían a Lípez;4 por otra parte, existe incertidum-
bre acerca de la unidad de los moradores de Lípez, pues, de acuerdo con los 
documentos coloniales, comprendían grupos urus y aymaras, con una fuerte 
presencia de atacameños (Platt, 1987). Los “lipes” vivían en pequeñas unidades 

2   En la Puna jujeña esta actividad tiene características diversas, ya que, por un lado, existen grandes empre-
sas extranjeras (como Mina Pirquitas y El Aguilar) y, por el otro, todavía persisten asentamientos extractivos 
(de boratos y sal) de técnica artesanal. A esto deberá sumársele, en el corto plazo, las características que 
tomen las explotaciones de litio que se están estableciendo en la actualidad.
3   Quizás deberíamos llamarla concepción moderna del territorio. Pero, dado que parte de la argumenta-
ción se construye sobre la mirada de los españoles cuando llegaron a los Andes, preferimos denominarla 
más genéricamente como occidental.
4   Los otros dos ayllus tenían sus respectivas cabeceras en San Cristóbal y San Pablo, al sur.
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diseminadas en grandes espacios, eran gente que aparecía y desaparecía en un 
territorio vasto (Gil Montero, 1997). 

Martínez (1996) plantea el problema de las percepciones que definie-
ron este territorio. Por un lado, se encuentra la percepción cuzqueña (pues los 
inkas fueron los principales informantes de los tempranos cronistas) y, por el 
otro, la española, recordando que en el castellano la base de los gentilicios es la 
identificación de los moradores con un territorio. Así, los habitantes de la pro-
vincia inkaica de lipe (o llipi) serían “los lipes”, sin mayor problematización.

Pero hay un factor clave: las provincias inkaicas comprendían una cate-
goría administrativa (que englobaba gente), no una delimitación territorial (eran 
“áreas geográficas vagas, sin especificar sus territorios, sus límites, ni sus juris-

Mapa 2. Región de Lípez, según datos históricos

Fuente: Elaboración propia.
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dicciones” (Rostworowski, 1993, citado en Mulvani, 1998, p. 20). ¿Qué es lo que 
importa dentro de toda esta historia? La unidad territorial denominada Lípez 
por los españoles (en su concepción occidental) se trataba, en realidad, de un 
área habitada por, al menos, dos grupos étnicos (urus y aymaras) y donde transi-
taba, al menos, otro grupo (atacamas). 

El problema está en cómo y qué define un territorio. El territorio pue-
de definirse como el lugar por donde se circula libremente (Korstanje, 2007) o 
por la relación entre la autoridad-poder, la definición espacial y la continuidad 
o reconocimiento de ambas (Arze, 1996). También es útil la distinción entre 
“dominio directo” y “dominio útil” (Mulvani, ob. cit.) para explicar el espacio 
compartido por varios grupos en una superposición de territorios, ya que ambos 
tipos de dominio pueden ser ejercidos por distintos actores (por ejemplo, la con-
quista inka o española se dio sobre el dominio directo, pero los kurakas ejercían 
el dominio útil).

Recapitulando, en la concepción andina del territorio, tomando como 
caso a Lípez, se encuentran los siguientes elementos: se distingue entre la de-
nominación de un espacio y la identidad étnica de sus habitantes; la administra-
ción se ejerce sobre personas y recursos, no sobre terrenos delimitados; más de 
un grupo étnico puede habitar el mismo territorio, y aún más grupos pueden 
transitar por él; se establece una diferencia entre el dominio directo (control ab-
soluto) y el dominio útil (dado por el uso compartido y consuetudinario de los 
recursos). 

En cuanto a la concepción occidental (habitual) del territorio, se trata 
de una relación entre espacio geográfico, poder y la definición de otro exter-
no (Segato, 2007). Esta concepción moderna y positiva toma al espacio como 
una categoría para consolidar dominios territoriales (Naharro, Álvarez y Flores 
Klarik, 2010, p. 134), donde el Estado-Nación es el resultado de este ideal de obje-
tivación en tanto territorio único, definible y controlable y en el cual la presencia 
del otro posiciona al sujeto –individual o colectivo– en un espacio apropiado, tra-
zado, delimitado (Segato, ob. cit., p. 72); el territorio sintetiza relaciones de poder 
en el espacio y tiene, por lo tanto, un carácter esencialmente político; es un cam-
po de fuerzas que “define al mismo tiempo, un límite, una alteridad”(Manzanal, 
2007, p. 36).

Para considerar la constitución de un territorio es necesario centrarse 
en la territorialidad, ya que constituye el conjunto de prácticas (con sus expresio-
nes materiales y simbólicas) capaces de garantizar la apropiación y permanencia 
de un agente social en un territorio (Lobato Correa, 1994, citado en Manzanal, 
2007, p. 37); es decir, la territorialidad se plasma en las prácticas de los actores 
que crean y definen la bases y reglas del territorio, tanto en sus términos físicos 
(extensión, recursos, etc.) como en sus aspectos sociales (quién ejerce el poder, 
de qué tipo es, los instrumentos por los cuales la autoridad se hace visible en el 
territorio, etc.); también es necesario tener en cuenta las prácticas contestatarias.
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Fronteras

Se hace necesario aclarar que efectivamente existieron unidades socio-
políticas con fronteras en los Andes prehispánicos. De hecho, el área geográfica 
del límite entre la Argentina y Bolivia en Jujuy y Potosí era una “zona de borde 
cultural” (Martínez, ob. cit., p. 248) entre “Lipes” y el señorío Chichas (Núñez, 
ob. cit., p. 14). Pero, y siguiendo con lo postulado sobre la concepción andina del 
territorio, este borde cultural llama a repensar las categorías de identidad étni-
ca, territorialidad, interdigitación y acceso a recursos, en un contexto de asen-
tamientos dispersos, en el cual la población mantenía fuertes vínculos con su 
lugar de origen, sobre el que efectivamente habitaba (Núñez, ob. cit.).

En el análisis histórico de la integración de los países en el área andina 
se manifiesta que el Estado-Nación se impuso sobre un territorio con una diná-
mica económica (y sociocultural) que lo precedía en el tiempo y lo excedía en el 
espacio (Remy, 1996) y que, al ser la frontera la expresión física de la consolida-
ción de las élites centrales (Urrutia Ceruti, 19969),5 el mayor control y represión 
a la circulación –la rigidización del límite– fragmentó, si bien gradualmente, a 
los antiguos espacios socioeconómicos (Conti, 2011). 

Sin embargo, Silveira advierte acerca de la materialidad de la frontera 
(en este caso), ya que es un límite y, al mismo tiempo, una invitación para la 
acción (Silveira, 2009, p. 20); en este sentido, es posible considerar la estrategia 
de “los pastores de la zona limítrofe entre Perú, Bolivia y Chile [que] sorteaban 
las fronteras por medio del uso de pasaportes de las tres naciones”.6 Aunque no 
todos los habitantes de las zonas de frontera pudieron tener esta documentación, 
el hecho de habitar en la frontera permite, en algunos casos, “usufructuar con 
los vaivenes de las economías nacionales como bisagra” (Isla, 1992, p. 205)..

Benedetti y Salizzi postulan la frontera y el límite como estructuras 
elementales de la organización territorial; mientras que el límite es una señal 
y dispositivo lineal, la frontera tiene una complejidad mayor, ya que visibiliza y 
conecta la/s territorialidad/es. Al constituir un espacio donde entran en contacto 
dos sistemas legales, es posible que sea tomada como un recurso, tanto por el 
interés de cruzarla como por las posibilidades que brinda la “bisagra” entre am-
bos territorios. Siguiendo esta línea, los autores definen los lugares de frontera 
como las “localizaciones donde se experimentan cotidianamente las diferencias 
creadas por el deslinde territorial” (Benedetti y Salizzi, 2011, p. 59). 

Cabe resaltar que ambos, frontera y límite, son construcciones sociales 
e históricas; esto, que suena evidente, era negado por el pensamiento de la geo-

5   Asimismo, Remy nos recuerda que “las territorialidades de base de los nuevos Estados nacionales (aque-
llos en los que hoy vivimos) coinciden con los espacios definidos por las [reales] audiencias”, puesto que 
estas se conformaban con miembros de las élites criollas (1996, p. 311).
6   Continúa: “… así no tenían problemas para seguir dominando el espacio pastoril, que construyeron du-
rante siglos y que hoy está dividido por las fronteras nacionales” (Dueñas Dávila, 1996, p. 506, nota 3).
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grafía positivista: un ejemplo claro lo constituye la “explicación geográfica de la 
Argentina”, donde se postula que la unidad nacional se da por “el ‘desprendi-
miento’ del exterior por el aparato fronterizo [consiguiéndose] la detención de la 
vida general en las fronteras nacionales, [provocando] un determinado grado de 
aislamiento geográfico con respecto del espacio exterior” (Daus, 1957, citado por 
Benedetti, 2007, p. 15).

En resumen, en los estudios sociales se suele considerar a las fronteras 
–sean las fronteras de expansión económica ( frontier) o las interestatales y po-
líticas (border)– como un espacio donde entran en contacto dos sistemas socio-
culturales distintos. Su condición de puente potencial entre dos sistemas legales 
(y su ilegalidad) les da el carácter de instrumento para la negociación (entre los 
Estados provinciales y el Estado nacional) o de recurso, tanto por el movimien-
to económico que generan como por la posibilidad de pasar de un sistema a 
otro (Benedetti, ob. cit.). El proyecto político de la Comisión Municipal de Cusi 
Cusi de lograr la habilitación del paso Ciénega de Paicone (Jujuy)-Río Mojón 
(Potosí) debe contextualizarse en una frontera más amplia, que es “escenario de 
territorialidades y movilidades multiescalares” (Benedetti y Salizzi, 2011, p. 60).

La Feria Binacional de Camélidos

La Feria Binacional de Camélidos reunió en sus cinco ediciones a ganade-
ros de llamas de la alta cuenca del Río Grande de San Juan, específicamente de 
los territorios municipales de Cusi Cusi (Provincia de Jujuy) y San Antonio 
de Esmoruco (Provincia Sud Lípez, Departamento Potosí).

La propuesta de realizar esta feria surgió como producto del II Encuentro 
de Integración Binacional Sud Lípez-Cuenca del Río Grande de San Juan, opor-
tunidad en la que se reunieron pobladores, miembros de la Asociación Regional 
de Criadores de Camélidos de Potosí (arcca), la Cooperativa Río Grande San 
Juan7 y autoridades de las localidades que conforman ambas jurisdicciones, con 
el propósito de avanzar en la gestión para la habilitación de un paso internacional 
entre Ciénega de Paicone (Jujuy) y Río Mojón (Potosí). Entre las propuestas para 
lograr la visibilización política de este paso, se encontraba la realización de una 
feria que congregase a productores de ambos lados de la frontera –incentivando, 
además, la ganadería camélida que se estaba afianzando en la región– junto con 
organizaciones de productores dedicadas a la comercialización de fibra. 

Es así que, en entre el 3 y 6 de junio de 2003, se llevó a cabo en Río 
Mojón, localidad fronteriza del territorio boliviano, la I Expo Feria Binacional de 
Llamas.8 La convocatoria resaltaba como antecedente que: 

[...] la ganadería camélida constituye para los pobladores de la región alto 
andina una actividad importante que les permite obtener recursos eco-

7   Que nuclea a ganaderos de la Comisión Municipal de Cusi Cusi, Jujuy.
8   Los nombres de la Feria cambian, pues se respetaron los documentos originales de organización.
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nómicos para satisfacer sus necesidades elementales de vida. Esta crian-
za, sin embargo, atraviesa por problemas de diversa índole que limitan su 
desarrollo y agudizan aún más las bajas condiciones económicas de los 
productores […] Incentivar a los productores el mejor aprovechamiento de 
este recurso a través de la realización de ferias, permitirá lograr alternativas 
óptimas de manejo del rebaño que se reflejen en la calidad de los pro-
ductos para obtener vías adecuadas de comercialización” (Invitación a la I 
Expo Feria Binacional de Llamas).

Los objetivos propuestos en esa oportunidad eran: 

• Revalorizar el recurso camélido en comunidades alto-andinas por su 
importancia socioeconómica para el productor ganadero.

• Exponer la riqueza genética de llamas en las comunidades andinas de 
Bolivia y Argentina.

• Efectuar intercambio de experiencias entre productores de ambos paí-
ses a fin de consensuar problemas y soluciones comunes para lograr un aprove-
chamiento racional y sostenido de este recurso.

• Mostrar el mejor aprovechamiento de los recursos derivados de la 
ganadería camélida, mediante la participación de artesanos y gastrónomos 
(Invitación a la I Expo Feria Binacional de Llamas).

Parte de las actividades propuestas fueron: exhibición, concurso y re-
mate de animales; exposición y venta de artesanías; demostración y expendio de 
comidas típicas y subproductos de carne de llama; conferencias y exposiciones 
de organizaciones, profesionales de la producción agroindustrial y del quehacer 
técnico-científico. 

Se definieron dos tipos de llamas, k’ara y th’ampulli (de acuerdo con 
variaciones fenotípicas), con tres subcategorías etarias para los concursos.

El transporte de animales estaba a cargo de los productores ganaderos, 
en tanto que el alojamiento, la alimentación de los expositores, la contratación 
de un auxilio veterinario y la provisión de forrajes corrían por cuenta del Comité 
Organizador, integrado por la Asociación Zonal de Criadores de Camélidos (azc-
ca) de San Antonio de Esmoruco –una instancia intermedia entre los ganaderos 
y el arcca–, la Cooperativa Cuenca Río Grande de San Juan y los pobladores 
de Río Mojón. Los auspiciantes9 fueron instituciones locales, gubernamentales 
(de Potosí) y no gubernamentales regionales10 relacionadas con la ganadería de 
camélidos.

9   Se distingue entre organizadores y auspiciantes, ya que los primeros están involucrados directamente 
con la realización del evento, en tanto que los segundos hacen aportes en dinero o especies para el mismo.
10   El nivel “regional” refiere a la Provincia de Jujuy o al Departamento Potosí, excepto indicación en 
contrario.
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La II Feria Binacional de Camélidos indicaba en su subtítulo el objetivo 
principal: “para la integración de los pueblos originarios alto andinos”. Esta se-
gunda edición se llevó a cabo en Río Mojón entre los días 31 de agosto y 3 de sep-
tiembre del año 2006 (es decir, tres años después de la primera). La experiencia 
adquirida es palpable en la convocatoria, donde se agregó la promoción de las 
potencialidades de la llama para la población urbana y sus aptitudes productivas, 
comerciales y turísticas (Convocatoria II Feria Binacional de Camélidos), ade-
más de una sistematización y un reglamento más amplio y claro (por ejemplo, 
aunque las categorías de llamas son las mismas, ahora se aclara que los años se 
determinan por la dentición).

Una situación de importancia para la organización de esta segun-
da edición de la Feria es que en 2005 se constituyó en la Provincia de Jujuy el 
Programa Camélidos,11 por lo cual el gobierno jujeño pasó a ser un actor im-
portante en la organización y financiamiento de la misma. Los organizadores 
siguen siendo los pobladores y gobiernos locales ya mencionados, en tanto que 
entre los auspiciantes se encuentran los gobiernos de Jujuy y Potosí, programas 
nacionales (de Argentina y Bolivia) y ong regionales y extrarregionales (del ám-
bito nacional o internacional).

Esta segunda edición marcó un hito –que confirió a la Feria mayor im-
portancia– por la cantidad de auspiciantes que obtuvo y por las repercusiones 
con vistas a la realización de la tercera edición. Asimismo, se advierte la par-
ticipación de organismos técnicos en su organización, pues en la convocatoria 
se hace referencia a “los camélidos” en lugar de a “las llamas” y se promueve la 
creación de un área natural binacional protegida.

La III Feria Binacional de Camélidos se llevó a cabo en la localidad fron-
teriza de Ciénega de Paicone (Argentina) durante los días 17 a 20 de mayo de 
2007. En las invitaciones se resaltaba “la participación del sector ganadero y la 
trascendencia de las ediciones pasadas de estas jornadas de encuentro en el con-
texto social de la región”, en tanto que en la convocatoria se recuerda que:

[estas] comunidades comparten una cultura, tradición, costumbres, fol-
clore, producción y parentesco familiar donde sus ancestros, antes de 
la división política del Estado, pertenecían a una sola región [sic]. Ahora, 
ambos actores [los gobiernos municipales de Cusi Cusi y San Antonio de 
Esmoruco] tienen el interés común de posicionar la llama como el recur-
so importante de la Puna andina” (Invitación a la III Feria Binacional de 
Camélidos).

En esta edición hubo un cambio cualitativo importante: se incorpo-
raron al proceso organizativo el Servicio Nacional de Sanidad Animal (senasa) 
de la Argentina y el Servicio Nacional de Seguridad Agropecuaria e Inocuidad 

11   Dependiente de la Dirección de Desarrollo Ganadero del Ministerio de la Producción y Medio Ambiente.
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Alimentaria (senasag) de Bolivia. Concretamente, el senasa intervino en razón 
de que, para la realización de la Feria Andina de la Llama12 del año 2007, se im-
plementó un proceso de preselección llevado a cabo por técnicos de ese organis-
mo y del Programa Camélidos. En dicho proceso se verificaban los documentos 
de los animales que cada productor pretendía llevar al concurso y se realizaba 
una inspección sanitaria; la documentación obtenida se debía presentar para 
ingresar a los animales al predio de la Feria. Este sistema contrasta con el de la 
I y II ediciones y fue el que se aplicó en la organización de la Feria Binacional de 
Camélidos. Por ello, en la nueva convocatoria se aclaraba cómo se llevaría a cabo 
la acreditación:  

• La identificación de los animales que ingresen al evento debe estar 
amparada por el dta (Documento de Tránsito Animal), guía de traslado emitida 
por autoridad oficial, y [deben ser] trasladados en vehículos habilitados. Los ani-
males deben contar con aretes oficiales.

• Los animales que ingresen al evento de camélidos Binacional deben 
presentar y estar amparados por un certificado de libre de fiebre aftosa entrega-
do oficialmente por senasa Argentina y senasag Bolivia. El arribo y admisión 
de los animales se controlará con Veterinario Oficial (Convocatoria a la III Feria 
Binacional de Camélidos).

Este cambio trajo varias consecuencias: se congregó una mayor canti-
dad de gente en el predio de la Feria, regulando y fiscalizando su realización; los 
animales debieron ser trasladados en vehículos habilitados por el senasa; y la 
preselección de los animales determinó que algunos fueran descartados, en una 
negociación entre técnicos y ganaderos. 

La principal preocupación del senasa era que en esta feria se reunían 
animales de Argentina con Bolivia y que en ese momento (año 2007) se ha-
bía establecido una “Zona de Alta Vigilancia” en las regiones fronterizas de 
Argentina para el control de la fiebre aftosa. Cabe aclarar aquí que, aunque las 
llamas son susceptibles de contraer el virus, la Puna (en Jujuy o Potosí) es terri-
torio natural libre de aftosa.13

De todos modos, era necesario que los productores que llevaran ani-
males estuvieran detallados en un “Padrón de Productores Participantes”; cada 
animal procedente de Bolivia debía contar con el certificado “Libre de Aftosa” 
otorgado por el senasag, un certificado zoo-sanitario, sus respectivas guías 
de movimiento y, además, estar identificado e individualizado con un arete o 
caravana. 

12   La Feria Andina de la Llama congregaba a ganaderos de toda la Puna Jujeña. Hasta el año 2011, se 
realizaron cinco ediciones en Abra Pampa; sus organizadores fueron el Consejo Federal de Inversiones y el 
gobierno provincial.
13   De hecho, en mayo de 2012 Bolivia consiguió el certificado de que el Altiplano es zona libre de aftosa sin 
vacunación, a diferencia de la Argentina, que lo es por vacunación.
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En esta edición, a los organizadores y auspiciantes locales (municipios, 
sociedad civil y asociaciones de ganaderos) y regionales, se sumaron el sena-
sag, por Bolivia, y ong extrarregionales –como Medicus Mundi y el Programa 
Mundial de Alimentos.

La IV Feria Binacional de Camélidos se realizó los días 5 a 8 de junio 
del año 2008 en la localidad de Ciénega de Paicone. En general, en todas las 
ediciones las convocatorias se realizaron sobre la base de un mismo original al 
que se fueron añadiendo nuevos requisitos (por ejemplo, la documentación de 
sanidad). Es decir, en cada nueva organización no suele eliminarse nada de la 
edición anterior. La experiencia suma, no quita. 

La realización de esta feria implicó la coordinación y trabajo de varias 
instituciones (por la Argentina se contabilizaron, aproximadamente, 40 téc-
nicos), dado que la cantidad de animales asistentes y las tareas de admisión y 
calificación de los ejemplares así lo requerían. En este contexto se enmarcan 
las palabras del Comisionado de Cusi Cusi cuando, con orgullo por la tarea rea-
lizada, afirmó: “Los primeros años [fueron] muy precarios, en especial, con el 
tema de los controles, pero […] ahora la organización está abocada a mejorar este 
trabajo para tener una buena feria en concurrencia, participación, pero especial-
mente en controles y en normas sanitarias” (Acta de Reunión de Organización 
de la IV Feria Binacional de Camélidos). 

En esta edición, la admisión de camélidos no presentaba inconvenien-
tes, aunque ahora había una restricción para los productores bolivianos respecto 
de aquellos productos que no se pueden ingresar a la Argentina: verduras, frutas 
ni derivados de camélidos para vender o cambiar. En este sentido, el Supervisor 
de Sanidad Animal del senasa en la Provincia de Jujuy manifestaba que las fe-
rias ganaderas en la Argentina tuvieron como objetivo que las llamas se registra-
ran con vistas a un incremento futuro de su valor económico, pero: 

El problema se plantea si estas ferias incluyen intercambio o venta de ani-
males o productos. Dentro del país esto está permitido, pero para afuera 
de Argentina este no es el lugar para la toma de decisiones, ya que esta 
política depende de los directores de senasa y de senasag justamente por 
el tema de las barreras sanitarias. La intención de los países estaría clara, 
ya que las fronteras son imaginarias y que debería haber acciones sanitarias 
comunes (Acta de Reunión de Organización de la IV Feria Binacional de 
Camélidos, el resaltado es nuestro). 

Los requisitos y el personal interviniente en la realización de esta edi-
ción le dan a la Feria un tono de evento urbano; parte de este giro en el estilo se 
muestra cuando se aclara que:

Para el registro de personas y acceso a la credencial que permitirá el aloja-
miento y alimentación de cada persona, se ha acordado una tabla de acre-
ditaciones la cual es función de la cantidad de animales que el productor 
registre. Cuando más animales registraran para concurso, mayor es el nú-
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mero de familiares que puede acreditar (Acta de Reunión de Organización 
de la IV Feria Binacional de Camélidos). 

Cabe recordar que los animales (de ambos países) deben poseer docu-
mentación expedida por los organismos controladores que acredite su buena 
salud.

Las instituciones organizadoras son las mismas de las ediciones 
anteriores. En cuanto a los auspiciantes, se sumaron, por ambos países, orga-
nismos regionales de turismo y desarrollo agroganadero así como programas 
nacionales relacionados con la ganadería camélida; también se encuentran ong 
de ambas regiones.

La quinta –y última edición– de la Feria Binacional de Camélidos tuvo 
lugar en la localidad de Ciénega de Paicone, durante los días 21 a 24 de mayo de 
2009. En esta ocasión, la Feria adquirió mayor notoriedad regional, pues hubo 
nuevos actores (tanto comunidades participantes como posibles auspiciantes) in-
teresados en el proceso, entre los cuales cabe mencionar a las comunidades de 
Alota y San Agustín,14 a la ong Veterinarios Sin Fronteras y a un representante 
de la Cámara de Diputados por Bolivia, así como al inta por la Argentina.

En un sentido casi opuesto, los requisitos del senasa aumentaron: 
el predio debió ser modificado para su habilitación; se exigió el Certificado 
Sanitario “Libre de Fiebre Aftosa, Brucelosis y Parásitos externos” de las llamas; 
y se efectuó una inspección clínica en la puerta de la Feria a cada productor 
(aunque a no todos los animales) –es decir que, además de haber presentado 
la documentación obligatoria por cada animal (previamente preseleccionado y 
clasificado por el senasa y el Programa Camélidos), el productor debía pasar por 
otra inspección para poder ingresar sus animales a la Feria.

En cuanto a la exposición de conferencias técnicas, en la Convocatoria 
se destaca la “presencia de profesionales en la especialidad camélidos para ex-
poner temáticas de interés práctico para el pequeño productor y público en ge-
neral”. Mientras que la mayoría de las actividades de esta Feria se relacionó con 
la (creciente) presencia de técnicos y de actores políticos, el acceso real de las 
llamas al predio se tornó cada vez más complejo para los productores. 

En la lista de organizadores no hubo cambios respecto de las ediciones 
anteriores, y a los auspiciantes se agregó el Programa Social Agropecuario del 
ámbito nacional de la Argentina.

La VI Feria Binacional de Camélidos que debía realizarse en Río 
Mojón en el año 2010 no llegó a concretarse. La información recabada median-

14   Departamento Potosí, Provincia Baldivieso, azcca Alota. Es importante destacar que esta azcca tenía 
su producción dedicada a carne-fibra, mientras que las otras organizaciones presentes estaban dedicadas 
a la fibra.
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te entrevistas apunta a dos razones principales (aunque cada informante men-
cionó solo una):

• El senasa exigía que los animales, al regresar de Bolivia, permanecie-
ran aislados en cuarentena, para monitorear el posible contagio de aftosa; ade-
más, los vehículos, al regresar a Jujuy, debían desinfectarse. Las apreciaciones 
sobre este tema es que: a) era un requisito exagerado, con altos costos de dinero 
y trabajo; y b) fue “la gota que derramó el vaso”, pues, aunque el costo en dinero 
podría haberlo afrontado la Provincia de Jujuy, los productores estaban cansados 
de requisitos y papeleo y, por sobre todo, no estaban dispuestos a dejar a sus lla-
mas en otro pueblo (en Ciénega de Paicone) y “solas” durante 40 días.

• Falta de decisión política. En 2010 las autoridades municipales, tanto 
de Cusi Cusi como de San Antonio de Esmoruco, eran oriundas de Ciénega de 
Paicone y Río Mojón respectivamente, pero ninguna habría tenido la decisión 
política de organizar otra vez este evento. Con respecto a este punto, cabe subra-
yar la contradicción de que, si bien –como dijimos– esta feria nació con el obje-
tivo de promover la habilitación del paso internacional Ciénega de Paicone-Río 
Mojón a través de las visitas que realizarían las autoridades en cada edición, pre-
cisamente cuando las autoridades municipales provenían de ambas localidades, 
ninguna siguió con el camino de promover este paso, al menos por este medio.

Territorialidades en pugna

Es importante insistir en el hecho de que esta feria (un proceso econó-
mico) surgió como una estrategia con fines políticos, directamente ligada a la 
habilitación del paso internacional, a pesar de que en las convocatorias y docu-
mentos escritos a los fines de difundirla se ponía el énfasis en la ganadería de 
camélidos como actividad principal y convocante del evento. 

Al definir la territorialidad como la capacidad de un actor sobre el 
espacio-tiempo (poder sobre el territorio), es posible aislar indicadores como 
la definición de la autoridad, sus niveles –o escala– de acción, los parámetros 
para definir el territorio (su historia, sus características geográficas, su posición 
geopolítica, etc.) y las prácticas concretas que pueden o no desarrollarse. Así, 
se identifican los siguientes elementos de definición territorial enmarcados en 
distintas prácticas:

A. Jurisdicción y autoridad

1. Regionalización15 propia: en las convocatorias se alude a la “región alto 
andina”, “las comunidades alto andinas”, “Puna andina”, “Cuenca Río 
Grande de San Juan”, distritos definidos por características comunes que 
no tienen entidad legal.

15   Se alude al carácter de diferenciación (y unidad) geográfica. Para un tratamiento extenso y rico del con-
cepto de región, véase Benedetti, 2009.
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2. Jurisdicción geopolítica y administrativa: la participación del senasa en 
esta feria se originó por un acuerdo político que englobaba a todas las ferias 
ganaderas de la Provincia de Jujuy en el marco del Programa Camélidos. 
Por otra parte, los técnicos del senasa se regían por marcos de acción defi-
nidos para todo el país y, refiriéndose a la organización de la Feria, recalca-
ban que “este no es el lugar para la toma de decisiones”.

3. Admisión y convocatoria: las primeras dos ediciones convocaba a gana-
deros de la región, en tanto que a partir de la tercera edición la admisión se 
hizo, gradualmente, sobre la base de requisitos burocráticos (por ej. el dta) 
que implicaban la posibilidad de exclusión de los animales. 

B. Discursos

1. Apelando al sustrato compartido: se valoriza la realidad de los ganaderos, 
en una visión de que todos tienen una situación socioeconómica y geopo-
lítica común; los lazos personales y la memoria histórica se toman como 
recurso para presentar el territorio como una unidad: “antes de la división 
política del Estado, pertenecían a una sola región [sic]. Ahora, ambos acto-
res [los gobiernos municipales de Cusi Cusi y San Antonio de Esmoruco], 
tienen el interés común de posicionar la llama como el recurso importan-
te” (Convocatoria a la III Feria Binacional de Camélidos).

2. Conceptos técnico-científicos y elementos urbanos que refieren a una 
realidad que no es la vivida por los ganaderos, sino aquella en la que se 
insertan los organismos auspiciantes, de control y también de fomento. El 
tono urbano se aprecia en la modalidad de admisión que requiere creden-
ciales y una tabla de acreditación. 

De acuerdo con este esquema, se reconocen prácticas que fundan la te-
rritorialidad (es decir, el poder de acción sobre el territorio) en distintos aspectos 
según las propias concepciones en juego.

Por un lado, es posible apreciar que los actores locales hicieron uso de 
recursos que delimitan un territorio propio (“alto andino”) basado en la historia 
y realidad compartidas; esta territorialidad define un nosotros inclusivo –ya que 
diferencia positivamente a los habitantes de las comunidades de la Puna andina 
que mantienen lazos de parentesco fundados en la larga historia en común–, 
pero no establece un límite, una alteridad a esta condición, pues, en realidad, 
son varias las condiciones que crean el nosotros. Así son incorporados ganade-
ros de otra región (Alota y San Agustín); y también son recibidos los técnicos 
que ayudan en la Feria (nótese que las presiones y requisitos excesivos se perci-
ben como provenientes de un sistema ajeno, no de las personas que los trans-
miten). Como síntesis de esta territorialidad, de base andina, se constata que 
el objetivo general de la Feria es la “integración de los pueblos originarios alto 
andinos”, particularmente en la habilitación del paso entre Ciénega de Paicone y 
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Río Mojón. La paradoja es que son los sistemas legales boliviano y argentino los 
que deben reconocer este paso fronterizo.16

Por otra parte, en relación con la territorialidad occidental puesta en 
juego, se advierten dos planos. Por un lado, el plano de la política provincial, 
donde la ganadería de camélidos adquirió, a lo largo de la década de 2000, ma-
yor relevancia, sobre todo en términos de difusión (las ferias patrocinadas por la 
provincia tienen esta característica/dimensión/orientación), dado que el consu-
mo masivo de estos productos por parte de la población en general fomentaría el 
crecimiento económico de la región andina de la provincia. En esta línea se creó 
el Programa Camélidos, como herramienta de generación de un puente entre 
las políticas del Estado provincial y la realidad de los productores ganaderos. El 
compromiso que tenía el Estado provincial17 en relación con la Feria fue crecien-
do a medida que este evento adquirió importancia regional, pues se acrecentó el 
número de instituciones presentes (productivas, turísticas, crediticias), aunque 
solo a nivel de patrocinio.

Por otro lado, esta política provincial se topó con definiciones nacio-
nales. En este sentido, el senasa actuaba según disposiciones definidas a nivel 
central en Buenos Aires, donde las realidades peculiares se diluyen en el conjun-
to del país. Por ejemplo, en marzo de 2007 (en el año de la tercera edición, luego 
de la cual se agudizan los controles) se estableció una “Zona de Alta Vigilancia” 
(zav) en las regiones fronterizas de la Argentina, Bolivia, Brasil y Paraguay a fin 
de aplicar medidas reforzadas de control de la fiebre aftosa, incluida una vigilan-
cia intensificada; esto se debe relacionar con los requerimientos que se hacían 
más estrictos cada año.18 

Asimismo, la pugna entre las políticas definidas en el ámbito de la pro-
vincia debe adecuarse a los procedimientos y estándares nacionales, como lo 
recuerda el representante de senasa cuando afirma que “éste no es el lugar de 
tomar decisiones”, sino de acatarlas. 

Conclusiones

En este trabajo hemos intentado mostrar algunas prácticas (sociopolíti-
cas) que se sustentan en diversas concepciones de territorio y que fundan distin-
tas territorialidades relacionadas con los poderes y jerarquías puestas en juego.

16   Se especula que la habilitación legal de este paso traería, además de mayor movimiento comercial y 
turístico, inversiones públicas en caminos y servicios de comunicación.
17   El análisis del compromiso real de la provincia con los ganaderos de la Puna debe ser abordado global-
mente, atendiendo a los programas de crédito, a los incentivos fiscales y a otras políticas de promoción. En 
tal sentido, este análisis adquiere más relevancia si se toman en cuenta otras ramas productivas, entre ellos 
el turismo y la minería.
18   Véase <http://www.veterinaria.org/revistas/vetenfinf/nfondevila/restitucion%20libre%20cvac.htm>. 
(Fecha de consulta: 28 de mayo de 2012).
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La distinción realizada entre dominio útil y dominio directo es perti-
nente para clarificar las prácticas de los actores, dado que las mismas se mos-
traban dirigidas (no de manera consciente, sino por las concepciones de territo-
rio básicas que operaban en cada caso) en una u otra dirección. Así es posible 
entender las preocupaciones de los técnicos del senasa, un organismo con 
directivas de nivel nacional, que apuntaban al control absoluto del territorio (con 
normativas tajantes entre lo permitido y lo que no lo está). Por otro lado, la bús-
queda de dominio útil entre los organizadores locales de la Feria se muestra en 
las convocatorias, donde existe la intención de hacer uso de los recursos (caméli-
dos en este caso) con el fin de lograr, para la comunidad, objetivos tanto políticos 
(definidos por el gobierno municipal) como económicos (relacionados con los 
ganaderos de llamas). El dominio útil se manifiesta en el uso compartido del 
territorio, en el marco de los derechos consuetudinarios. 

La estrategia de hacer visible el paso Ciénega de Paicone-Río Mojón me-
diante una feria se enmarca en el escaso poder político que tienen los gobiernos 
locales –en relación tanto con el nivel regional como con el nacional (Cabrera, 
Golovanevsky y Aucapiña, ob. cit.)–, que se evidencia no solo en el hecho de que 
aún no ha podido lograrse la habilitación, sino en que la Feria encontró impedi-
mentos legales y burocráticos para su realización. 

Por último, para culminar este análisis, resultan pertinentes las pala-
bras de Silveira sobre las técnicas de trabajo y las divisiones territoriales: 

Fortaleciendo un sistema creado para imponer límites no podremos am-
pliar los horizontes […] Cuando se impone una nueva división territorial del 
trabajo que tiende a ser única, volviendo subalternas a las demás, se desva-
lorizan las demás formas de trabajo y, en consecuencia, aumenta la pobre-
za. […] Por ello, el intercambio entre personas multiplica los acontecimien-
tos, las demandas, las relaciones, los símbolos. Es fundamental ver, en los 
lugares, la forma en que se hace política, se usa la técnica, se crea cultura, 
se produce el mercado, para comprender la emoción, la desobediencia [y] la 
espontaneidad (Silveira, ob. cit., pp. 32-33).

Con este trabajo no pretendemos plantear que las fronteras políticas no 
tengan su importancia y razón; solamente intentamos mostrar la complejidad 
de un panorama en una región donde la frontera, que ha estado presente desde 
hace mucho tiempo, con distintos grados y matices, en vez de aislar y dividir, se 
ha constituido en un puente.
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Resumen
En este trabajo, se aborda la presencia y efecti-
vidad del Estado argentino en un sector de su 
límite geográfico con Bolivia. Puntualmente, 
se analiza el caso de la Feria Binacional de 
Camélidos, realizada en un lugar de la fron-
tera entre la Provincia de Jujuy (Argentina) 
y el Departamento de Potosí (Bolivia) por 
productores de ganado camélido de ambos 
lados de dicho límite fronterizo. A través 
del estudio de los procesos que se dieron 
alrededor de esta feria, se intenta concep-
tualizar y discutir rasgos de la frontera y de 
la presencia del Estado-Nación en el lugar y 
circunstancias donde empieza su jurisdicción. 

Abstract
The presence and effectiveness of Argentine 
state at a sector of geographic limit with 
Bolivia is taken into account in this paper. 
Specifically, the Feria Binacional de Camélidos 
is analyzed because it took place at the border 
between Province of Jujuy (Argentina) and the 
Department of Potosí (Bolivia), carried out by 
producers of camelid cattle from both sides of 
that border. Through the study of the process 
around this event, an attempt of conceptualiza-
tion is made and characters of the border and 
the presence of nation are analyzed at the place 
and circumstances where its jurisdiction begins. 

Palabras clave
Camélidos
Frontera
Poder
Territorio

Key Words
Camelids
Border 
Power
Territory
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Investigar el paisaje de la 
agricultura exportadora en  
el interior santafesino
Diego Adolfo Valiente
Mariana Lis Nardelli
Julio Alejandro Talin

Introducción

Como parte de la región pampeana a la que pertenece, el interior de 
la Provincia de Santa Fe ha experimentado las transformaciones derivadas del 
cambio en la matriz productiva debidas a la expansión a gran escala de la ca-
dena de valor de oleaginosas desde fines del siglo xx y el progresivo abando-
no de la diversificación en la producción rural. Este proceso, que se ha dado 
en llamar “agriculturización” (véase, por ejemplo, Arrillaga, Busso y Herzfeld, 
2010), implicó, en el sistema productivo, transformaciones profundas cuyas con-
secuencias se han proyectado y se proyectan hacia diversas dimensiones de la 
vida social. 

Según Arrillaga y Busso (2010), ese modelo, basado en innovaciones 
que cubren la casi totalidad del proceso productivo, generó una estructura agra-
ria monoproductiva sobre la base de un gran salto de productividad y rentabili-
dad. A la vez, los autores señalan que este proceso ha sido acompañado la con-

Diego Adolfo Valiente es arquitecto, Magíster en Planeamiento Urbano y Regional, Profesor Titular de 
Urbanismo e investigador de la Universidad Nacional del Litoral. E-mail: diegoval@fadu.unl.edu.ar

Mariana Lis Nardelli es arquitecta y Auxiliar Docente en la Cátedra de Urbanismo de la Universidad Nacional 
del Litoral. E- mail: nardellimarianalis@hotmail.com

Julio Alejandro Talin es arquitecto, Profesor Titular de Taller de Tesis, investigador y Director de Desarrollo 
Productivo de la Universidad Nacional del Litoral. E-mail: jtalin@fadu.unl.edu.ar

Versiones preliminares y parciales de este texto han sido presentadas como comunicaciones en diversos 
congresos (Valiente, Talin y López Van Oyen, 2011; Nardelli y Valiente, 2011; Valiente, Talin y Poretti, 2012). 
Los autores agradecen la colaboración, en diferentes etapas del estudio, de Javier Poretti, Lucas Bizzotto, 
Alejandrina Echarte y Noel Susmann.

El estudio que origina este escrito es parte del trabajo de investigación de los autores en el Nodo Facultad 
de Arquitectura, Diseño y Urbanismo, Universidad Nacional del Litoral (fadu-unl) “Impactos paisajísticos 
y patrimoniales producidos por los cambios en la matriz productiva y tecnológica del sistema agrícola regio-
nal”, del Proyecto cai+d 2009 Redes de Investigación “Impactos sociales producidos por la reconfiguración 
del sistema agrícola regional. El caso de Santa Fe en el contexto de la región pampeana”, bajo la dirección de 
Hugo Arrillaga, Facultad de Ciencias Económicas, Universidad Nacional del Litoral, 2009-2012.
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centración en el uso del suelo, que amplió áreas agrícolas y redujo la cantidad de 
unidades productivas. Afirman, entonces, que este salto de escala:

[acarreó] dos externalidades directas; en primer lugar, un desplazamiento 
de las familias rurales hacia formas de residencia aglomeradas… En segun-
do lugar, se señala una significativa retracción en la demanda de mano de 
obra que desde el sector se generaba, a lo cual se le suma una fuerte re-
conversión en las cualificaciones requeridas por las nuevas características 
del trabajo rural (Arrillaga y Busso, 2010).

En este caso, tiene relevancia el hecho de que el cambio en la matriz 
productiva ha implicado, sobre todo, transformaciones territoriales que llaman 
especialmente la atención en las pequeñas localidades, dada su importancia 
para la estructuración y configuración territorial. 

Recientemente, desde los estudios geográficos, se ha revalorizado al 
concepto de paisaje y, desde allí, el “retorno al paisaje” (Nogué, 2010) ya que 
pone de relevancia aspectos de las transformaciones estructurales del espacio 
que organizan la percepción y, por consiguiente, la acción sobre él. Esto se da en 
el marco de la necesidad de revisar los sistemas explicativos y operativos para dar 
cuenta de las transformaciones territoriales tanto en la dimensión productiva 
como en la sociopolítica, las cuales implican nuevas condiciones para operar los 
cambios necesarios en el ordenamiento del territorio. Por ello, ese abordaje ha 
ido influyendo sobre distintas disciplinas que tienen una finalidad proyectual 
–como lo es el ordenamiento territorial y, finalmente, al urbanismo. 

El estudio del territorio a través del paisaje se justifica, entonces, en el 
cuadro de las herramientas disponibles para el ordenamiento espacial, como un 
abordaje que permite poner en relación a las percepciones de los grupos sociales 
sobre su territorio con las evaluaciones y elaboraciones técnicas especializadas.1 

Aquí, se ha partido de considerar que el paisaje, en cuanto producto de 
la complejidad del pasado y el presente de la organización territorial, constituye 
en sí mismo un valor para la sociedad. Este valor está asentado, como proponen 
diversos autores, en los contenidos identitarios del territorio al cual ese paisaje 
representa (Nogué, 2010).2 Esto implica que, más allá de los datos productivos, 
son los contenidos intangibles, o de composición compleja entre lo material y lo 

1   En el caso del Convenio Europeo del Paisaje este marco conceptual es evidente.
2   Sin embargo, la relación del paisaje con la identidad se da en forma diferenciada para el residente y para 
el visitante. Para el residente, como es usual con otras manifestaciones culturales, el paisaje es parte consti-
tutiva de su identidad por la carga vivencial que contiene. Así, todo residente es capaz de reconocer y valorar 
aspectos de su entorno de vida que ante ojos extraños no presentan ninguna particularidad digna de nota. 
Por el contrario, para el visitante, un paisaje adquiere identidad en función de su singularidad, lo cual se 
establece por el contraste de sus características distintivas frente a las de otros paisajes. En la medida en que 
esas características se mantengan similares dentro de una región, será más difícil para el visitante establecer 
o reconocer las singularidades de cada paisaje y, por consiguiente, las diferencias identitarias.



Revista de Estudios Regionales | 8 123

simbólico los que condensan en el paisaje el valor del territorio para las socieda-
des que los construyen y habitan. 

Por ello, se considera que es a través del paisaje que se nos presentan, 
de un modo resumido, los cambios territoriales, ya que aquel expresa de modo 
continuo las diferentes operaciones de adaptación que los actores imprimen al 
espacio. Esto cobra especial importancia en el estudio de territorios sujetos a 
cambios acelerados, como es el caso de las localidades del interior de la Provincia 
de Santa Fe en relación con el modelo de producción agrícola consolidado desde 
principios de siglo. 

El presente texto se basa en reflexiones surgidas del estudio sobre la 
situación actual del paisaje y del territorio de las localidades de San Agustín, 
Llambi Campbell y Esperanza.

Paisaje y territorio

Para identificar a través del paisaje qué cambios territoriales son pro-
ducto del nuevo modelo de producción agrícola, se tornó necesario establecer las 
articulaciones conceptuales y metodológicas entre los conceptos de territorio y 
de paisaje.

El territorio, en el sentido que nos ocupa, puede ser concebido como 
una porción de la superficie terrestre organizada y dominada por la acción de 
determinados grupos humanos, que la tienen como sustento de su vida social. 
Esta definición inicial permite establecer diversas características que considera-
mos útiles para el presente estudio.

En primer lugar, la noción de territorio se establece como ligada a la ac-
ción de grupos humanos, es decir, no definida por la escala de la porción terres-
tre considerada para el análisis sino por la escala de la acción colectiva que opera 
como referencia. En este caso, esa acción colectiva es en sí misma el proceso de 
“agriculturización”.

En segundo lugar, se comprende a la noción de territorio como vincula-
da a la dominación por parte de los grupos humanos, esto es, como circunscrip-
ción de un área que es objeto de apropiación. La apropiación espacial puede ser 
aquí definida como la realización del espacio como objeto de la actividad de un 
grupo humano, lo cual, evidentemente, implica a la acción.

En tercer lugar, y como consecuencia de lo anterior, la noción de territo-
rio se entiende como sujeta a la vida social, por lo tanto, al conflicto, al devenir y, 
en último término, a la historia.

Finalmente, e íntimamente relacionado con lo anterior, la noción de te-
rritorio se relaciona con la noción de identidad, en consonancia con los enfoques 
sobre el paisaje.

Pero los territorios no son construidos, vividos y percibidos en procesos 
homogéneos, sino que están atravesados por territorialidades, a las que pode-
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mos definir como los modos en que los territorios son apropiados, organizados 
y dotados de significado. Las territorialidades, entendidas como los diversos mo-
dos de realización de la acción social en el espacio, atraviesan a los espacios de la 
sociedad en diferentes escalas y se manifiestan como superposiciones de flujos 
de actividad y adaptaciones espaciales en una misma área de la superficie terres-
tre. El resultado final se ofrece a la percepción bajo la forma del paisaje que, a 
menudo, oculta sus procesos de definición.

Si consideramos al paisaje como la dimensión perceptible de la estruc-
tura territorial y, a la vez, como la percepción que de la misma tenemos (Landim, 
2004), la percepción del territorio hecha desde el paisaje tendrá contenidos co-
rrespondientes a las diversas escalas, así como a las distintas territorialidades y 
espacialidades en él existentes (Bozzano, 2009). 

Es por ello que el territorio puede ser considerado en múltiples esca-
las. Así, es posible leer las diversas escalas territoriales en los elementos que 
componen los espacios de intervención, de ordenamiento, prestando atención al 
modo en que estos participan de estructuraciones territoriales diferentes dentro 
de los paisajes. Esas escalas de organización del territorio se corresponden con 
las escalas de organización de las actividades humanas en el espacio. Cada una 
de ellas tendrá atributos específicos y grupos humanos particulares que le dan 
sentido, los cuales, a su vez, pueden participar de diversas escalas.3 

Esta mirada interpreta al paisaje como dimensión perceptible del te-
rritorio, procurando reconocer su proceso de organización, sus componentes y 
relaciones. Así considerado, el paisaje, contiene las diversas escalas en las que 
este está organizado, así como las distintas territorialidades que lo atraviesan. 

El análisis del paisaje, entonces, deberá adentrarse en la discriminación 
de esas escalas territoriales presentes en los diferentes niveles reconocibles de la 
imagen que constituye el paisaje percibido.

La estructura del estudio:  
niveles del paisaje y escalas del territorio

Siendo, entonces, que el concepto de paisaje permite operar a diversas 
escalas con diversos componentes, se organiza la lectura-análisis del paisaje a 
partir de establecer niveles de paisaje y escalas territoriales.

Los niveles de paisaje abarcan a un conjunto de elementos y percepcio-
nes que configuran la imagen principal de ese paisaje. Estos tres niveles son: la 
totalidad del paisaje, la unidad del paisaje y el componente del paisaje. Por su 
parte, las escalas territoriales refieren a los modos en que son organizados los 
territorios que componen a los espacios de la sociedad. 

3   Así concebido, en sí mismo cada recorte territorial correspondería a una diferenciación en los modos de 
organización social y de ocupación y organización del espacio.
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Cada uno de los niveles del paisaje incluye a un conjunto de elementos 
y percepciones que configuran la imagen principal de ese paisaje y que resumen 
sus caracteres singulares.

La totalidad del paisaje representa la mayor porción de superficie te-
rrestre que puede ser comprendida como un solo paisaje; contiene “... una deter-
minada disposición y articulación de las partes que componen la faz del territo-
rio y le otorgan su peculiar carácter” (Mata Olmo y Galiana Martín, 2008). Por 
esto, la totalidad del paisaje tiene la mayor complejidad territorial condensada en 
su configuración y, al mismo tiempo, su representación solo es posible a partir 
de la síntesis de esos componentes complejos. El mayor valor y la característica 
principal de esta escala del paisaje es la identidad, que se puede definir como el 
sistema de relaciones entre componentes físicos, sociales y culturales que hacen 
posible el reconocimiento del paisaje por parte de sus habitantes y visitantes 
como diferente con respecto a otros paisajes.

Las unidades de paisaje refieren a lo que, al decir de Nogué, “porciones 
del territorio con un mismo carácter... El carácter de la unidad dependerá, pues, 
de la combinación de formas del relieve, cubiertas del suelo, organización del 
espacio, dimensión histórica, percepción y sentimiento de pertenencia” (Nogué 
y Sala, 2008). Por su parte, Mata Olmo y Galiana Martín caracterizan a la uni-
dad de paisaje como la “combinación de elementos que genera una fisonomía 
particular, una organización morfológica diferenciada y diferenciable que hace 
a una parte del territorio distinta de otra” (Mata Olmo y Galiana Martín, 2008). 
Esto implica que dichas unidades están incluidas en un paisaje de mayor escala, 
como componentes del mismo, como partes analizables en sí mismas que, sin 
embargo, toman sentido en relación con la totalidad en la que se inscriben. En 
consecuencia, dichas unidades son sistemas diversos de componentes territo-
riales que pueden ser reconocidos como tales tanto por la singularidad de sus 
características como por su inserción en la totalidad del paisaje.

Como último nivel, se considera componentes del paisaje a aquellos ele-
mentos construidos o naturales que, sin constituir una unidad en sí mismos, 
tienen un valor particular y determinante para la caracterización de una unidad 
de paisaje o de un paisaje completo en la medida en que su presencia sea deter-
minante tanto para la estructura del paisaje percibido como para la definición de 
su identidad. La atención sobre los componentes del paisaje, derivada de concep-
tos de percepción originados en los estudios urbanos (Lynch, 1976), contribuye 
a establecer las relaciones sistémicas entre los elementos presentes en un territo-
rio que organizan su percepción por parte de los actores sociales.

Como vimos, se entiende a las territorialidades como los modos en 
que los territorios son apropiados, organizados, dotados de significado. Esto se 
expresa en la presencia de diversos elementos que componen distintas escalas 
territoriales dentro de los paisajes. Lo que significa que las territorialidades atra-
viesan a los espacios de la sociedad en diferentes escalas.
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Así como organizamos el análisis del paisaje en función de niveles del 
paisaje, hemos basado el estudio de la relación del paisaje con el territorio la 
identificación de las escalas del territorio presentes en cada uno de los niveles 
del paisaje. A efectos de nuestro estudio, hemos elegido las escalas continental, 
nacional, regional y local. 

La escala local comprende las territorialidades que definen una expe-
riencia cotidiana para un grupo humano concreto. En el estudio que origina 
este escrito, se ha tomado como escala local a las aglomeraciones (comunas y 
ciudades) y a las áreas rurales vinculadas a ellas por las actividades terciarias o 
residenciales que las aglomeraciones prestan.

En síntesis, el estudio de esas transformaciones territoriales parte de 
la identificación y del análisis, en espacios concretos, de las articulaciones entre 
tres niveles del paisaje –la totalidad, las unidades y los componentes– y las di-
versas escalas del territorio presentes en cada uno de esos espacios, que abarcan 
desde lo puramente local hasta lo regional-internacional.

Aspectos y reflexiones sobre el método

El problema de estudio plantea la cuestión de la correlación entre trans-
formaciones en la estructura productiva y transformaciones en el paisaje. Su 
resolución supone, en parte, un estudio comparativo. A este fin, inicialmente 
se planteó la necesidad de identificar una situación de paisaje “estabilizado” que se 
correspondiera con un momento de configuración del territorio considera-
do como referencia, aquel que sería “transformado” por los cambios del modelo 
productivo y resultaría en el paisaje (el territorio) actual. Dado que se apuntó a 
detectar transformaciones operadas a partir de la inserción desde inicios de este 
siglo en el mercado global en función del modelo productivo agroexportador, 
se decidió considerar como paisaje “estabilizado” al de las localidades hacia 
fines de la década de 1970, esto es, del período de industrialización por sustitu-
ción de importaciones. 

Sin embargo, recuperar aspectos de la formación y transformación 
del paisaje y del territorio en localidades como Llambi Campbell y San Agustín 
plantea una difícil reconstrucción ya que se trata de localidades con un precario 
seguimiento estadístico, con dispersa o escasa documentación gráfica disponi-
ble y que, normalmente, no son objeto de investigaciones académicas.4 

4   El estudio partió de una caracterización general, operada sobre toda el área y que es especialmente válida 
para lo que se considere finalmente la totalidad del paisaje. Esta caracterización preliminar se basa casi com-
pletamente en datos secundarios -entre los cuales se destacan los relativos a la economía, la organización de 
la infraestructura y del sistema de ciudades en el área- así como en registros gráficos secundarios -la mayor 
parte de ellos existentes en organismos públicos: fotos satelitales, fotos aéreas, planos catastrales, planos de 
localidades, entre los principales-. Esa misma documentación es la base para las caracterizaciones posterio-
res, tanto del medio urbano como rural. A partir de ahí, se operó una delimitación y caracterización prelimi-
nar de las áreas de estudio orientada a cubrir los aspectos de base del espacio natural, así como a establecer, 
a modo de resumen, una caracterización socioeconómica que preste atención a los procesos recientes de 



Revista de Estudios Regionales | 8 127

Así, la memoria de las personas que tienen o han tenido protagonis-
mo en la vida local adquiere, a pesar de los rasgos subjetivos –y también por 
ello mismo–, un peso fundamental para reconstruir el paisaje local previo a la 
agriculturización. Por esta razón, para el avance del estudio, junto con la infor-
mación secundaria y los relevamientos de campo, han cobrado importancia las 
entrevistas con informantes clave.5

La identificación de las escalas territoriales se organizó sobre informa-
ción tanto secundaria como primaria, originada en el trabajo de campo. En este 
punto fue relevante la tarea de recuperación de la voz de los actores locales, ya 
que enuncian su visión sobre los procesos de organización del territorio a partir 
de su experiencia en particular –testimonios que, aunque deberán contrastar-
se con las evidencias comprobables, al mismo tiempo, guían esta búsqueda–. 
Los datos a recuperar, tanto de la información secundaria como del trabajo de 
campo y los testimonios, comprendieron la producción, la infraestructura y el 
proceso de urbanización. 

Sobre esta base, como parte de la identificación de la relación funcio-
nal entre ámbito rural y aglomeración urbana, también tratamos de determinar 
las escalas presentes en la relación entre ruralidad y urbanidad, referidas a las 
escalas de aglomeración urbana en relación con las escalas de las unidades pro-
ductivas rurales. Esto es relevante para la identificación de las territorialidades, 
ya que las modificaciones en los modelos productivos rurales aparejan cambios 
en el rol de las aglomeraciones y en el tamaño de su área rural de influencia.

Hemos organizado el registro de los niveles de paisaje y de las escalas 
territoriales sobre la base de diversas herramientas y técnicas, entre las cuales, 
como es de esperarse, tienen relevancia los modos de registro gráfico, en espe-
cial el registro fotográfico y en planos. En este proceso, surgieron algunos pro-
blemas que ha sido necesario resolver. 

Uno de estos problemas consiste en establecer las variaciones del pai-
saje producidas por las transformaciones cualitativas detectadas dentro de una 
misma función principal. En el caso de las pequeñas localidades del interior 
santafesino de menos de cinco mil habitantes, esto se traduce en detectar las 

ocupación y organización territorial. Esto se fue ajustando sobre la base del trabajo de campo, en función 
del establecimiento de los niveles de paisaje que correspondieran. El desarrollo del estudio se basó, por un 
lado, en fuentes secundarias para las caracterizaciones generales de las localidades y para la documentación 
gráfica de base, en su mayoría procedente de organismos oficiales y por otro lado, en información primaria 
procedente del trabajo de campo -que consistió en registros fotográficos, relevamientos y entrevistas a in-
formantes clave-. El uso de la fotografía en el estudio del paisaje busca establecer distintos tipos de registros 
que permitan dar cuenta tanto de la totalidad del paisaje como de las unidades y elementos; esto se logra por 
la captura de imágenes únicas o por secuencias de recorrido. Al mismo tiempo, permite determinar, entre 
otros aspectos, las variables del campo visual, las escalas territoriales en que cada elemento o conjunto se 
inscribe, o la legibilidad de la imagen, entre otros.
5   Además, a modo de contextualización del proceso en las micro y pequeñas localidades, también se rea-
lizaron entrevistas y registros de campo en la localidad de Videla, situada sobre la RN 11, próxima a Llambi 
Campbell y similar, por tamaño, a San Agustín. 
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diferencias del paisaje a partir de las transformaciones en el modelo de explo-
tación agraria en regiones cuya función ha estado siempre basada en la pro-
ducción agropecuaria. Otra dificultad está definida por uno de los elementos 
característicos del paisaje interior agrario santafesino: la llanura. En las peque-
ñas localidades, la llanura establece una homogeneidad aparente en función de la 
morfología de las explotaciones rurales. En las localidades mayores, provoca  
la pérdida de profundidad del campo visual en el espacio urbano. Esto implica la 
imposibilidad de establecer imágenes panorámicas representativas y la necesi-
dad de recorridos como único modo de organizar la percepción y crear una 
imagen de totalidad. En ambos casos, los trazos particulares del paisaje parecen 
solo perceptibles para los ojos entrenados de productores y expertos rurales.

Por las mismas razones, el establecimiento de límites que operen como 
un recorte del paisaje no se vuelve tan obvio o evidente como en los casos en que 
el relieve o los cursos de agua definen un marco de referencia y exponen, a la 
simple contemplación, las diversas modalidades de ocupación y uso del suelo y 
los distintos componentes del paisaje. 

Por lo tanto, la definición del paisaje y su delimitación comienzan a es-
tar basadas en la percepción y el registro de elementos sutiles con respecto a 
la escala de las áreas en las que se verifican. Eso ha conducido a la investigación 
a enfatizar la atención sobre las unidades de paisaje antes que redundar sobre 
caracterizaciones de las totalidades.

Las localidades
El estudio de las localidades de Llambi Campbell y San Agustín, pe-

queños núcleos de población ubicados en el área de producción agropecuaria 
cercana a la ciudad de Santa Fe, ha mostrado impactos diferentes como conse-
cuencia de la extensión de los cultivos de oleaginosas en las últimas décadas. 
Ambas localidades se encuentran en la zona central de la Provincia de Santa Fe, 
aunque lejos de las principales ciudades de la región (que se ubican sobre la Ruta 
Nacional N° 70), y fueron fundadas en el proceso de colonización agrícola de la 
región pampeana en el siglo xix. Su evolución, basada en su rol de centros co-
merciales y de servicios de su “hinterland” centrados en la producción tambera y 
en la comercialización de productos lácteos, ha tenido puntos de quiebre a partir 
de la década de 1970, cuando los productores locales comenzaron a abandonar la 
actividad láctea para volcarse a la agrícola. 

Aproximadamente desde la década de 1990, mientras Llambi Campbell 
(2.071 habitantes en 2001, según datos censales)6 cobró importancia, San 
Agustín (452 habitantes en 2001, según datos censales)7 perdió funciones que 
constituyeron el rol y la inserción territorial que la consolidaron desde su funda-

6   No está disponible aún la información detallada del Censo 2010.
7   Según una nota periodística, en 2012 la localidad tiene 1.100 habitantes. No se dan referencias del origen 
del dato (El Litoral, 2012)
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ción. En Llambi Campbell, la desaparición progresiva de la producción láctea dio 
paso a la agricultura y fue concentrando población hacia el centro urbano. Como 
afirma Delfino, “la localidad es hoy fundamentalmente agrícola y es posible vi-
sualizar un importante proceso de desaparición de tambos en la zona” (Defino 
et al., 2010). La mayor parte de las construcciones rurales fueron demolidas para 
dar paso a la agricultura extensiva. Pero la pérdida de funciones urbanas ligadas 
a la producción láctea fue acompañada por la aparición de servicios orientados a 
la producción agraria (talleres mecánicos, venta de insumos) y por la aparición 
de comercios minoristas impulsados por la prosperidad económica.8 

El perfil urbano de Llambi Campbell se recorta con claridad a medida 
que nos acercamos a la localidad: en el recorrido, se torna evidente la planta 
urbana en forma de cuadrilátero, que separa con tres calles y la ruta la tierra 
de uso rural y la de uso urbano. El ámbito urbano muestra transformaciones 
graduales recientes que expresan aumentos de usos residenciales del suelo y, en 
menor grado, de servicios y comercios. Pero ninguno de estos procesos modifica 
en gran escala el paisaje urbano más allá de la densificación del tejido.9 Por otro 
lado, el plano del parcelario rural expresa la subdivisión de la tierra entre las 
familias locales, que ha determinado que algunas propiedades se encuentren 
por debajo de la superficie mínima necesaria para una unidad productiva local. 
Sin embargo, esa fragmentación de la propiedad de la tierra no se evidencia en 
la homogeneidad del paisaje de las explotaciones rurales, que muestra campos 
sembrados y muy pocos establecimientos rurales. La razón es que esas parcelas 
son arrendadas a productores que organizan su actividad en gran escala.10

Por su parte, el perfil de la comuna de San Agustín no se distingue a 
la distancia del paisaje rural que lo circunda. Solo a menos de dos kilómetros es 
posible distinguir el conjunto arbolado como perteneciente a un núcleo urbano, 
pero no se ven las construcciones, de las cuales solo aparece una parte de la torre 
de la iglesia entre las copas de los árboles.11 El paisaje de la localidad se presen-

8   Al mismo tiempo, desde la década de 1980, y fundamentalmente desde la de 1990, la localidad comenzó 
a incorporar mejoras en asfalto, iluminación pública y servicios urbanos. También se han ido construyendo, 
en las últimas dos décadas, pequeños conjuntos habitacionales destinados a la nueva población urbana. Por 
otro lado, la creación de una escuela de nivel medio en la década de 1970 ha sido mencionada en las entrevis-
tas como uno de los factores que propician la retención de parte de la población adolescente en la localidad.
9   Según funcionarios comunales, el problema a resolver en la localidad en los próximos años es la falta de 
tierras para los usos urbanos en expansión, especialmente para uso residencial, en un medio en que el valor 
de la tierra rural es alto y en el que los propietarios son renuentes a vender sus parcelas total o parcialmente. 
Existe un proyecto de urbanización hacia el este de la RN 11, el cual será la primera expansión de la localidad, 
desde su fundación, por fuera de los límites fundacionales.
10   Por eso mismo, el valor de la tierra en la localidad es alto, y varios entrevistados coinciden en que prácti-
camente no se registran ventas de campos en tiempos recientes. Otro dato relevante es que prácticamente 
no hay en la localidad productores importantes que provengan de otras localidades. Los productores más 
relevantes residen en Llambi Campbell.
11   En la región casi no hay vegetación autóctona de gran porte. Un pequeño monte de vegetación nativa 
es mantenido por uno de los entrevistados, y utilizado como reserva de semillas por distintas instituciones 
locales.
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ta como una llanura continua de explotación agraria cuyas características solo 
resultan comprensibles, y tienen significado, para la mirada del productor o del 
especialista.

En San Agustín ha habido una pérdida continua de las actividades de 
provisión de servicios y comercios a su entorno rural desde, aproximadamen-
te, la década de 1970. El entramado de establecimientos productivos, especial-
mente tambos y cremerías, fue deshaciéndose y dando lugar a las explotaciones 
agrarias. Pero ese proceso, según los entrevistados, a la inversa de lo ocurrido en 
Llambi Campbell, fue seguido del éxodo poblacional hacia localidades cercanas: 
Franck, Santo Tomé, San Carlos. La población local prácticamente no ha crecido 
entre períodos censales, y alrededor de la plaza aparecen edificios, sedes de an-
tiguas instituciones o establecimientos industriales abandonados o con señales 
visibles de deterioro.12 A su vez, en el ámbito rural ahora quedan solo ruinas de 
la mayor parte de aquellas construcciones rurales –pequeños cascos de explota-
ciones rurales, tambos– o han desaparecido. 

En la actualidad, a partir de la duplicación de la Ruta Nacional N° 19, los 
funcionarios comunales han expresado la aspiración de convertir a San Agustín 
en una alternativa para la localización residencial de habitantes de la Ciudad de 
Santa Fe, dada la reducción del tiempo de acceso al área central de ésta. 

Tanto en Llambi Campbell como en San Agustín, los relatos de los en-
trevistados confluyen en situar a partir de la última década del siglo pasado el 
abandono progresivo de las economías locales de base agropecuaria y de produc-
ción láctea, organizadas desde la época fundacional.

Al mismo tiempo, hay coincidencia en la descripción del fenómeno 
como un proceso de pérdidas y sustituciones que abarca desde elementos 
que componen el ambiente hasta las relaciones de sociabilidad. Al mismo tiem-
po, y como dato de tiempos recientes, a casi diez años de iniciada la expansión 
acelerada del nuevo modo de producción agrícola después de la crisis de la con-
vertibilidad monetaria, se expresa la preocupación por la pérdida del patrimonio 
y de la historia locales, con su consecuente carga de pérdida identitaria.

Las similitudes entre el entorno rural de Llambi Campbell y el de San 
Agustín hacen que, en cierto sentido, el paisaje agrícola que las circundante no 
exprese marcas identitarias diferentes a las que se pueden encontrar en otros 
puntos de la región. Tanto en un caso como en otro, el paisaje rural comienza a 
volverse homogéneo, indiferenciado, con particularidades solo perceptibles para 
la mirada del especialista en la producción agraria o del residente, pero casi sin 
elementos que puedan capitalizarse socialmente como patrimonio identitario o 
cultural, atributos clave del paisaje. 

12   También se observan algunas pocas nuevas construcciones, especialmente viviendas sociales construi-
das en años recientes.
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En el caso de San Agustín, la pérdida de referencias de pequeña escala 
es, en parte, sustituida en la organización del paisaje a partir de la mencionada 
presencia de la nueva autovía de la Ruta Nacional N° 19; pero, a la vez, este nuevo 
elemento introduce una mayor velocidad en el recorrido territorial que hace más 
dificultosa la percepción de las localidades y de las particularidades paisajísticas 
de pequeña escala. 

En síntesis, es posible afirmar que la invariabilidad del paisaje interior 
debida al nuevo modelo agrícola es una combinación de paisaje urbano poco 
construido, a partir de la inutilización de lo existente y del estancamiento del 
crecimiento local, con paisaje rural reorganizado, homogeneizado, en función 
de cultivos extensivos. 

Por su lado, en Esperanza (aproximadamente 30 mil habitantes), en es-
pecial en el corredor del tramo urbano de la Ruta Provincial N° 70 que atraviesa 
a la ciudad, se da una complejidad particular: la coexistencia de territorialidades 
diversas. La ruta es parte del corredor que une a Buenos Aires con Bolivia a 
través de Santa Fe, por lo que su importancia territorial es, al menos, subconti-
nental. Al mismo tiempo, el trazado de la ruta se remonta al siglo xix, época de 
la colonización agrícola del interior santafesino, y hasta hoy es la vinculación te-
rrestre de la capital provincial con la próspera región situada en la región central 
de la provincia, lo cual expresa también su importancia en esa escala. 

Por estas razones, en gran parte, la ciudad ha crecido tensionada por 
esta vía de comunicación, lo cual puede verse en la evolución de la planta urbana 
tanto en las industrias y comercios localizados sobre la ruta, como en la presen-
cia de la sede universitaria y, finalmente, en la expansión suburbana residencial 
de sectores sociales medios y acomodados que se extiende hacia Santa Fe. Allí, 
confluyendo en el mismo espacio de la ruta, se organizan circuitos de actividad 
territorial que operan en la escala local –por ejemplo, las residencias suburbanas 
rodeadas de parques de las familias acomodadas– y en la escala regional y nacio-
nal –como las fábricas de muebles, la curtiembre o la sede universitaria. 

Residencias, industrias, comercios de grandes superficies, una sede 
universitaria, circulaciones de relevancia regional o nacional y actividades fa-
briles, entre otras, aparecen distanciadas por unos pocos metros en un espacio 
que no las articula de forma ordenada: el trayecto de la ruta por la trama urbana 
más densamente consolidada. Con todo, estas yuxtaposiciones y los conflictos 
que generan –que son conflictos entre usos y apropiaciones del espacio– son 
percibidos con cierta naturalidad en el cotidiano de la ciudad. 

Se trata de un espacio que evidencia distintas y dispersas lógicas or-
ganizativas de actividades y necesidades establecidas a diversas escalas. Por lo 
tanto, los elementos que pueden verificarse en el paisaje urbano, potencialmen-
te también pueden responder a lógicas diversas: las industrias, a la producción 
industrial; el comercio, a las ventajas de localización; los emprendimientos in-
mobiliarios, a la especulación inmobiliaria o financiera; los usos del suelo, a la 
planificación local. Del mismo modo, las obras de infraestructura responden 
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también a acciones estatales.13 Pero esta coexistencia de usos y elementos ur-
banos diversos, incluso conflictivos entre sí, como resultado de las diferentes 
lógicas que operan en el territorio y que se expresan en el paisaje, solo puede 
identificarse en forma mediata con el impacto de la producción agrícola local.14

Conclusiones
Existe una dificultad para relacionar directamente la totalidad de las 

transformaciones detectadas en las localidades con la emergencia del nuevo mo-
delo productivo rural, y, por lo tanto, para que puedan interpretarse como sus 
marcas físicas. Es posible que las transformaciones más importantes, en espe-
cial en las pequeñas localidades –tal como lo señalan algunos entrevistados–, se 
hayan producido en los largos años de crisis de finales del siglo xx. 

Así, la modificación más relevante imputable al nuevo modelo producti-
vo sería el cambio de escala territorial en la que operan tanto las lógicas de explo-
tación rural como las operaciones de infraestructura que se van incorporando. 

La contrastación entre niveles de paisaje y escalas territoriales muestra 
que los paisajes locales pierden rasgos particulares en relación con la mayor pre-
sencia de elementos que corresponden a las grandes escalas de producción agrí-
cola y de organización territorial. Esta nueva configuración territorial también 
plantea dificultades en el trabajo de campo para el establecimiento de unidades 
de observación del paisaje.

En las entrevistas realizadas, sobre todo en las pequeñas localidades, 
se muestran contradicciones en el interior de los grupos sociales en cuanto a 
la valoración de los cambios por los actores locales: si para el común de los pro-
ductores de las localidades pequeñas, beneficiarios directos de las transforma-
ciones, las sustituciones operadas en el territorio y en el paisaje no son objeto 
de reflexión sino de cálculo, otros actores resienten los cambios como pérdidas 
patrimoniales y, en definitiva, identitarias. Esto evidencia las razones por las 
cuales la consideración del paisaje se ha vuelto tan relevante en los procesos de 
ordenación territorial.

En el caso de Esperanza, dada su complejidad y escala como asentamien-
to urbano de porte intermedio, las transformaciones se advierten en los conflic-
tos en el uso y apropiación de algunos espacios: es el caso del corredor de la Ruta 
Nacional N° 70, en el que confluyen diversas territorialidades. En esos conflictos 
se evidencian las escalas territoriales que tensionan a espacios locales y los ponen 
en crisis. El desorden perceptivo, morfológico y funcional es la expresión de la 

13   Así, pueden ir sumándose diferentes lógicas que explican la aparición y la permanencia de diversos ele-
mentos espaciales; entre muchas otras, se pueden señalar: la historia del lugar, algunas modas (¿los nuevos 
suburbios residenciales de sectores socioeconómicos medios?), oportunidades puntuales de localización.
14   Lo cual plantea temas de investigación específicos alrededor del impacto de la economía agraria en otros 
sectores y su expresión espacial.
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presencia de diversos órdenes de organización de las actividades que trascienden 
al espacio local, al mismo tiempo que pugnan por su apropiación.

Se debe considerar que, en el marco del proyecto de investigación, se 
parte del estudio del territorio en tanto que producto de la reorganización econó-
mica, lo que lo convierte en gran parte asimilable al concepto de espacio regio-
nal de base económica. Sin embargo, es necesario tener en cuenta que los procesos 
de estructuración, de configuración del territorio –incluso si se lo considera en 
cuanto espacio regional– no pueden ser reducidos solamente a las causas eco-
nómicas relacionadas con la organización espacial de los sistemas productivos, 
ni derivados linealmente de ellas. Se hace necesario tener en cuenta que, en la 
configuración del espacio, se acumulan causas culturales e históricas, pues la 
persistencia de las relaciones sociales no se constituye por fuera de lo material 
sino, justamente, a través de la relación entre las personas y las cosas.

A pesar de la diferencia en los núcleos urbanos de San Agustín y 
Llambi Campbell, algunos de los impactos de la agriculturización sobre el pai-
saje rural son similares en ambas localidades, como la pérdida de diversidad en 
la configuración de su entorno rural y la de parte del patrimonio construido 
de las localidades. A nivel perceptivo, en las localidades pequeñas y en el territo-
rio rural que las circunda, opera una progresiva indiferenciación de los paisajes 
registrados, dominados por grandes extensiones de cultivos, en medio de los 
cuales cada vez menos se distinguen elementos que den pautas de referencia y 
singularidad para la organización mental de lo percibido.

Por otro lado, la intención de convertir a San Agustín en una localiza-
ción residencial satelital de la ciudad de Santa Fe expresa, más que un re-
nunciamiento a la adquisición de nuevos roles en relación con su entorno rural, 
la separación impuesta por el nuevo sistema productivo entre la escala global 
en que se organiza la producción agraria y la escala local en la que quedan su-
mergidas algunas de las menores aglomeraciones rurales. En cierto sentido, se 
trata de una ruptura de la articulación histórica local entre el espacio rural y el 
espacio urbano, una ruptura de un modo de construir el territorio. 

Al mostrar las consecuencias de la transformación productiva en ele-
mentos y contextos espaciales concretos, el estudio de estas articulaciones entre 
escalas territoriales y niveles paisajísticos revela tanto inserciones específicas de 
cada espacio local en el sistema productivo, como tensiones entre transforma-
ción territorial y configuración de los espacios locales.

La relación local-global a partir de la aparición de nuevos elementos 
de escala territorial continental o global en el ámbito del paisaje local implica 
pérdidas y sustituciones que marcan una transición desde paisajes que expre-
saban territorios densos, organizados por relaciones socioeconómicas de base 
local, con contenidos culturales e históricos, hacia nuevos territorios de grandes 
escalas cuya percepción como paisaje interpela a las herramientas con las cuales 
se aborda su comprensión.



Investigar el paisaje de la agricultura exportadora...
Diego Adolfo Valiente, Mariana Lis Nardelli y Julio Alejandro Talin

134

Bibliografía

Arrillaga, H. y G. Busso (2010), “Dinámica poblacional y urbana en 
la pampa monoagrarizada de principios del milenio”, ponencia presentada en 
las 1as Jornadas Nacionales sobre Estudios Regionales y Mercado de Trabajo, La 
Plata, simel.

Arrillaga, H., G. Busso y C. Herzfeld (2010), “El proceso de mi-
croorganización periférica pampeana en el contexto del nuevo modelo de 
producción agrícola”, ponencia presentada en las IV Jornadas Nacionales de 
Investigadores de las Economías Regionales, Paraná, Universidad Nacional de 
Entre Ríos.

Arrillaga H., A. Delfino e I. Trucco (2010), “Los mercados de tra-
bajo en los diferentes tipos urbanos de la región central santafesina”, ponencia 
presentada en la 8° Bienal del Coloquio de Transformaciones Territoriales de la 
augm, Buenos Aires, cadr/augm; fce/uba.

AA. VV. (1996), De L’Environnement Wallon. Paysage, Région Wallonne 
(Bélgica), Direction Générale des Ressources Naturelles et de l’Environnement 
(dgrne).

Bernardi, M. G. et al. (1993), Llambi Campbell: 100 años caminando, 
1893-1993, Llambi Campbell (Santa FE), Comuna de Llambi Campbell.

Bertrand, G. (2008), Un paisaje más profundo. De la epistemología al 
método, Bogotá, Cuadernos Geográficos n° 43.

Bozzano, H. (2009), Territorios posibles: procesos, lugares y actores, 
Buenos Aires: Lumière.

Cullen, G. (1974), El paisaje urbano. Tratado de estética urbanística, 
Barcelona, Blume.

Delfino, A. et al. (2010), “Transformaciones productivas e impactos en 
el entorno social próximo. Una lectura comparada en pequeñas y medias locali-
dades del centro y del borde pampeano”, ponencia presentada en las IV Jornadas 
Nacionales de Investigadores de las Economías Regionales, Paraná (Entre Ríos), 
Universidad Nacional de Entre Ríos.

Diario El Litoral (2012), “Somos la localidad mejor preparada en 
el rubro inmobiliario”, Santa Fe, El Litoral, edición electrónica. Disponible en: 
<http://www.ellitoral.com/index.php/diarios/2012/01/13/regionales/REGI-01.
html>.

Donadieu, P. (2006), La Sociedad Paisajista, La Plata, Editorial de la 
Universidad de la Plata.

Landim, P. (2004), Desenho de Paisagem urbana: As cidades do interior 
paulista, San Pablo (Brasil), unesp.



Revista de Estudios Regionales | 8 135

Lynch, K. (1976), La imagen de la Ciudad, Buenos Aires, Infinito.

––––– (1985), La Buena Forma de la Ciudad. Barcelona, G. Gilli.

Mata Olmo, R. y L. Galiana Martín (2008), “Ordenación y gestión 
del patrimonio cultural y el paisaje. La experiencia del plan especial de la Sierra 
de los Molinos en Campo de Criptana”, en Cuadernos Geográficos, n° 43 (2008-
2), Granada (España), Universidad de Granada, pp.199-225.

Nardelli, M. y D. A. Valiente (2011), “El paisaje como clave de lectu-
ra de las transformaciones urbanas. Entre la geografía y el urbanismo”, ponen-
cia presentada en el III Congreso de Geografía de las Universidades Públicas, 
Santa Fe, Facultad de Humanidades y Ciencias (fhuc-unl). 

–––––– (2012), “La lectura de las transformaciones territoriales a tra-
vés del paisaje: El caso del corredor de la Ruta Provincial N° 70 en Esperanza, 
Santa Fe”, ponencia presentada en la 9° Bienal del Coloquio de Transformaciones 
Territoriales de la augm, Tucumán, Universidad Nacional de Tucumán-
Asociación de Universidades del Grupo Montevideo.

Nogué, J. (2007), La construcción social del paisaje. Madrid (España), 
Biblioteca Nueva, S.L. 

––––– (2010), “El retorno al paisaje”, en Enrahonar: Quaderns de 
Filosofia, n° 45, Barcelona, Universidad Autónoma de Barcelona, pp. 123-136.

Nogué, J. y P. Sala (2008), “El paisaje en la ordenación del territorio. 
Los catálogos de paisaje de Cataluña”, en Cuadernos Geográficos, n° 43 (2008-2), 
Granada (España), Universidad de Granada, pp. 69-98.

Riesco Chueca, P., J. Gómez Zotano y D. Álvarez Sala (2008), 
“Región, Comarca, Lugar: escalas de referencia en la metodología del paisaje”, 
en Cuadernos Geográficos, n° 43 (2008-2), Granada (España), Universidad de 
Granada, pp. 227-255.

Valiente, D. A, J. Talin y A. López van Oyen (2011), “Paisaje y trans-
formaciones territoriales: el interior santafesino en el nuevo modelo agrícola”, 
ponencia presentada en el III Congreso de Geografía de las Universidades 
Públicas, Santa Fe, Facultad de Humanidades y Ciencias (fhuc-unl).

Valiente, D. A, J. Talin y J. A. Poretti (2012), “El paisaje de la agricul-
tura exportadora en las localidades del interior santafesino”, ponencia presenta-
da en la 9ª Bienal del Coloquio de Transformaciones Territoriales de la augm, 
Tucumán, Universidad Nacional de Tucumán-Asociación de Universidades del 
Grupo Montevideo. 



Investigar el paisaje de la agricultura exportadora...
Diego Adolfo Valiente, Mariana Lis Nardelli y Julio Alejandro Talin

136

Resumen
En este escrito se presentan reflexiones 
sobre los avances en la identificación de los 
cambios verificados en el paisaje de algu-
nas localidades del interior de la Provincia 
de Santa Fe que puedan ser atribuidos a la 
modificación en la matriz productiva agrícola.
Se parte del paisaje entendido como la 
dimensión perceptible de un territorio y las 
transformaciones en él operadas. El análisis 
de la articulación entre paisaje y territorio ha 
sido organizado a partir de los conceptos de 
niveles del paisaje y de escalas territoriales. 
Los niveles de paisaje refieren a un conjunto 
de elementos y percepciones que configuran 
las imágenes principales de cada paisaje. 
Las escalas territoriales refieren a los modos 
en que son organizados los territorios que 
componen los espacios de la sociedad.
Las transformaciones en el proceso de 
inserción productiva han implicado contra-
dicciones, como la pérdida de funciones 
regionales de algunas localidades y la dilución 
de la identidad en el marco de la adecua-
ción territorial al nuevo sistema agrícola.
El estudio de esas articulaciones entre es-
calas territoriales y niveles paisajísticos 
revela tanto inserciones específicas de cada 
espacio local en el sistema productivo, como 
tensiones entre transformación territorial 
y configuración de los espacios locales.

Abstract
We present reflections on progress in identifying 
the changes, which woud be attributed to recent 
changes in agricultural production system, 
in the landscape of some inland towns and 
villages in the Province of Santa Fe, Argentina.
Along the study, landscape is understood 
as the visible dimension of a territory and 
its transformations. The analysis of the link 
between landscape and territory has been 
organized around the concepts of landscape 
levels and territorial scales. Landscape levels 
refer to a number of factors and perceptions 
that shape the main images of any landscape. 
Territorial scales refer to the ways in which the 
territories are organized as spaces of society.
In the context of adaptation to the new 
agricultural production, the changes in the 
production process have involved contradictions 
for some places, such as the loss of regional 
functions and the dilution of its identities.
The study of these joints between territorial 
scales and landscape levels reveals both 
insertions specific local space in the production 
system, as well as tensions between territorial 
transformation and configuration of local areas.

Palabras clave
Paisaje
Territorio
Agriculturización
Santa Fe  

Key words
Landscape
Territory 
Agriculturization
Santa Fe
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Nuevos saberes en ingenierías: 
las demandas de los sectores 
productivos
Marta Panaia

Introducción

El ingeniero está tradicionalmente ligado al mundo exigente de las 
matemáticas, a la concepción de herramientas y de armas, a la construcción de 
puentes y puertos, a la explotación de minas, al desarrollo del país signado por 
el poder económico y político. Sin embargo, los relevamientos recientes sobre 
sectores productivos que demandan ingenieros en la Argentina demuestran que 
nos encontramos en una etapa de redefinición de la calificación laboral, de redi-
seño de sus saberes y de las exigencias de contratación inducidas por las nuevas 
formas de producción, la aplicación de las nuevas tecnologías informatizadas, el 
trabajo en red y el desarrollo de las comunicaciones. Además, ciertas áreas muy 
específicas de la producción requieren conocimientos que muchas veces no se 
incluyen debidamente en los programas de formación básica de las institucio-
nes educativas. En síntesis, en la actualidad y en tanto agente fundamental del 
desarrollo industrial y técnico, se le exige al ingeniero una formación científica, 
tecnológica y económico-administrativa (gestión), con una actualización perma-
nente formal e informal, sobre todo en su especialidad.

En el presente estudio, se sintetizan algunos aportes de los relevamien-
tos realizados durante más de 15 años en distintas regiones del país referidos 
a graduados en ingeniería de diversas especialidades y a sus trayectorias en el 
mercado de trabajo –observando, además, los obstáculos que deben enfrentar 
y los motivos de su deserción y abandono de los estudios–. Los Laboratorios 
de Monitoreo de Inserción de Graduados (mig) instalados en las Facultades de 
Ingeniería de cinco regiones del país y los laboratorios en formación, cuyos datos 
todavía están en procesamiento, integran la Red de Laboratorios de Monitoreo 
del país. Esta Red de Laboratorios mig se caracteriza, entre otros aspectos, por 
emplear los mismos métodos de estudio, combinando técnicas longitudinales 
con estudios en profundidad y análisis de demandas empresarias. Esto permi-
te, por un lado, captar la heterogeneidad de las diferentes regiones del país, las 

Marta Panaia es Investigadora Principal del conicet, con asiento en el Instituto de Investigaciones Gino 
Germani (fcs-uba) y Docente titular en la Carrera de Sociología y Relaciones del Trabajo (fcs-uba) y en 
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diversas modalidades institucionales y sus resultados y, por otro, reconstruir 
trayectorias de las distintas cohortes de graduados en el tiempo, diferenciadas 
por especialidad, por institución, por región y por sectores que demandan sus 
conocimientos. Por otra parte, estos laboratorios realizan sus relevamientos con 
los mismos criterios metodológicos, de modo que proporcionan resultados com-
parables, cuestión muy importante a la hora de lograr algunas generalizaciones 
de datos para el país. Todos esos datos y resultados se encuentran publicados 
en libros, documentos de trabajo, boletines y páginas web. Dada su extensión, 
el detalle estadístico de los mismos queda fuera de los límites de este artículo.1

Características del desarrollo argentino

La situación actual de nuestro país se caracteriza por la globalización y 
la recuperación nacional del sistema productivo, en un marco de crecimiento y 
expansión, aunque con frecuentes crisis externas de impacto variado en la econo-
mía y cambios en los marcos regulatorios. Esta situación le confiere al territorio 
un rol diferenciado en la organización productiva, porque los sistemas regionales 
adquieren cada vez más características locales propias. Hay que tener presente 
que los estilos de desarrollo adoptados durante décadas, su carácter federal y las 
estrategias de cada provincia imprimieron a la Argentina una configuración frag-
mentada y desigual, con alta concentración espacial de la producción y con una 
descentralización inequitativa de los servicios públicos básicos, especialmente en 
rubros como salud y educación (Steinberg, Cetrángolo y Gatto, 2011).

Si se toman en cuenta las décadas desde 1970 hasta 2000, de acuerdo 
con los datos de los censos económicos, salimos de una prolongada etapa de pre-
dominio de la valorización financiera y de ajuste estructural como dominantes 
del régimen económico argentino que llevó a la industria a enfrentarse a una 
fuerte y heterogénea reestructuración tecnoproductiva, organizativa y de meca-
nismos de articulación y eslabonamiento (Azpiazu y Schorr, 2011). Estos tres 
decenios del fin del siglo marcaron un redimensionamiento regresivo del tejido 
industrial, bajo la forma de achicamiento y reducción de la cantidad de plantas 
fabriles (-23% en el período 1973/2003), de descenso del valor de producción, del 
valor agregado y del empleo manufacturero y de predominio de algunos sectores 
sobre otros (Azpiazu y Schorr, 2011). Este proceso regresivo se vio acompañado 
por una acelerada vuelta a la producción primaria de la economía y por el retraso 
de la industria de bienes de capital, con la consecuente falta de desarrollo de la 
estructura industrial y dependencia tecnológica del país. La gran presencia de 
capitales extranjeros en la compra y en la privatización de empresas produjo una 
fuerte concentración industrial y una consolidación del marcado predominio del 
Corredor Central, debido tanto a los regímenes de promoción industrial como a 
la participación agroindustrial de la zona pampeana.

1   En tal sentido, puede verse: Panaia, 2006; Panaia (coord.) 2009 y 2011; <www.unrc.edu.ar>; <www.fra.
utn.edu.ar>; <www.frgp.utn.edu.ar>; <www.frre.utn.edu.ar>.
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Durante estas décadas, el comportamiento de las ingenierías tiene una 
tendencia declinante, con pocos períodos de recuperación, no solo en su matrí-
cula y en la cantidad de graduados, sino también en sus nuevos inscriptos; ello 
responde al poco interés que suscitan en los jóvenes carreras largas y difíciles 
que no tienen una demanda certera en el mediano plazo. 

A partir de 2003, los cambios de la política cambiaria inician una etapa 
aparentemente expansiva y de crecimiento, pero esto no alcanza –por lo menos 
en una década– para modificar los fuertes signos de retraso y de restricción de 
la estructura industrial. Serán claves los datos económicos que reflejen a me-
diados de esta década lo que pasó con los últimos diez años en el país, pero hay 
que tener en cuenta que estas estructuras no se modifican fácilmente; y, hasta 
el presente, los procesos en marcha no demuestran grandes cambios estructu-
rales; por el contrario, se observan fuertes resistencias a estos cambios. Hasta 
donde muestran las cifras de los censos, varios son los indicadores de que no 
hay transformaciones estructurales: no hay modificaciones importantes en el 
patrón de especialización productiva; no se registra un avance importante del 
sector de maquinaria y equipamientos; se observa un desaliento a la producción 
local condicionada por regulaciones que no favorecen a la industria –como el 
arancel, el bono fiscal y el régimen de importaciones–; se constata un aumento 
de la participación de grandes empresas internacionales en sectores clave como 
petróleo, agroquímica, química y siderurgia. Otros indicadores son: el régimen 
de promoción a la inversión, el reforzamiento de la concentración industrial y 
territorial y el mantenimiento de la explotación de los principales recursos natu-
rales en manos de capitales muy concentrados (Azpiazu y Schorr, 2011).

En esta última etapa, las ingenierías siguen manteniendo un escaso 
crecimiento. Es claro que todas estas transformaciones llevan décadas antes de 
ser captadas por el interés de los jóvenes; pero lo cierto es que, todavía, las nue-
vas generaciones –que buscan salidas rápidas al mercado de trabajo y salarios 
altos– siguen percibiendo a estas carreras como largas y difíciles. Hay un interés 
marcado por la informática, que no siempre tiene nivel de ingeniería, pero se 
advierten pocos cambios respecto de las ingenierías tradicionales (Secretaría de 
Políticas Universitarias, 2008).

A los efectos de nuestro trabajo, queremos destacar la heterogeneidad 
productiva y territorial que afecta particularmente el acceso a la educación. 
Generalmente, las universidades están ubicadas en las ciudades más populosas, 
con poblaciones de una calificación más elevada que el promedio del país y con 
mejores condiciones estructurales de acceso; pero los escenarios productivos 
son muy heterogéneos y no se los conoce lo suficiente como para diseñar cam-
bios de programas y adecuadas políticas universitarias.

Algunas precisiones metodológicas
Resulta necesario, entonces, analizar la relación que se establece entre 

la demanda y sus recursos y la oferta de servicios y la riqueza poblacional, educa-
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tiva y cultural propias de cada región. En este marco, cobran importancia los re-
levamientos de los Laboratorios mig sobre la demanda de ingenieros en diversas 
zonas del país, realizados entre 2002 y 2010, porque captan esta transición entre 
los mecanismos montados por los procesos de retraso industrial –y reafirmados 
por varias décadas en las que no son verificaron modificaciones estructurales– y 
las reacciones del propio sector frente al cambio posterior a 2003, así como las 
ofertas institucionales universitarias de estas regiones para la formación de los 
ingenieros y sus dificultades de adaptación a las nuevas demandas. Para mante-
ner una comparabilidad razonable, las características de las demandas relevadas 
en las distintas regiones donde funcionan los laboratorios se recogieron en for-
mularios similares, con observaciones realizadas en forma directa en las plantas 
y con entrevistas a los jefes de plantas, directores de Recursos Humanos o jefes 
de personal. 

Las zonas donde se realizaron relevamientos fueron: Gral. Pacheco (123 
empresas), Avellaneda (45 empresas), Resistencia (40 empresas), Río Cuarto 
(43 empresas) y Río Gallegos (28 empresas). Es necesario destacar que, salvo 
en el caso de Río Cuarto, en todas esas zonas las universidades son regionales 
de la Universidad Tecnológica Nacional. Todas ellas, por sus características, es-
tán muy relacionadas con la producción del medio espacial al que pertenecen. 
Las variables relevadas en las empresas muestran las formas productivas, los 
modelos de organización del proceso de trabajo, las técnicas de control estadís-
tico de proceso y de error, la existencia de procedimientos contables y adminis-
trativos, el cumplimiento de plazos y de normas de calidad, los sistemas de sub-
contratación y de proveedores, las demandas de capacitación y de conocimientos 
presentes y futuros, los perfiles más demandados y los procesos de innovación 
tecnológica y de calidad utilizados. 

Se diseñaron muestras representativas en función de la cantidad de 
establecimientos en cada sector industrial predominante en cada región; es de-
cir, el número de empresas por sector varía de acuerdo con la cantidad de esta-
blecimientos y su importancia en la zona. Al mismo tiempo, el análisis de las 
entrevistas institucionales en las unidades universitarias y de las trayectorias 
biográficas de los graduados y estudiantes de ingeniería permite abordar los te-
mas propuestos y las expectativas de interés en nuevos tópicos de la ingeniería.

Los cambios en la demanda
El fuerte dinamismo entre las grandes empresas internacionales y el 

crecimiento del comercio internacional produce dos procesos clave: la moder-
nización de las empresas globales y la de las instituciones gubernamentales  
–en el sentido de una descentralización de funciones sin abandonar la toma de 
decisiones– (World Bank, 2000). Esto permite comprender la dificultad de las 
ciudades y regiones para enfrentar los retos de una especialización económica 
que plantea la necesidad de recursos de infraestructura y de fuerza de trabajo 
muy calificada y f lexible.
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En la Argentina, la situación de transición que caracterizamos anterior-
mente produjo distintas conductas en los grupos industriales de cada región. 
En este sentido, en el presente estudio diferenciamos básicamente dos grupos 
de empresarios: los que continuaron con conductas tradicionales y mantuvieron 
los criterios dominantes durante las tres décadas de retraso industrial y los que 
plantearon rupturas con las estrategias de ese período recesivo, con o sin éxito 
en la mejora de sus situaciones estructurales.

En el caso del primer grupo, las variables de ajuste estructural utiliza-
das frente a las crisis y el retraso industrial fueron la reducción del personal, la 
subcontratación del personal técnico y profesional calificado y la disminución de 
los costos de producción. Las tareas básicas que realizan los ingenieros en estas 
empresas se limitan a actualizaciones tecnológicas –en muchos casos inducidas 
desde las casas matrices o desde el exterior–, trabajos en infraestructura y repa-
raciones y actividades de mejoramiento de la calidad y de marketing. En estas 
empresas, son escasos los Departamentos de Investigación y Desarrollo (I & D).

En el segundo grupo, se tiende a consolidar una conducta de produc-
ción o de servicios de base tecnológica; es decir, la variable de ajuste del proceso 
productivo es la tecnología. En este caso, los ingenieros intervienen en el diseño 
de productos o servicios de alto valor agregado, en procesos de reequipamiento 
tecnológico, en cuestiones de cuidado ambiental y en la detección de nichos de 
mercado. En muchos casos, se actúa por imitación de la competencia, aun en 
el caso de pequeñas y medianas empresas que logran superar sus niveles de 
productividad con bases tecnológicas cuando se incluyen en cadenas de valor 
y salen del aislamiento productivo. Sin embargo, son escasos los aportes de los 
Departamentos de Investigación y Desarrollo (I & D), acerca de la escala y la 
dimensión espacial y temporal de las tecnologías de producto y de proceso que 
se incorporan en la empresa. Hay un alto nivel de improvisación y de imitación 
en estos procesos y no se valora el papel que pueden jugar los ingenieros en su 
instalación programada.

Al mismo tiempo, y más allá de que se opte por implementar o no es-
trategias de ruptura respecto de la etapa recesiva, observamos algunas prácticas 
de mercado que adoptan, en general, todas las empresas, y que van más allá de 
las características de los sectores. Tales prácticas pueden resumirse en un alza 
generalizada del nivel de exigencia en cuanto al título –incluso para los puestos 
de menor nivel–, a las posibilidades de movilidad territorial y a la capacidad de desa-
rrollo potencial, de resolver problemas, de tomar decisiones y de actuar efectiva-
mente en situaciones imprevistas (Zarifian, 1991).

Por otra parte, la fuerte fragmentación territorial, la segmentación de 
los mercados de trabajo profesionales y la rápida obsolescencia de destrezas y ca-
lificaciones ponen cada vez más en cuestión las formaciones de larga duración. 
De allí que es interesante propiciar la participación reglada y amplia en alguna 
instancia del diálogo universitario de los sectores empresariales de distintos ni-
veles y de las diversas jurisdicciones de gobierno. 
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Los retos de las instituciones formadoras
El proceso de creciente globalización obliga a la ingeniería a enfrentar 

importantes retos, fundamentalmente por el avance de la movilidad intra-indus-
trial por sobre la inter-industrial y por el aumento de la subcontratación, pero 
también por la necesidad de conciliar estas demandas globales con las necesida-
des locales. Por otra parte, la formación superior es particularmente lenta en el 
caso de las ingenierías; no existe muy buena información sobre las demandas 
que se le van a plantear al ingeniero, y, cuando existe, a lo sumo puede resultar 
útil algunos años, pero difícilmente en el mediano y largo plazo que implican 
estas formaciones muy calificadas.

Por otra parte, las unidades académicas se han centrado especialmente 
en la calidad de su enseñanza y han desarrollado poco sus áreas de investiga-
ción, por lo que no se hallan en condiciones de proponer planes alternativos 
a los predominantes en las décadas anteriores –que comienzan a mostrar sus 
limitaciones y caducidad–. Una práctica sistemática de investigación permitiría 
hoy propuestas concretas para pasar de la tecnología de productos y procesos a la 
investigación del diseño de redes y circuitos y para implementar formas de eva-
luación diferentes a las tradicionales, que no parecen ajustarse a las necesidades 
actuales en la ingeniería.

La inversión en la educación universitaria se continúa con la incorpo-
ración productiva de los graduados al mercado de trabajo. En este mercado se 
puede observar que, en la actualidad, la actividad que desempeña el ingeniero ya 
no se asocia al rol solitario y poderoso del conductor de hombres y máquinas; por 
el contrario, cada vez más, dicha actividad lo obliga a una integración en equi-
pos de trabajo, para la cual la educación individualista prepara poco. Nuestro 
país ignora conceptual y estadísticamente estos procesos que hoy son funda-
mentales para comprender el rol de las profesiones estratégicas en el futuro y 
la transformación de la que son responsables. En ese sentido, los aportes de los 
Laboratorios mig son significativos porque, precisamente, muestran las trayec-
torias de los ingenieros en el mercado laboral en el contexto de las demandas 
regionales de calificaciones –aun careciendo de marcos de referencia estadísti-
cos– anteriores a esta última década.

La absorción deficiente o distorsionada de esta formación calificada se 
observa en las trayectorias de baja o ninguna movilidad y en las trayectorias 
truncas, en las cuales no se da una historia de aprovechamiento de las califica-
ciones logradas y tampoco una mayor especialización de las mismas. En cambio, 
las trayectorias exitosas –en términos de acceso a los niveles más altos de mando 
o de innovación y producción– se capitalizan en un mejor aprovechamiento de 
los recursos del país. Esto demuestra, en muchos casos, un fuerte esfuerzo de la 
institución educativa para adecuarse a las necesidades de su entorno y no solo 
para perfeccionarse al margen de las demandas del medio.

Dentro de las unidades académicas, es poco lo que reflexiona sobre la 
organización económica e industrial en que se insertan las especialidades de 
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ingeniería que en ellas se dictan y, menos aún, lo que se elabora sobre los actores 
de los distintos segmentos del mercado de trabajo que participan en la inserción de 
sus egresados y sobre la capacidad de retención de sus graduados que tiene la 
zona. Independientemente de la movilidad territorial que significa un país gran-
de como el nuestro, en las instituciones educativas superiores prácticamente no 
se considera el desarraigo que les plantea a los graduados la imposibilidad de 
ejercer en sus regiones de origen y el alejamiento de sus familias.

Aceptar alguna forma de participación de los sectores empresariales y 
gubernamentales de distinto nivel, así como de los colegios profesionales, en el 
diálogo universitario facilitaría las instancias de intermediación que debe cum-
plir la institución universitaria.

Por otra parte, es evidente que en algunas especialidades no se está 
produciendo la cantidad de graduados que el país necesita. Es claro que no se 
trata de proponer una planificación rígida de formación en determinadas califi-
caciones en desmedro de otras, ni de coartar la libertad de elección de los indivi-
duos; pero resulta evidente que es necesario incentivar el desarrollo de algunas 
calificaciones que son fundamentales para el desarrollo y la integración que el 
país intenta lograr en el mediano y largo plazo.

Notas sobre la demanda de saberes y 
calificaciones para las ingenierías

Todos los relevamientos sobre las últimas etapas de la industria de-
muestran que las actuales formas de producción, la aplicación de las tecnologías 
informatizadas, las nuevas regulaciones y el desarrollo de las comunicaciones 
imponen una redefinición de la calificación laboral y de las exigencias de con-
tratación de los ingenieros. Además, la cuestión territorial aparece como eje or-
denador de las demandas educativas y de calificación. En este marco, no solo 
se espera del ingeniero que haga elecciones razonables y conozca las reglas de 
la profesión a nivel técnico; se le exige precisión, regularidad, pragmatismo, 
condiciones de mando, rapidez, iniciativa, actualización permanente sobre las 
tecnologías que se renuevan con gran rapidez y sobre los procedimientos inno-
vadores, capacidad de innovar, de dirigir gente, de aplicar a nuevos conocimien-
tos, etc. En síntesis, el ingeniero, en tanto agente fundamental del desarrollo 
industrial y técnico, tiene que tener una estricta formación científica, tecnológica 
y económico-administrativa (gestión), actualizarse de modo permanente –sobre 
todo en su especialidad– y mostrar una fuerte capacidad de innovación.

Los conocimientos básicos que se le exigen incluyen cuatro idiomas 
–es decir, el dominio de cuatro niveles diferentes de codificación–: lengua ma-
terna, lenguaje profesional –sobre todo, mantenimiento de códigos éticos y de 
buenas prácticas profesionales–, códigos informáticos y dos idiomas extranjeros 
(Fernández de Castro y Gumpert, 1994). Dentro de las competencias básicas y 
sociales se subraya, por un lado, una formación para el diseño –no solo del pro-
ducto, sino también del proceso–, así como la incorporación de la transmisión 



Nuevos saberes en ingenierías:... 
Marta Panaia

144

de datos al proceso de trabajo –y no solamente transmisión de información– y, 
por otro lado, aprender a problematizar –no necesariamente hacer investigación, 
sino adquirir una permanente postura crítica frente al conocimiento y frente a la 
realidad–; para esto último es importante la vinculación con las interdisciplinas 
y con las metodologías de investigación. Es decir, lo que se le requiere es que 
pueda problematizar la producción y el proceso de producción para rediseñarlo 
en forma más eficiente. En este sentido, aparece muy claramente un cambio 
radical en el objeto de sus estudios: se pasa de pensar la producción y la inno-
vación del producto o proceso tecnológico al diseño y evaluación del funciona-
miento de redes y circuitos, con las tramas internas de comunicación que ellos 
significan, con lo cual debe repensar sus métodos y técnicas de investigación y 
evaluación diagnóstica y, sobre todo, las normas de procedimientos. Por último, 
se insiste en la conformación de orientaciones o especialidades terminales para 
acercarnos a las nuevas fronteras del conocimiento.

A continuación, se enumeran una serie de tópicos que surgen de la eva-
luación de los temas en los que se requieren aportes para el caso argentino. Pero 
debe subrayarse que la cuestión temática es solo uno de los aspectos a tratar y 
que posiblemente resulte de mayor importancia el replanteo de la labor 
de la ingeniería a nivel territorial, regional e interdisciplinar y de sus prácticas de 
investigación (Cromer, 1997).

 Especialidades de la luz
La especialidad más destacada por la demanda es la Ingeniería de la 

luz, que incluye la óptica y tecnología del láser en sus aplicaciones industria-
les para el marcado, taladrado, corte y soldadura; además, incluye el área de las 
comunicaciones ópticas, las cuales configuran un gran campo industrial que 
depende fuertemente de la respectiva tecnología disponible en cada momento 
–actualmente se trabaja en sistemas de fibras ópticas más compactas, de altas 
velocidades de transmisión y de menores pérdidas–. Otra área de interés es la 
utilización de las tecnologías ópticas en distintos campos de la metrología y de la me-
cánica experimental, lo que abarca los aspectos de la descripción de flujos, la 
metrología dimensional en sólidos y la detección de defectos mediante ensayos 
no destructivos a través de novedosas técnicas de interferometría holográfica. 

Tienen importante desarrollo en óptica y tecnologías láser: 1) el proce-
sado de materiales por láser; 2) los tratamientos superficiales mediante láser; 
3) la detección de defectos y evaluación de propiedades mecánicas con técnicas 
láser; 4) el diseño de instrumentos ópticos, la metrología óptica y los sistemas 
holográficos; 5) los amplificadores y láseres de fibra óptica o guía óptica integra-
da y la caracterización de fibras ópticas.

Ingeniería ambiental
Una especialidad que genera importantes expectativas para la deman-

da es la Ingeniería de procesos al servicio del medioambiente. El desarrollo de pro-
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cesos industriales sostenibles es uno de los desafíos más grandes que enfrenta 
la investigación en ingeniería hoy, y esto genera su participación en equipos in-
terdisciplinarios y con metodologías no siempre derivadas de la ingeniería. Y el 
aprendizaje del trabajo interdisciplinario es, precisamente, una de las dificulta-
des que enfrenta nuestra ingeniería. 

Las demandas más inmediatas relativas a esta área de la ingeniería pro-
vienen de la evaluación medioambiental y de la Ingeniería de residuos vista desde 
el punto de vista integral y de la seguridad alimentaria. En el primer caso, es 
reconocida, a nivel mundial, la importancia de la investigación en el campo de 
la catálisis y de la implementación de nuevos procesos para la producción de 
hidrógeno por diversas vías y para su almacenamiento mediante distintas rutas. 
El Centro Experimental de Hidrógeno, que se encuentra en el sur de nuestro 
país, es un ejemplo de los avances en esa dirección. En cuanto al tratamiento de 
residuos, se trabaja en el desarrollo de plantas comerciales de aprovechamiento 
termoquímico de residuos de tipo agrícola y forestal para la producción de ener-
gía eléctrica. 

Por otra parte, en materia de industria agroalimentaria, en distintas 
regiones se señalan logros muy importantes, en el desarrollo de nuevos envases 
activos y de nuevos materiales reciclables para envasar alimentos. Estos desa-
rrollos incorporan controles químicos y microambientales a fin de preservar las 
mejores características de los alimentos envasados, técnicas de identificación 
genética y química fina y aromas. Respecto de esto último, cabe señalar que la 
industrialización de esencias es una rama muy avanzada en el país. 

En relación con esto, en el área de la Seguridad alimentaria, se trabaja 
en envases alimentarios, en métodos analíticos para la identificación de olores 
y sabores en alimentos y vinos, en técnicas de separación de esencias median-
te líquidos supercríticos y en la trazabilidad de alimentos mediante técnicas 
genéticas.

Una de las líneas de investigación más importantes es la de la Ingeniería 
de reactores catalíticos centrada en la simulación y optimización de reactores 
catalíticos y en el modelado de cinéticas de sistemas de reacciones complejos. 
También se trabaja en el desarrollo de estrategias de desactivación y regenera-
ción de catalizadores y en el estudio de óxidos metálicos. En materia de desa-
rrollo y aplicaciones de membranas, se buscan diferentes composiciones con 
diversos fines. 

Por último, en el área de producción y almacenamiento de hidrógeno, 
se busca generar H2 a partir de la biomasa, así como separar el hidrógeno del 
resto de gases mediante nuevos procesos; y, en cuanto al almacenamiento, la 
actividad se orienta al desarrollo de nano-tubos de carbono. 

Tanto la Ingeniería medioambiental como la Ingeniería de residuos tra-
bajan en la reducción de contaminantes, en el análisis medioambiental, en la 
valoración energética de la biomasa y en la eliminación y reciclaje de residuos 
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industriales. En este aspecto, son especialmente importantes los estudios rela-
cionados con el petróleo, dado que es un poderoso contaminante del suelo, del 
agua y del aire y requiere muchos especialistas en medioambiente vinculados 
con la actividad petrolera.

Las bioingenierías
En Ingeniería biomédica se trabaja en muchos centros interdisciplina-

rios: especialistas en biología, medicina, física, matemáticas e ingeniería inves-
tigan en conjunto para lograr avances en medicina y en la calidad de vida. En 
nuestro país, este campo es muy reciente, pero se han incorporado los logros 
alcanzados en otros países. Así la telemedicina, el diagnóstico por imágenes, la 
planificación preoperatoria, la cirugía robótica, los biomateriales, el diseño de 
prótesis e implantes son los principales aportes de esta área de la ingeniería. Las 
líneas más importantes de investigación en biomedicina abarcan: visualización 
avanzada y creación de entornos médicos virtuales; análisis y procesamiento de 
señales e imágenes médicas; tele-medicina, que permite construir comunicacio-
nes para entornos médicos y la fabricación de instrumentos médicos; la simu-
lación en biomecánica y mecano-biología que formula modelos de comporta-
miento de tejidos biológicos. También se trabaja en bio-materiales para prótesis 
y ortesis y su comportamiento en el largo plazo por desgaste, fatiga, efecto de 
irradiaciones, etc. Por último, es importante el avance en óptica médica, en téc-
nicas quirúrgicas de corrección y en mecanismos de calibración.

Uno de los aspectos más significativos de la bioingeniería son sus apor-
tes en materia de apoyo a la discapacidad, tanto en robótica móvil como en siste-
mas de percepción y reconocimiento de entorno y en métodos para la evaluación 
en ergonomía –con vista a implementar sistemas de adaptación en puestos de 
trabajo para tareas rutinarias y para personas discapacitadas–. En todos estos 
desarrollos, se utilizan sistemas de información muy avanzados que permiten la 
evaluación de posiciones y movimientos desde el punto de vista ergonómico con 
procedimientos de análisis del movimiento y de la actividad muscular, que posi-
bilitan la racionalización del puesto de trabajo, el diseño de prototipos de ayuda y 
un mejor diseño global de los elementos de apoyo a la discapacidad. 

Por último, se trabaja también en sistemas de señales electromiográ-
ficas para la evaluación de la evolución de enfermedades neurodegenerativas.

Ingeniería de la producción e Ingeniería del transporte y logística 
En esta área se desarrollan tres grandes temas, que se revelan como las 

áreas de mayor potencial de crecimiento, asociados respectivamente con la inge-
niería de producto y con sistemas de fabricación y producción, con el transporte 
y la logística y con los riesgos derivados del transporte y de la industria, En la 
primera de ellas, son de relevancia los aspectos de diseño y evaluación del pro-
ducto, incluyendo técnicas de diseño y diseño y evaluación de prototipos visua-
les, tanto con elementos mecánicos como de electrónica industrial (simulación 
mecánico-estructural).
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Otra especialidad con fuertes perspectivas de crecimiento es la 
Ingeniería de fabricación y de calidad, la primera especialmente en lo que hace 
al estudio integral, modelado y optimización de procesos de fabricación de pro-
ductos metálicos, polímeros, cerámicos y compuestos. Además, se estudian 
aspectos vinculados a la mejora de la gestión de calidad de todos los procesos 
productivos (caracterizar y seleccionar materiales y componentes y metrología 
dimensional). 

También se destacan los desarrollos en materia de planificación, progra-
mación, automatización y gestión de la producción, tanto desde el punto de vista 
de las herramientas y metodologías de diseño como desde la perspectiva de los 
dispositivos físicos que en ellos se utilizan.

Es importante señalar que un área de escaso desarrollo en nuestro país 
–que deberá ser motivo de preocupación futura– es la de la Ingeniería del trans-
porte y logística, donde las actividades de investigación y desarrollo más relevan-
tes son los sistemas de transporte industrial, la gestión de stocks y almacenes, 
el f lujo de materiales y gestión de tareas, el control de flotas y path-planning y 
la logística. También es importante todo lo relacionado con los riesgos de estos 
transportes. En este caso, se señalan expectativas surgidas del sector empresa-
rial para avanzar en la gestión y control de flotas y rutas, en la planificación 
logística y en la seguridad, sobre todo en el traslado de sustancias peligrosas.

Ingenierías de la información y de las comunicaciones
En nuestro país, hay pocas carreras de grado en telecomunicaciones 

y algunas de ellas son tan recientes que carecen de egresados. Sin embargo, 
constituyen la base fundamental de la sociedad del conocimiento, en el sentido 
de la aplicación de las tic, básicamente de los sistemas de información y a los 
sistemas de seguridad: sistemas de acceso a la información multimedia en ruta; 
redes; planificación y organización de redes; interfaces orales y portales de voz; 
sistemas de información geográfica; infraestructura de datos espaciales; genera-
ción de imágenes sintéticas y visualización científica entornos de red virtual; y 
todo lo referido a ingeniería de software y sistemas distribuidos.

En los sistemas de seguridad es importante desarrollar el monitoreo y 
la videovigilancia –el monitoreo y vigilancia del tráfico, el reconocimiento basa-
do en parámetros biométricos y la seguridad de redes y sistemas distribuidos. 

Algunas reflexiones finales
A los efectos de nuestro trabajo, queremos destacar tres aspectos fun-

damentales de la realidad actual de nuestro país: la heterogeneidad productiva y 
territorial –aspecto crucial en cualquier redefinición de carácter educativo para 
los próximos decenios–; el carácter de transición de la etapa que estamos tran-
sitando; y la redefinición de calificaciones en el sector universitario, particular-
mente en las ingenierías –que es el ámbito que nos compete en este estudio–. 
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En este sentido, los relevamientos muestran que el comportamiento de cada re-
gión es distinto y requiere de análisis propios sobre las políticas a implementar.

La heterogeneidad estructural del sistema productivo argentino, la 
fuerte fragmentación territorial, la segmentación de los mercados de trabajo pro-
fesionales y la rápida obsolescencia de destrezas y calificaciones ponen cada vez 
más en cuestión las formaciones de larga duración. Por otro lado, se debe tener 
en cuenta que la inversión en educación universitaria va más allá de la gradua-
ción: incluye la incorporación productiva de los graduados al mercado de trabajo. 
Además, en la actualidad, esa incorporación es, cada vez más, una incorporación 
en equipos de trabajo para la que, debido a una educación de sesgo individua-
lista, el profesional está poco preparado. Nuestro país tiene escasas estadísticas 
que den cuenta de este proceso y del verdadero aprovechamiento de sus recursos 
más calificados.

La cuestión territorial y la de la heterogeneidad productiva aparecen 
como eje ordenador de las demandas educativas y de calificación y, en el caso del 
ingeniero, exigen una transformación de su rol en la sociedad en la que actúa. 
Por ello, como hemos observado, no solo se le demanda una consistente forma-
ción básica, sino muy diversas habilidades que tienen que ver con la posibilidad 
de resolver problemas, de tomar decisiones, de mantener una actitud permanen-
te de aprendizaje, de desplegar iniciativas y de asumir liderazgo. Además, se le 
pide una formación humanista y conocimientos de finanzas, de administración, 
de economía, así como capacidad para trabajar en equipos interdisciplinarios. 
Como se señaló, no se requiere de él que sea un investigador, si bien puede serlo, 
sino que pueda problematizar la producción y el proceso de producción para 
rediseñarlo en forma más eficiente. Sobre todo, se torna evidente un cambio 
radical en el objeto de sus estudios: se pasa del producto tecnológico o proceso 
tecnológico al diseño y evaluación del funcionamiento de redes y circuitos, con 
lo cual debe repensar sus métodos y técnicas de investigación y de evaluación 
diagnóstica.

Por último, se debe insistir en la importancia de conformar orienta-
ciones o especialidades terminales para acercarnos a las nuevas fronteras del 
conocimiento. En tal sentido, y en términos tópicos, hemos detallado las deman-
das en Ingeniería de la luz, Ingeniería ambiental, bioingenierías, Ingeniería de 
la producción y Logística e Ingeniería de la información y las comunicaciones.

Sin embargo, es necesario insistir en que los cambios más decisivos se 
encuentran en la integración del ingeniero a la investigación, en su incorpora-
ción a los equipos interdisciplinarios de trabajo con distintos marcos epistémi-
cos y en su inclusión en la producción con criterios de desarrollo regional y con 
conocimiento de las características productivas locales, pudiendo dimensionar 
la escala temporal y espacial de sus aportes para contribuir al proceso de desa-
rrollo y recuperación industrial y pasando de una tecnología centrada en pro-
ductos y procesos al diseño de circuitos y redes, con evaluación de resultados y 
programas y análisis medioambientales.
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Resumen
Los relevamientos recientes sobre sectores 
productivos que demandan ingenieros en la 
Argentina demuestran que nos encontramos 
en una etapa de redefinición de la calificación 
laboral, de rediseño de sus saberes y de las 
exigencias de contratación inducidas por las 
nuevas formas de producción, la aplicación de 
las nuevas tecnologías informatizadas, el trabajo 
en red y el desarrollo de las comunicaciones. 
En este artículo, se sintetizan varios años de 
trabajos de los Laboratorios de Monitoreo de 
Inserción de Graduados. Se parte de las carac-
terísticas del desarrollo industrial de las últimas 
décadas y de los cambios en las demandas de 
las empresas de cada región, clasificándolas en 
aquellas que mantuvieron conductas tradiciona-
les y aquellas que plantean rupturas con las es-
trategias anteriores, con o sin éxito en la mejora 
de sus situaciones estructurales. Se analizan los 
retos de las instituciones formadoras de inge-
nieros y las demandas de saberes y calificacio-
nes discriminando las distintas especialidades.

Abstract
The recent surveys on productive sectors 
demanding engineers in Argentina show 
that we are in a stage of redefinition of the 
qualification, to redesign their knowledge and 
the demands of recruiting engineers, induced 
by new forms of production, implementation 
of new computer technologies, the networking 
and communications development. 
Summarizes several years of work Monitoring 
Laboratories Graduate Insertion. We part of 
the characteristics of industrial development 
in recent decades and the changing demands 
of the companies in each region, classified 
into those who maintained traditional 
behavior and those that arise breaks with 
past strategies, successful or unsuccessful 
in improving their structural situations. It 
discusses the challenges of engineering training 
institutions and the demands of discriminating 
knowledge and skills across specialties.

Palabras clave
Argentina
Ingenierías
Mercado de trabajo
Demandas de calificaciones
Especialidades 

Key words
Argentina 
Engineering
Labour market
Skill demand
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La intervención de las empresas 
en los dispositivos de inclusión 
sociolaboral de jóvenes en la 
Ciudad de Resistencia
Pablo Barbetti
José A. Pozzer
Catalina Rindel

Introducción

Como es sabido, el acceso de los jóvenes al mundo del trabajo y la per-
manencia en el mismo constituye, desde hace poco más de dos décadas, una 
problemática que se manifiesta a nivel global y que ha sido objeto de numerosos 
estudios regionales e internacionales.1 Los mismos señalan que estos fenóme-
nos no afectan a todos los jóvenes de igual modo, sino que aquellos con menores 
niveles educativos y provenientes de hogares con menos recursos son los más 
perjudicados (Weller, 2003).2

Esta situación -en especial la de aquellos pertenecientes a sectores me-
nos favorecidos- adquiere visibilidad en el campo de las políticas públicas, y, con 
el surgimiento de otras políticas sociales para la atención de la pobreza, los jóve-
nes se constituyen como población objetivo de los programas sociales y laborales 
(Balardini y Hermo, 1995; Rodríguez, 2002). Así, en América Latina, a partir de 
la década de 1990, surgen intervenciones centradas en el desarrollo de acciones 
formativas destinadas a elevar la calificación de la oferta de trabajo y mejorar la 
empleabilidad de este grupo. 

1   A pesar de los avances económicos y políticos que se dieron en gran parte de los países de América Latina, 
los diagnósticos muestran que no se produjo una mejoría en la situación laboral de los jóvenes (Weller, 
2006; oit, 2010; Vezza y Bertranoux, 2011).
2   En esta línea, este autor plantea que no existe un problema de inserción laboral común para todos los 
jóvenes, sino una variedad de problemas específicos Los retos que enfrentan jóvenes de distintos género, 
nivel educativo, trasfondo socioeconómico, cultural, étnico, difieren marcadamente.
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Con algunas variaciones, tanto en los modelos como en las metodolo-
gías utilizadas, los especialistas (Gallart, 2003; Amargós, 2004; Jacinto, 2004) 
distinguen, a partir de este período, la coexistencia de nuevas líneas programáti-
cas comunes en diferentes países de esta región. A las tradicionales opciones de 
formación profesional con ofertas más prolongadas en el tiempo y con ejecuto-
res institucionales fijos,3 se incorporan otros dispositivos consistentes en cursos 
focalizados (destinados específicamente a los jóvenes de sectores vulnerables), 
de corta duración y orientados temáticamente en función de las demandas del 
sector productivo.4 En términos generales, se señala que gran parte de estas in-
tervenciones tuvieron un carácter compensatorio, fueron acotadas, con escasa 
coherencia global y partieron de problematizaciones parciales sobre las dificulta-
des de los jóvenes en situación de pobreza (Jacinto, 2010; Salvia, 2008). 

En este contexto, uno de los componentes que se incorporaron en va-
rias intervenciones fueron las prácticas laborales en empresas y pasantías orienta-
das a mejorar el acceso a ocupaciones dentro del sector formal de la economía. 
Si bien las evaluaciones realizadas indican algunos efectos positivos de estas 
prácticas (vinculados sobre todo a la posibilidad de que los jóvenes desarrollen 
sus primeras experiencias laborales y conozcan los requerimientos del mercado 
de trabajo), también muestran sus restricciones, especialmente con respecto al 
alcance formativo de las mismas (Gallart, 2003; Lasida, 2004).

Actualmente, en la Argentina, se advierte una revisión del tratamiento 
de la problemática del empleo juvenil y, consecuentemente, también se reedita 
el debate sobre el alcance de estos programas. Algunos estudios (Jacinto, 2010) 
identifican en ciertas experiencias recientes un cambio de perspectiva en el 
diagnóstico de las causas del desempleo juvenil, la emergencia de una cosmovisión 
diferente sobre el papel del Estado en esta problemática y el intento de desarro-
llar una nueva institucionalidad dentro del sistema de formación profesional, 
que busca promover una mayor cooperación de los diferentes agentes implicados 
en el mundo del trabajo. No obstante, los autores también sostienen que las 
distancias entre el sistema educativo y el productivo continúa siendo un punto 
crítico (Jacinto, 2010). Además de la complejidad que supone construir acciones 
conjuntas entre actores y sectores diversos, la falta de empleos formales así como 
la persistencia de procesos de segmentación y reproducción social (tanto en las 
instituciones educativas como en el mercado de trabajo) configuran límites que 
necesariamente deben ser atendidos (Riquelme, 2006).  

En el marco de estas ideas, a partir del estudio de un programa nacio-
nal (“Jóvenes con más y mejor trabajo”) que actualmente se está implementado 
en la Ciudad de Resistencia (Chaco), en el presente trabajo nos propusimos ana-

3   Pertenecientes tanto a la educación técnica profesional impartida desde el Sistema Educativo Formal 
como a la de los centros vocacionales o servicios de capacitación regulados y apoyados por el Estado.
4   Los mismos fueron financiados por organismos multilaterales de crédito e implementados por entidades 
en su mayoría privadas, inicialmente empresas y luego organizaciones de la sociedad civil.
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lizar la participación del sector empresarial local en el mismo. Además de iden-
tificar los ejes teóricos-conceptuales que orientan la propuesta y sus principales 
componentes, intentamos caracterizar el perfil de aquellas organizaciones que 
se sumaron a la propuesta, los motivos que orientaron esta decisión y algunas de 
sus prácticas, como uno de los actores centrales del programa.

Partimos de una perspectiva que comprende a las políticas públicas 
como una construcción social y que, consecuentemente, enfatiza la relevancia 
de los actores en la instancia de implementación (Aguilar Villanueva, 1993; 
Tamayo Sáenz, 1997; Majone, 1997). Desde este enfoque, entendemos que los 
programas y/o proyectos que derivan de las políticas públicas constituyen el re-
sultado de un juego de poder entre distintos actores o grupos que intervienen 
con diferentes recursos e intereses y que, en el proceso de implementación, no 
responden siempre, ni de modo lineal, a las expectativas planteadas en la etapa 
de formulación. 

En cuanto a los aspectos metodológicos, elegimos como estrategia el 
estudio de caso,5 en el marco de un diseño de tipo exploratorio. Para la cons-
trucción de la información, realizamos un análisis de los documentos de base 
del programa (resoluciones ministeriales, manuales de procedimiento y mate-
riales de difusión), así como de datos secundarios provistos por el mismo para 
la caracterización de las empresas y las acciones de formación. Efectuamos tam-
bién entrevistas semiestructuradas a los actores vinculados a la gestión de los 
programas a nivel local (funcionarios y técnicos de organismos estatales) y a 
una muestra teórica de 15 empresarios locales6 participantes en una de las 
prestaciones denominada “prácticas calificantes en ambientes de trabajo”. La 
selección de las empresas se realizó considerando como criterios el tamaño (de 
acuerdo con la cantidad de personas que ocupan), el sector económico al que 
pertenecen y el rubro de actividad.7 Todas las entrevistas se realizaron luego de 
dos años del inicio de la intervención entendiendo que era necesario recuperar 
las opiniones y valoraciones luego de algún trayecto mínimo de concreción.

La exposición del trabajo se divide en tres partes. En la primera, se rea-
liza una revisión de algunos antecedentes, incluyendo los resultados de estudios 
previos a nivel local. En la segunda, se describe el diseño del programa que se 

5   La elección de este programa como caso de estudio obedece a que el mismo –por su alcance y magnitud- 
constituye la principal intervención realizada desde el Estado Nacional, destinada específicamente a este 
grupo, en los últimos 5 años. En tal sentido, consideramos que configura un caso significativo, ya que permi-
te establecer algunas comparaciones con otros programas también implementados en períodos históricos 
anteriores y que fueron analizados en estudios previos por este equipo.
6   La cantidad de casos quedó determinada en función del criterio de saturación teórica, es decir que el 
relevamiento concluyó una vez que las respuestas comenzaron a repetirse y no surgían datos adicionales 
significativos que aportaran a las categorías investigadas (Valles, 1997).
7   En la muestra quedaron seleccionadas empresas del sector comercios y servicios (pequeñas y medianas). 
Ambos sectores representan el 84% del total de empresas participantes. 



La intervención de las empresas...
Pablo Barbetti, José A. Pozzer y Catalina Rindel

154

tomó como caso de análisis. En la tercera, se avanza en el análisis de su imple-
mentación considerando algunos datos empíricos.

Pasantías laborales y prácticas en empresas.  
Algunos antecedentes

La vinculación entre educación y trabajo ha sido caracterizada como 
compleja, dinámica, multidimensional y atravesada por conflictos, ya que invo-
lucra diferentes actores, instituciones y subsistemas sociales (Riquelme, 2006). 
A pesar de que las lógicas de las esferas productivas y de las instituciones educa-
tivas parecen contraponerse,8 se remarca la importancia que tienen estos vínculos 
en los procesos de reproducción social, así como su potencialidad de promover el 
desarrollo de prácticas capaces de generar transformaciones en la realidad social 
y productiva (Riquelme, 2006). En la misma línea, particularmente en el campo 
de la formación profesional, se reconoce que estos vínculos puede contribuir no 
solo al desarrollo socioproductivo sino también a la igualdad de oportunidades 
para los jóvenes (Jacinto y Millenaar, 2007).

Si bien los esfuerzos por vincular a los estudiantes con el mundo del 
trabajo no son nuevos e incluyen diversas estrategias, las pasantías laborales o 
prácticas profesionalizantes constituyen, actualmente, una de las formas más 
habituales y desarrolladas (Álvarez, 2003). En relación con las experiencias de 
este tipo destinadas a los jóvenes, Lasida (2004) distingue que, en América 
Latina, se registró un primer avance en la década de los 80 (primero se dio 
como una continuación de las ofertas dentro del Sistema Formal de Formación 
Profesional, y luego se extendió a los programas focalizados mencionados en la 
introducción). El mismo autor señala que, actualmente en la Región, coexisten 
prácticas con distintas fuente de financiamiento -desde algunas totalmente fi-
nanciadas por los Estados hasta otras que son cubiertas enteramente por las 
empresas- y diversas en cuanto a sus modalidades -desde las que se concretan 
luego de capacitaciones cortas hasta sistemas de pasantías con nuevos enfoques 
y metodologías en la relación educación y trabajo, acercándose progresivamente 
al sistema de formación en alternancia o dual.9

8   Riquelme (2006) plantea que, mientras que en el mundo productivo priman conceptos como selectividad, 
demanda de la estructura ocupacional, particularismo, competitividad, en el mundo de la educación los con-
ceptos que estructuran muchas políticas y prácticas son equidad, homogeneidad, universalidad y calidad.
9   El autor se refiere a dos metodologías de articulación entre instituciones educativas y empresas, cada una 
de las cuales cuenta con una fuerte tradición europea: la formación dual, de origen alemán, y las escuelas ru-
rales de alternancia, de origen francés. También Bertrand (Bertrand, Durand Drouhin y Romani, 1998), en una 
revisión histórica de este tipo de prácticas en países europeos, señala que las mismas pueden tener alcances 
diferentes: a) pasantías ofrecidas como una alternativa a la formación tradicional de tipo escolar a jóvenes de 
bajo nivel para permitirles conocer mejor sus capacidades, sus motivaciones y descubrir el mundo del trabajo; 
b) pasantías de familiarización con la empresa y puesta en aplicación de los conocimientos adquiridos en la 
escuela profesional así como pasantías que incluían un porcentaje más elevado del tiempo de escolarización; 
c) pasantías en los que la empresa aparece como lugar principal de adquisición de las competencias.
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Cabe señalar que estas prácticas adquieren un mayor desarrollo con la 
aparición del concepto de competencias laborales y su difusión e impulso como 
enfoque desde las políticas públicas en materia de empleo y formación profe-
sional intentando dar respuesta a los nuevos perfiles requeridos desde el sector 
empresarial, derivados de las transformaciones en los mercados de trabajo, la 
innovación tecnológica y la existencia de un nuevo paradigma de especialización 
flexible en los procesos de trabajo (Neffa, 2003). Por lo mismo, la formación en 
contextos de trabajo es valorada, por un lado, porque resulta una oportunidad 
para que los alumnos integren saberes teóricos y experiencias prácticas –el sa-
ber y el hacer- en el marco de un sistema de permanente retroalimentación, y, 
además, porque las nuevas competencias exigidas a los trabajadores incluyen 
las competencias actitudinales y aprendizajes que solo pueden ofrecerse en un 
marco de socialización laboral (Gallart, 2004).10

Específicamente en relación con la incorporación de pasantías en los 
dispositivos destinados a jóvenes, varios estudios realizados en Latinoamérica 
(Gallart, 2003, Abdala, 2004; Hernández, 2007; Villar, 2006; Lasida y 
Rodríguez, 2006, Weller, 2006) coinciden en que la implementación de estas 
experiencias, cuando son de calidad, tienen potencialidades y beneficios para los 
diferentes actores que participan en ellas.11

Aunque se reconoce claramente que la capacitación (como componente 
aislado) no puede corregir los defectos de una educación insuficiente y que estas 
experiencias no en todos los casos aseguran una ocupación posterior, los autores 
antes mencionados destacan que el paso por las empresas puede ayudar a que 
los jóvenes: a) desarrollen ciertos saberes y competencias transversales y sociola-
borales; b) accedan a ámbitos laborales en el sector formal y generen contactos y 
relaciones -que, de otro modo, por el asilamiento en el que muchos se encuen-
tran, les resultaría complejo lograr-; y c) desarrollen una experiencia concreta 
que les permita, además de explorar las características del mundo del trabajo y 
de revisar sus expectativas y motivaciones para un futuro proyecto ocupacional, 
certificar y acreditar antecedentes para posteriores búsquedas en el mercado de 
trabajo.

Para los empleadores, la participación en estas experiencias, no solo 
constituye un espacio desde donde pueden ejercitar la responsabilidad social; 
supone también la posibilidad de obtener beneficios económicos mediante el ac-
ceso, en algunos casos, a recursos humanos calificados así como por la disminu-
ción de tiempos y costos en los procesos de selección, inducción y capacitación.

10   Álvarez (2003) coincide con esta apreciación señalando que, si bien las instituciones educativas técnicas 
y de formación profesional cuentan con instalaciones y equipamientos propios de la modalidad, no en todos 
los casos pueden incorporar las actualizaciones y avances tecnológicos y productivos al ritmo con que lo 
hacen las empresas, y  en ningún caso pueden replicar exactamente las condiciones reales del desempeño 
profesional, ni por el nivel de equipamiento, ni por la creación de las condiciones organizacionales
11   En los siguientes párrafos, retomamos hallazgos comunes de los autores antes mencionados.
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Finalmente otros dos actores, las agencias ejecutoras estatales y las 
instituciones educativas, pueden verse beneficiadas con estas prácticas: las pri-
meras, porque puede ser un modo de “entrar” a las empresas, desarrollar y/o 
fortalecer redes de apoyos al proyecto, y aumentar su visibilidad, credibilidad y 
eficacia; las escuelas, porque, además de complementar la formación brindada, 
la experiencia les ayuda a visibilizar las interpelaciones del mundo del trabajo y 
a enriquecer la formación y las prácticas docentes (Jacinto y Millenaar, 2007).

Ahora bien, a pesar de los señalamientos positivos de muchas de estas 
experiencias, también existe consenso en que persisten limitaciones para que en 
las prácticas se respeten y efectivicen la naturaleza técnico-pedagógica y la fina-
lidad esencialmente educativa y formativa desde las que fueron concebidas.12 Las 
principales dificultades que los investigadores señalan (Gallart, 2003; Jacinto y 
Millenaar, 2007) se vinculan, justamente, con la complejidad que supone la ges-
tión institucional de dichas experiencias y los tipos de prácticas que derivan de 
estas articulaciones. Así, el escaso número de pasantes que las empresas están 
dispuestas a recibir frente al elevado número de estudiantes que están en condi-
ciones de ser aceptados aparece como uno de los principales obstáculos en mu-
chos programas. El otro nudo problemático, además de la necesidad de revisar 
los marcos normativos que regulan las funciones y responsabilidades de cada 
uno de los sectores que participan, se vincula con el desarrollo de estrategias que 
garanticen procesos de aprendizaje relevantes para los estudiantes en su estadía 
en las empresas13 y que tales estadías no se conviertan solo en mecanismos de 
eludir transitoriamente leyes sociales.

La intervención de las empresas en programas  
implementados a nivel local

En la Provincia del Chaco identificamos dos programas nacionales 
destinados a mejorar la situación laboral de los jóvenes (“Proyecto Joven” e 
“Incluir”), que preceden al que tomamos como caso de análisis. En los siguien-
tes párrafos, realizamos una breve descripción de los mismos, identificando sus 
principales ejes teórico-conceptuales y sus componentes así como el tipo de re-
lación promovida y establecida entre los distintos actores sociales intervinientes, 

12   La pasantía es definida por Álvarez (2003) como una actividad curricular, con objetivos educacionales, 
que debe brindar al estudiante un aprendizaje en los campos social, profesional y cultural; por su parte, las 
instituciones deben procurar que,, al concluir la actividad, los pasantes hayan adquirido de manera efectiva 
competencias útiles para el mundo del trabajo.
13   Gallart (2003) plantea que esto únicamente puede lograrse con una colaboración voluntaria entre em-
presas e instituciones de capacitación, que incluya no solo la práctica, sino también el aporte empresario 
en los demás componentes de la capacitación, tales como la elaboración del currículum y la elección y 
formación de los docentes.
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especialmente el rol asignado al sector empresarial. Adjuntamos un Anexo con 
una matriz comparativa, que incluye los aspectos analizados (Cuadro 1).14

“Proyecto Joven”

Entre los años 1993 y 2001, desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social de la Nación, se implementó en todo el país el programa denominado 
“Proyecto Joven”, con financiamiento del Banco Interamericano de Desarrollo 
(bid). La estrategia de intervención en cada una de las provincias consistió en la 
oferta de cursos cortos de capacitación en oficios, gratuitos, de naturaleza emi-
nentemente práctica, cuyos contenidos debían ser diseñados por instituciones 
de capacitación (icap) en respuesta a los requerimientos que les plantearan las 
empresas de la zona. Finalizada la instancia de capacitación, los participantes 
debían realizar pasantías en empresas, bajo la supervisión directa de la icap 

A partir del análisis del diseño de este programa y de los tipos de accio-
nes que se desarrollaron, observamos que el problema de la inserción laboral fue 
definido, principalmente, como una carencia formativa (Barbetti, 2006). Este 
argumento, que une causalmente el desempleo con la falta de formación y que 
fue sumamente cuestionado, se sostenía en el renovado auge de la teoría del ca-
pital humano que planteaba la existencia de una relación lineal entre educación 
y empleo15 y omitía en los análisis la inclusión de aspectos estructurales que 
intervienen en los procesos de movilidad social.

Por otra parte, el programa se inscribió en un modelo de intervención 
estatal que, como respuesta a la crisis y con el objeto de contrarrestar los efec-
tos adversos del plan de ajuste estructural, derivó en el diseño de programas 
compensatorios que institucionalizaron tres ideas fuerza de raíz neoliberal: la 
focalización, la privatización y la descentralización (Fleury, 1997). En el plano 
laboral, estas intervenciones tuvieron como marco la Ley Nacional de Empleo 
(N° 24.013/91) -instrumento jurídico que promovió el establecimiento de me-
didas tendientes a favorecer la desregulación y la f lexibilidad laboral-. En forma 
paralela a este proceso, desde el sistema educativo, específicamente en relación 
con la formación profesional, se produjo un corrimiento del Estado y el traspaso 

14   Para su construcción, recurrimos a datos empíricos relevados en estudios previos de este equipo que 
fueron complementados con el análisis de investigaciones nacionales y regionales sobre esos programas 
y con los lineamientos y las orientaciones más recientes de los organismos internacionales de juventud y 
trabajo, tales como la Organización Iberoamericana de Juventud (oij) y la Organización Internacional del 
Trabajo (oit).
15   Pérez Rubio (2002), en una discusión sobre los modelos teóricos que explican esta relación, menciona 
que, desde la Teoría del Capital Humano, se sostiene que la formación es un acervo de conocimientos y ha-
bilidades que se convierte, gracias al apoyo del Estado, en una fuente de recursos de la que pueden disponer 
los ciudadanos. El principal cuestionamiento que se le realizó a esta teoría fue que el análisis de la relación 
entre educación y empleo propuesto se apoya, a su vez, en los presupuestos de la teoría neoclásica sobre 
el funcionamiento de los mercados de trabajo, los cuales explican la situación de los individuos en dichos 
mercados en función de sus diferencias en las capacidades cognitivas, sobre la base de una concepción de la 
sociedad como un mercado (de trabajo) homogéneo y sin barreras.
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de algunas funciones al sector privado,16enfatizando la orientación de los con-
tenidos de las instancias de aprendizaje en función de las demandas del sector 
empresarial. 

En la Provincia del Chaco este programa fue ejecutado desde la 
Gerencia de Empleo Local. A la fecha, en este organismo no se dispone de datos 
estadísticos sobre el mismo; no obstante, la información obtenida a partir de 
un estudio a nivel nacional (Devia, 2003) permite observar el relativamente bajo 
alcance que tuvo en dicha jurisdicción en comparación con otras provincias del 
nea y con el total de beneficiarios a nivel nacional.17 Específicamente, en rela-
ción con la implementación de las pasantías, dicha investigación refleja, a nivel 
nacional, un mayor grado de participación de empresas micro o pequeñas (70%) 
y del sector servicios (60%). Si bien las opiniones de los empresarios sobre la 
intervención son positivas,18 el estudio da cuenta de algunas debilidades en este 
componente relacionadas con: la gestión por parte de las icap (por ejemplo, de-
moras en las firmas de los convenios con las empresas que, en ocasiones, des-
alentaban su participación; o la inexistencia de estudios previos de necesidades 
de capacitación de las empresas ), el inadecuado seguimiento y cumplimiento de 
la función tutorial; y, en algunos casos, la visualización -y utilización- del be-
neficio por parte de los empresarios como un mecanismo de contratación a bajo 
costo. 

El programa “Incluir”

“Incluir” fue la denominación del programa perteneciente al Proyecto 
Nacional de Inclusión Juvenil19 que, a partir del año 2004 y a través de un finan-
ciamiento del bid, constituyó la estrategia propuesta por el Estado Nacional para 
la atención del colectivo juvenil en situación de vulnerabilidad y exclusión social 
como consecuencia de la gran crisis socioeconómica que estalló en diciembre 
de 2001 luego de una década de implementación de las políticas neoliberales 
antes mencionadas.20 El programa funcionó a partir de tres líneas básicas de in-

16   Señala Jacinto (1997) que, a diferencia de su rol central de “ejecutor” de las políticas, el Estado pasa a 
asumir un rol de financiador, regulador y supervisor de las actividades.
17   Durante el período 1993-2000, el total de vacantes adjudicadas en la Provincia del Chaco se elevó a 1471 
jóvenes, de los cuales casi el 80% fueron varones. En Corrientes la cifra fue de 1.942 y en Misiones llegó a 
3.515.
18   El 90% de los empresarios encuestados tuvo una opinión favorable sobre la experiencia ,destacando, es-
pecialmente, el hecho de que posibilitó el incremento de competencias técnicas operativas y de habilidades 
laborales en los jóvenes participantes.
19   Dependiente de la Dirección Nacional de Juventud de la Secretaría de Políticas Sociales y Desarrollo 
Humano del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.
20   Entre los objetivos de la propuesta se señalaban: a) el desarrollo de capacidades productivas de los 
jóvenes excluidos y la generación de emprendimientos productivos; b) la generación de procesos socioco-
munitarios que permitieran el desarrollo de capacidades y destrezas de los jóvenes, promoviendo la respon-
sabilidad social y las prácticas solidarias; c) el fortalecimiento de la capacidad institucional de las áreas de 
juventud nacionales, provinciales y municipales y de organizaciones no gubernamentales para responder a 
la problemática de los jóvenes.
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tervención: desarrollo de capacidades productivas, participación sociocomunita-
ria y fortalecimiento institucional. En cada una de ellas se financiaron acciones 
específicas de capacitación y se brindó apoyo financiero para la concreción de 
proyectos específicos.

En la Provincia del Chaco, el equipo técnico nacional aprobó para su 
ejecución dos Planes de Actividades de un millón de pesos cada uno que fue-
ron desarrollados en diferentes municipios y localidades entre los años 2004 
y 2007. Para su implementación, se elaboró, como modelo de intervención, un 
complejo esquema de articulación de varios actores con funciones diferenciadas 
en el que, además de los organismos estatales, participaban organizaciones de la 
sociedad civil con un alto grado de responsabilidad en la ejecución de los Planes 
de Actividades. 

El rasgo distintivo que advertimos en esta propuesta, tanto en su diseño 
como en la implementación, fue la ausencia del sector empresarial privado. Si 
bien la normativa incluía la incorporación de estos actores en el momento del 
Diagnóstico Local (antes de la elaboración del plan de cada localidad) y dejaba 
abierta la posibilidad de que los mismos establecieran alianzas con las organi-
zaciones sociales para la concreción de algunas acciones, en realidad, los do-
cumentos y procedimientos diseñados muestran que esto no constituía un eje 
central de la propuesta. En consecuencia, al menos en el caso de la Provincia del 
Chaco, la intervención de este actor fue prácticamente nula (Barbetti, 2007). La 
falta de interés (el programa no resultaba atractivo porque no otorgaba benefi-
cios directos para los actores) y la insuficiente difusión (por el escaso tiempo dis-
ponible entre el momento del lanzamiento y su implementación en la provincia 
que impidieron establecer contactos con los mismos) constituyen algunos de los 
factores que, según los técnicos intervinientes en la propuesta, operaron como 
las principales limitaciones para que el sector privado mercantil se sumara y 
aportara (Barbetti, 2007).

A diferencia del programa “Proyecto Joven”, esta propuesta se orientó, 
fundamentalmente, a la búsqueda de una integración de tipo social y cultural. 
Siguiendo a Ruiz Viñals (2004), la misma podría definirse como una “política 
sociolaboral” en tanto que se encuentra en el punto de intersección entre 
las políticas sociales y las laborales y, a su vez, forma parte de las políticas de em-
pleo porque afecta (directa o indirectamente) a las relaciones entre los sujetos que 
intervienen en el mercado de trabajo. En su diseño advertimos también cómo el 
proceso de asistencialización del tratamiento del empleo, que tuvo sus inicios en 
la década pasada, aparece con un mayor grado de institucionalización.21

21   En el mismo sentido, otro dato significativo es cómo la acción estatal destinada a este sector, que antes 
configuraba una política de empleo específica (diseñada desde el Ministerio de Trabajo), aquí forma parte 
del campo de las políticas sociales (gestionada políticamente desde el Ministerio de Desarrollo Social).
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Al igual que en las experiencias de políticas públicas de la década de 
1990, el diagnóstico del problema del acceso de los jóvenes al trabajo aparece 
asociado, en primer lugar, a un problema de empleabilidad de los jóvenes (y, en 
consecuencia, a la necesidad de incrementar la formación). No obstante, además 
de la formación para la obtención de un empleo asalariado, otro de los ejes cen-
trales de la propuesta fue brindar a los jóvenes la posibilidad de que, finalizada 
la capacitación, generaran un emprendimiento propio, sustentable, orientado 
a las demandas locales y con un carácter asociativo, no necesariamente dentro 
del sector formal de la economía. 

El enfoque del emprendimiento, construido principalmente desde la 
perspectiva de la teoría económica y ligado al mundo de los negocios, también se 
traslada, como lo señalan Dávila León y Honores (2003) a la esfera de lo social y 
se presenta como otra herramienta para la inserción laboral en el terreno de las 
políticas destinadas a los jóvenes que se asocian, como en el caso analizado, con 
la perspectiva del Capital Social.22 Por su parte, las principales críticas de que 
fue objeto este programa, se vinculan con la imposibilidad de gestionar y resol-
ver a nivel local, a nivel micro territorial, determinadas tendencias estructurales 
del funcionamiento del mercado de trabajo así como al hecho de que las prác-
ticas autogestivas, en muchos casos, se redujeron reproducir la informalidad 
en los sectores juveniles marginales (Salvia, 2004). Coinciden con estas críticas, 
los resultados obtenidos en un estudio previo a nivel local (Barbetti y Caviglia, 
2009) en el que analizamos, justamente, el desarrollo de algunos microempren-
dimientos generados a partir de este programa. 

El caso de análisis: el programa  
“Jóvenes con más y mejor trabajo”

Como producto de la persistencia de la problemática del empleo juvenil 
por más de dos décadas en la preocupación de las agencias internacionales, en 
los últimos años surgen nuevos lineamientos para su atención. El concepto de 
trabajo decente23 de la oit (2007) constituye el marco desde donde, actualmente, 
se proponen alternativas de inclusión social para los jóvenes. El concepto men-
cionado añade a la dimensión económica nuevas dimensiones de carácter nor-

22   Si bien existen numerosas definiciones de Capital Social, aquí hacemos referencia a aquella propuesta 
por la cepal (2001), en tanto que constituye un concepto clave en el paradigma vigente desde este momento 
en nuestro país en materia de políticas sociales, a través del cual se revaloriza el lugar ocupado por la socie-
dad civil en los procesos de desarrollo local. La tesis central de este enfoque es que, la perspectiva del Capital 
Social como base de los proyectos económicos que se generen en los espacios locales, permitiría ampliar 
la visión de las acciones emprendidas desde un sentido colectivo y solidario (Dávila León y Honores, 2003).
23   La idea de trabajo decente alude a un trabajo productivo con remuneración justa, seguridad en el lugar 
de trabajo, protección social para el trabajador y su familia, mejores perspectivas para el desarrollo personal 
y social, libertad para que los involucrados manifiesten sus preocupaciones y se organicen y participen en la 
toma de decisiones que afectan sus vidas, así como a la igualdad de oportunidades y de trato para mujeres 
y hombres.
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mativo, de seguridad y de participación. De esa forma, promueve la búsqueda 
de una diferente articulación de las políticas públicas en materia laboral y una 
mayor integración entre estas y la política económica y social en sus diferentes 
niveles (cepal-oit, 2007). Siguiendo estas orientaciones, en la Argentina, en el 
año 2008, se realiza el lanzamiento oficial del programa “Jóvenes con más y me-
jor trabajo”, diseñado desde el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social 
de la Nación, como parte de una política mayor de formación y empleo para los 
jóvenes de entre 18 y 24 años . A diferencia de las otras intervenciones, esta se 
inicia en el marco de un proceso de reactivación económica y mejoramiento re-
lativo de la situación del mercado de trabajo.

Financiado con recursos del tesoro nacional y con el apoyo económico 
del Banco Mundial, el programa postula como objetivo: 

Generar oportunidades de inclusión social y laboral de las y los jóvenes a 
través de acciones integradas que les permitan identificar el perfil profesio-
nal en el cual deseen desempeñarse, finalizar su escolaridad obligatoria, 
realizar experiencias de formación y/o prácticas calificantes en ambientes 
de trabajo, iniciar una actividad productiva de manera independiente o in-
sertarse en un empleo (Art. 1°, Resolución 497/2008, mteyss). 

La gestión se realiza de manera conjunta por los Gobiernos Provinciales 
y las Redes Municipales de Empleo24 dependientes del mencionado Ministerio y 
mediante la articulación, en diferentes instancias, con instituciones de forma-
ción profesional, organizaciones empresariales, sindicales y representativas de 
los jóvenes y de la sociedad civil con experiencia en el trabajo con esta población. 

En la lectura del diseño inicial es posible distinguir algunos de los cam-
bios y un re-direccionamiento de la intervención del Estado en el abordaje de la 
problemática del acceso los jóvenes al trabajo, a los que se refiere Jacinto (2010) 
en su análisis sobre algunas experiencias recientes. 

Las modalidades de intervención propuestas incluyen una serie de com-
ponentes que, comparadas con las propuestas de los programas antes descriptos, 
revelan de un diagnóstico más amplio de la problemática (véase el Cuadro 1 del 
Anexo). Los ámbitos desde donde se pretende promover la inclusión de los jó-
venes abarcan tanto la esfera educativa como laboral: además del apoyo para la 
generación de emprendimientos independientes y los cursos específicos de for-
mación profesional, se pretende estimular la terminalidad y certificación de los 
estudios primarios y secundarios así como las prácticas formativas específicas en 
los espacios del trabajo. Aparece, en tal sentido, un intento de replantear algunos 
de los problemas más tradicionales en el ámbito de la educación y trabajo a los 
que hace alusión Gallart (2001): la necesidad de superar la tradicional separación 

24   Estas redes,, de base municipal en la Argentina, surgen a mediados del año 2004 con la puesta en mar-
cha de las primeras Oficinas de Empleo (oe) en los municipios más importantes del país. A inicios de 2009, 
contaban con 300 oficinas en todo el territorio nacional (Deibe, 2008).
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entre el sistema de formación y capacitación técnica profesional y la educación 
formal y de propiciar la combinación entre la educación general (educación for-
mal), la educación técnica o formación profesional y un aprendizaje en el trabajo.

A diferencia de programas anteriores, la variedad de estrategias de 
intervención también indica un reconocimiento de la heterogeneidad de situa-
ciones educativas y laborales en la que se pueden encontrar los jóvenes que se 
acercan a la propuesta. Se evidencia, al menos en un sentido propositivo, la in-
tención de un mayor acompañamiento de los mismos en la construcción de un 
proyecto formativo y ocupacional en diferentes ámbitos, de manera flexible y 
ajustada a los diferentes tipos de trayectorias previas y expectativas futuras, des-
de la lógica de la orientación (Jacinto, 2010).25 En esta línea, el desarrollo de mó-
dulos iniciales para todos los participantes sobre inducción al mundo del trabajo, 
la realización de entrevistas iniciales para el registro de la historia laboral y la 
oferta de un servicio de apoyo a la búsqueda de empleo e intermediación laboral 
son las restantes prestaciones que completan el dispositivo.

Observamos también que la propuesta se inscribe en el marco de otras 
políticas más amplias en la esfera laboral desde las que se busca reforzar el rol 
clave del Estado en el diseño estratégico de las políticas y en la construcción de 
lineamientos para asegurar crecimiento económico con empleo de calidad26 
(Novick, 2004; Tomada, 2004). Vinculado a esto, otro aspecto que se distingue 
en esta intervención, es el intento de estimular la incorporación de diferentes 
actores que configuran las relaciones del trabajo; al mismo tiempo que se “colec-
tiviza” el problema entre los agentes implicados (sindicatos, empresas, organi-
zaciones de la sociedad civil), se promueve e instala en la agenda de este tipo de 
instituciones el debate sobre posibles alternativas de solución.27

Específicamente en relación con las empresas, en la normativa adverti-
mos que el programa prevé su intervención al menos de tres modos: a) median-
te acciones formativas, a través de la apertura de espacios para que los jóvenes 
realicen entrenamientos en el trabajo así como mediante el diseño y ofertas de 
cursos de formación profesional (previo registro y evaluación de su calidad por 
parte de la Secretaría de Empleo); b) a través del financiamiento total o parcial 

25   La autora explica que la orientación sociolaboral aparece como uno de los ejes clave de muchas de las 
actuales intervenciones. Reconoce, sin embargo, que las concepciones que las sustentas son diversas. Las 
más restringidas tienen el riesgo de implicar una nueva versión de responsabilización individual del pro-
blema, ya que operan bajo el supuesto de que son los mismos jóvenes quienes deben hacerse cargo de la 
construcción de sus trayectorias.   
26   El plan nacional de Regularización del Trabajo no Registrado, la dinamización de la negociación colec-
tiva, el sistema nacional de formación continua, las redes de servicios públicos de empleo y de formación 
profesional constituyen algunas de las demás estrategias diseñadas por el organismo, que se complemen-
tan con otras, como la modificación de la Ley de pasantías y la sanción de la Ley de Educación Técnico 
Profesional (en la esfera educativa).
27   El hecho de que la gestión institucional vuelva a manos del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social, constituye un aspecto que, entendemos, refuerza esta intencionalidad política y su tratamiento a 
nivel territorial.
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(junto al Estado Nacional y/o Provincial) de la suma remunerativa mensual asig-
nada a los jóvenes durante el desarrollo de estas prácticas en las empresas; y c) 
a partir de la oferta de vacantes para cubrir, vía los servicios de las oficinas de 
empleo, los puestos de trabajo requeridos favoreciendo la inserción y contrata-
ción de los jóvenes. 

Además de la idea de trabajo decente, otro de los conceptos clave men-
cionados en los documentos como orientadores de la estrategia en los que se 
hace referencia al sector empresarial es el de responsabilidad social empresaria. 
Si bien este enfoque es relativamente nuevo y presenta múltiples definiciones (y 
variaciones en función del sector que lo enuncia) que complejizan su limitación 
conceptual, en términos generales alude al hecho de que es la sociedad la que le 
proporciona a la empresa la posibilidad de operar y que, por lo tanto, la empresa 
tiene la obligación de rendir cuentas a las personas, a las instituciones, a los 
grupos y las comunidades y de satisfacer las necesidades de la sociedad y de sus 
miembros (Fuertes, Goyburu y Kosacoff, 2006).   

La Provincia del Chaco, a través del Ministerio de Economía, fue una de 
las primeras jurisdicciones en firmar el convenio de adhesión para la implemen-
tación del programa. Desde su inicio, este programa tuvo un total de 33.455 jó-
venes inscriptos a nivel local. No disponemos de datos totales sobre la participa-
ción efectiva en las prestaciones, pero las cifras del año 201228 mostraban que la 
mayoría de los jóvenes estaba incorporados en el componente “formación para 
la certificación de estudios primarios y/o secundarios” (terminalidad educativa) 
y que eran muchos menos los incluidos en prácticas calificantes en ambientes 
de trabajo. El lugar subsidiario que, en términos cuantitativo, ocupa este último 
componente dentro del total de prestaciones del programa, como veremos segui-
damente, obedece a la complejidad que supone la gestión.

Los datos empíricos: la participación en el 
programa de las organizaciones empresariales 
en el Gran Resistencia

De acuerdo con los datos del Censo Nacional del año 2010, Gran 
Resistencia29 tenía una población de 390.874 habitantes, de los cuales 19,6% 
eran personas jóvenes de entre 14 y 24 años de edad.30

28   Según los datos provistos por la Agencia de Empleo Chaco, en mayo de 2012, el programa contaba 
con un total de 10.071 jóvenes realizando terminalidad educativa, 138 jóvenes participando en Cursos de 
Formación Profesional, 136 incluidos en la generación de emprendimientos independientes y solo 19 llevan-
do a cabo “Acciones de entrenamiento para el trabajo”. El total de jóvenes en este último componente, desde 
su inicio, asciende a 249.
29   Gran Resistencia es la denominación con que se distingue al mayor aglomerado urbano de la Provincia 
del Chaco, integrado por la ciudad capital, Resistencia, y las poblaciones cercanas: Barranqueras, Puerto 
Vilelas y Fontana.
30   El grupo de jóvenes comprendidos en la franja etaria de 18 a 24 representa un mayor porcentaje, equiva-
lente al 61,2%, en comparación con el grupo de 14 a 17 años, que comprende un 38,8 por ciento.
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En cuanto al nivel educativo, los datos disponibles31 indican que la po-
blación juvenil de entre 14 y 17 años se encuentra mayoritariamente realizando 
estudios de nivel secundario. No obstante, se evidencia que un 7,9% no ha com-
pletado el nivel primario. En relación con el grupo que posee entre 18 y 24 años, 
se destaca que solo 3 de cada 10 continúa estudios de nivel superior y que el 
34,9% no ha finalizado el ciclo secundario de escolaridad obligatoria. 

Con respecto a los principales indicadores del mercado laboral del Gran 
Resistencia, se observan bajas tasas de actividad (35,1) y de empleo (33,8) del con-
junto de la Población Económicamente Activa (pea) (según datos de la eph Gran 
Resistencia, 4to trimestre de 2011). Además, este aglomerado presenta también 
índices bajos de desempleo general (3,7%), en particular, de la población juvenil 
(2,1%); es esta una situación paradójica que pone de manifiesto una problemá-
tica que caracteriza al mercado de trabajo regional: tales indicadores no esta-
rían mostrando un mejoramiento real de la situación ocupacional, sino que se 
asocian al reducido porcentaje de la población que trabaja y que busca trabajo.32 
Al respecto, Golovanevsky (2012) lo describe como “una suerte de mercado de 
trabajo que implota en lugar de explotar”, reflejando las características de una 
economía deprimida, con poca capacidad de absorber la mano de obra que año 
a año se puede incorporar al mercado laboral. Al igual que en el conjunto de la 
pea, los elevados porcentajes de inactividad33 de este colectivo explican sus bajos 
índices de desocupación.

El perfil de las organizaciones empresariales participantes
Desde el lanzamiento del programa hasta el momento en que finaliza-

mos este relevamiento,34 participan/ron del mismo un total de 50 organizaciones 
empresariales35 pertenecientes, fundamentalmente, a la actividad económica ter-
ciaria (el 84% del total): un 64% del sector comercio y un 20% del sector servicios; 

31   En esta caracterización utilizamos datos de la Encuesta Permanente de Hogares (eph) del 4° trimestre 
de 2011 para el aglomerado urbano Gran Resistencia. Respecto de esta fuente de información, no descono-
cemos las actuales polémicas en torno a la intervención y manipulación de ciertos datos que construye el 
indec; pero, dado que las mismas parecen haberse centrado en los índices de precios (y su incidencia en la 
estimación de las líneas de pobreza e indigencia) antes que en otras variables, seguimos las cifras provistas 
por dicha institución. Además, dado que este trabajo se propone abordar la problemática de los jóvenes con 
una mirada local, no se cuentan con otras posibles fuentes de datos a partir de las cuales poder particulari-
zar a este colectivo.
32   Los datos de la eph del 4to trimestre de los últimos 4 años para Gran Resistencia muestran una reduc-
ción progresiva de la tasa de actividad (2008=47,1%; 2009=43,4%; 2010=41,6 y 2011=35,1%).
33   El porcentaje de jóvenes inactivos en la franja etaria de 18 a 24 se elevaba al 65,1 por ciento.
34   El lanzamiento del programa en la Provincia del Chaco se realizó en el mes de enero de 2008, y el mo-
mento de cierre del relevamiento fue el mes de mayo de 2012.
35   Para la estimación de estos porcentajes de participación de las empresas en el programa, así como para 
otros datos que permiten su caracterización, utilizamos como fuente los registros existentes en la base 
de datos proporcionada por la Agencia de Empleo de la Provincia del Chaco (véase en el Anexo el Cuadro 2, 
con datos que aportan a esta caracterización).



Revista de Estudios Regionales | 8 165

el 16% restante corresponde a empresas del sector secundario (el 14% de la in-
dustria manufacturera y el 2% de la construcción) (véase el Cuadro 2 del Anexo).

Dentro del alto porcentaje de empresas vinculadas a la actividad comer-
cial, se incluyen organizaciones dedicadas a los rubros de ventas minoristas de 
artículos de supermercado, vestimenta, hogar, librería, informática y medica-
mentos. Por otra parte, las prestadoras de servicios se vinculan a actividades de 
telemercadeo, publicidad, hotelería y gastronomía; en tanto, las empresas perte-
necientes al sector industrial transforman productos vinculados a la carne, teji-
do, agua envasada y plástico, señalándose que en la mayoría de los casos junto 
con la industrialización se desarrolla su comercialización.

En cuanto al origen del capital observamos que la totalidad son de ca-
rácter privado y, que, fundamentalmente, son organizaciones locales/regionales 
(Chaco-Corrientes), excepto en uno de los casos, que procede de la Provincia 
de Córdoba. Si bien la normativa del programa contempla la incorporación de 
empresas del sector público, desde la Unidad a cargo de la implementación se 
priorizó y decidió promover una mayor inserción de los jóvenes especialmente 
en espacios vinculados al sector privado. 

En relación con el tamaño de estas organizaciones según la cantidad de 
personas que emplean,36 se observa que, fundamentalmente son pequeñas em-
presas que no ocupan a más de 40 personas; sin embargo, dentro de este grupo 
se presenta una variedad de situaciones, dado que encontramos microempresas 
con menos de 5 personas empleadas (en su mayoría comercios) y otras que po-
seen entre 20 y 40 trabajadores.

Las particularidades en el tamaño y el sector de actividad ayudan tam-
bién a comprender los límites en cuanto a las plazas ofrecidas por las empre-
sas para estas prácticas. La mayoría (el 80%) convocó entre 1 y 3 jóvenes; en el 
extremo opuesto, con un porcentaje minoritario (6%), se encuentran aquellas 
que incluyeron a más de 10 personas en el marco del programa. Se trata en dos 
casos de empresas que prestaban servicios de Call Center y dos industrias (de los 
rubros textil y alimenticio). A su vez, al vincular la cantidad de participantes y el 
tamaño de los establecimientos en que desarrollaron sus actividades, notamos 
que 6 de cada 10 son pequeñas empresas, lo que nos permite inferir que una 
de las razones para la inclusión de estas empresas en el programa se vincularía 
con la necesidad de contar con mayor cantidad personal. Retomaremos este aná-
lisis en el próximo apartado.

36   En el monitoreo aplicado a Pequeñas y Medianas Empresas (Mapa pyme) por la Subsecretaría de la 
Pequeña y Mediana Empresa y Desarrollo Regional del Ministerio de la Producción de la Nación, se con-
sidera el tamaño de las mismas de acuerdo con la cantidad de ocupados, resultando así las siguientes ca-
tegorías: Microempresas, hasta 4 personas; Pequeñas y Medianas, con más de 4 y hasta 250 ocupados; 
y Grandes Empresas, con más de 250 agentes. Al mismo tiempo, el Régimen para Pequeñas y Medianas 
Empresas Ley N° 24.467, en su artículo 83 define como Pequeña Empresa a aquellas cuyo plantel no supere 
los cuarenta (40) trabajadores.
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Hasta aquí observamos que los datos de las empresas participantes tie-
nen un correlato con la estructura general del mercado de trabajo local. Gran 
Resistencia, además de las características antes mencionadas, se destaca por el 
elevado porcentaje de empleo en el sector público, en la actividad cuentapropista 
y en el trabajo doméstico (predominando ocupaciones informales y de baja cali-
ficación). A pesar del mejoramiento de algunos indicadores laborales en los últi-
mos años, el análisis según rama de actividad muestra que, como consecuencia 
del escaso desarrollo y dinamismo del sector moderno de la economía, persiste 
la baja participación del sector industrial y se mantiene el predominio de empre-
sas de servicios sociales, de comercios y de la construcción como generadoras de 
trabajo y empleo (Sobol, 2007).

El interrogante que surge en esta instancia gira en torno a por qué no 
se incorporaron al programa otros sectores, es decir aquellas empresas de mayo-
res dimensiones que, por sus estructuras, procesos, tecnología así como por 
su disponibilidad de recursos financieros y humanos (aunque minoritarios en 
el aglomerado urbano analizado) podrían haberse sumado a la intervención. 
Creemos que esto constituye uno de los puntos que debemos profundizar a 
partir de un relevamiento específico. Desde la mirada de los referentes locales 
del programa,37 dicho comportamiento podría estar asociado a algunas de las 
siguientes cuestiones: a) la oferta programática no resulta atractiva porque de-
ben asumir la totalidad de los costos de la ayuda no remunerativa -y esto, pese 
en la evaluación costo-beneficio-; b) a diferencia de las pymes, estas empresas, 
demandan menos trabajadores o, en los momentos de hacerlo, utilizan otras 
fuentes de reclutamiento; c) esas empresas buscan otro perfil, diferente al que 
poseen los trabajadores o desocupados que comúnmente acercan a la Agencia 
de Empleo; o bien existen prejuicios al respecto; y d) la estrategia de informa-
ción, comunicación y/o sensibilización de estos interlocutores propuesta desde 
la agencia fue limitada o inadecuada y no logró captar y acercar a los empresa-
rios de este sector.38

No obstante, según lo señalan los mismos entrevistados, las dificulta-
des para lograr acuerdos y sostener los vínculos con empresarios locales consti-
tuyen un punto de tensión generalizado, independientemente del tamaño de las 
organizaciones:  

[...] a pesar de que hay un beneficio concreto para las empresas más chicas, 
porque en el caso de las prácticas calificantes les ofrecemos una reducción 
de  cuatrocientos pesos, igual el trabajo es mucho; son caminatas conti-

37   Como parte del relevamiento, se realizaron entrevistas con el Coordinador General de la Agencia 
Provincial de Empleo y miembros del equipo técnico del programa (Relacionista de Empresas, Coordinadora 
del Programa y Coordinadora de Tutores).
38   Una de las limitaciones que mencionaron los técnicos locales de la Agencia de Empleo es la insuficiencia 
de personal para cumplir con todas las actividades previstas y/o ir haciendo ajustes para mejorar determina-
das instancias del proceso.
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nuas, llamados telefónicos frecuentes, hay que insistir mucho... (Técnico 
Local del Programa).

[...] acá hay que entender que el empleo no estaba en la agenda del 
Gobierno Provincial. La creación de una agencia genera la necesidad de 
iniciar un articulación con otras áreas del mismo Estado Provincial; en esto 
se ha avanzó, no existía; y hay un diálogo, por ejemplo, con las Escuelas de 
Formación Profesional. No existía intermediación laboral; no había relacio-
nes directas con las empresas... muchas empresas tienen prejuicios para 
trabajar con el Estado en este tipo de planes, o miedo, a los controles, a las 
supervisiones... (Funcionario Local del Programa).

Coincidiendo con lo observado en otros estudios (Neffa, 2008), en este 
caso, además, el escaso vínculo previo entre la esfera estatal y el empresariado 
local se explica -entre otros factores- por la persistencia de cierta actitud reti-
cente y de desconfianza de los empresarios en establecer convenios asociados a 
propuestas de este tipo y por la falta de una institucionalidad sostenida en mate-
ria de intermediación laboral.   

Los que sí se sumaron, ¿cómo y por qué decidieron  
acercarse a la propuesta?

En concordancia con lo señalado en el comentario anterior, una carac-
terística de los empresarios participantes es la falta de experiencia de trabajo 
con algún programa del Estado, tanto sea en general como en el caso particular 
de propuestas vinculadas con la formación para el trabajo de jóvenes. Solo en 
tres de los quince casos analizados registramos algún antecedente en acciones 
similares;39 para el resto, esta constituyó la primera articulación con algún pro-
grama del Estado. 

El inicio de la implementación del programa en la localidad fue a pocos 
meses de la apertura de la Agencia de Empleo Provincial y del comienzo de la 
gestión del nuevo gobernador de la provincia (Cr. Jorge Capitanich); de modo 
que la difusión a través de los medios masivos de publicidad (diarios, TV, radio 
e Internet), además de promocionar la acción política, sirvió para dar a conocer 
otras líneas de la Agencia. 

Respecto al modo en que estos empresarios tomaron conocimiento de 
la oferta y se vincularon con el programa, identificamos situaciones diversas. Un 
primer grupo, conformado en su totalidad por empresas pequeñas,40 relató que 
tenía información mínima sobre la propuesta (obtenida básicamente a partir 

39   Uno de estos casos corresponde a una empresa de servicios de reparación de artículos para el hogar 
(refrigeración), donde el dueño y gerente es, además, docente con trayectoria en instituciones de formación 
profesional. Otra de las empresas, perteneciente al rubro de comercialización de libros -así como una tercera 
que ofrece servicios informáticos- tiene experiencia en trabajo con jóvenes pero siempre en forma privada. 
40   Para esta clasificación seguimos la antes expuesta, considerando la cantidad de personal que ocupan.
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de los medios de difusión o por algún contacto informal –empleados o familia-
res-) y que, luego, por iniciativa propia, se acercó a la oficina de la Agencia de 
Empleo para ampliar su información sobre las condiciones. Para otro grupo, en 
cambio, el acceso a la información se dio a partir de contactados iniciados des-
de la Agencia de Empleo mediante convocatorias a reuniones en la Cámara de 
Comercio de la Ciudad o a través de la visita directa de alguno de los referentes 
de la Agencia de Empleo. En los casos de las empresas más grandes, que además 
incluyeron a una mayor cantidad de jóvenes (Call Center y empresa del rubro 
textil), la estrategia fue otra ya que, tanto en los contactos iniciales así como en 
las negociaciones posteriores, intervinieron más activamente, además de los téc-
nicos de la Agencia, otros funcionarios del Ministerio, lo que refleja el particular 
interés en lograr estas vinculaciones.41

En cuanto a los motivos o razones que orientaron la decisión de estos 
empresarios de participar en el programa, de los relatos surgen dos categorías de 
respuestas -no excluyentes sino complementarias-:

• Centradas en las oportunidades para jóvenes: en primer término, en casi 
todos los casos, los entrevistados manifestaban que la experiencia podía servir 
para acercar a aquellos jóvenes en situaciones de desventajas educativas y labora-
les a ciertas oportunidades que ellos podían ofrecer desde el ámbito empresarial 
-tales como formación, experiencia trabajo y un mejor posicionamiento de sus 
trayectorias futuras en un eventual contexto de crisis ocupacional: 

“[…] es muy valedero de parte de la Agencia acercarlos de esta manera 
a las empresas chaqueñas. Nos sumamos también para darles un creci-
miento laboral, ya que son jóvenes sin muchas oportunidades en la vida, y 
vimos que acá se pueden capacitar, adquirir experiencia… (Entrevistada N° 
3, mujer, Sector comercial).

En este, como en otros relatos que siguen la misma línea argumenta-
tiva, entendemos que las respuestas deben ser interpretadas considerando que 
ya existió una mediación institucional desde la Agencia. Desde este organismo, 
además de las instancias de difusión y sensibilización, se produjeron documen-
tos (actas de compromiso celebradas entre las partes) en los que se establecían 
pautas específicas sobre los proyectos formativos a desarrollarse desde las orga-
nizaciones. En tal sentido, reconocemos en el discurso de los empresarios una 
apropiación de los fundamentos sostenidos desde la letra del programa.

• Centradas en las oportunidades para las empresas (con intereses diferen-
ciados): en el desarrollo de las entrevistas surgían, además, motivaciones vin-
culadas con el reconocimiento de los beneficios de la propuesta y el intento de 
capitalizarlos a favor de las empresas. Aunque en todos los casos la adhesión y el 

41   Cabe señalar que se trata, justamente, de dos rubros que han mostrado cierto dinamismo en los últimos 
años dentro de la actividad económica local y que, desde diferentes programas y organismos del Estado 
Provincial, están siendo promocionados.
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ofrecimiento de las plazas se sostienen en la necesidad (y posibilidad) de incor-
porar más fuerza de trabajo, los intereses y las proyecciones en relación con el al-
cance de estas experiencias no son homogéneos. En el caso de las empresas del 
sector comercial minorista (especialmente en el rubro de supermercados pero 
también en otros),42 debido al incremento de la carga de trabajo de tipo estacio-
nal, los principales móviles fueron la cobertura rápida de cargos vacantes, la reduc-
ción de gastos derivados de un proceso de selección y el abaratamiento de los costos 
de la mano de obra durante un período. Algo similar ocurre en algunas empresas 
del sector servicios que poseen un alto grado de rotación de personal, como es el 
caso de las empresas que realizan telemercadeo (Call Center): 43 

[...] Tomé conocimiento por medios periodísticos, y directamente yo me 
fui a la Agencia de Empleo para ver qué personal tené a disposición como 
para lo que se espera en un supermercado; justo necesitaba personal de 
manera urgente (Entrevista N° 7, hombre, Sector comercial).

[...] el programa es espectacular y fantástico porque te provée de mano de 
obra económica y se zafa en un montón de aportes, sobre todo para las 
Pymes como nosotros, que son pesadísimos... (Entrevista N° 2, hombre, 
Sector comercial).

Si bien los intereses antes mencionados aparecen de manera más explí-
cita en los relatos de los referentes de empresas pequeñas, no son exclusivos de 
este sector, sino que incluyen a las medianas.44

Hay otro grupo de empresas en las que, aunque también se manifies-
tan las motivaciones antes descriptas, la incorporación de estas prácticas se ins-
cribe en el marco de un proyecto de desarrollo del negocio. Aquí lo que parece 
priorizarse es, asimismo, el abaratamiento pero del proceso de inducción y capa-
citación como parte de una posible incorporación. Incluimos dentro de este tipo 
algunas unidades productivas que se encuentran en un proceso de crecimien-
to, de ampliación de sus mercados, incorporando tecnología o en la búsqueda 
de mejoramiento de su atención al público, de su producción y/o de aspectos 
administrativos. Estas empresas pertenecen a rubros tales como: hotelería, co-
mercialización y servicios de informática y tecnología, diseño de impresiones 
y publicidad, elaboración y comercialización de muebles de madera o herrajes. 

42   Orientados a la venta artículos del hogar, materiales de construcción, vestimenta y librerías.
43   En un estudio reciente, Moench (2011) muestra justamente el crecimiento exponencial que tuvo este 
sector en la Provincia del Chaco, a partir de amplios incentivos otorgados mediante leyes que tuvieron el 
acompañamiento casi total de los agentes políticos y económicos de la provincia. Las pocas voces disidentes 
con respecto a este tipo de emprendimientos marcaban como aspectos críticos justamente aquellos con los 
que el autor coincide, referidos a las condiciones de trabajo de estas experiencias, la reducida estabilidad y 
la baja calificación de las tareas.
44   En ambos tipos de empresas, los entrevistados manifestaban –entre otros problemas para su sosteni-
miento– el hecho de que las cargas patronales e impositivas son elevadas.
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Puestos de trabajo en los que realizan/realizaron las prácticas  
y tipos de saberes requeridos45

Aunque en los formularios aparece la denominación formal de “pues-
tos”, en el sentido tradicional del término, en algunos casos es más difícil pre-
cisar sus contenidos (por ejemplo, en los supermercados o librerías) porque los 
mismos son polivalentes. Se trata, en general, de puestos que se ubican en 
los niveles jerárquicos más bajos y que están bajo la supervisión directa de los 
dueños de los locales o de alguien de mando medio dentro de la estructura.46 
Respecto de su calificación,47 considerando los elementos constitutivos del pro-
ceso de trabajo, podemos distinguir dos grupos de ocupaciones: 

• Ocupaciones de calificación operativa: aquellas en las que se realizan ta-
reas de cierta secuencia y variedad que suponen atención, rapidez y habilidades 
manipulativas así como ciertos conocimientos especiales acerca de las propie-
dades de los objetos e instrumentos utilizados. Estas ocupaciones requieren de 
los jóvenes conocimientos y habilidades específicas adquiridas por capacitación 
previa y/o experiencia laboral. Tal es el caso de telemarketer, auxiliar reparador de 
equipos informáticos o de refrigeración, control de calidad, cocinero, panadero, 
ayudante armador de muebles, atención directa y ventas al público.

• Ocupaciones no calificadas: son aquellas en las que se realizan tareas 
de escasa diversidad, utilizando objetos e instrumentos simples o, en muchos 
casos, el propio cuerpo del trabajador. En estos puestos no se requieren de ha-
bilidades o conocimientos previos, salvo algunas breves instrucciones de inicio. 
Es el caso de Auxiliar de depósito (carga, descarga, mantenimiento de stocks, 
limpieza/maestranza).

Las tareas que demandan ciertos conocimientos, habilidades y actitu-
des en los jóvenes participantes se ubican casi en su totalidad en el sector servi-
cios. En consecuencia, se podría suponer que el tránsito por la experiencia cons-
tituiría, de algún modo, el inicio de trayecto calificante para futuras actividades 
laborales. En cambio, las ocupaciones no calificadas se ubican en las empresas 
del sector comercial. Este dato resulta significativo ya que es elevado el porcenta-
je (64%) de los participantes en dicho rubro. En ninguno de los casos las prácti-
cas remiten a ocupaciones técnicas o científico-profesionales.

La selección de los jóvenes que ingresaron a realizar las prácticas se 
realizó mediante entrevistas a cargo de los empresarios, a partir de un listado de 
postulantes que aportó la Agencia de Empleo Local. A su vez, para la elaboración 

45   Para el análisis de estos aspectos recurrimos a los proyectos de entrenamientos que fueron presentados 
y aprobados previos al inicio, así como a los relatos de los empresarios. 
46   La mayoría de estas empresas posee estructuras planas, con pocos niveles de mando.
47   Seguimos el agrupamiento de las calificaciones ocupacionales propuesto por el indec. Desde el ámbito 
laboral, el interés analítico en esta dimensión es describir la complejidad del trabajo. Se trata de una caracte-
rística objetiva del proceso de trabajo que determina los requerimientos de conocimientos y habilidades de 
las personas que desempeñan esas ocupaciones.
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de este listado los referentes técnicos recurrían a la base de datos de los benefi-
ciarios y realizaban una preselección tomando como base el proyecto formati-
vo y ocupacional48 definido por cada joven en la instancia previa de inducción 
y orientación al mundo del trabajo así como los perfiles requeridos desde las 
empresas.

Justamente por las particularidades de los puestos ofrecidos, pero, ade-
más, por el conocimiento de las características de los jóvenes que participaban 
en el programa, en los perfiles de ingresos requeridos previos al ingreso, en 
términos generales, las condiciones planteadas por los empleadores no eran 
elevados. 

Así, en los formularios analizados, la certificación de los estudios me-
dios completos aparece como requisito solamente en algunos proyectos. En la 
mayoría, los empresarios explicitaban demandas vinculadas a las denominadas 
competencias básicas,49 tales como habilidades de expresión oral y escrita (lecto-
escritura) y conocimientos básicos de matemática aplicada para efectuar cálculos. 
Solo para aquellas prácticas en puestos de calificación operativa describían otros 
requerimientos, tales como conocimientos básicos de informática para luego 
operar con algunos software específicos (competencias técnicas generales) o compe-
tencias específicas del oficio (por ejemplo, conocimientos generales y/ o experien-
cia en el trabajo en algunas actividades como carpintería, electricidad, etc.).

Finalmente, en todos los casos identificamos un fuerte énfasis en las 
demandas de aspectos actitudinales y comportamentales de los jóvenes -pun-
tualidad, responsabilidad, dinamismo, proactividad, predisposición para capaci-
tarse, deseos de superarse-, vinculados, a su vez, con competencias sociales que 
actualmente requieren las empresas y que se visibilizan en las relaciones inter-
personales (con los clientes, con los superiores, con los pares de un equipo de 
trabajo y/o con otras áreas).

Con todo, conviene señalar que también advertimos variaciones en los 
modos en los que los empleadores valoran y/o jerarquizan estos saberes previos 
de los jóvenes en el momento de la selección, y que esas variaciones guardan 
relación directa con las motivaciones e intereses que los acercaron a la experien-
cia. Así, mientras que en aquellas empresas que buscaban principalmente la 
cobertura rápida de cargos vacantes aparecen mayores exigencias de experiencia 
y/o de capacitaciones previas vinculadas al puesto, en las otras se priorizaba fun-
damentalmente lo actitudinal. 

Por último, un aspecto de tensión que se puso en evidencia en los re-
latos de muchos empresarios deriva del desajuste entre los perfiles requeridos 

48   Además de los datos personales y de la historia laboral de cada uno de los jóvenes, estos proyectos 
formativos y ocupacionales, de algún modo, debían reflejar sus expectativas e intereses futuros y, a su vez, 
contener información básica sobre su perfil, de modo que sirviera para que desde la Agencia los derivaran a 
algunas de las otras prestaciones ofrecidas.  
49   En esta clasificación de competencias, seguimos las propuestas en Gallart (2001).
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y los perfiles de los jóvenes propuestos para las prácticas. Algunos empleado-
res partían del supuesto de que los jóvenes contaban con algunas competencias 
previas (ya sea por haber realizado cursos de formación profesional o por las 
experiencias declaradas en sus cv),50 y, al no verificarlas en la práctica, plantea-
ban cuestionamientos a los agentes estatales. Como se advierte en los siguientes 
relatos, al parecer, la estrategia de comunicación y la negociación con los em-
presarios en algunos puntos no resultó efectiva, dado que se evidencia cierta 
confusión sobre el sentido de las prácticas de los jóvenes:51 

Por ahí, ellos [refiriéndose a la Agencia de Empleo] deberían darles más 
cursos antes de mandarlos a las empresas, ellos deberían preparar a toda 
esta gente para que tengan más conocimientos antes de empezar en una 
empresa a trabajar, porque, por ahí, eso a las empresas, no solo a noso-
tros, nos ocasiona problemas. Supuestamente nos mandaban gente pre-
parada y nadie sabía nada [...] porque te digo que hay gente que ni hablaba, 
pero porque jamás trabajó en un supermercado, y en la ficha me decía que 
sí tenían experiencia [...] o, si no, que averigüen bien, si saben o no saben, 
si hicieron algo o no hicieron nada [se refiere a referencias personales], 
porque hay gente que por ahí puso algo que nunca fue y eso a nosotros 
nos ocasionaba una pérdida de tiempo. Yo creo que toda empresa si pide 
con necesidad rápida o urgente es porque necesita en el momento tener 
cubierta todas las áreas (Entrevista N° 4, mujer, Sector comercial).

Características de las prácticas formativas  
en los ambientes de trabajo

Como ya señalamos, para poder incorporarse al programa, las em-
presas debieron formular un proyecto formativo. Desde su implementación, 
se aprobaron y realizaron en Gran Resistencia un total de 64 proyectos de 
entrenamiento,52 en los que participan/ron 249 jóvenes. Además del contenido 
formal de dichos proyectos, los relatos de los empresarios sobre las experiencias 
nos permiten distinguir situaciones diversas. 

En algunas organizaciones, en realidad, estas prácticas directamen-
te no se efectivizaron. Son algunos pocos casos,53 de puestos no calificados 
(Maestranza y Cadete), en los que los jóvenes, luego de una charla informativa 
a cargo de los referentes de la empresa, directamente iniciaron las actividades 

50  Este fue el motivo por el que muchos empresarios eligieron a este programa entre otros, ya que enten-
dían que la oferta incluía capacitación, y esto configuraba un aspecto diferencial. 
51   Nos referimos concretamente a su valoración, más que como una experiencia de formación, como un 
mecanismo de selección. 
52   En los formularios de presentación aparecen con esta denominación. Si bien fueron 50 empresas las 
que se sumaron al programa desde el año 2008, a la fecha del relevamiento (mayo de 2012), varias de ellas 
presentaron en años sucesivos diferentes proyectos de este tipo; de allí el total de 64.
53   Lo mismo fue planteado de manera expresa por los entrevistados en dos casos: una empresa de servi-
cios y una comercial.
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habituales. Desde la mirada de los empleadores, se trata de tareas para las 
que consideraban que no era necesario más que estas instrucciones iniciales, ya que 
el aprendizaje se daría en el mismo ejercicio de la tarea.

En los casos restantes, si bien todos implementaron algún tipo de dis-
positivo, existen variaciones en relación con los tipos de estrategias de enseñan-
za-aprendizaje, su grado de estructuración y los perfiles de los responsables de 
su conducción.

Así, identificamos un primer grupo, que incluye a la mayoría de las 
empresas analizadas54 (especialmente los comercios minoristas), en los que la 
práctica de los jóvenes se iniciaba con una breve etapa de inducción -en la que 
se brindaba información referente a la empresa y al puesto-55 y luego, de modo 
inmediato, se pasaba a una instancia de aprendizaje directo en el trabajo diario. 
Esta técnica, que en el ámbito de la gestión de Recursos Humanos se conoce 
como técnica de entrenamiento en el cargo (Chiavenato, 1994; Doldán, Schuler 
y Valle, 2003), se orienta, justamente, a intentar optimizar aprendizajes en un 
menor tiempo y costo ya que es menor la inversión que debe realizarse en la es-
trategia de capacitación y, además, posibilita en forma paralela la disponibilidad 
de la fuerza de trabajo. Es una práctica que aparece como denominador común 
en aquellos puestos no calificados. Los responsables de realizar la orientación 
y el acompañamiento varían de acuerdo con las dimensiones de las empresas, 
pero en todos los casos son internos: en las pequeñas empresas, a veces es 
directamente el propietario o el gerente quien asume estas funciones; en las 
empresas medianas, se delega a los supervisores y/o compañeros de trabajo de 
la misma jerarquía. 

Finalmente, distinguimos otro grupo de empresas56 en las que, aunque 
también la estrategia estuvo centrada en la inducción y el entrenamiento en el 
puesto, incluyeron, además, en algunas instancias del proceso, otras técnicas 
complementarias: clases y/o charlas breves sobre temas específicos, represen-
tación de papeles (role-playing), salidas a terreno y simulaciones en la que se re-
curre a agentes externos (capacitadores contratados a tal efecto o proveedores 
de las firmas que ofrecen gratuitamente estas acciones). Tales experiencias se 
observan particularmente en empresas de servicios y en puestos con califica-
ción operativa -tanto en el rubro de ventas (telemarketer, venta directa) como en 
algunos oficios (auxiliar de refrigeración, auxiliar de reparación de equipos in-
formáticos)-. Otro aspecto distintivo es el del perfil de los propietarios y tutores 
del rubro de servicios informáticos y de reparación de artefactos eléctricos; en 
ambos casos, los responsables de la capacitación, además de ser profesionales 

54   Revisten tales características 9 empresas de los 15 casos seleccionados en la muestra.
55   Sobre la historia y organización de la empresa, las características del producto o del servicio, los deberes 
y derechos de los trabajadores, las normas y reglamentos internos, los horarios, entre otros aspectos.
56   Incluimos en este grupo a 4 empresas de las 15 analizadas en la muestra.
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con titulación en el rubro, poseen experiencia docente en instituciones de for-
mación profesional. 

Con respecto a los contenidos temáticos, si bien en la normativa se con-
templaba la posibilidad de incluir alternativamente prácticas concretas en el 
puesto de trabajo y capacitación teórica y se mencionan (de modo no taxativo) 
ciertos contenidos a ser incorporados en las mismas,57 en la mayoría de los ca-
sos, esto solo quedó en los documentos formales. Aunque en todos los casos 
identificamos la inclusión de conceptos técnicos básicos de cada una de las ac-
tividades u oficios (y, en algunos de ellos, de aspectos de seguridad, higiene y 
salud), por los tipos de estrategias metodológicas utilizadas, su mayor desarrollo 
fue en la práctica. Consecuentemente, los temas priorizados en todas las expe-
riencias fueron aquellos estrictamente vinculados con los puestos (centrados en 
el cargo), omitiendo el desarrollo de otros que podrían aportar una formación 
más integral de los jóvenes -por ejemplo, aquellos saberes que favorezcan el de-
sarrollo de competencias sociales y relacionales en los espacios de trabajo.

Un aspecto que quizá pudo haber desalentado la realización de accio-
nes de capacitación más integrales (y que fue señalado también por los agen-
tes estatales locales) es el hecho de que la normativa establece la capacitación 
“teórica” solo con carácter obligatorio para aquellas organizaciones que declaran 
ser medianas o grandes empresas (quienes, además, deben incluir datos y re-
ferencias del capacitador a cargo de esta instancia). Si bien se comprende que 
esta diferenciación se sostiene en la idea de que las empresas más grandes son 
las que pueden asumir en mayor medida este requerimiento, también conviene 
señalar que esta separación entre teoría y práctica (y, a su vez, el claro privilegio 
por lo “práctico”) está actualmente en discusión en el campo de la formación 
profesional. Para Spinosa (2006), la dicotomización entre ambas esferas (teoría 
y práctica) parte de un supuesto deductivista de la construcción del saber que 
jerarquiza la teoría y considera a la práctica solo como una aplicación y no como 
un espacio de creación. Este posicionamiento, desde la visión del autor, obtura 
la posibilidad de avanzar en la consideración de otras formas de autoaprendi-
zaje sumamente útiles en las políticas socioeducativo-laborales que conjuguen 
la práctica con las experiencias de vida y trabajo adquiridas en las trayectorias 
educativas y laborales de los sujetos.

Lo cierto es que una estrategia pedagógica más integral, que asuma las 
características antes señaladas, requiere, además, de una propuesta pedagógico-
didáctica planificada. En este sentido, una cuestión básica -que representa otro 
de los puntos de tensión del programa- es el tiempo necesario para poder tran-
sitar por la experiencia. La normativa establece una extensión máxima de seis 
meses, que luego, en gran parte de las propuestas presentadas, se redujeron a 

57   Se esperaba que fueran incluidos el desarrollo de conceptos técnicos básicos de la actividad, aspectos de 
seguridad, higiene y salud que se aplican en el ejercicio de la ocupación, temas de calidad y mejora continua 
y otros que resultaran pertinentes.
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menos de cuatro. La urgencia por la cobertura rápida de algunos puestos de 
trabajo, en algunos casos, y el desconocimiento y la desconfianza en el dispo-
sitivo58 por parte de las empresas, en otros, son las razones que explican dicha 
reducción en la duración de las experiencias. 

Por último, un aspecto que no puede obviarse en este análisis es el que 
se refiere a ciertas características contextuales más amplias que entendemos 
que operaran como límites de estas experiencias. Gran parte de las empresas 
analizadas muestran comportamientos comunes a los identificados en estudios 
previos nacionales (Novick, 2010)59 y en la región nea (Barbetti, 2002): un des-
empeño relativamente pobre y un escaso esfuerzo del sector productivo hacia la 
capacitación y formación de sus empleados en general (más allá de las acciones 
específicas desarrolladas para los jóvenes en el marco de este programa). Debido 
a la falta de experiencia previa y a la inexistencia de recursos humanos califica-
dos para acompañar estos procesos en la mayoría de los casos, las prácticas de 
formación y capacitación que se realizan son aisladas, sin planificación y asis-
temáticas; además, en pocas ocasiones, se incluyen estrategias consistentes de 
seguimiento y evaluación de los aprendizajes.

Seguimiento, evaluación y contratación
Para el seguimiento y evaluación del tránsito de cada uno jóvenes en la 

experiencia, el programa prevé, desde sus marcos normativos,60 dos figuras: un 
tutor personal provisto por el programa y un referente de la empresa como tutor 
del proyecto de aprendizaje en el espacio de trabajo.

Los tutores de la Agencia de Empleo conformaban –en el momento del 
trabajo de campo- un equipo con experiencia en este tipo de trabajo, que fue se-
leccionado por su perfil y que recibió capacitación previa para el desempeño de 
sus funciones; sin embargo, era reducido: estaba integrado por 6 personas que 
debían atender en ese momento a un volumen cercano a 4000 jóvenes benefi-
ciarios. Para el monitoreo, además de las entrevistas a los jóvenes en la agencia, 
los tutores realizaron reuniones con los empresarios y visitas a los espacios de 
trabajo. 

En general, las valoraciones de los empresarios sobre el desempeño de 
esos tutores son positivas. Destacan la cordial atención desde el primer contacto, 
su presencia personal o vía telefónica y el acompañamiento al momento de tener 
que resolver algunas situaciones críticas. Por su parte, quienes tienen aprecia-

58   En dos oportunidades, los entrevistados plantearon que prefirieron experiencias acotadas para poder 
evaluar a los jóvenes y establecer si efectivamente la propuesta les interesaba y les resultaba útil.
59   Entre los años 2004 y 2005, menos de un tercio del total de empresas analizadas habían realizado alguna 
acción de capacitación para sus empleados, proporción que se reduce aún más si se excluyen los cursos de 
higiene y seguridad industrial (que son los mínimos exigidos).
60   Establecidos en el Reglamento Operativo del Programa “Jóvenes con más y mejor trabajo” del Ministerio 
de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la República Argentina.
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ciones críticas se refieren, especialmente, a dificultades vinculadas con la ges-
tión administrativa (entre otras, demoras en la realización de los convenios, en 
la aprobación de los proyectos y en la concreción de las firmas de autoridades) y 
a las tareas de control de algunos procedimientos establecidos en la normativa 
(reclamos en la presentación de informes o situaciones en la que no se habilitó la 
renovación de alguna práctica).61

Por su parte, en las empresas, el seguimiento de las experiencias de 
cada uno de los pasantes estuvo a cargo de los supervisores y/o dueños. En la 
mayoría de los casos, dicho proceso no tuvo una planificación previa, ni un ca-
rácter sistemático que siguiera criterios específicos para evaluar aprendizajes. 
Probablemente por los roles ocupados dentro de las empresas (encargados, su-
pervisores, etc.), los relatos de los entrevistados refieren a prácticas vinculadas a 
una evaluación de desempeño (por ejemplo, según el rendimiento) como traba-
jadores en los puestos antes que como aprendices de una tarea.

Hubo una especialista para la capacitación, pero no hubo una evaluación 
de la misma; la evaluación era el rendimiento que cada uno tenía en su 
trabajo; cada una tiene su ficha de trabajo. La evaluación fue en la “zona 
de fuego”, como se dice: cantidad de ventas... (Entrevista N° 6, hombre, 
Sector servicios).

Las capacitaciones era en la cotidianeidad, porque no había tiempo para 
darles clases. Los evaluaban en el día a día, los mismos encargados. De 
ahí que se dieron las referencias para su continuidad, porque, por la falta 
de tiempo, la única forma de evaluaros era así [...] uno no tuvo buenas 
referencias porque los encargados comentaron que tenía desgano, llegaba 
tarde. Igual sus tareas eran hombrear, limpiar los pisos, una especie de 
derecho de piso que le hacían pagar; son códigos de ellos (Entrevistado N° 
14, mujer, Sector comercio).

Además de la falta de formación de los tutores, el apremio de tiempo y 
el ritmo de trabajo cotidiano constituyen otros aspectos que limitan la posibili-
dad de hacer evaluaciones que aporten una retroalimentación significativa so-
bre proceso de aprendizaje y una revisión de los dispositivos propuestos. Así, en 
algunas ocasiones, las estrategias desplegadas (tanto en sus objetivos como en 
su metodología) omiten el reconocimiento de ciertas particularidades culturales 
de los jóvenes, generando una contradicción directa con el carácter de inclusión 
social planteado en los objetivos del programa. El siguiente fragmento de una 
entrevista, referido a un joven aborigen que pasó por la experiencia de entrena-
miento en un Call Center, es bastante significativo al respecto:

61   Un entrevistado mencionó sentirse “castigado” desde la Agencia ya que, por no haber contratado a 
ninguno de los jóvenes que participaron en una experiencia anterior, no habilitaban la presentación de pro-
yectos para la inclusión de algunos nuevos.
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A los que quedaron seleccionados se los mandó a capacitar: se les hizo 
una semana de capacitación [que] consistía en enseñarles cómo tienen que 
hablar, qué tienen que decir, la presentación, el speech, la voz, las palabras 
en las que tienen que poner énfasis, técnicas de telemarketing [...] También 
le dimos la oportunidad a un aborigen que estaba en el programa. Él no 
sabía cómo agradecernos, porque estaba acostumbrado a que lo excluya-
mos. El problema era que él mismo se sentía condicionado; nosotros lo 
tratábamos como a cualquier otro; pero, como él ya venía con todo su en-
torno, que los dejan de lado y les dan los peores trabajos, no funcionó. Yo 
le decía: “Acá sos uno más, acá se te va a enseñar como a todos, y después 
depende de vos cómo te desarrolles”. Anduvo un tiempo, se le dio todo, 
pero no rindió, hasta que él mismo se dio cuenta [...] agradeció la oportu-
nidad que se le daba y se fue. Se dio cuenta que no podía… (Entrevista N° 
6, hombre, Sector servicios).

El abandono de la experiencia, desde la mirada de entrevistado, es in-
terpretado como el resultado de una falta de adaptación del joven (en este caso 
aborigen), y no hay ningún tipo de reflexión, ni vinculación entre dicha situa-
ción y las características de formación ofrecida o el tipo de trabajo propuesto. 

Aunque las apreciaciones no son homogéneas, en las evaluaciones fi-
nales que los empresarios realizan sobre la experiencia, surgen valoraciones que 
son, en términos generales, positivas. En las mismas destacan, fundamental-
mente, que las prácticas promovieron aprendizajes de conocimientos y habilida-
des vinculados a los oficios y/o tareas desarrolladas (independientemente de la 
profundidad de los mismos, señalan que el paso por la empresa “algo les dejó”) 
y rescatan la experiencia de haber transitado por un espacio que no conocían y al 
que quizá, de otro modo, no hubieran accedido.

Las valoraciones negativas, en cambio, casi de manera unánime y ge-
neralizada, se refieren a situaciones de disconformidad en relación con aspectos 
actitudinales y comportamentales de algunos jóvenes. La falta de apego a las 
normas y a los códigos de la empresa (cumplimiento de los horarios, inasisten-
cias, abandono de la experiencia) y el no cumplimiento de ciertos requerimien-
tos formulados en el perfil inicial (desánimo, falta de interés, etc.) aparecen en 
los relatos de los entrevistados, ejemplificando situaciones que fueron vividas 
también con frustración. Muchos de estos mismos señalamientos fueron expli-
citados también por los técnicos de la Agencia, quienes, además, reconocían la 
complejidad del trabajo con aspectos motivacionales.

Finalmente en relación con la contratación, si bien todas las empresas 
en los formularios iniciales explicitaron su voluntad y compromiso de evaluar la 
experiencia de los jóvenes durante este proceso y decidir sobre su contratación, 
esa disposición se hizo efectiva solo en el caso de 30 jóvenes (que representan 
un 12% de todos los que participaron en esta prestación). Los registros mues-
tran un bajo número de abandonos voluntarios (15 bajas y 3 despidos) y algunos 
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pocos jóvenes que manifestaron deseos de no continuar finalizada la prácticas, 
por lo que es posible inferir que la no continuación del resto tuvo que ver con la 
decisión de las empresas de no contratar.

Reflexiones finales

El diseño del programa analizado, a diferencia de algunas propuestas 
anteriores, refleja un abordaje más amplio e integral de los diversos factores 
que configuran la problemática del acceso al mundo del trabajo de los jóvenes 
en situación de vulnerabilidad social. Quizá unas de sus mayores potencialida-
des sean la intencionalidad de ampliar la mirada sobre las contribuciones que 
podrían realizarse desde los diferentes actores que intervienen en la relación 
educación-trabajo y el esfuerzo por estimular un mayor acercamiento e involu-
cramiento de las empresas.

Los hallazgos empíricos referidos a la instancia de su implementación 
a nivel local muestran que, si bien para las organizaciones la incorporación a 
este tipo de programas supone un beneficio económico (de hecho, como lo se-
ñalan los mismos empresarios, este es uno de los motivos centrales de su adhe-
sión), la participación del sector es aún reducida (son escasas las plazas ofreci-
das), y se requiere un trabajo de acompañamiento sistemático y continuo de los 
agentes estatales para hacer efectivo el cumplimiento de algunas condiciones 
mínimas en las que, según lo previsto, se deben desarrollar las experiencias de 
aprendizaje de los jóvenes.

Tanto los empresarios participantes como los funcionarios y técnicos 
del programa manifiestan una valoración positiva de la experiencia. Como se-
ñalan, uno de los aspectos más significativos de estas acciones es la posibilidad 
concreta que se les ofrece a los jóvenes de vivenciar la experiencia de estar en un 
ámbito real de trabajo, de tener un primer acercamiento a ciertas normas, usos y 
costumbres propias de espacios laborales, a los que les resultaría difícil de acce-
der por sus propios medios, dado sus capitales sociales y culturales. 

Sin embargo, identificamos también algunos aspectos críticos (comu-
nes a los señalados en varias investigaciones realizadas en otros contextos) que 
ponen en tensión el cumplimiento de los objetivos originales de la propuesta y 
que, a su vez, evidencian la necesidad de que estas experiencias sean evaluadas 
con mayor profundidad. 

Así, advertimos que la posibilidad de que los jóvenes construyan tra-
yectorias formativas que favorezcan su inclusión aparecen condicionadas, en 
este caso, por ciertos rasgos estructurales del mercado de trabajo local y por las 
características que asumen las prácticas en las organizaciones participantes. En 
esta experiencia es minoritaria la participación de empresas pertenecientes a los 
sectores más dinámicos de la economía, cuya inclusión (por algunas condicio-
nes de trabajo que ofrecen) podría aportar valor a la propuesta.  Asimismo, para 
gran parte de las empresas estudiadas, el desarrollo de acciones formativas en 
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los espacios de trabajo es una práctica poco frecuente. Consecuentemente, las 
experiencias de formación destinadas a los jóvenes son también limitadas y aco-
tadas (no solo en cuanto a su extensión, sino también respecto de sus contenidos 
y estrategias). 

Consideramos que, para promover la construcción de itinerarios edu-
cativos y laborales calificantes dentro de las organizaciones empresariales, los 
proyectos formativos deberían revisar la posibilidad de desarrollar situaciones 
pedagógico-didácticas que favorezcan aprendizajes más integrales que, como lo 
señala Bertand (1998), consideren a los jóvenes como los protagonistas centrales 
de las intervenciones y atiendan las particularidades de sus perfiles. En tal senti-
do, la promoción de situaciones de aprendizaje de los diversos saberes del trabajo 
(Spinosa, 2006) -que no se limiten al “saber hacer”- se revela como uno de los 
principales desafíos, especialmente en este tipo de experiencias en las que las 
actividades desarrolladas por los jóvenes se vinculan a ocupaciones en puestos 
de baja calificación.

Finalmente, un aspecto que consideramos necesario abordar y que es-
peramos poder desarrollar en futuros análisis, se refiere a las percepciones, va-
loraciones y vivencias de los jóvenes respecto del programa y de las experiencias 
de entrenamiento. 
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Anexo
Cuadro 1. Principales características de los programas para jóvenes implementados 
en la Argentina y en la Provincia del Chaco. Período 1993-2012

Programas “Proyecto Joven” 
 y “Capacitar”

Programa “Incluir” Programa “Jóvenes con más y mejor 
trabajo” 

Período de 
aplicación 

1993-2001 2004-2007 2008 (inicio)-2012 ( previsto para su 
finalización)

Características 
centrales del 
mercado de 
trabajo

Crisis socioeconómica sucesivas.
Crecimiento progresivo de 
las tasas de desocupación y 
precarización laboral

Período poscrisis socioeconómica 
nacional 2001/200
Mejoramiento progresivo de las 
tasas de desocupación
Sostenimiento de la precarización 
laboral

Recuperación económica
Disminución de las tasas de 
desocupación Sostenimiento de la 
precarización laboral

Organismo 
financiero 

Banco Interamericano de 
Desarrollo (bid)

Banco Interamericano de 
Desarrollo (bid)

Tesoro Nacional y Banco Mundial

Organismo res-
ponsable del dise-
ño del programa 

Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social de la Nación

Dirección Nacional de Juventud del 
Ministerio de Desarrollo Social de 
la Nación

Ministerio de Trabajo, Empleo y 
Seguridad Social de la Nación

Organismos 
responsables de 
la ejecución

Ministerio de Trabajo y Formación 
de Recursos Humanos de la Nación, 
Gerencias Locales de Empleo 
Provinciales

Dirección Nacional de Juventud 
Organismos de Juventud en cada una 
de las Provincias
Organizaciones Administradoras (oa) 
Organizaciones de la Sociedad con 
base en cada uno de los territorios

Ministerio de Trabajo, Empleo y 
Seguridad Social de la Nación
Red de Oficinas de Empleo en los 
Municipios (250 municipios)

Otros actores 
participantes 
en la 
implementación 
del programa 

Instituciones de Capacitación 
Laboral (icap)
Otras organizaciones de la sociedad 
civil (incluyendo a empresas)

Organizaciones de la sociedad civil 
con experiencia en el trabajo con 
jóvenes (oes) 
Organizaciones sociales de base 
(obs) 
Gobiernos Provinciales 
Municipios

Áreas de Juventud de los Gobiernos 
Provinciales
Instituciones de formación 
profesional (Red de Instituciones de 
Formación Continua)
Organizaciones empresariales
Organizaciones sindicales
Organizaciones representativas de 
los jóvenes y de la sociedad civil 
con experiencia en el abordaje de la 
temática juvenil

Características 
de los 
destinatarios

Jóvenes mayores de 16 años, 
con problemas de empleo 
(desocupados o subocupados) y 
procedentes de hogares de bajos 
ingresos, con niveles educativos 
bajos y escasa o nula experiencia 
laboral

Jóvenes de 18 a 25 años de edad, 
desocupados o subocupados, en 
situación de pobreza, con bajo nivel 
de escolaridad y/o baja calificación 
laboral

Jóvenes de 18 a 24 años de edad, con 
residencia permanente en el país, 
que no hayan completado el nivel 
primario y/o secundario de educación 
formal, desocupados o inactivos (que 
no estudian ni buscan trabajo) y que 
suscriban un convenio de adhesión 
en las ficinas de empleo municipales 
(de la Red de Servicios de Empleo)

Incentivos 
económicos para 
los beneficiarios

Durante el período de realización de 
los cursos y las pasantías
Remoción de barreras

Apoyo económico a quienes 
desarrollan microemprendimientos.
Remoción de barreras.

Ayudas económicas no remunerativas 
variables en los montos (de $ 150 a 
$ 550 mensuales) de acuerdo con las 
distintas actividades desarrolladas
Apoyo económico a quienes 
desarrollan microemprendimientos
Remoción de barreras generales 
(pasajes y refrigerios, becas de 
estudio) y específicas que dificultan la 
participación de las mujeres.
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Programas “Proyecto Joven” 
 y “Capacitar”

Programa “Incluir” Programa “Jóvenes con más y mejor 
trabajo” 

Objetivo general 
del programa 

Acrecentar la productividad de 
los jóvenes e infundirles valores 
y actitudes para mejorar sus 
posibilidades de conseguir un 
puesto de trabajo y conservarlo

Incrementar la participación de 
los jóvenes en procesos donde 
desarrollen competencias a partir 
de sus conocimientos y cualidades 
personales, apuntando tanto 
a su inserción y permanencia 
en el mercado laboral como 
al asociativismo, herramienta 
necesaria para generar redes 
sociales que contribuyan a una 
participación ciudadana activa en la 
comunidad

Generar oportunidades de inclusión 
social y laboral de las y los jóvenes 
a través de acciones integradas 
que les permitan identificar 
el perfil profesional en el cual 
desean desempeñarse; finalizar 
su escolaridad obligatoria; realizar 
experiencias de formación y/o de 
prácticas calificantes en ambientes 
de trabajo; iniciar una actividad 
productiva de manera independiente 
o insertarse en un empleo

Modalidades de 
intervención 

a) Cursos de Capacitación Laboral, 
de carácter eminentemente 
práctico, en ocupaciones semi-
calificadas.
b) Pasantías laborales en 
empresas productivas y de 
servicios.

a) Cursos de capacitación en oficios 
y en formulación de proyectos 
productivos y fondos económicos 
para proyectos productivos
b) Talleres de capacitación 
en temas relacionados con 
la problemática juvenil y 
financiamiento de proyectos 
comunitarios innovadores
c) Fortalecimiento institucional de 
organizaciones gubernamentales y 
sociales que trabajan con jóvenes

a) Orientación e inducción al mundo 
del trabajo
b) Formación para la certificación de 
estudios primarios y/o secundarios
c) Cursos de formación profesional (en 
ocupaciones específicas definidas en 
la instancia a)
d) Certificación de competencias 
laborales 
e) Asistencia técnica y financiera para 
la generación de emprendimientos 
independientes
f) Prácticas calificantes en ambientes 
de trabajo en empresas del sector 
público o privado
g) Apoyo a la búsqueda de empleo e 
intermediación laboral
h) Apoyo a la inserción laboral 
(promoción de la contratación 
de jóvenes ofreciendo incentivos 
financieros a las micro y a las pymes 
que los incorporen como trabajadores 
en relación de dependencia 

Conceptos 
teóricos clave 

1. Teoría del Capital Humano 1. Teoría del Capital Humano .
2. Enfoque del Capital Social y del 
Microemprendimiento
3. Enfoque del Desarrollo Local 

1. Teoría del Capital Humano .
2. Enfoque del Capital Social y del 
Microemprendimiento
3. Intermediación laboral (información 
y contactos)
4. Responsabilidad empresarial y 
trabajo decente

Intervención 
del sector 
empresarial

Promoción y negociación de normas 
de flexilización laboral/Demandas 
de nuevas competencias/Ofertas 
de cursos y de espacios para la 
realización de pasantías laborales.

Ausencia en la intervención Oferta de formación en el trabajo
Ofertas de puestos de trabajo
Cofinanciamiento de ambas 
actividades con el Estado

Fuente: Elaboración propia a partir de documentos de base de cada uno de los programas. 

Cuadro 1. Conclusión
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Cuadro 2. Empresas participantes en el Programa “Jóvenes con más y mejor 
trabajo” en Resistencia

Sector de actividad Servicio 20 %

Comercio 64 %

Industria 14 %

Construcción 2 %

Rubro Informática y tecnología 4,8 %

Artículos para el hogar 7,1 %

Textil y confección de indumentaria 9,5 %

Ventas minoristas comercios 42,9 %

Automotor 4,8 %

Salud 7,1 %

Industria y elaboración comercial 7,2 %

Diseño y publicidad 4,8 %

Construcción 4,8 %

Hotelería y gastronomía 2,4 %

Servicios empresariales (call center) 4,8 %

Tamaño de empresa Pequeñas 79 %

Medianas 21 %

Grandes -

Origen del capital empresarial Local/ regional 98 %

Nacional 2%

Cantidad de jóvenes del programa incluidos en empresas 1 a 3 jóvenes 80%

4 a 10 jóvenes 14 %

Más de 40 jóvenes 6 %

Fuente: Elaboración propia sobre datos proporcionados por la Agencia de Empleo de la Provincia del Chaco (junio 2008-mayo 2012).
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Cuadro 3. Caracterización de las acciones de entrenamiento para el trabajo del 
Programa “Jóvenes con más y mejor trabajo” en Resistencia

Proyectos ejecutados por año 64 proyectos 2008: 9 proyectos

2009: 20 proyectos

2010: 20 proyectos

2011: 6 proyectos

2012: 9 proyectos

Duración de las prácticas Máximo hasta 6 meses 2 meses: 2 proyectos

3 meses: 31 proyectos

4 meses: 13 proyectos

5 meses: 4 proyectos

6 meses: 14 proyectos

Jóvenes que desarrollaron acciones de 
entrenamiento

249 jóvenes 2008: 42 jóvenes

2009: 100 jóvenes

2010: 77 jóvenes

2011: 11 jóvenes

2012: 19 jóvenes

Compromiso de contratación de los jóvenes 64 proyectos

Contratación efectiva 30 jóvenes

Fuente: Elaboración propia sobre datos de la Agencia de Empleo de la Provincia del Chaco (noviembre 2008-mayo 2012).
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Resumen
Las prácticas laborales en empresas y pa-
santías configuran, en las últimas décadas, 
una de las estrategias promovidas desde 
los programas sociolaborales para mejo-
rar el acceso de los jóvenes a ocupaciones 
dentro del sector formal de la economía.
En este trabajo realizamos una discusión 
sobre el alcance y las particularidades de 
este tipo de intervenciones, focalizando el 
análisis en las características que asume 
la participación del sector empresarial. 
En el texto, luego de una breve revisión del 
estado del arte sobre el tema, presentamos los 
avances de un estudio en el que analizamos 
los primeros resultados de un programa que 
actualmente se implementa en la Ciudad de 
Resistencia (Provincia del Chaco) e incluye 
este tipo de acciones. Además de identificar 
los ejes teóricos-conceptuales que orientan 
la propuesta y sus principales componentes, 
intentamos caracterizar el perfil de aque-
llas organizaciones que se sumaron a la 
propuesta, los motivos que orientaron esta 
decisión y algunas de sus prácticas, como 
uno de los actores centrales del programa.

Abstract
Labour practices in companies and internships 
set up, in recent decades, one of the strategies 
promoted from social-labour programmes 
to improve the access of young people to 
occupations within the formal sector of the 
economy. 
In this work, we carry out a discussion on 
the scope and characteristics of this type of 
intervention, focusing on the characteristics 
analysis that assumes the participation of the 
business sector. In the text, after making a brief 
review of the state of the art on the subject, 
introducing the progress of a study in which 
we analyze the first results of a program that 
is currently deployed in the city of Resistencia 
(Chaco Province) and includes such actions. 
In addition to identifying the teoricos-
conceptuales axes that orient the proposal and 
its main components, we try to characterize 
the profile of those organizations that joined 
in the proposal, the reasons which guided 
this decision and some of their practices, as 
one of the central actors of the programme.

Palabras clave
Programas sociales
Capacitación laboral
Jóvenes
Empresas 
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Job training
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Companies
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El programa Presupuesto Participativo: 
participación ciudadana, democracia 
deliberativa e inclusión social. Análisis 
de las tensiones y potencialidades de la 
experiencia de Corrientes

Ma. Mercedes Oraisón
Laura M. González Foutel 

Este artículo indaga acerca de una estrategia política que se ha ido 
configurando y consolidando en los últimos años como una de las formas más 
exitosas de participación popular: el Presupuesto Participativo (pp). El interés 
central está puesto en los procesos que promueven la interacción de los actores 
de la sociedad civil con alguna instancia de gobierno (principalmente local –mu-
nicipio, comuna, ayuntamiento–) con el propósito de intervenir en asuntos de 
interés público. Tales procesos suponen avanzar hacia un modelo de democracia 
participativa que garantice una participación popular autónoma y espacios deli-
berativos y de toma de decisiones que permitan incorporar a todos los sectores 
de la sociedad. 

En este marco, se analiza el programa Presupuesto Participativo im-
plementado por el municipio de la ciudad de Corrientes desde el año 2010, con 
el propósito de comprender cómo se define la relación entre los dos actores im-
plicados –el Estado y la sociedad civil– y cómo y cuáles son sus interpelaciones 
recíprocas. Asimismo, se reflexiona críticamente acerca de las potencialidades 
y debilidades del entramado relacional de la experiencia en términos de subje-
tivación de la participación, profundización de la democracia y construcción de 
ciudadanía. 

Los datos aquí analizados provienen de entrevistas en profundidad rea-
lizadas a los funcionarios del municipio a cargo de la dirección de Presupuesto 
Participativo, a los participantes en las asambleas barriales, a los delegados y a 
miembros de organizaciones civiles, además de observaciones no participantes 
desarrolladas en las distintas instancias de implementación del pp durante los 
años 2010, 2011 y 2012. 
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investigadora del Centro de Estudios Sociales de la misma universidad. E-mail: mercedesoraison@hotmail.com
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El Presupuesto Participativo  
como forma de participación ciudadana

Existen al menos dos perspectivas o discursos en torno a la participa-
ción ciudadana a partir de los cuales se configuran diferentes espacios de inte-
racción entre actores de la sociedad civil y el Estado. De acuerdo con el modo en 
que se plantee la interpelación del Estado, con las formas de interlocución que 
se desplieguen y con el rol que ocupen los actores de la sociedad civil, la partici-
pación ciudadana puede aproximarse más a la participación comunitaria o a la 
participación política. 

El primero de los casos se vincula con el tipo de participación cons-
truida en el marco de los procesos de implementación de las políticas sociales 
de corte neoliberal impulsadas durante fines de los 90 y principios de 2000, 
basadas en la asistencia material y la compensación de aquellas características 
personales que se asumían asociadas a la pobreza: escaso espíritu emprendedor, 
pasividad, inacción, falta de capacidad para autoorganizarse. El conjunto de estas 
políticas enfatizó la descentralización y la participación comunitaria (Clemente 
y Smulovitz, 2004.) El componente participativo de los programas intentó pro-
mover la elevación de la autoestima, como modo de aumentar el capital social y 
el capital humano necesarios para propender a los procesos de empoderamiento 
de los agentes (Putnam, 2001). 

Se observa, así, un pasaje de lo social a lo comunitario en el que los 
procesos de construcción de ciudadanía se vinculan con la transferencia de he-
rramientas propiciadoras de prácticas sociales, productivas y culturales que per-
mitan el crecimiento y desarrollo de las organizaciones y los grupos, a fin de 
afianzar capacidades y competencias personales y sociocomunitarias, sin hacer 
referencia a las causas más estructurales que ocasionan la pobreza y la exclusión.

Este tipo de participación aparece claramente en el desarrollo de las 
políticas sociales caracterizadas por incorporar, como parte de su ejecución, me-
todologías con uno o más componentes participativos (talleres, foros, consejos, 
etc.). La práctica de la participación es vista como contraprestación, adquiriendo 
un sesgo voluntarista y despolitizado (Clemente, 2007), y su principal motivo se 
vincula con la satisfacción de necesidades que hacen a condiciones materiales 
cuya reproducción se asegura, precisamente, mediante la participación de los 
sujetos en un sistema de intercambio, de cooperación, de ayuda mutua y de re-
des clientelares.

En el marco de la profundización del modelo neoliberal, el Estado se 
posiciona con un rol subsidiario en estos procesos: se trata de que el ciudadano 
asuma un rol clave en la resolución de sus propios problemas, procurándose 
por su cuenta los recursos necesarios. A partir del cuestionamiento del clien-
telismo y de la pasividad generada por el Estado Benefactor, el neoliberalismo 
promueve una estrategia de ciudadanía autogestiva que posiciona al actor so-
cial en un lugar de autosuficiencia. El ciudadano se convierte en un “gestor” de 
sus propias necesidades e intereses. Si bien se habla de participación ciudadana, 
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lo que se configura es una forma de participación comunitaria tendiente a la 
promoción o el desarrollo comunitario, mediante la mejora en las condiciones 
materiales de vida, por medio de la iniciativa individual o de algún colectivo y de 
la autogestión. 

Pero, en años más recientes, surgen otros modos de participación que 
asumen sentidos e intencionalidades políticas diferentes, inscribiéndose en un 
escenario de crisis o “metamorfosis” de las democracias contemporáneas. Al 
parecer, el escenario social se ha ido transformando en los últimos años, revir-
tiendo algunos de los procesos de desestructuración y fragmentación que las po-
líticas neoliberales habían consolidado. Los diagnósticos actuales dan cuenta de 
crecientes y variadas formas de participación que hacen pensar en cierta recons-
titución del tejido social lesionado y en la transformación en mito de la pasividad 
de la ciudadanía. Los movimientos sociales y las organizaciones comunitarias 
han contribuido de manera decisiva a la configuración de este nuevo escenario. 
Al mismo tiempo que los partidos políticos se erosionan y las grandes institucio-
nes de representación se debilitan, se multiplican las organizaciones sociales y 
se diversifican los repertorios de expresión política y de participación ciudadana.

En este segundo caso, la participación se asocia a nuevas formas de 
comportamiento que ponen de manifiesto el protagonismo y la autonomización 
de los ciudadanos frente a los poderes del Estado; además de la desconfianza en 
los representantes y de la debilidad de las adhesiones partidarias, se evidencian 
formas inéditas de expresión de la ciudadanía. En este contexto, la participación 
se plantea como un modo de aproximarse al ideal de la democracia participativa. 

La democracia participativa es propuesta, entonces, como una forma alter-
nativa de comunicación, como un rescate de la voz popular, que expresa 
y hace pública la conciencia, la opinión y busca la ejecución de la voluntad 
de grupos que se consideran no representados. Es la expansión del con-
cepto de democracia en dirección al logro del objetivo planteado en su 
definición: gobierno del pueblo, reconociendo el carácter protagonista y 
activo de dicho pueblo. Esas opiniones y esas acciones expresan formas 
de ruptura con la pasividad y con la actividad dirigida desde instancias par-
tidarias o desde organizaciones estatales. Se presentan así formas de rei-
dentificación social y de rechazo a la identificación política que considera 
a los ciudadanos como terceros excluidos, buenos solo para votar, para 
aclamar. Y se rechaza la concepción política que hace del binomio Estado-
gobernantes un universo separado, impenetrable, abierto al pueblo cada 
cierto número de años, para que, mediante el acto de votar, única forma 
de participación admitida y auspiciada, se cumpla con el sagrado deber de 
ejercer el poder de delegar el poder, legitimando un poder, para perder el 
poder (Montero, 2006, p. 154).

Tales procesos ponen en clara evidencia que vivimos una etapa de tran-
sición del modelo liberal clásico de democracia representativa, basado en la par-
tidocracia, a un modelo “híbrido” que da cabida a diferentes ensayos de demo-
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cracia participativa mediante la revalorización del rol de la opinión pública, de la 
formación de consensos sociales. 

De esta manera, se han ido conformando lo que se ha llamado las “de-
mocracias representativas impuras”, caracterizadas por la incorporación de me-
canismos de democracia semidirecta y directa (referéndum, plebiscitos, audien-
cias públicas, revocatorias de mandatos, iniciativa popular, etc.) en los sistemas 
representativos de gobierno, que, sin excluir los mecanismos de representación 
tradicionales, abren otras instancias para la expresión de la voluntad popular, 
fundamentales para la canalización de las nuevas y múltiples demandas emer-
gentes (Abal Medina, 2009, p. 206). En este escenario, se configura un espacio 
público que amplía y repolitiza los ámbitos de participación ciudadana, en la 
medida en que se convoca a participar no solo para intervenir en la ejecución de 
acciones tendientes a la resolución de problemas puntuales, sino para deliberar, 
decidir y formar una voluntad común en torno al contenido de los derechos que 
nos asisten y acerca de algunos asuntos de justicia ineludibles. 

La participación ciudadana alcanza así su forma más completa, en tan-
to se despliega ya en las instancias iniciales de formulación de una política pú-
blica mediante la definición de prioridades, la inclusión de temas y perspectivas 
comunes y divergentes, achicando de este modo la brecha entre representantes y 
representados, gobernantes y gobernados.

El pp emerge en este contexto como un mecanismo de participación 
que permite recuperar las voces de los vecinos sobre los problemas que los movi-
lizan y sus propuestas de resolución, articulando con las áreas correspondientes 
del municipio para concretar un proyecto viable y ejecutable. Por lo tanto, resulta 
un recurso con mucho potencial para incidir sobre el contenido de las políti-
cas del gobierno local y para modificar ciertas situaciones de injusticia social al 
promover la inclusión y el empoderamiento de las comunidades marginadas, 
permitiéndoles incorporar sus voces y prioridades en los procesos de asignación 
y distribución de recursos. 

No se deja de reconocer, junto con Cristina Bloj (2009, p. 48), que el 
pp no es una herramienta neutra porque puede ser utilizado tanto para de-
fender una participación deliberativa amplia como para generar un nuevo espa-
cio de especulación político-partidaria. Sin embargo, si logran superarse ciertos 
obstáculos, el pp puede crear un escenario para que los ciudadanos reflexionen 
sobre el presupuesto local y justifiquen ante sus iguales por qué tal demanda 
concreta es más legítima o más urgente que otra. Así, se puede establecer una 
dinámica de cooperación y argumentación intersubjetivas, contrarrestando, con 
el intercambio horizontal entre los vecinos, las lógicas de la interacción vertical 
planteada por las instancias consultivas de los modelos de participación más 
tradicionales.  
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El Presupuesto Participativo  
como democracia deliberativa

Como reconoce Adela Cortina (2011, p. 18), el pp es una de las expe-
riencias de participación popular más exitosas que han llevado a aumentar el 
protagonismo de los ciudadanos, a reducir las desigualdades sociales y a encon-
trar nuevas soluciones. Para esta autora, en la década de 1990 se produce lo 
que algunos autores han dado en llamar el “giro deliberativo de la democracia”. 
Entre sus impulsores encontramos a Bessette, a Manin y a Cohen, a los que 
siguieron un sin número de otros autores. Uno de sus referentes más impor-
tantes es Jürgen Habermas. Cortina reconoce que la propuesta de la democracia 
deliberativa tiene sus antecedentes más remotos en la Atenas de Pericles, en la 
que la comunidad política se construye a partir del uso de la palabra que lleva a 
deliberar sobre lo justo y lo injusto.1 Dice, al respecto:

En efecto, si es cierto, como afirman Habermas o Bohman, que en una 
sociedad democrática los ciudadanos deben ser a la vez destinatarios y au-
tores de las leyes, la única forma de hacer esto posible en una democracia 
representativa es que el legislador ofrezca razones públicas a favor de la 
legislación y los ciudadanos deliberen públicamente sobre su legitimidad. 
Si en una democracia participativa la deliberación debe tener un gran peso, 
en la representativa es esencial, porque los ciudadanos deben poder acep-
tar racionalmente las leyes que elaboran sus representantes (Cortina, 2011, 
pp. 16 y 17).

En este sentido, Habermas (1999, p. 242) señala que la participación 
y la política deliberativa no pueden depender solo de una ciudadanía madura, 
racionalmente motivada para intervenir en los espacios públicos, sino de la 
institucionalización de los procedimientos correspondientes. Para ello, la par-
ticipación debería orientarse en un doble sentido: por una lado, poner sobre la 
mesa temas cuya relevancia afecta la sociedad global, definir problemas y hacer 
contribuciones, introducir cambios en los criterios de formación de la voluntad 
política y presionar sobre los parlamentos y los gobiernos a favor de determina-
das políticas, esto es, incidir en la política pública; y, por otro, mantener activas 
las estructuras asociativas y comunicativas existentes, generar contra-espacios 

1   Conviene aclarar, en este punto, que las propuestas actuales de democracia deliberativa se inscriben 
dentro del modelo de democracia participativa o semidirecta que responde a la crisis del modelo represen-
tativo, pero que, a la vez, evidencia la tensión que reconoce Rosanvallon (2007) entre el principio político –la 
afirmación de la supremacía de la voluntad general– y una realidad sociológica. “El pueblo es en la demo-
cracia un amo a la vez imperioso e inasible”. La formulación de la democracia deliberativa constituye una 
aproximación más realista y pragmática al postulado de la intervención soberana del pueblo que pretende 
ser una alternativa viable que revaloriza el rol de la opinión pública, la formación de consensos sociales. La 
idea del pueblo deliberante reemplaza a la noción del pueblo gobernante de la democracia directa, heredada 
de la Grecia clásica y reactualizada en algunas experiencias históricas –como la democracia inorgánica de 
los jacobinos–, en las propuestas del comunitarismo y del republicanismo de raíz rousseaniana y en el pen-
samiento de autores como Barber (2004) y Dahl (1999), entre otros.



El programa Presupuesto Participativo:...
Ma. Mercedes Oraisón y Laura M. González Foutel 

196

públicos y contra-instituciones, fijar nuevas identidades –ampliación de los de-
rechos y reforma institucional–, modos expresivos, normativos y comunicativos 
de acción social que transforman la cultura, creando sensibilidad y concienti-
zación frente a los problemas e intereses sobre los cuales se pretende incidir 
(Habermas, 1998, pp. 450 y 451).

El punto de partida de la reflexión en las teorías deliberativas de la de-
mocracia es el hecho de que en las sociedades democráticas existan desacuer-
dos entre los ciudadanos y que, sin embargo, sea necesario tomar decisiones 
comunes. Sin duda, la existencia de desacuerdos es normal en una sociedad 
pluralista, pero resulta gravosa cuando es preciso tomar decisiones conjuntas. 
Para Cortina, existen diferentes vías de resolver los problemas, desde la imposi-
ción hasta la apelación a una concepción compartida de vida buena, pasando por 
la manipulación de las emociones de los ciudadanos desde un poder político y 
mediático. Todas estas vías, por distintas razones, son inadmisibles o inviables. 
Queda pensar en que puede lograrse o bien por la agregación de preferencias o 
intereses o bien por la deliberación.

Con anterioridad al giro deliberativo –dicen los defensores de la delibe-
ración–, el ideal democrático se expresaba sobre todo en términos de agregación 
de preferencias e intereses, a través de mecanismos como el voto o la representa-
ción. Pero estos procesos, siempre preferibles a los otros tres, son, sin embargo, 
insuficientes para un funcionamiento verdaderamente democrático. Una de las 
razones fundamentales –entre las múltiples que menciona Cortina– por las que 
resulta ineludible intentar superar el agregacionismo es que este asume que pre-
ferencias e intereses se forman en privado, que hay que partir de ellos como de 
un hecho dado y que, por eso, la única posibilidad es agregarlos, cuando lo cierto 
es que se forman socialmente y, por lo tanto, la deliberación es un método ra-
cional para transformar públicamente las diferencias, más que para agregarlas. 

Atendiendo a las propuestas de Richardson y Crocker, Cortina recono-
ce las siguientes etapas en el proceso deliberativo: 

1) La formulación de las propuestas. Los interlocutores exponen pú-
blicamente los términos del desacuerdo y las propuestas de posible solución, 
aclarando qué metas deberían perseguirse y qué medios se utilizarían para 
alcanzarlas.

2) La discusión de sus méritos. Se argumenta sobre los méritos de las 
propuestas en términos de bien público. En este punto, quienes deliberan deben 
aducir argumentos que los demás puedan entender y aceptar, ejerciendo el de-
ber, ya clásico en las teorías deliberativas, de civilidad o reciprocidad expresión 
de respeto mutuo. 

3) La construcción de un acuerdo informal. Los interlocutores llegan 
a un acuerdo informal en el que se comprometen a asumir la parte que les co-
rresponde y a actuar conjuntamente, mostrando que están dispuestos a asumir 
sus compromisos. Cada miembro debe ser tratado con respeto y tener derecho 
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a hacer oír su voz y a contribuir en la decisión final, con lo cual, aunque el final 
sea el desacuerdo, queda abierto el deseo de seguir deliberando. 

4) La conversión del acuerdo informal en una decisión oficial. Esto 
supone el paso del nivel del acuerdo mutuo informal a una decisión colectiva 
explícita.

Esta propuesta de una democracia deliberativa se articula de tal mane-
ra con el pp que en todos los modelos de pp es posible encontrar las etapas de 
la deliberación descriptas por Cortina. Con el pp se institucionaliza un espacio 
de participación ciudadana de consulta, de expresión y comunicación, de iden-
tificación de problemas e intereses comunes, de construcción comunitaria de 
acuerdos y de concertación con el gobierno local. Cada acta del pp que se suscri-
be traduce en un contrato vinculante las voces y demandas de la comunidad y el 
compromiso del gobierno local de escucharlas, atenderlas y considerarlas parte 
en la toma de decisiones políticas. 

Esto permite pensar en cierta ampliación y consolidación del espacio 
público-político a partir de la interacción comunicativa entre actores que se ex-
presan sobre asuntos y problemas de interés público y que en algún momento 
conformarán una red para la comunicación de contenidos y tomas de posturas 
y opiniones. Esta red se encargará, en tanto se afiance y fortalezca, de instalar 
estos discursos concernientes a cuestiones de interés general, en el marco de 
los espacios públicos más formales y organizados.

El Presupuesto Participativo  
como estrategia de inclusión

De Sousa Santos (2004) afirma que los procesos hegemónicos de glo-
balización han intensificado la exclusión social y la marginación de grandes 
partes de la población. Pero estos procesos son enfrentados y resistidos por dis-
tintos movimientos populares y de base, mediante innovaciones comunitarias 
que abren espacios para la participación democrática, para la construcción de la 
comunidad, para instalar formas alternativas de desarrollo y de conocimiento, 
es decir, para la inclusión social. En este marco, el pp permite fortalecer los dere-
chos de ciudadanía y rescatar la importancia del espacio público. Se apunta a un 
proceso paralelo de socialización del poder y de la política y de estrechamiento 
de la dicotomía gobernantes-gobernados.

El pp nace como una estrategia política del Partido de los Trabajadores 
de la Ciudad de Porto Alegre, asumiendo dos propósitos fundamentales: la “in-
versión de la prioridades” en beneficio de los más desfavorecidos y la “democra-
tización de la democracia”. Se considera que estos dos objetivos están vinculados 
entre sí y que la participación debe permitir a las clases populares hacer valer sus 
intereses. Finalmente, se añade como un tercer objetivo el del “buen gobierno”. 

[…] La instauración de reglas claras para la distribución de los recursos y el 
carácter público de las discusiones mejoran notablemente la transparencia 
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del proceso presupuestario, reducen los vínculos clientelistas y favorecen 
una mejor rendición de cuentas de los dirigentes políticos y administrati-
vos. La movilización de los sectores populares y los criterios de repartición 
orientados hacia la justicia social permiten una redistribución a favor de los 
barrios más desfavorecidos… Desde el punto de vista simbólico, las clases 
subordinadas se ven reconocidas como actrices legítimas ya que su peso 
real en los procesos de toma de decisiones aumenta considerablemente… 
(Sintomer y Ganuza, 2011, pp. 15 y 16).

Siempre que existió una intención real de transformación de las 
estructuras de poder, las experiencias de presupuesto participativo han cosecha-
do triunfos en el sentido de seguir generando mecanismos de inclusión social. 
Los estudios han demostrado que se ha logrado una mayor asignación de in-
versiones a sectores y grupos tradicionalmente excluidos y que se ha abierto un 
canal para que ellos puedan por tener voz y opinión propia a fin de hacer oír sus 
reclamos (Ruiz Pozo, 2007, p. 14). 

Presupuesto Participativo:  
limitaciones y potencialidades

El pp se destaca como el más importante de los nuevos instrumentos 
participativos, tanto por la extremadamente rápida difusión de que ha gozado 
como por el eco político que ha suscitado. Para Sintomer y Ganuza (2011, p. 7), 
el pp es una práctica recomendada por el movimiento altermundista y el Banco 
Mundial, por las Naciones Unidas y las ong radicales, por partidos de izquierda 
o de derecha y por fundaciones interpartidarias, por asociaciones de tradición 
libertaria y por gestores administrativos. Para Goldfrank (2006), según cuán 
rigurosa sea la definición de pp, este se ha expandido desde algunas docenas 
de ciudades, sobre todo en Brasil, hasta entre 250 y 2.500 lugares tan solo en 
Latinoamérica. La cifra inicial incluye aquellas ciudades donde el pp comenzó 
como una iniciativa de gobiernos locales, en países que van desde México y la 
República Dominicana hasta la Argentina y Chile. Las segundas cifras incluyen 
a los gobiernos municipales que, por leyes nacionales, han tenido que imple-
mentar consultas ciudadanas en cuanto a la organización del presupuesto, tales 
como: Bolivia, 327 municipios; Nicaragua, 125 municipios; y el Perú con 1.821 
distritos, 194 provincias y 25 regiones. Las interpretaciones de pp abundan, es-
pecialmente, sobre aquel practicado en Porto Alegre, ciudad brasileña que le dio 
nombre y lo publicitó.

Goldfrank (2006) realiza un análisis comparativo de la política latinoa-
mericana, los gobiernos locales y la participación ciudadana de las ciudades de 
Caracas, Montevideo y Porto Alegre, comparando de forma más amplia las ex-
periencias nacionales del Brasil, Bolivia, Guatemala, Nicaragua y el Perú. Este 
autor sostiene que las políticas nacionales de pp no han tenido un éxito generali-
zado que promueva la participación ciudadana a nivel local, la transparencia fis-
cal, ni gobiernos municipales eficientes. Esto se debe, en parte, a que los diseña-
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dores de las leyes nacionales tuvieron otros objetivos y, también, a los obstáculos 
locales, incluyendo alcaldes reacios, baja capacidad fiscal y administrativa de los 
gobiernos municipales y sociedades civiles fragmentadas y conflictivas.

Indagando sobre uno de los desafíos más importantes del pp, Cuenca 
Botey (2008) se propone dilucidar las condiciones que debe tener un actor para 
poder imponerse en la arena de participación. Con este objetivo y, aplicando una 
metodología socioetnográfica, realiza un estudio de los procesos de decisión y 
deliberación que tienen lugar en el Presupuesto Participativo de Porto Alegre. 
La investigación se orientó hacia una perspectiva comprensiva, apoyándose en 
los testimonios de los participantes y en observaciones etnográficas. Entre las 
conclusiones más importantes del estudio, este autor menciona el hecho de que 
la práctica de las negociaciones políticas constituye un momento privilegiado de 
aprendizaje. La interacción entre los delegados y los consejeros con el gobierno 
municipal constituye un factor clave en la adquisición de una práctica militante 
y en el ejercicio de una deliberación, acorde con los valores del dispositivo. El pp 
se constituye así en un espacio de socialización política, en el cual se debe aprender a 
comprometerse con modalidades compatibles con el dispositivo para poder ser 
eficaz en la disputa de los recursos. Los itinerarios estudiados muestran cómo 
los actores que carecen de una socialización política dentro de organizaciones 
tienen acceso, gracias a su inclusión en el pp, a cierta formación militante. El 
capital militante es el resultado de la suma de los capitales sociales, culturales 
y económicos de que los actores disponen y de los aprendizajes que incorporan 
durante la participación, para afrontar los desafíos de la acción dentro del pp. 

En relación con el pp en la Argentina, se recuperan los trabajos de Bloj 
(2008 y 2009), quien ha desarrollado un amplio estudio y seguimiento del 
proceso de implementación de este dispositivo en la ciudad de Rosario. En su 
caracterización de este proceso, Bloj (2008, p. 37) señala algunos antecedentes 
que prepararon el terreno para la instrumentación del pp en Rosario: la mo-
dificación del sistema presupuestario que se produce en el año 1996 en favor 
de lo que se conoce como “Presupuesto por Programa” (un esquema en el que 
los destinatarios asumen un lugar en la determinación de prioridades y orien-
tan la distribución del gasto público); la trama organizativa de la ciudad que, 
aunque distribuida de forma desigual en el territorio, es muy diversificada y 
con una amplia experiencia asociativa; las políticas desarrolladas por el Estado 
Municipal, dentro de las cuales han tenido un fuerte peso las de carácter social; 
y el estado de movilización social reinante para la época (en particular, la expe-
riencia deliberativa desarrollada en las “asambleas barriales y populares”).

Entre las particularidades del pp de Rosario que lo distinguen del de 
Porto Alegre, Bloj menciona el hecho de que Rosario tiene su reglamentación es-
pecífica2 –lo que robustece y consolida el proceso de institucionalización de este 

2   La Ordenanza N° 7326 del Concejo Municipal de Rosario, del 9 de mayo del 2002.
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dispositivo– y que promueve solo la participación individual. En relación con 
este criterio, afirma que el mismo responde a las demandas de autonomía que se 
hicieron sentir con fuerza frente a la crisis de representación; pero, al desalentar 
la participación colectiva o corporativa, se corre el riesgo de minimizar la expe-
riencia colectiva previa e ir en detrimento del fortalecimiento de las redes socia-
les, objetivo enunciado como premisa fundante del programa (Bloj, 2008, p. 43).

Dice Bloj (2008, p. 45 y ss.) que entre las argumentaciones críticas más 
importantes aparecen las que ponen en duda la magnitud de la extensión de 
la participación y remarcan lo poco significativas que resultan las decisiones 
que se toman en el espacio del pp, resaltando, por un lado, que se diseñó y se 
desarrolla en un marco político-institucional que no ha modificado sus bases, 
y, por otro, que el porcentaje de participantes sigue siendo reducido (un 5%, 
aproximadamente).

Otra perspectiva interesante sobre los procesos de participación que se 
dan en el marco del pp es la de Landau (2006 y 2008). Este autor analiza las 
relaciones que se establecen entre las autoridades estatales y los participantes a 
partir de la puesta en práctica de programas de gobierno implementados bajo la 
modalidad de participación universal promovida desde el Estado en la Ciudad de 
Buenos Aires. El estudio se realiza sobre tres programas estatales que se llevan 
a cabo en los distintos Centros de Gestión y Participación (cgp) de tres zonas 
diferentes de la ciudad que refieren a distintos sectores socioeconómicos. Uno 
de esos programas es el pp. 

Se destaca, por su relevancia, el análisis que propone acerca del vínculo 
que se establece entre participación y representación, a partir de la emergencia 
de una paradoja: la inclusión de la participación no solo no conduce a una re-
valorización del vínculo de la representación política sino que, por el contrario, 
construye un espacio en el que emerge un nuevo tipo de representación que 
se enfrenta a ella: la representación participativa. Este nuevo tipo supone una 
restricción a la participación espontánea, directa y horizontal que desencadena 
una reversión de los procesos participativos en la que se termina disolviendo la 
asamblea. No obstante, en la representación participativa se dirimen los criterios 
de legitimidad y reconocimiento desde una lógica antagónica a la de la represen-
tación institucional. Para Landau (2008, p. 147), la instancia de construcción 
de una representación participativa produce un juego de doble reconocimiento: 
uno entre las autoridades estatales y los representantes participativos, y otro en-
tre estos y los participantes, permitiendo generar o regenerar un reconocimiento 
entre autoridades estatales y ciudadanos y hacer emerger un nuevo espacio en el 
que los gobernantes y gobernados se reconfiguran mutuamente. En este nuevo 
espacio que aparece en los procesos promovidos por el pp, la representación 
se resignifica a partir de la consolidación de un vínculo de cooperación en el que se 
despliega una comunicación que podría ampliar el campo de lo técnico, obligan-
do a considerar lo político: los representantes que intervienen en los ámbitos de 
gestión se ven obligados a adquirir un saber técnico que les permita participar 
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de manera activa en las discusiones sobre los temas de interés comunitarios que 
se establecen desde tal racionalidad. A la vez, las autoridades estatales se ven 
obligadas a tomar en cuenta las demandas y reivindicaciones planteadas por 
las comunidades a través de sus representantes desde una racionalidad práctica 
o comunicativa.

El Presupuesto Participativo en Corrientes

Breve descripción metodológica utilizada
Como se indicó en la introducción, los datos del presente estudio se ob-

tuvieron de la consulta y sistematización de la documentación oficial proporcio-
nada por la página web de la municipalidad de la ciudad de Corrientes, de ma-
terial brindado por referentes del municipio, de noticias de distintos medios de 
comunicación local y de informes publicados por las redes sociales. Asimismo, 
se realizaron entrevistas semiestructuradas e informales con informantes clave 
de diversas acciones implementadas por el pp, como la directora y algunos cola-
boradores del programa, delegados barriales electos y reelectos, vecinos partici-
pantes. También se llevaron a cabo observaciones no participantes, método que 
nos permitió acceder a información en distintas instancias de implementación 
del programa –por ejemplo, asambleas barriales, capacitación de delegados, reu-
nión con referentes nacionales del pp– durante el período 2010-2012.

La Provincia de Corrientes se encuentra en la región nea de la 
Argentina. Su ciudad capital –denominada homónimamente como la provin-
cia– tiene una ubicación estratégica en esa región. El municipio de la ciudad es 
de primera categoría –según lo establece la Ley 4752/93– porque, de acuerdo 
con el Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda 2001 y las Proyecciones 
Provinciales de Población del indec, habitan en él unas 377.737 personas. 

El sociólogo Guillermo Pérez Sosto (2000) caracteriza a la sociedad co-
rrentina en dos grandes segmentos cuyo rasgo diferenciador –más allá de los 
distintos niveles de educación, ingresos, capital cultural, etc.– está dado por las 
relaciones políticas de dominación entre quienes manipulan el poder político 
y detentan importantes cargos públicos, por un lado, y quienes viven gracias 
a los subsidios proporcionados por los primeros, por el otro. El autor describe 
esta relación como cuasi feudo-vasallática debido a que se manipula al peón pri-
mero y al ciudadano de menores recursos después, como a un vasallo que debe 
fidelidad a su señor –llámese patrón, intendente, gobernador, etc.– a cambio de 
protección. Según esta perspectiva, este modo de relación estructura la sociedad 
de acuerdo con el lugar que se ocupa dentro de esa situación vincular.

Las estadísticas educativas presentadas por el indec en la Encuesta 
Permanente de Hogares Continua permiten comprender, en parte, la descrip-
ción anterior de Pérez Sosto: de la población de 15 años y más, compuesta por 
609.408 personas, el 47,6 % ha cursado en forma incompleta diversos niveles 
educativos y un 6,6 % no tiene instrucción. Por lo tanto, la suma total de estas 
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cifras nos indican que más de la mitad de la población carece de trayectorias 
educativas completas en el sistema educativo formal. 

En este escenario, en la última década emergieron diversas organi-
zaciones sociales y comunitarias que expresan una incipiente movilización y 
organización de los ciudadanos respecto de determinadas problemáticas, ne-
cesidades o intereses vinculados al mejoramiento de la calidad de vida de su 
comunidad. Pero, en el marco de estos procesos, las organizaciones reafirma-
ron su funcionalidad al rol del Estado y a las políticas públicas y sociales. La 
intervención estatal preponderó por sobre las organizaciones y siguió dirigien-
do, conduciendo, conteniendo y gobernando en un papel principal, al tiempo 
que los distintos mecanismos de diseño, elaboración y gestión se orientaron 
a paliar los sufrimientos individualizados con la finalidad de apaciguar alguna 
parte de la estructura social. De esta manera, las políticas se caracterizaron por 
la descentralización, diversificación y focalización, con un fortalecimiento de la 
lógica asistencialista y la clausura de las posibilidades de construcción de una 
ciudadanía más emancipada. 

Durante el período 2005-2009 empieza a resignificarse la vinculación 
entre Estado municipal y ciudadanía, particularmente a través del programa 
Comisiones Vecinales de la entonces Dirección de Participación y Convivencia 
Pública. A fines del año 2009, esta dirección cambia de denominación por la 
de Subsecretaria de Descentralización y Participación Ciudadana y amplía el es-
pectro de políticas públicas orientadas hacia la promoción de la participación 
ciudadana al incorporar la Dirección de ong y la de Presupuesto Participativo. 
De esta manera, el intendente electo3 para el período 2009-2013 cumple con 
una promesa hecha en la campaña electoral: la instauración del Presupuesto 
Participativo en la ciudad. 

3   Carlos Mauricio Espínola –“Camau”, apodo que proviene de las primeras letras de sus dos nombres– 
logró dos medallas de plata en los Juegos Olímpicos de 1996 (Atlanta) y de 2000 (Sydney) y otras dos de 
bronce en Atenas 2004 y en Pekín 2008. Luego, en 2010 recibió el Premio Konex de Platino otorgado por 
la Fundación Konex al mejor yachtista de la década en la Argentina. Además, en dos ocasiones (2000 y 
2004) fue abanderado de la delegación olímpica de la Argentina. Por la alta popularidad y buena imagen que 
había cosechado gracias al deporte, en 2009 consigue imponerse en las primarias ejecutivas, siendo consa-
grado como el nuevo intendente de la ciudad de Corrientes con un 34 % de los votos (Diario Publicacable. 
Tea y Deportes, “Carlos Espínola, una carrera de éxitos”. Consultado en: <http://www.diariopublicable.com/
Londres-2012/255-carlos-espinola--una-carrera-de-exitos.html>). “Espínola confesó que el gobernador bo-
naerense, Daniel Scioli, su amigo, fue importante para tomar esta decisión: ‘Él me aconsejó a meterme en 
política’. Como nuevo hombre aliado al justicialismo correntino, asumirá la intendencia el 10 de diciembre 
próximo. ‘Daniel es un amigo que me aconsejó y que me contó que la política no es tan mala como la pintan. 
Yo siempre le planteaba a él la fea situación que se vive en Corrientes. Y que quería trabajar en algún lugar 
con el fin de poder oxigenar esta política. Pero en esta decisión también cuenta el apoyo de mi familia.’ En 
una semana, apenas después de las elecciones, ya se reunió con Cristina, Néstor y Alicia Kirchner. ‘La priori-
dad en mi gestión será la de buscar todas las formas posibles de dar trabajo con planes que tiene la Nación 
para los municipios.’ ‘Me propongo gobernar un municipio sin trabas políticas’.” (Poder Local Noticias 
Municipales, “Camau Espínola, intendente electo de la ciudad de Corrientes”. Consultado en:<http://www.
poderlocal.net/leer_noticias.asp?ID=50316>).
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La metodología adoptada fue pensada para dar cuenta del contexto so-
ciocomunitario y político-administrativo de la ciudad de Corrientes. Es un mo-
delo que recoge estrategias básicas de diferentes alternativas a partir de la reali-
zación de un estudio comparativo de los pp implementados en 50 ciudades del 
mundo, la mayoría de Latinoamérica. 

Según lo manifestado por la directora del pp, quien pusiera en marcha 
la experiencia en Corrientes, se buscó un diseño flexible que evitara modelos 
cristalizados. Durante años 2010 y 2011 se lo desarrolló como prueba piloto para 
reajustar la metodología en función de los resultados obtenidos. Asimismo, 
el equipo a cargo del pp elaboró un manual de gestión considerado dinámico 
ya que la función, al decir de la directora, se encuentra siempre en construc-
ción. Además, remarcó que, si bien el régimen municipal contemplado por la 
Reforma Constitucional de la Provincia de Corrientes de 2007 sentó las bases 
para la implementación del pp, la carta orgánica del municipio correntino no se 
hizo eco de estas modificaciones. Sin embargo, por voluntad política del inten-
dente electo en 2009, el pp se inicia en el año 2010 asumiendo el carácter de 
programa. En este marco, se le destina un total aproximado de $5.000.000,4 
monto que se distribuye con un criterio igualitario entre los barrios que realizan 
asambleas durante el año fiscal.  

Se destaca que, en el caso de Corrientes, los barrios en los que se pro-
movió el pp son en su mayoría periféricos y con altos índices de nbi. De acuerdo 
con los datos aportados por la Dirección de pp, se relevaron un total de 80 ba-
rrios –de los 112 que conforman la ciudad de Corrientes–5 que fueron agrupados 
en 17 zonas. En 2010 se realizaron 55 asambleas, de las que participaron 3.159 
vecinos; se eligieron 217 delegados y se elaboraron 83 proyectos. En 2011, se lle-
varon a cabo 41 asambleas, con una participación de 1.791 vecinos; se eligieron 
178 delegados y se elaboraron 75 proyectos. En lo que va de 2012, las cifras res-
pectivas son las siguientes: 14 asambleas, con una participación de 613 vecinos 
y 55 delegados elegidos; aún no se ha elaborado ningún proyecto. En total en 
esta experiencia han participado 5.563 personas, es decir, un 1,6% de los 356.314 
habitantes de la ciudad. 

En el modelo implementado en Corrientes se reconocen cuatro etapas:

• Relevamiento: se orienta a la identificación de los actores sociales con 
los que se trabajará en la difusión del pp y a la convocatoria en cada comunidad. 

• Asambleas: se organizan en cada barrio por solicitud expresa de los 
vecinos. En las mismas se votan las propuestas prioritarias de cada comunidad y 
se elige el cuerpo de delegados que se encargará de la formulación del proyecto a 
ejecutarse con los fondos del pp.

4   El monto destinado al pp es una cifra cerrada asignada por el Poder Ejecutivo y aprobada por el Concejo 
Deliberante. Representa casi un 2% del presupuesto municipal. 
5   Véase: <http://www.ciudaddecorrientes.gov.ar/Ctes_Interactivo/corrientes_interactivo.swf>.
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• Encuentros zonales: dirigidos a los delegados, funcionan como espa-
cio de socialización de problemáticas interbarriales y como lugar para plantear 
estrategias para aprovechar los recursos disponibles. Son aprovechados además 
como instancia de capacitación en relación con la metodología de implementa-
ción del pp.

• Elaboración de los proyectos: es la etapa final en la que intervienen los 
delegados para la traducción de las propuestas y prioridades en un proyecto téc-
nico viable que será presentado para iniciar el expediente correspondiente a cada 
barrio. 

Dado lo incipiente de la experiencia, cada una de estas etapas se ha 
desarrollado con mayor o menor continuidad. En las asambleas se votan las prio-
ridades y se eligen los delegados. Las mismas constituyen, además, un ámbito 
de expresión de las demandas y necesidades ante el gobierno local y son una 
oportunidad para que los vecinos planteen sus quejas y sus frustraciones. Son 
también espacios de lucha de poder –en el que se dirimen los conflictos de los 
sectores en disputa dentro del barrio– y, al mismo tiempo, de construcción de 
hegemonía a través de la propaganda de la actual gestión.

Debido a que estas instancias no derivan de una amplia difusión en 
la que se garantice a todos los vecinos el conocimiento de las posibilidades 
que brinda la herramienta del pp, en las asambleas se genera una dinámica que 
propicia la asimetría entre los que tienen y distribuyen la palabra y los que es-
cuchan pasivamente sin terminar de entender de qué se trata. Esto repercute 
impidiendo la generación de experiencias significativas de aprendizaje social y 
la consolidación de prácticas participativas, ya que el tiempo de la gestión no se 
condice con el de los procesos de apropiación comunitarios para el cambio social 
y cultural.

Si bien es valorable el hecho de que el equipo a cargo del pp se traslade a 
las comunidades y organice en ellos las asambleas –a diferencia de lo que ocurre 
en otras propuestas en los que las reuniones se convocan en sitios equidistantes 
de los barrios (Cuenca Botey, 2008)–, se advierte que el trabajo en el territorio 
resulta insuficiente para promover la sensibilización y el compromiso en los ve-
cinos, lo que se refuerza a partir de la estrategia planteada para el cuerpo de 
delegados elegido en las asambleas: una vez electos, se desvinculan de su comu-
nidad para interactuar de manera exclusiva con la dirección de pp. 

Los delegados deben participar de los encuentros zonales, donde discu-
ten con sus pares acerca de la viabilidad y prioridad de las propuestas aprobadas 
en sus comunidades. A estos voluntarios, además de representar a sus barrios, 
se les encarga la tarea de elaborar técnicamente los proyectos que serán aproba-
dos por el Concejo Deliberante. Los delegados son una pieza clave en el modelo 
de pp correntino y sobre ellos recae el mayor peso de responsabilidad y esfuerzo. 

En consonancia, la etapa de elaboración de proyectos evidenció muchas 
dificultades en su implementación, ya que se solicitaba a los delegados un con-
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junto de capacidades y recursos de los que no todos podían hacerse cargo. El 
desarrollo técnico de los proyectos suponía la intervención de profesionales y 
expertos que no estaban contemplados en las funciones de la dirección, por lo 
que, en la práctica, superaba sus posibilidades materiales. 

Reflexiones en torno a los primeros resultados
Desde hace algunos años, el gobierno local ha empezado a generar ini-

ciativas para convocar y promover la participación ciudadana. En este sentido, 
consideramos que la puesta en marcha del pp marca un hito en los procesos de 
vinculación entre el Estado y la Sociedad Civil porque da origen a un proceso 
de institucionalización de la participación abriendo un canal de comunicación 
entre ambos actores y habilitando mecanismos de cogestión. 

El programa pp resulta novedoso en muchos aspectos; en particu-
lar, debe destacarse su gran potencial para transformar la cultura política de 
Corrientes y los estilos de gestión del poder político-administrativo. No obstante, 
se advierte que ciertas condiciones sociopolíticas e institucionales vigentes cons-
piran contra el desarrollo exitoso de esta experiencia. 

Condicionamientos sociopolíticos y culturales

Algunos barrios de la ciudad de Corrientes reúnen interesantes inicia-
tivas de organización y movilización en la que emergen una multiplicidad de ac-
tores: asociaciones vecinales, ong, asociaciones civiles, mutuales, asociaciones 
de fomento, clubes deportivos, centros culturales, cooperadoras escolares, gru-
pos parroquiales, sindicatos, clubes de abuelos, etc. Sin embargo, en casi todos 
los casos, estas organizaciones de base trabajan de manera desarticulada y, en 
ocasiones, se sostienen a partir del accionar de un único referente o de un líder 
con un grupo colaborador muy reducido. Las experiencias de participación pro-
piciadas por estas organizaciones se vinculan con la gestión de la reproducción 
de las condiciones materiales de vida y con la socialización primaria. 

Los líderes o referentes comunitarios, auténticos intermediarios en la 
resolución de las necesidades más urgentes de los barrios, están vinculados, en 
su gran mayoría, con partidos políticos tradicionales. Muchos de ellos son reco-
nocidos, tanto por los vecinos como por el equipo de gestión, como militantes y/o 
punteros políticos. “Todos tenemos una larga trayectoria” (Delegado del Barrio 
San Marcelo). Su presencia en los barrios, de alguna manera, reafirma y retroa-
limenta la lógica clientelar característica de la cultura política correntina. Si bien 
el equipo de gestión manifiesta que se intenta romper con esta lógica, a la hora 
de poner en marcha el pp, se recurre a estos líderes o referentes como actores 
clave ya que son ellos quienes mejor conocen las necesidades de su comunidad 
y pueden movilizar y convocar a sus vecinos en torno a diferentes demandas.

El concepto no es construir participar, es captar participación… nosotros, 
cuando empezamos acá, nosotros captamos participación, la gente vino a 
nosotros y pensamos en un mecanismo para captar esa participación. La 
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gente ya participaba, nosotros pensamos en inventar un instrumento para 
quedar en comunicación… (Actual responsable de la Dirección del pp).

Esta situación conduce, por un lado, a un sesgamiento en la convocato-
ria de las asambleas que ellos organizan, y, por otro, a que la participación y el 
uso de la palabra sean hegemonizados por estos actores que cuentan con un ma-
yor capital social y mayores experiencias de militancia territorial. Finalmente, 
lleva a que, al momento de elegir delegados, estos aparezcan como candidatos 
naturales. De este modo, la participación queda reducida a un sector del barrio 
–aquel que es interpelado por el o los punteros– y no se pueden recuperar las 
voces y las demandas de todos los vecinos, especialmente la de aquellos que ma-
nifiestan explícita desconfianza y antagonismo al líder barrial que se adjudica la 
promoción del pp. 

En este escenario se construye un tipo de interpelación que reproduce y 
reafirma una lógica de relacionamiento político verticalista y de arriba hacia aba-
jo que es funcional a la racionalidad de la dominación propia del sistema político 
(Weber, 1983). A partir de esta lógica los procesos de comunicación más simétri-
cos y horizontales se ven interferidos y coaccionados, lo que conspira con las po-
sibilidades de democratización y repolitización que supone el dispositivo del pp. 

En la ciudad de Corrientes no existe una sociedad civil empoderada y 
autónoma, con organizaciones territoriales consolidadas y que planteen resisten-
cias y visiones alternativas, y una movilización popular que articule demandas 
colectivas. Esta situación marca una de las diferencias fundamentales con las 
dos ciudades donde se registraron las experiencias más exitosas de pp: Porto 
Alegre y Rosario. En estas dos ciudades, las experiencias del pp se asentaron en 
una sociedad civil fuerte, organizada, movilizada y participante.6

6   En Porto Alegre, una ciudad de gran tradición democrática, con una sociedad civil fuerte y organizada, la 
dictadura militar se topó con una resistencia política feroz. La oposición fue dirigida por intelectuales, por 
sindicatos y por el único partido de oposición legalizado, el Movimiento Democrático Brasileiro. Estas orga-
nizaciones centraron su lucha política en el fortalecimiento de los sindicatos y de movimientos comunitarios 
–como clubes de fútbol, cooperativas, clubes de madres, grupos culturales, etc. (De Sousa Santos, 2004)–. 
En este escenario, configuró un pp sobre los siguientes principios: participación directa, autorreglamenta-
ción, justicia social, transparencia del proceso del presupuesto y fiscalización popular de la ejecución. Estos 
principios fueron el resultado, fundamentalmente, de las luchas de los movimientos populares y de una 
coyuntura específica de transición política. Los consejos populares y las uniones de villas que se venían for-
mando desde el final de los años 70 se vieron fortalecidos. Las asociaciones que estaban desarrollando un 
trabajo de base real percibieron enseguida que el proceso no las perjudicaba sino que las favorecía (Baierle, 
2008, p. 5).

En Porto Alegre la relación entre el Estado y las organizaciones de la sociedad civil se mantiene de manera 
diferenciada e independiente, y el espacio participativo se construye en torno a instituciones que posibilitan 
una cooperación entre el mundo asociativo y el ejecutivo municipal (Sintomer y Ganuza, 2011, p. 14). El 
Centro de Asesoría y Estudios Urbanos (CIDADE) ha tenido un largo recorrido en estudios sobre participa-
ción ciudadana; particularmente, ha analizado el caso del pp de Porto Alegre, llegando a la conclusión de 
que la autonomía popular es una condición necesaria para que los procesos de cogestión puedan tener un 
buen funcionamiento.
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Condicionamientos institucionales

Respecto del equipo a cargo de la dirección, se advierte que este fue 
conformándose junto con el desarrollo del programa, lo cual implicó redefinicio-
nes en sus roles y funciones. Aun así, las capacidades materiales y los recursos 
humanos invertidos resultan siempre mínimos en relación con la envergadura y 
alcances que plantea el programa. Además, las dificultades en la gestión se pro-
fundizan por no existir una articulación con las otras áreas del municipio. Esta 
dificultad expone una de las tensiones entre política y políticas públicas, la que 
se produce en el seno del Poder Ejecutivo, en este caso en el gobierno local, don-
de, por un lado, cada área se maneja con distintas prioridades, reglas rectoras 
y de resolución de conflictos, diversos actores, opciones y estructura costo/bene-
ficio ligada a las opciones; y, por otro lado, se consideran recursos de poder que 
se distribuyen entre los distintos grupos o líneas que participan del partido o de 
la coalición gobernante. La necesidad de coordinación, implica, por definición, 
que la gestión debe ser abordada simultáneamente por tres o cuatro áreas del 
Ejecutivo. Pero, en general, estas áreas no solamente no colaboran sino que com-
piten activamente unas contra otras, porque tienden a percibir a la colaboración 
como una pérdida de poder. Y, en verdad, la coordinación implica cierta pérdida 
de autonomía a favor de una acción colectiva más eficiente (Acuña, 2001).

Al parecer, el programa carece de una amplia base de aceptación y legi-
timación; surge de una decisión política del intendente que no ha sido refrenda-
da por una discusión y un consenso dentro del gobierno local, lo que se revela en 
la falta de una reglamentación que refuerce su institucionalización y en el hecho 
de que algunos funcionarios y agentes de la misma administración no conciban 
al pp como parte de una política pública a largo plazo. 

Este trabajo es de doble vía; lo entiende más el vecino que el funcionario. 
Por un lado, les decimos a los vecinos cómo nos manejamos, cómo tra-
bajamos, cómo nos organizamos. Por otro, al funcionario de diferentes 
áreas, a todos los funcionarios, [se les dice] que una cosa es la Dirección y 
otra es el Presupuesto tomado como política pública. Es un proceso que 
el intendente decide aplicar, que trasciende lo que pueda llegar a hacer la 
Dirección (Actual responsable de la Dirección del pp).

En el caso de Rosario, el programa se lanza en el momento de mayor expansión de las asambleas barriales. 
Para Bloj (2008, p. 44), el pp se apoya inicialmente en el estado de movilización y en la estructura generada 
por las asambleas barriales. Si bien el pp constituyó un intento de neutralizar/institucionalizar la protesta 
social, disciplinando a la ciudadanía y apostando a una participación “regulada”, esta autora destaca cómo 
desde el campo discursivo del pp se toman y resignifican los núcleos reivindicados por el movimiento de 
asambleas barriales. Así la categoría de “vecino”, la base territorial como rasgo identitario ahora asentada 
en los distritos y áreas barriales, el funcionamiento asambleario horizontal, la defensa de la “autonomía 
individual” para expresarse, para decidir, para participar, frente a la representación política cuestionada, son 
cuestiones apropiadas por el dispositivo del pp que garantizan su reproducción en el imaginario social que 
da sentido a las prácticas participativas.
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En este contexto, el programa queda en manos exclusiva de una direc-
ción que no cuenta debidamente con el acompañamiento de otros sectores que 
integran la misma gestión, lo que termina privándolo de recursos, de una diná-
mica regular en el funcionamiento, de estabilidad y de capacidad de proyección. 

La mayoría de los malos entendidos vienen de diferenciar hasta dónde lle-
ga nuestra función… una cosa es el alcance de la Dirección de Presupuesto 
y otra el proceso de pp que involucra todas las áreas del municipio para 
que cierre el círculo… mi trabajo termina cuando se cierra el expediente; 
después, al lado del vecino, somos uno más corriendo para que se mueva 
eso (Directora de Seguimiento Técnico del pp).

Algunas consideraciones finales  
sobre participación e inclusión

En esta experiencia incipiente y en proceso de ensayo y revisión, se vi-
sibilizan ciertas tensiones y obstáculos a la hora de asumir el pp como forma de 
participación ciudadana, dispositivo de democracia deliberativa y estrategia de 
inclusión. 

En principio, el pp no plantea una alternativa relevante para reducir las 
asimetrías entre el Estado y la sociedad civil producidas por la lógica clientelar 
y de reclutamiento político que forma parte de las matrices tradicionales de la 
cultura política correntina. 

Las interpelaciones del municipio hacia los vecinos planteadas en tér-
minos de cogestión resultan ambiguas: por un lado, se demanda a los actores 
más activos y con mayor trayectoria de gestión la responsabilidad de todo el pro-
ceso; y, por otro, se convoca los vecinos menos activos a convalidar las decisiones 
que asume el presupuesto para cada comunidad.

Detrás del discurso del pp está la idea de “democracia de proximidad” 
como un dispositivo de participación que combina la producción de una cerca-
nía física y simbólica entre representantes y representados (Annunziata, 2010). 
Sin embargo, los procesos analizados contradicen esta premisa. La mayoría de 
los vecinos denuncian la distancia entre el gobierno y la comunidad, ya que ni 
antes ni después de las asambleas “los funcionarios... se acercan al barrio”. De 
ahí que las propuestas de los delegados en las reuniones de capacitación sean 
“contar con la presencia de miembros del pp en pre reuniones” (Delegado Barrio 
Quilmes) e “incluir y que participen los funcionarios para fortalecer la gestión 
del delegado y así conseguir más credibilidad de los vecinos y participación” 
(Delegada Barrio Nuevo).

Estas denuncias revelan una demanda de cumplimiento de las funcio-
nes públicas y de responsabilidad por parte de la clase política en la resolución 
de los problemas más urgentes que aquejan a las comunidades. Como sostiene 
Pousadela (2008, p. 34), estas expresiones/denuncias manifiestan la importan-
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cia del Estado y la necesidad de profesionales cuya ocupación central sea la cosa 
pública, cuestión que no está al alcance de todos los vecinos sostener por largo 
tiempo.

Sin proponérselo, la lógica de implementación del pp en Corrientes 
termina respondiendo a la idea de la ciudadanía autogestiva, al sobrecargar de 
tareas y sobreexigencias a los referentes barriales, depositando en manos de los 
delegados la resolución técnica de las prioridades votadas y de los conflictos y 
tensiones que se generan en los distintos momentos del proceso de ejecución. 

Lo tedioso, lo dificultoso de ser delegado, aparte de no concretarse las 
obras, es el proceso desde el principio, porque el proyecto lo tenía que 
armar yo, lo tenía que mandar a corregir varias veces. El tema es el tiempo, 
como si uno si es delegado tiene que dedicarse solo a eso. Después las 
asambleas mensuales, las asambleas zonales, eran muchas reuniones… 
me tocó hacerlo sola y por ahí es lo que me llevó a que no insista para ar-
mar una asamblea en el 2012 (Delegada del Barrio Bañado Norte).

El hecho de que el énfasis del procedimiento desarrollado en Corrientes 
esté puesto en la elección y el trabajo de gestión de los delegados revela, al me-
nos, dos cuestiones: 

• En primer lugar, la deliberación pública se reemplaza por un tipo de 
consenso estadístico (los referentes presentan sus propuestas y los participantes 
de las asambleas las votan), en un proceso que se asimila al agregacionismo des-
cripto por Cortina (2011) y que mencionamos antes. El tiempo destinado a las 
asambleas no permite una discusión crítica y profunda de los problemas, de 
las necesidades y de los intereses comunitarios cuya consideración es necesaria 
para la construcción de una demanda colectiva. Por lo tanto, estos espacios ter-
minan convirtiéndose en instancias de legitimación de los referentes –con los 
que, en muchos casos, el equipo de conducción del pp ya ha mantenido contac-
to– y de los intereses de un sector particular del barrio. 

• En segundo lugar, en este escenario se consolida una noción de la par-
ticipación restringida y sesgada. Se observa que, a pesar de ciertos discursos que 
vinculan la participación a la construcción de una ciudadanía activa, el ejercicio 
cotidiano de la gestión del delegado del pp se instala en la lógica propia del apa-
rato burocrático-administrativo que lleva a asociar la participación de los vecinos 
con la acción de peticionar, de elevar reclamos o de demandas de atención. De 
esta manera, se asume que los delegados y referentes barriales son participativos 
cuanto más peticionantes sean.

Es así que la dependencia estatal establece con la ciudadanía un tipo de 
interlocución basada en la recepción, resolución y vehiculización de reclamos 
puntuales. Desde esta lógica, se instituye una forma de relacionamiento y de 
posicionamiento de los actores sustentada en la negociación que, por un lado, 
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refuerza un modelo de gestión clientelar y, por otro, condiciona los procesos par-
ticipativos a los intereses de reproducción.

De los datos hasta ahora relevados se desprende una presunción: que el 
pp no logra plantear rupturas significativas a la cultura clientelar cristalizada en 
las diferentes estructuras del gobierno, porque, por un lado, dichas estructuras, 
en su competencia por los espacios de poder, recurren a estrategias de intercam-
bio de favores por votos, adhesiones partidarias o lealtades políticas, y, además, 
porque el Estado continúa teniendo el control sobre los recursos que constituyen 
el objeto de la negociación. 

Finalmente, el dispositivo reafirma la racionalidad propia del sistema, 
instaurando una forma de interacción basada en la gestión de demandas locales 
desde una perspectiva instrumental y estratégica que diluye el sentido de “lo 
político” en una sobrevaloración de la “buena” administración.

El barrio estaba muy abandonado; formé mi pro-comisión vecinal; nos jun-
tamos para ver qué podíamos hacer por el barrio… sobre la luz, el agua, 
la limpieza. Se empezó con la gestión. Lo del pp vino adosado, porque ya 
se sabe que se consiguen cosas. Es todo gestión, ya tenemos experiencia, 
entonces demandamos mejorar para este año (Delegada Barrio Nuevo).

Habermas (2002) explica este proceso de despolitización como una 
condición de autorregulación del sistema de dominación propio del Estado. La 
dominación, en términos de democracia formal propia de los sistemas regulados 
por el Estado, requiere de un programa en el que la actividad estatal pasa a com-
pensar las disfunciones del mercado, lo que obliga al sistema de dominio a 
mantener las condiciones de estabilidad, garantizando la seguridad social y las 
oportunidades de promoción personal. Esto exige un espacio de manipulación 
para intervenciones del Estado que otorga a la política un carácter negativo: su 
objetivo es la prevención de las disfuncionalidades y la evitación de los riesgos 
que pudieran amenazar al sistema. De ahí que la política ya no se oriente a la 
realización de fines prácticos sino que su tarea se restrinja a cuestiones técnicas 
resolubles administrativamente. De esta manera, se excluye la discusión sobre 
criterios que solo podrían ser materia de una formación democrática de la vo-
luntad política. 

Los avances de la racionalidad tecnocrática llevan a las organizaciones 
sociales comunitarias, que se mueven dentro de horizontes simbólicos en el con-
texto del mundo de la vida, a transmutar hacia una racionalidad que restringe 
las formas y el contenido de la comunicación coaccionando la formación de la 
voluntad colectiva. En este sentido, los vecinos y los líderes y referentes territo-
riales asumen que sus demandas se plantean y deben ser resueltas en términos 
de una gestión eficiente, dejando de lado la discusión de los aspectos políticos 
vinculados con intereses, valores y normas. 
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Resumen
El artículo se centra en el análisis del programa 
Presupuesto Participativo implementado en 
Corrientes durante los años 2010, 2011 y 2012. 
Nuestro interés está puesto en indagar las limi-
taciones y posibilidades de esta herramienta en 
relación con la participación, la construcción de 
la ciudadanía y la inclusión. En este sentido, se 
orienta a considerar cómo se interpelan y posi-
cionan los actores sociales que intervienen en la 
misma y cómo se configura la relación entre el 
Estado municipal y la sociedad civil correntinos. 

Abstract
The article focus on the analysis of the 
Participative Budget program developed in the 
city of Corrientes during 2010, 2011, 2012. The 
emphasis is set in the study of the limitations 
and possibilities that this tool has in order to 
promote participation, citizenship and inclusion. 
In this sense, we orientate to the examination 
of the interpellations constructed in the frame 
of local State and society relationship. 

Palabras clave
Construcción de ciudadanía
Dispositivos de participación
Relación Estado-Sociedad
Corrientes

Key words
Building citizenship
Participative forms
State-Society relationship
Corrientes
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Dinámicas del sector 
agropecuario argentino en el 
siglo xxi: la distribución del 
ingreso en regiones pampeanas 
y extrapampeanas
Agustín Mario
Regina Vidosa

Introducción

Desde las últimas dos décadas, el sector agrario argentino está expe-
rimentando un ciclo de crecimiento e internacionalización de su producción. 
Esto, combinado con la constitución de un paquete tecnológico centrado en el 
uso de semillas transgénicas, labranza cero o siembra directa y nuevos sistemas 
de almacenamiento, ha elevado la rentabilidad relativa del sector, centralmente 
de la soja, respecto de los demás productos agropecuarios.

Estos fenómenos influyen en tres transformaciones importantes del 
sector agropecuario argentino: en primer lugar, en el proceso de “agriculturiza-
ción”, el cual consiste en el uso creciente y continuo de las tierras para cultivos 
agrícolas en vez de destinarlas a diversos productos regionales o a la ganade-
ría; en segundo lugar, en el proceso de “sojización”, con una tendencia hacia el 
desarrollo de producciones orientadas al monocultivo (principalmente soja, o 
la combinación trigo-soja); por último, en el proceso de “pampeanización”, es 
decir, en la expansión de la frontera agropecuaria y de las lógicas de producción 
pampeanas hacia regiones extrapampeanas.

Dichas transformaciones han sido abordadas desde muy diversos en-
foques. Simplificando el debate, en un extremo se encuentran aquellos trabajos 
que sostienen una defensa apologética de las transformaciones productivas, y 
en el otro, quienes descartan toda opción de viabilidad del proceso en marcha.

Entre los estudios que realizan una evaluación positiva, se pueden 
mencionar los de la fao (2004), Trigo y Cap (2006) y Qaim y Traxler (2004). 
En líneas generales, estos trabajos sostienen que las transformaciones desarro-
lladas en el sector agropecuario han tenido efectos positivos desde el punto de 
vista social porque impulsaron un importante crecimiento en el empleo agro-
pecuario, efecto que se ve potenciado por el hecho de que fue acompañado por 
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un aumento en la productividad del trabajo en el sector durante un período en 
el que el crecimiento de la tasa de desempleo fue uno de los mayores problemas 
sociales del país.

En una postura diametralmente opuesta, se encuentran investigacio-
nes que sostienen que, a partir de las transformaciones indicadas, se impulsó 
un nuevo ciclo de capitalización que modificó los límites tecnológicos mínimos 
para seguir siendo competitivo. Por lo tanto, no se habría configurado un modelo 
generalizado de nueva estructura agraria, sino más bien una situación de duali-
dad social que nos muestra la existencia de incluidos/no incluidos en el modelo 
(Giarracca y Teubal, 2005; García y Rofman, 2009; Manzanal y Neiman, 2010). 

Ahora bien, según sostiene Rodríguez (2008), un balance de las conse-
cuencias económicas de las transformaciones en el sector agropecuario argen-
tino solo puede ser realista si logra captar, cuando existen, tanto sus impactos 
positivos como negativos. En esta línea, el presente trabajo se propone abordar 
las implicaciones concretas del proceso, analizando la dinámica que presenta 
una variable tan central como la distribución del ingreso en dicho sector.

Realizar ese análisis no es una tarea simple, principalmente debido a 
la carencia de datos estadísticos agregados que pongan de manifiesto la realidad 
de los trabajadores rurales argentinos. Por lo tanto, resulta complicado ha-
cerse de información fiable relativa a la cantidad de trabajadores y a sus niveles 
salariales, así como a su participación en el valor agregado generado en el sector. 
El elevadísimo nivel de informalidad laboral, sumado a la fuerte presencia de 
trabajo temporario –debido a la estacionalidad de algunas actividades– y a las 
situaciones de multiempleo en las que conviven trabajos urbanos y rurales, com-
plican aún más el panorama.

Por otro lado, la diversidad que existe dentro del sector agropecuario 
del país torna más compleja la factibilidad de caracterizar las condiciones de tra-
bajo de manera agregada. De hecho, es preciso subrayar que referirse al sector 
agropecuario como un todo, aun cuando sea común hacerlo, lleva a invisibilizar 
condiciones sumamente disímiles. Distintos ejes marcan las diferencias dentro 
del sector. Uno de los que se destaca es, sin duda, la región.1

Si bien la expansión masiva de la soja tiende a homogeneizar, por lo 
menos en apariencia, las producciones de las diferentes regiones (Pampeana, 
Nordeste –nea– y Noroeste –noa–), lo cierto es que el proceso ha tenido y tiene 
características diametralmente opuestas en cada una de estas. Dadas las propie-
dades agronómicas de la Región Pampeana, que, en general, son muy distintas 
de las del nea y del noa, para el análisis de la distribución del ingreso en el 
sector, hemos considerado pertinente diferenciar los distintos cultivos según se 
trate de la Región Pampeana o de otra. En consecuencia, nos centramos en el 

1   Varios trabajos examinan el empleo en el sector agropecuario para el total país subdividido por regiones 
(véanse por ejemplo, Neiman y Bardomás, 2001; Neiman, 2007, Quaranta y Fabio, 2008).
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análisis del comportamiento del empleo rural y de la distribución primaria de 
los ingresos en zonas con disímiles características socioproductivas. Con ese ob-
jetivo, realizamos dos estudios de caso –uno en un departamento de la Región 
Pampeana y el otro en uno de una región extrapampeana– para observar de for-
ma más nítida los diversos procesos de sustitución y expansión de la producción 
en zonas con diferentes capacidades productivas. 

El trabajo se estructura a partir de una metodología cuantitativa de re-
copilación de datos estadísticos de diferentes fuentes –lo cual permite brindar 
un panorama de algunos de los aspectos clave de la distribución del ingreso 
agropecuario en nuestro país– y se desarrolla en los siguientes apartados: en el 
primero, se presenta brevemente una caracterización del comportamiento 
del producto y de la generación de puestos de trabajo en el sector agropecuario; 
en el segundo, se describen las condiciones de trabajo en el sector agropecuario, 
prestando especial atención al grado de formalidad y al nivel de los salarios; en 
el tercer apartado, se analiza información sobre la distribución del ingreso sec-
torial para el total del país y se la compara con la distribución del conjunto de la 
economía; posteriormente, se exponen los resultados correspondientes al nivel 
de la distribución del ingreso focalizando, en primer lugar, en un caso de la zona 
núcleo de la Región Pampeana (Pergamino y Balcarce), y en segundo lugar, en 
una región extrapampeana (la Provincia del Chaco). Finalmente, se exponen las 
conclusiones. 

Producto y generación de puestos de trabajo  
en el sector agropecuario

Una temática fundamental a tratar es la capacidad de generación de 
empleo del sector agropecuario. El producto del sector viene creciendo a tasas 
elevadas y sostenidas desde mediados de la década de 1990, y esta expansión 
no fue esencialmente perturbada por los ciclos que sufrió la economía nacio-
nal. Más bien, pareciera que la producción sectorial es función de los factores 
climáticos, que afectan, en mayor o menor medida, a las cosechas. Como es 
posible apreciar en el Gráfico 1, la sequía de 2008-2009 produjo una importante 
caída en el producto sectorial, no obstante lo cual, ya hacia el año 2010, el nivel 
había vuelto a superar todos los valores records históricos. Nótese que, en 2011, 
el producto sectorial volvió a contraerse en el contexto de una economía en creci-
miento, lo cual vuelve a evidenciar la relativa independencia del sector respecto 
del ciclo de la economía en su conjunto. 

En la posconvertibilidad, el crecimiento del producto agropecuario 
hizo que en 2011 el valor agregado por el sector (a precios de 1993) fuese un 
36,1% mayor que el del año 2002. Este crecimiento es importante, pero se des-
luce al compararlo con la expansión del conjunto de la economía argentina, que 
fue mucho más veloz. De hecho, en el mismo período, el valor agregado total 
aumentó un 89,3 por ciento. 
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Aunque registró una significativa expansión en su producto, la genera-
ción de puestos de trabajo en el sector agropecuario ha sido relativamente poco 
relevante en el período que siguió a la caída del régimen de Convertibilidad. 
Frente al 36,1% de la expansión de la producción sectorial entre 2002 y 2011, la 
cantidad de puestos de trabajo creció tan solo un 14,0%. En el mismo período, 
la elasticidad empleo-producto del sector fue en promedio de 0,39, esto es, por 
cada 1% de crecimiento sectorial el número de puestos de trabajo se expandió 
en 0,39 por ciento. 

Mencionamos que, en el conjunto de la economía nacional, el creci-
miento de la producción entre 2002 y 2011 fue más rápido; pero, además, cabe 
señalar que la expansión también resultó más intensiva en empleo: la economía 
creció un 89,3% y la cantidad de puestos de trabajo fue, en promedio, de 0,54%: 
es decir, el empleo se incrementó en 0,54% por cada punto porcentual de creci-
miento económico. Como se ve, el valor es significativamente más alto que en el 
caso del sector agropecuario.

Si se analiza la dinámica del sector en un plazo más largo (por ejemplo, 
desde 1993), puede observarse que el valor agregado sectorial a precios constan-
tes evidencia una expansión significativa a lo largo de estos años, aunque con 
algunas fluctuaciones. Esta volatilidad ha sido marcadamente inferior que la 
que mostró el conjunto de la economía. Es decir, proporcionalmente, la crisis 

Gráfico 1. Evolución del valor agregado a precios constantes y de la cantidad de 
puestos de trabajo en el total de la economía y en el sector agropecuario (índice 
2002=100). Argentina. Años 2002/2011

Nota: A partir de 2008, los datos sobre puestos de trabajo se obtuvieron de la Dirección Nacional de Política Macroeconómica cuya información 
solo abarca puestos registrados.
Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la Dirección Nacional de Cuentas Nacionales (dncn) y del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (sipa).
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de 2001-2002 no implicó, en la producción del sector, una caída tan importante 
como en el total de la economía nacional. 

La expansión del sector agropecuario, no obstante, contrasta fuerte-
mente con la evolución del empleo sectorial, que evidenció una tendencia al 
estancamiento. El Gráfico 2 permite observar la dinámica del producto y del 
empleo sectorial para el período 1993-2011.

Condiciones de trabajo en el sector  
agropecuario: remuneraciones  
y proporción de empleo registrado 

Más allá de la alta f lexibilidad que supone el régimen de trabajo agro-
pecuario para los trabajadores que se encuentran registrados, una de las parti-
cularidades del sector es el elevado nivel de empleo no registrado, que alcanza 
valores mucho mayores que en el conjunto de la economía. En 2007 (último 
dato disponible), se registraban en el sector agropecuario 1.275.000 puestos de 
trabajo, de los cuales 455 mil correspondían a “no asalariados”, mientras que 
821 mil eran “asalariados”.2 De los asalariados, el 60,9% trabajaba sin contrato 

2   La categoría “no asalariados” corresponde a los trabajadores dedicados a la producción destinada en su 
totalidad a su propio consumo final o a su propia formación de capital, sea individual o colectivamente. Son 
trabajadores por cuenta propia, empleadores, patrones y familiares no remunerados (Fuente: indec).

Gráfico 2. Evolución del valor agregado a precios constantes y de la cantidad de 
puestos de trabajo en el sector agropecuario (índice 1993=100). Argentina. Años 
1993/2011

Nota: A partir de 2008, los datos sobre puestos de trabajo se obtuvieron de la Dirección Nacional de Política Macroeconómica cuya información 
solo abarca puestos registrados.
Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la dncn y del sipa.
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laboral registrado, mientras que en el agregado de la economía ese porcentaje 
era del 36,5 por ciento.

Es decir que, hacia 2007, en el sector agropecuario el 35,6% del total 
de los trabajadores se desempeñaba como no asalariado –en otras palabras, eran 
trabajadores que no se encontraban bajo relación de dependencia–, mientras que 
en el conjunto de los sectores productivos dicha proporción ascendía al 24,4%. 
Esta condición puede corresponder, en una porción de casos, a la situación de 
pequeños propietarios que explotan sus tierras en forma independiente y sin 
contratar empleados; y, en otro número de casos, puede tratarse del disfraz de 
una relación asalariada oculta, de modo que estos trabajadores, al igual que los 
asalariados no registrados, no accederían a la protección de la seguridad social 
(cifra, 2011). 

El crecimiento económico de los últimos años se vio acompañado por 
un descenso en el nivel de informalidad: en 2002 el 70,8% de los asalariados no 
se encontraba registrado (Cuadro 1), cifra que equivale al 44,8% de los puestos 
totales. De todos modos, los niveles actuales siguen siendo muy elevados, mayo-
res a los de cualquier otro sector, solo con excepción del Servicio doméstico y la 
Construcción (dncn, 2008).

Los trabajadores no registrados del agro no solamente carecen de la pro-
tección de la seguridad social y la cobertura de salud correspondiente, sino que, 
además, su salario es claramente menor al de aquellos que sí se encuentran 
registrados: es un 34,8% más bajo, aun sin considerar en la comparación a las 
contribuciones patronales (Cuadro 1).

El elevado porcentaje de trabajo temporal en el agro –debido a la esta-
cionalidad de varias de las actividades– estimula la contratación de trabajadores no 
registrados, al margen del régimen legal, con salarios inferiores y peores con-
diciones laborales, que escapan a la fiscalización por parte del Estado. A esto 

Gráfico 3. Composición de los puestos de trabajo del sector agropecuario y del 
total de la economía según categoría ocupacional (%). Argentina. Año 2007

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la dncn.
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se le suma la complejidad que en ciertas ocasiones implica el acceso a la ex-
plotación agropecuaria, por la distancia que debe recorrerse desde alguna sede 
administrativa. En el mismo sentido, la difusión en los años noventa de la fi-
gura del contratista –que, contando con ciertas maquinarias, provee servicios 
en distintas explotaciones– dio lugar a la tercerización de la producción y, con 
ello, a la tercerización laboral, con empleadores que desarrollan su tarea sin una 
localización fija. No obstante, esta mayor complejidad no justifica la reducida 
presencia fiscalizadora del Estado, que es que quien debe hacer cumplir la ley. 
Por supuesto, tampoco justifica la violación de la legislación vigente por parte de 
los empleadores.

En términos generales, los salarios pagados en el sector agropecuario 
son marcadamente menores que en el conjunto de la economía. Aunque a partir 
del año 2002 se evidencia una significativa mejora, tanto en términos absolu-
tos como con respecto al salario medio, en 2007 el salario promedio en el agro 
era un 33% inferior al del promedio de la economía; es decir que el trabajador 
agropecuario recibía apenas el 67% del salario medio de la economía. Estas ci-
fras eran aún más categóricas en el año 2002: el salario promedio del sector 
agropecuario era el 47% del salario medio de la economía, es decir, no llegaba ni 
siquiera a la mitad de este (Cuadro 1). Para el año 2011, en el caso de los asalaria-
dos registrados, su remuneración resultó un 42,2% más baja que la del total de 
los asalariados registrados.3

El ingreso mixto que reciben quienes son trabajadores por cuenta pro-
pia (en general se trata de pequeños productores propietarios de tierras o, en 

3   Datos de la Dirección Nacional de Política Macroeconómica, Secretaría de Política Económica, sobre el 
procesamiento del indec de los datos del sipa.

Cuadro 1. Indicadores seleccionados de empleo y remuneraciones en el sector 
agropecuario. Argentina. Años 2002 y 2007

Indicadores 2002 2007

Puestos de trabajo 1.224.886 1.275.408

Asalariados no registrados/Asalariados totales 70,80% 60,93%

Salario real medio mensual (en pesos de 2007) 654 1.113

Salario real medio mensual de Asalariados registrados (en pesos de 2007) 1.010 1.589

Salario real medio mensual de Asalariados registrados (sin contribuciones patronales)  
(en pesos de 2007)

800 1.240

Salario real medio mensual de Asalariados no registrados (en pesos de 2007) 506 808

Salario no registrados/Salario registrados (sin contribuciones) 63,25% 65,16%

Salario medio (sector agropecuario)/Salario medio del total de la economía 0,47 0,67

Fuente: Elaboración propia sobre datos de la Dirección Nacional de Cuentas Nacionales (dncn).
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muchos casos, arrendatarios, que suelen trabajar junto con sus familias) no es 
mucho mayor: en promedio, se aproxima al salario de los trabajadores asalaria-
dos registrados.

Es preciso destacar que la información agregada impide dar cuenta de 
la elevada segmentación que se registra en las remuneraciones de los trabaja-
dores del sector agropecuario. En realidad, no solamente se evidencian signifi-
cativas discrepancias remunerativas entre los trabajadores registrados y los no 
registrados, sino que hay, asimismo, claras diferencias en función del tipo de 
actividad y de las tareas que se llevan a cabo. Al hablar del “trabajo agrario”, se 
debe diferenciar a los peones rurales o trabajadores estacionales de los traba-
jadores especializados, como conductores de maquinaria agrícola y tractores o 
personal jerarquizado. Las remuneraciones percibidas por estos últimos (y sus 
condiciones de trabajo) difieren significativamente de las de los primeros. La 
información cuantitativa al respecto es, no obstante, relativamente escasa.

Distribución primaria del ingreso  
en el sector agropecuario4

La problemática de la distribución del ingreso no es un tema que suela 
abordarse en la literatura neoclásica. En términos generales, esta perspectiva 
considera que cualquier medida política que tenga como objeto la modificación 
de la distribución del ingreso le resta eficiencia al sistema. 

Es posible que esta sea una de las razones de que los análisis acerca 
de la distribución funcional del ingreso hayan escaseado en el transcurso de 
la década de 1990. Partiendo de una perspectiva distinta, Lindenboim plantea:

[...] a pesar de la relevancia teórica de la distribución funcional del ingreso y 
de sus posibles consecuencias políticas, en nuestro país, desde mediados 
de la década del setenta, el análisis de la misma ha sido relegado a un 
segundo plano, hasta prácticamente desaparecer en los noventa. De esta 
manera, los análisis acerca de la apropiación de la riqueza se han centrado 
en el ingreso personal (Lindenboim, Graña y Kennedy, 2005, p. 1). 

Sin embargo, más recientemente ha reaparecido el interés en el tema y 
se han desarrollado análisis acerca de la distribución funcional del ingreso. En 
esta línea, desde el Estado nacional, a través de la Dirección Nacional de Cuentas 
Nacionales (dncn), se realizó una estimación, para los años 1993 a 2005, de la 
retribución a los factores de la producción (véase indec, 2006).

En 2007,5 la remuneración al trabajo asalariado (tanto registrado como 
no registrado) constituía solamente el 16,1% del Valor Agregado Bruto a precios 

4   Los datos que se presentan aquí y en el resto del trabajo, salvo mención explícita en contrario, correspon-
den a la rama “Agricultura, ganadería, caza y silvicultura”.
5   Último dato disponible de la distribución funcional por sectores publicada por el Instituto Nacional de 
Estadística y Censos (indec).
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de productor, al tiempo que, en el conjunto de la economía, esa participación 
llegaba al 38,9%. O sea, la participación de la remuneración al trabajo asalariado 
en el sector agropecuario era menos de la mitad de lo que representaba en el 
total de las actividades. 

En el Cuadro 2, puede observarse que el sector agropecuario se destaca 
por tener una participación inferior de la retribución a los asalariados sobre el 
Valor Agregado Bruto, a precios del productor, que la que muestra el conjunto de 
la economía. No obstante, la diferencia que podía verse en los años 2000 y 2001 
es significativamente inferior a la que aparece luego de la salida del régimen de 
Convertibilidad. En efecto, la disminución de la participación de los salarios es 
bastante más nítida en el sector agropecuario que en el conjunto de la economía.

El nivel inferior de la participación salarial encuentra su explicación en 
los salarios mínimos medios del sector. No obstante, su trayectoria no puede ser 
explicada por la evolución de los salarios, ya que el salario medio del sector agro-
pecuario ha crecido por encima del salario medio del país (Cuadro 1). Las causas 
de la mayor diferencia en la participación salarial deben buscarse, por lo tanto, 
en el aumento de las ganancias y las rentas del sector agropecuario, por un lado, 
y en la baja generación de puestos de trabajo, por el otro.

Si se considera también en estos guarismos el ingreso mixto bruto, que 
puede ser en parte remuneración al trabajo pero también ganancia y renta, el 
sector se sigue destacando por el reducido porcentaje del ingreso del que se apro-
pian los trabajadores. En 2007, el cociente entre el total de remuneraciones más 
el ingreso mixto y el Valor Agregado era del 26,4%, mientras que en el total de 
la economía era del 49 por ciento.

Estudio de Caso I: zona núcleo  
de la Región Pampeana (Pergamino) 

En este apartado, se lleva a cabo una aproximación general al problema 
de la distribución funcional primaria del ingreso en el sector agropecuario, en-
tendiendo que se está tratando con una temática no suficientemente explorada 
por los análisis que estudian los complejos agroalimentarios. Se expone, con ese 
fin, una estimación del estado en que se halla tal distribución, desagregado por 
producción. Intentando llevar a cabo tal ejercicio, se toma el caso de la zona nú-

Cuadro 2. Participación de la retribución al trabajo asalariado en el Valor Agregado 
Bruto (%), a precios del productor 2000-2007. Sector agropecuario y total de la 
economía. Argentina. Años 2000/2007

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007

Sector agropecuario 26,9 30,6 12,2 13,4 15,0 15,8 18,7 16,1

Total de la economía 38,6 39,8 32,1 31,2 32,8 35,0 37,7 38,9

Fuente: Elaboración propia sobre datos de la Dirección Nacional de Cuentas Nacionales (dncn).
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cleo de la Región Pampeana (Pergamino). Debe notarse que se trata de una zona 
en la que los rendimientos por hectárea de los cultivos son más elevados que en 
otras, lo que implica la presencia de mayores rentas y ganancias extraordinarias.

Sobre la base de esquemas de costos elaborados por el inta Pergamino, 
se estima, en primer lugar, la manera en que se distribuye el Valor Agregado 
Bruto a precios básicos (vabpb) entre salarios y ganancia, considerando en esta 
última la renta que percibe el propietario del campo. Se ha optado por considerar 
el vabpb, es decir, el valor incorporado al producto excluyendo los impuestos. 
Esta decisión metodológica se relaciona con el interés por considerar cómo se 
distribuye el producto entre ganancia, salario y renta. El Gráfico 4 muestra la 
composición del vabpb en el caso de la soja, para el año 2010.6 No se trata de 
valores promedio del país, sino de valores referidos a la zona núcleo de la Región 
Pampeana (Pergamino). Esto muestra (Gráfico 1) la ganancia bruta y los salarios 
pagados en las actividades directamente productivas, de implantación y cuidado 
del cultivo y de cosecha. No se tienen en cuenta, en este primer análisis, los 
gastos salariales en estructura, que serán incorporados más adelante. Para una 
producción de 684 dólares por hectárea, solo se destinaron 23 al pago de sala-
rios. Este valor representa el 3,4% del valor bruto de la producción y, lo que es 
más significativo todavía, solamente el 4,4% del valor agregado total. Es decir 
que las ganancias –se incluyen aquí ganancias y rentas– representaron el 95,6% 
del Valor Agregado Bruto a precios básicos.

6   Se considera el año 2010 para hacer posible un cierto grado de comparación con la distribución del ingre-
so a nivel de cultivos en la Provincia del Chaco, dado que, en este caso de estudio, se cuenta con información 
de márgenes brutos hasta mediados de 2010. 

Gráfico 4. Composición de ingresos de la producción de soja, en dólares por 
hectárea, de la zona núcleo de la Región Pampeana, alto rinde de soja. Año 2010

Fuente: Elaboración propia sobre datos del inta Pergamino (2010) y Márgenes Agropecuarios.
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Para entender los alcances de estos valores, pueden establecerse, al me-
nos, dos comparaciones: la primera, con respecto al resto de los cultivos que se 
realizan en la zona (los más importantes), y la otra, con respecto a la distribución 
primaria para el total del país. 

En primer lugar, se estima la distribución en los otros cultivos. El 
Gráfico 5 muestra que los guarismos no difieren significativamente al com-
parar soja, maíz, trigo y girasol. Los cuatro cultivos principales de la Región 
Pampeana evidencian una distribución de los ingresos que deja a los salarios 
una participación marginal. En este sentido, se analizan dos alternativas con 
respecto a los cultivos, siempre sobre la base de los esquemas del inta: altos y 
bajos rendimientos. Es posible apreciar que, cuando el rinde del cultivo es bajo, 
la masa salarial también tiende a disminuir. Esto se explica porque se asume 
que los costos de implantación y cuidado no varían con los rendimientos y que, 
en cambio, sí se modifican los pagos realizados para la cosecha, de modo que la 
masa salarial depende en forma directa del volumen de lo cosechado. En defini-
tiva, en las estimaciones que aquí se expusieron se supone que la diferencia en 
el rendimiento del cultivo no viene dada por mejores o peores técnicas, sino que 
resulta ser una variable exógena a la forma en que fue producida (ya sea diferen-
cias climáticas, de los suelos, etc.). 

En el caso de los cuatro cultivos principales de la Región Pampeana, 
el componente salarial, al menos en la zona núcleo, fue mínimo. En cada caso, 
se trata de participaciones realmente bajas. Dentro de esta similitud, el cultivo 
de mayores salarios por hectárea fue el maíz, seguido por la soja. Esto obedece 
a que en la implantación del cultivo y en su ulterior cuidado se realizan, compa-
rativamente, gastos salariales menores, y a que los elevados costos de la cosecha 
implican mayores erogaciones en el pago de salarios. 

Gráfico 5. Composición del valor bruto por hectárea (en u$s/ha) de los cuatro 
cultivos principales de la Región Pampeana. Año 2010

Fuente: Elaboración propia sobre datos del inta Pergamino (2010) y Márgenes Agropecuarios.
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La soja es, a pesar de todo, el cultivo de menor participación salarial 
de todos los examinados. Esto significa que, si bien al analizarlo en términos 
directos genera una masa salarial por hectárea superior a la del trigo, cuando se 
considera la proporción que representan los salarios sobre el valor agregado tal 
participación es la menor de todos los cultivos. El maíz, por ejemplo, tuvo una 
participación salarial en el producto de entre el 4,5% y el 5,7%, y el trigo, de entre 
el 7,3% y el 12,3%, en función, principalmente, de los rendimientos obtenidos.

En el Gráfico 6, se incorporan, como elemento del gasto salarial, los 
gastos salariales en estructura, como por ejemplo, el pago de asesoramientos 
técnicos. Incluso en este escenario, la participación de dicho gasto en el valor 
agregado del producto es notablemente baja. Teniendo en cuenta todos los gas-
tos e incorporando costos de estructura, los salarios representan, en el caso de la 
soja, entre el 8,5% y el 12,4% del valor agregado a precios básicos. Es decir que 
las rentas y las ganancias dan cuenta de entre el 87,6% y el 91,5% (debe recordar-
se que no se consideró la masa de riqueza dedicada al pago de impuestos).

En el año 2007 (último dato disponible), como se vio, la remuneración 
al trabajo asalariado en el conjunto de la economía argentina llegaba al 39% del 
Valor Agregado Bruto, al tiempo que otro 10% correspondía a la participación 
del ingreso mixto bruto. Este 39% se contrapone claramente con los niveles me-
nores al 10% evidenciados para el caso de la soja, tanto con altos como con bajos 
rendimientos. En otras palabras, la distribución del ingreso en la zona núcleo 
de la Región Pampeana, para el caso de los cuatro principales cultivos, conlleva 
una participación muy inferior de los salarios con respecto a la del total de la 
economía. 

Gráfico 6. Participación porcentual del salario en el Valor Agregado Bruto, precios 
básicos, de los principales cultivos pampeanos. Argentina. Año 2010

Fuente: Elaboración propia sobre datos del inta Pergamino (2010) y Márgenes Agropecuarios. 
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Por otro lado, la reducida participación del gasto salarial en el total del 
producto no impulsa, en ninguna medida, a que los trabajadores se encuentren 
debidamente registrados como tales frente a las autoridades laborales. La muy 
elevada proporción de trabajadores no registrados (a los que no se les realiza 
aportes previsionales para su futura jubilación, ni se les brinda una obra social 
que pueda atenderlos en temas vinculados con su salud o la de su familia), que, 
como vimos, supera el 60% de los asalariados del sector, pone de manifiesto 
que, aun cuando la masa salarial (y, por tanto, el gasto en aportes previsionales) 
sea una proporción muy pequeña del valor agregado, de todas maneras los em-
presarios tienden hacia formas de contratación del trabajo que son ilegales en el 
país. En efecto, es claro el hecho de que el porcentaje de trabajadores no registra-
dos no dependa tanto del gasto que pueda involucrar su contratación legal, sino 
de los controles que se realicen sobre las condiciones de contrato.

La reducida participación del salario en el valor bruto de la producción 
agropecuaria no constituye un hecho novedoso, por lo que no se está en presen-
cia de una consecuencia del proceso de sojización. Además, una situación en 
extremo parecida se observa para las restantes producciones (al menos, en esta 
región). Sin embargo, debe notarse que se ha consolidado la concentración del in-
greso, lo que es ya una característica de las producciones extensivas pampeanas. 

Estudio de Caso II: región extrapampeana (Chaco)

En la actualidad, la soja tiene una muy elevada importancia en prác-
ticamente la totalidad del territorio nacional (con excepción de las provincias 
correspondientes a la Región Patagónica y la Región de Cuyo). De esto se dedu-
ce que esta oleaginosa ha dejado de ser un cultivo exclusivamente pampeano, 
para pasar a tener un peso significativo en diversas provincias del norte argen-
tino –aun siendo preponderante en la Región Pampeana–. En varias de ellas, la 
participación del cultivo de soja sobre el total de la superficie cultivada alcanza 
proporciones superiores al 40%, como, por ejemplo, en Salta (49,7%), Chaco 
(40,8%), Santiago del Estero (49,5%) y Tucumán (51,4%) (minagri, 2011).

A continuación analizamos el segundo estudio de caso del presente tra-
bajo: el referido a la Provincia del Chaco.

Este apartado, se propone complementar la presentación de la distri-
bución del ingreso en el conjunto del sector agropecuario ya expuesto, con es-
timaciones acerca de la distribución del ingreso resultante de los procesos de 
producción de algunos cultivos. Para tal estimación, se han utilizado como 
base los esquemas de costos por cultivos elaborados por el Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria (inta) Sáenz Peña. A partir de ellos, se estimó la por-
ción de la riqueza generada que reciben los asalariados en ciertas producciones 
clave de la Provincia del Chaco. 

En principio, debe notarse que se trata de una zona en la que los ren-
dimientos por hectárea de los cultivos son más reducidos que en otras, lo que 
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implica, en términos generales, la presencia de menores rentas y ganancias ex-
traordinarias, especialmente en el caso de los cultivos extensivos y típicamente 
pampeanos.

Al igual que en el caso de estudio anterior, se ha optado por considerar 
el Valor Agregado Bruto a precios básicos (vabpb). Ello obedece, también aquí, 
al interés por considerar cómo se distribuye el producto entre ganancia, salario 
y renta. 

El Gráfico 7 muestra la composición del vabpb en el caso de la soja, 
para el año 2010. No se trata de valores promedio del país, sino de guarismos 
obtenidos para la Provincia del Chaco y se refieren a la ganancia bruta y a los 
salarios pagados en las actividades directamente productivas, de implantación 
y cuidado del cultivo y de cosecha. Para una producción de 564 dólares por hec-
tárea, apenas se destinaron 27 al pago de salarios. Este porcentaje representa el 
4,8% del valor bruto de la producción y apenas el 7,5% del valor agregado total. 
O sea que las ganancias –se incluyen aquí ganancias y rentas– acapararon el 
92,5% del Valor Agregado Bruto a precios básicos.

A su vez, resulta interesante comparar estas cifras con las de los culti-
vos más importantes (además de la soja) que se realizan en la región. Al respec-
to, el Gráfico 8 muestra que, en el caso de las producciones intensivas en mano 
de obra, como el algodón, los resultados difieren sustancialmente con respecto 
a los obtenidos en la sección anterior. En efecto, en muchas actividades regio-
nales, la proporción del valor agregado que se destina al pago de salarios resul-
ta sensiblemente superior a lo que se observa para las producciones extensivas 
pampeanas. Al igual que se hizo en el caso de estudio anterior, se consideraron 
dos alternativas con respecto a los cultivos, también sobre la base de los esque-
mas del inta: altos y bajos rendimientos.

Gráfico 7. Composición de ingresos de la producción de soja, en dólares por 
hectárea, de la zona extrapampeana (Chaco), alto rinde de soja. Año 2010

Nota: Al considerar los precios básicos, no se incluye el monto destinado al pago de las retenciones, que incide sobre la soja y no sobre el algodón.
Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Elena, 2010 y Rodríguez, 2008.
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Claramente, el cultivo de mayores salarios por hectárea entre los tres 
considerados fue el algodón. Esto se debe a que en la implantación del cultivo y 
su posterior cuidado, en comparación, se realizan gastos salariales mayores, ya 
que los altos costos de la cosecha generan mayores desembolsos en el pago de 
salarios. 

El algodón es, además, el cultivo de mayor participación salarial de to-
dos los analizados. Ello quiere decir que, tanto cuando se lo analiza en térmi-
nos directos como cuando se estudia la proporción que representan los salarios 
sobre el valor agregado, los salarios involucrados en la producción de algodón 
resulta ser los mayores de todos los cultivos bajo análisis. La soja, por ejemplo, 
tuvo una participación salarial en el producto de entre el 7,5% y el 13,5% y el 
girasol, de entre el 5,7% y el 6,9%, dependiendo siempre principalmente de los 
rendimientos obtenidos. 

En el Gráfico 9 puede verse que, considerando todos los costos, los sa-
larios representan, en el caso del algodón, entre el 25,6% y el 31% del valor agre-
gado a precios básicos. Es decir que las rentas y las ganancias acapararon entre 
el 69% y el 74,4% (debe recordarse que, nuevamente, se excluyó la masa de 
riqueza destinada al pago de impuestos).

En 2007 (último año para el que se cuenta con datos para el conjunto 
del sector), como se dijo, la remuneración al trabajo asalariado en el conjunto de 
la economía argentina llegaba al 39% del Valor Agregado Bruto, al tiempo que 
otro 10% correspondía a la proporción del ingreso mixto bruto. Si bien la parti-
cipación del salario en la producción de algodón se encuentra por debajo de los 
valores del promedio de la economía, la misma parecería ubicarse por encima 
de la media del sector agropecuario y, por ende, sería claramente superior a la 

Gráfico 8. Composición del valor bruto por hectárea (u$s/ha) de los cultivos 
principales de la Provincia de Chaco. Año 2010

Nota: Al considerar los precios básicos, no se incluye el monto destinado al pago de las retenciones, que incide sobre la soja y no sobre el algodón.
Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Elena, 2010 y Rodríguez, 2008.
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participación registrada en los cultivos “pampeanos”, ya sea que estos se lleven a 
cabo en la Región Pampeana o en regiones extrapampeanas. En otros términos, 
la distribución del ingreso en la producción de algodón en la Provincia de Chaco 
implica una participación mucho mayor de los salarios que en el caso de los 
cultivos de soja y girasol, aun cuando estos se producen en zonas no pampeanas. 

Comentarios finales

En las últimas décadas, viene desarrollándose en el sector agropecuario 
argentino un proceso de transformación que consiste en: a) un uso creciente y 
continuo de las tierras para cultivos agrícolas; b) un desarrollo de producciones 
orientadas al monocultivo (centralmente soja, o la combinación trigo-soja); y c) 
una expansión de la frontera agropecuaria y de las lógicas de producción pam-
peanas (producción extensiva) hacia regiones extrapampeanas. 

Como se deduce de lo expuesto, estas transformaciones han tenido sig-
nificativas implicaciones económicas tanto en el sector agropecuario, como en el 
conjunto de la economía. Al respecto, podríamos sintetizar algunas cuestiones. 

En primer lugar, aunque se observa una mejora de los salarios del sec-
tor a partir de 2002, estos se encuentran marcadamente por debajo del salario 
medio de la economía, circunstancia a la que suma el hecho de que el grado 
de informalidad del sector agropecuario se encuentra por encima del conjunto de 
la economía. 

En segundo lugar, en este sector, la participación de la retribución al 
trabajo asalariado en el valor agregado resulta inferior respecto del conjunto de 
la economía. Esta diferencia se ha agudizado luego de la devaluación, al punto 
de que la participación del trabajo es menos de la mitad de la que se registra en 

Gráfico 9. Participación porcentual del salario en el Valor Agregado Bruto, precios 
básicos, de los principales cultivos chaqueños. Año 2010

Nota: Al considerar los precios básicos, no se incluye el monto destinado al pago de las retenciones, que incide sobre la soja y no sobre el algodón.
Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de Elena, 2010 y Rodríguez, 2008.
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el total de la economía. No obstante, esa agudización de la brecha de la partici-
pación salarial entre el sector agropecuario y el total de la economía no puede 
explicarse por la evolución de los salarios medios, ya que la remuneración media 
de ese sector creció, desde 2002, por encima de la del conjunto de la economía. 
De aquí se desprende que lo que explica la participación cada vez menor de los 
salarios en el valor agregado del sector agropecuario debe ser el crecimiento 
del excedente del sector (que, necesariamente, resultó superior a la expansión del 
salario medio sectorial).

Un tercer punto que resulta relevante es el hecho de muchas veces las 
transformaciones acaecidas en el sector agropecuario argentino han derivado en 
la sustitución de productos regionales por producciones extensivas de soja. En el 
Chaco, por ejemplo, hasta la campaña 1997/1998, la producción de algodón re-
presentaba más del 70% de la superficie provincial cosechada. En la actualidad, 
puede observarse un continuo y paulatino incremento de la superficie cultivada 
con soja. En la campaña 2003/2004, la superficie provincial sembrada con algo-
dón llegó a 160.000 ha mientras que, en la misma campaña, el cultivo de soja 
ocupó una superficie de 772.000 ha (Dal Pont y Longo, 2007, p. 115).

En este punto, es importante retomar la descripción de la dinámica que 
muestra la distribución del ingreso en zonas y productos diferentes. Esto per-
mite reflexionar sobre cuál es el peso que tiene en dicha distribución una de las 
principales consecuencias de las transformaciones en el sector agropecuario: la 
sustitución de productos.  

En la zona núcleo de la Región Pampeana, cuando se analiza el ingreso 
generado en la producción de una hectárea de soja, maíz, trigo y girasol, es decir, 
de los cuatro principales cultivos pampeano, en todos se observa una partici-
pación marginal de los salarios, claramente inferior al total del sector y de la 
economía. 

En cambio, cuando se estudian los principales cultivos de la Provincia 
del Chaco –soja, algodón y girasol–, se evidencian significativas diferencias en 
la distribución del ingreso entre los distintos cultivos: la masa salarial por hectá-
rea de la producción de algodón es notoriamente superior a la de los cultivos de 
soja y girasol, la cual, incluso, se ubica por encima de los valores promedios del con-
junto del sector agropecuario. No obstante, aun en el caso del cultivo de algodón, 
la participación de los salarios en el valor agregado es inferior a la que se registra 
en el conjunto de la economía nacional. 

Ahora bien, frente a estos resultados, es necesario destacar algunas li-
mitaciones del análisis. Al aplicar los esquemas de costos, se logra captar de 
manera adecuada el impacto sobre la distribución del ingreso de una potencial 
sustitución de producciones pero, en cambio, no es posible dar cuenta de la inci-
dencia que tiene sobre esa distribución el cambio en el tamaño de la explotación 
media. Ello obedece a que los esquemas de costos están pensados para cierto 
tamaño de explotación. En otras palabras, los esquemas aquí empleados supo-
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nen que el costo no depende de la cantidad total de hectáreas que se explotan.7 
Esta limitación no cierra el análisis, sino que, más bien, plantea un panorama 
general que da cabida a próximas investigaciones en las que se busque determi-
nar con mayor exactitud cuál es el impacto de la sustitución de cultivos sobre la 
distribución del ingreso en el sector agropecuario. 

Hecha esta salvedad, podemos concluir que en este estudio se obser-
va que, en principio, una hectárea de soja implica menos salarios que una de 
algodón, por lo que, si se reemplaza una cierta cantidad hectáreas de algodón 
por otras de soja (como se viene observando en la Provincia del Chaco, al menos 
hasta hace algunas campañas), es de esperar que la situación de los asalariados 
empeorará. Este tipo de efectos son justamente los que podrían verse, con mayor 
exactitud, si se incorporan al estudio aquí realizado las variaciones que tienen 
lugar en el uso de la tierra en nuestro país.

En la producción agropecuaria, debido a que la tierra (de una calidad 
o fertilidad dada) no es reproducible (Georgescu-Roegen, 1969; Rodríguez, 
2008), los aumentos de la riqueza (ya sea en términos de valor bruto o de valor 
agregado) no implican necesariamente una mayor masa salarial. Esto es así por-
que en el agro existe un factor fijo: la tierra. En términos simples, es raro que un 
aumento en la industria automotriz dé lugar a una reducción en la producción 
de heladeras (al menos en ausencia de pleno empleo). En cambio, una mayor 
producción de trigo, por ejemplo, puede llevar a una reducción en la produc-
ción de maíz. De este modo, cuando se sustituye un cultivo por otro buscando 
mayores ganancias, podría generarse una menor riqueza o, dicho más sencilla-
mente, podría reducirse “la torta a repartir” (léase el valor de la producción). Por 
lo tanto, se hace evidente que, especialmente en la producción agropecuaria, las 
ganancias individuales no deberían ser la única guía orientadora del uso de la 
tierra cultivable.

7   Esta limitación puede relativizarse si se tiene en cuenta el análisis de sensibilidad a los rendimientos rea-
lizado en cada caso de estudio. Si bien no hay una relación unívoca entre tamaño de la explotación y rendi-
mientos, la inclusión de estos últimos en el análisis podría subsanar, al menos parcialmente, esta dificultad.
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Resumen
En este trabajo se analizan una serie de aspec-
tos que resultan centrales para comprender 
la situación de los trabajadores en el sector 
agropecuario. En primer lugar, se contrapone 
la evolución del producto del sector con su 
capacidad para generar puestos de trabajo. 
Luego, se da cuenta de las condiciones de em-
pleo poniendo especial énfasis en el estudio del 
grado de informalidad y de los niveles salariales. 
Se compara, a continuación, la distribución 
primaria del ingreso del sector con la de la 
economía nacional en su conjunto. Este análisis 
distributivo se complementa con dos estudios 
de caso que intentan poner de manifiesto las 
implicancias de los distintos cultivos llevados a 
cabo en diferentes regiones. El estudio muestra 
que el salario medio del sector agropecuario 
sigue estando muy por debajo de la remunera-
ción promedio de la economía y que, además, la 
participación de los salarios en el valor agregado 
del sector se ha reducido desde la salida de la 
Convertibilidad, incluso en un contexto de au-
mento del salario medio sectorial. Finalmente, 
sobre la base del análisis de los casos men-
cionados, se asocia la distribución del ingreso 
con los distintos cultivos y las regiones donde 
estos se desarrollan. Al respecto, se discute 
el rol de las ganancias individuales como guía 
orientadora del uso de la tierra cultivable. 

Abstract
This paper discusses a number of issues that 
are central to understanding the situation of 
workers in the agricultural sector. First, the 
evolution of the sectorial product is contrasted 
with the capacity that it possesses to generate 
jobs. Then, the working conditions verified 
in the agricultural sector are described, with 
particular emphasis on the study of the degree 
of informality and the wage levels. It then 
compares the primary distribution of income 
of the sector to that of the national economy 
as a whole. This distributional analysis is 
complemented by two case studies that 
attempt to show the implications that distinct 
crops carried out in different regions have. 
The study shows that the average wage in the 
agricultural sector remains well below the 
average wage in the economy and, in addition, 
the share of wages in the sectorial value added 
has declined since the end of the convertibility 
regime, even in a context of an increasing 
average wage in the sector. Finally, based 
on the analysis of the above cases, income 
distribution is associated to the different crops 
and the regions where they are carried out. In 
this regard, the role of individual earnings as a 
guide to the use of arable land is discussed.

Palabras clave
Sector agropecuario
Distribución del ingreso
Economías regionales

Key words
Agricultural sector
Income distribution
Regional economies
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II Jornadas Nacionales  
sobre Estudios Regionales  
y Mercados de Trabajo
Santa Fe, 4 y 5 julio de 2012

Programa de actividades

Miércoles 4 de Julio

8.30 a 10 h Acreditaciones

10.00 h Apertura del evento

10. 30 h Mesa redonda inaugural: “Tensiones actuales en los merca-
dos de trabajo. Diferentes perspectivas regionales”. 

Participan: Agustín Salvia (conicet-uba-uca), Marta Panaia 
(conicet-uba), Jorge Paz (conicet-unsa). 

Coordina: Andrea Delfino (unl)

12.00 h Pausa para el almuerzo

14.30 a 16.30 h Mesas de trabajo simultáneas

16.30 a 17.00 h Coffee Break

17.00 a 19.00 h Mesas de trabajo simultáneas

Jueves 5 de julio

9.00 a 11.00 h Mesas de trabajo simultáneas

11.00 a 11.30 h Coffee Break

11. 30 a 13.30 h Mesas de trabajo simultáneas

13.30 h Pausa para el almuerzo

 | Año 2012 | págs. 237-254
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15. 30 h 

17. 00 h

Mesa redonda de revistas: 

1) Presentación del número 7 de la Revista de Estudios 
Regionales y Mercado de Trabajo (publicación de la Red simel) 

2) Presentación de revistas y sitios web de centros miembros 
de la Red simel:

• Presentación del número 7 y del número especial temático 
de Pampa. Revista Interuniversitaria de Estudios Territoriales, 
publicación conjunta de la unl y de la udelar

• Presentación de De Prácticas y Discursos. Cuadernos de 
Ciencias Sociales, nueva revista del Centro de Estudios 
Sociales de la unne

• Presentación del sitio web y de la Colección de Documentos, 
del Instituto de Estudios Laborales y Desarrollo Económico 
-unsa

• Presentación del sitio web y de la publicación simel noa, 
unju

Coordina: Nora Lac Prugent (unr)

17.00 - 17.30 h Coffee Break 

17.30 - 18.30 h Conferencia de cierre: “Hacia una nueva concepción de las 
regiones desde los territorios comprometidos. Entender el 
camino de las utopías desde el precipicio de las distopías”, a 
cargo de Elsa Laurelli (ceur-conicet). 

Coordina: Hugo Arrillaga (UNL)



Revista de Estudios Regionales | 8 239

Mesa Temática 1. Fuentes y metodologías 
cuantitativas y cualitativas en los estudios 
regionales y del mercado de trabajo

Coordinadoras: Marta Panaia (conicet-uba) y Nora Lac Prugent (unr)

En el primer bloque de la tarde, se presentó la ponencia “Observatorio 
de conflictividad laboral en Córdoba. Fuentes y metodologías para el análisis y 
caracterización” de Estefanía Becerra y Álvaro Martos (Córdoba), donde se relata 
el surgimiento del Observatorio de Conflictividad como necesidad ante la frag-
mentación, subregistro e invisibilización de los conflictos y las dificultades de 
contar con datos sistemáticos y sistematizados sobre la conflictividad social de la 
Provincia de Córdoba que permitan a las organizaciones sociales una compren-
sión amplia del contexto a fin de poder generar estrategias para la acción.

Luego, Marina Fernández, Elena Ferreyra y Omar Vassallo (Rosario) 
expusieron su trabajo “Análisis de indicadores objetivos y subjetivos para eva-
luar la calidad de vida en la ciudad de Rosario”. En esta investigación se utilizan 
indicadores provenientes de la Encuesta Permanente de Hogares (eph) para in-
dagar el nivel de cumplimiento de los indicadores de Desarrollo Humano en el 
Aglomerado de Gran Rosario y, posteriormente, compararlo con las apreciacio-
nes de sus habitantes a través de una encuesta de percepción ciudadana realiza-
da en 2006.

A continuación, Federico Fernández (Jujuy), con una mirada antropo-
lógica, presentó “Aplicaciones del análisis reticular en diseños de investigación 
combinados”. En este trabajo muestra la utilidad que tiene el análisis de redes 
sociales en la construcción de diseños de investigación combinados, aplicándolo 
al caso de los registros etnográficos y al mapeo de redes relacionales parentales 
caracterizadas como cercanas y/o lejanas de una determinada zona. Luego, esto 
se combina con un análisis relacional que permite construir puentes analíticos 
entre abordajes cuantitativos y cualitativos para el estudio del capital social y el 
acceso al mercado de trabajo, contemplando las diferencias regionales. 

Para cerrar este bloque, María Cecilia Formento y Lucila Somma 
(Ciudad de Buenos Aires) se refirieron a “La combinación de encuestas longitu-
dinales y estudios biográficos en la reconstrucción de trayectorias simultáneas 
de formación y empleo. Un aporte a los estudios de seguimiento de graduados 
universitarios”. Las autoras estudian el caso de graduados universitarios de la 
carrera de Ingeniería para mostrar la idoneidad de las técnicas longitudinales, 
combinadas con técnicas biográficas, en el análisis de las trayectorias en el mer-
cado de trabajo. Aunque la investigación se concentra en ingenieros, la metodo-
logía resulta aplicable a otras profesiones y ocupaciones, pues contempla la gran 
complejidad de relaciones que se juegan en un mercado de trabajo flexible.
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En el segundo bloque de la tarde, Nora Lac Prugent, y María C. Añaños 
(Rosario) presentaron “Estrategias metodológicas para los estudios regionales 
y del mercado de trabajo”. En esta ponencia muestran los desafíos que enfren-
ta la educación superior para jugar un rol activo en los cambios de la sociedad 
contemporánea e incorporar nuevas formas de medición. Ejemplifican esta si-
tuación con el caso de un curso de posgrado de Estadística para las Ciencias 
Sociales dictado en la Universidad Nacional de Rosario.

A continuación, se expuso la ponencia “Mercados de trabajo locales: los 
límites de la información para orientar políticas de formación y empleo. El caso 
de la vitivinicultura mendocina”. En este trabajo, sus autoras, María Eugenia 
Martín y María Albina Pol (Cuyo), evidencian la escasa disponibilidad de siste-
mas integrales de información sobre los mercados de trabajo locales para orien-
tar políticas de formación y empleo, haciendo un repaso de las fuentes más fre-
cuentes de datos para interpretar y diagnosticar el mercado de trabajo regional y 
rescatando la importancia de la actividad de la Red simel.

Por último, el cierre de este bloque estuvo a cargo de Ezequiel 
Monteforte (Ciudad de Buenos Aires), quien en “Precariedad laboral: debate so-
bre su contenido y formas de medición” problematiza la variable “precariedad 
laboral” de acuerdo con diferentes corrientes teórica.

El tercer bloque de esta mesa temática, que se desarrolló durante la ma-
ñana del día siguiente, se inició con la exposición de “Indicador de demanda 
laboral (idl) para Salta”, a cargo de Fernando Romero, Gastón Carrazán Mena, 
Carla Arévalo Wierna y Nicolás Liendo (Salta). En este trabajo, los autores desa-
rrollan una metodología para el cálculo del idl y presentan una serie completa 
de tres años de longitud de un indicador agregado e indicadores sectoriales y 
ocupacionales para Salta.

El bloque continuó con la participación de Ignacio Trucco (Santa Fe), 
quien presentó “El enfoque de los subsistemas de acumulación y los estudios 
regionales contemporáneos. Reflexiones conceptuales y metodológicas”. La po-
nencia propone un análisis metodológico comparado oponiendo dos grandes 
programas de investigación en el campo de las ciencias regionales; desarrolla 
los supuestos fundamentales de cada perspectiva e indaga el tipo de objeto que 
cada enfoque construye.

Finalizó el desarrollo de la Mesa Temática 1, la ponencia “Relevancia de 
variables socioeconómicas sobre la participación laboral femenina en el merca-
do laboral santafesino”. Su autora, Jimena Vicentin Masaro, analiza la relevancia 
de ciertas variables mediante un modelo estadístico no lineal, con enlace probit, 
para el mercado laboral del Gran Santa Fe en 2003 y 2010.
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Mesa Temática 2. Trabajo infantil y adolescente

Coordinadores: Jorge Paz (conicet-unsa) y Pablo Barbetti (unne)

La sesión de esta mesa temática incluyó un total de cinco exposicio-
nes de investigaciones realizadas por participantes de las regiones noa, nea y 
Pampeana.

 “Trabajo infantil y adolescente en basurales de Jujuy” es la ponencia 
presentada por Liliana Bergesio, Claudia Spione y Mabel Vargas (Jujuy). En ella 
se muestran las múltiples y diversas actividades que los niños realizan en un es-
pacio poco estudiado a nivel nacional –los basurales–, a la vez que se describe la 
situación socioeconómica de estos niños y de sus grupos familiares así como los 
diversos organismos que intervienen en la problemática. El estudio se desarrolló 
en las principales ciudades de la Provincia de Jujuy, relevando datos en cinco ba-
surales a partir de la metodología de Estudios Rápidos, elaborada por unicef y 
oit. El trabajo culmina con algunos aportes de tipo propositivo para hacer frente 
a la problemática. 

Luego, Pablo Barbetti, José Pozzer y Catalina Rindel (Resistencia) pre-
sentaron su trabajo “Alcances, límites y potencialidades de la formación en em-
presas de la ciudad de Resistencia, en el marco de los dispositivos de inclusión 
sociolaboral para jóvenes”. A partir de datos estadísticos, análisis documental y 
estadísticas referidas a un programa social destinado a jóvenes –elegido como 
caso–, se muestran situaciones heterogéneas que ponen en debate, justamente, 
el carácter inclusivo de las experiencias formativas así como su potencialidad 
para la construcción de trayectorias calificantes para los jóvenes en la localidad 
estudiada.

A continuación, Mariel Cappannini (La Plata) se refirió a su investiga-
ción “Las actividades infantiles y sus significados espaciales. Entre la escuela 
y la casa”, en la cual, desde una perspectiva antropológica, aborda el trabajo de 
niños en la periferia de su ciudad. La autora propone una discusión sobre la 
conceptualización de aquello que se considera “trabajo” cuando se habla de ni-
ños (partiendo de una mirada amplia y no limitada a la idea generalizada que 
lo asume solo como trabajo adulto, masculino y pago), a la vez que incorpora la 
categoría de “lugar” como sede y producción de lo cotidiano, de la interpretación 
del mundo.

Pablo R. Civila Orellana, también de Jujuy, expuso seguidamente su 
trabajo “Trayectorias laborales de los adolescentes en situación de calle en la ciu-
dad de San Salvador de Jujuy”. Allí propone, desde un enfoque psicológico, un 
abordaje de las estrategias empleadas por los adolescentes que viven en las ca-
lles de esa ciudad (plazas, puentes, terminal de ómnibus, entre otros espacios), 
analizando los factores que inciden en las configuraciones de las trayectorias 
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laborales así como los alcances y límites de las proyecciones de inserción en los 
medios laborales informales.  

Para cerrar la sesión, Alejandra Carolina del Castillo (Tucumán) pre-
sentó la ponencia “Incidencia de la pobreza en adolescentes de barrios periféri-
cos del Gran San Miguel de Tucumán”, donde evidencia la incorporación tem-
prana al mercado de trabajo de este segmento poblacional y su inserción en los 
eslabones más débiles de la estructura ocupacional, junto a la deserción escolar. 
Para el desarrollo de este estudio, recurre a datos estadísticos (Censo Nacional 
de Población, Hogares y Viviendas) y a resultados obtenidos mediante entrevis-
tas semiestructuradas realizadas a familias de tres barrios de la ciudad y de en-
trevistas en profundidad realizadas a jóvenes. 
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Mesa Temática 3. Empleo informal y clandestino

Coordinadores: Hugo Arrillaga (unl) y Laura Golovanevsky (conicet/unju)

La primera presentación realizada en esta mesa temática fue la 
del trabajo “La segmentación del mercado laboral en trayectorias juveniles del 
Conurbano Bonaerense”, de Juan Bonfliglio y Mariela Alejandra Britos, el 
cual describe la incidencia del cambio estructural socioeconómico de media-
dos de los setenta en las trayectorias ocupacionales de dos generaciones de una 
población que en el año 2008 residía en un barrio periférico del Conurbano 
Bonaerense y cuyos cursos de vida se dieron en diferentes contextos sociohistó-
ricos. Los autores utilizan datos longitudinales de una encuesta especialmente 
diseñada y aplicada en 567 casos, focalizándose en el momento de la transición 
a la vida adulta de jóvenes de sectores populares. Como principal conclusión, 
señalan que las modificaciones en la estructura social derivadas del cambio de 
régimen de acumulación a mediados de la década de 1970 incidieron en las 
posibilidades de desarrollar trayectorias sociolaborales de inclusión, observán-
dose menores posibilidades de movilidad intrageneracional ascendente y mayor 
frecuencia de permanencia y caída en actividades precarias o informales.

En segundo lugar, Eduardo Donza expuso su ponencia “El empleo in-
formal y su persistencia en el tiempo. Un análisis en las regiones de la Argentina, 
2007-2011”. En ella, Donza se propone contribuir al diagnóstico y análisis de los 
factores asociados al empleo informal, utilizando los conceptos de precariedad 
laboral y subempleo inestable y enfatizando la impronta de cada mercado re-
gional. El trabajo utiliza datos sobre trabajadores de los centros urbanos de la 
Argentina generados a partir de la Encuesta de la Deuda Social Argentina reali-
zada por la Universidad Católica Argentina. Una de las las principales conclusio-
nes de esta investigación es que, a pesar del crecimiento económico observado 
en los últimos años, las evidencias indican la continuidad de un sector econó-
mico informal de características estructurales generador de segmentación en el 
mercado de trabajo. Dicha segmentación es en desmedro de las mujeres, de los 
jóvenes, de los adultos mayores, de los trabajadores sin secundario completo, de 
los pertenecientes a estratos socioeconómicos bajos, de los residentes en villas o 
asentamientos precarios y, en general, de los ocupados en dicho sector informal.

A continuación, se presentó “El trabajo informal en el sector agrícola de 
la Provincia de Mendoza”, de Clara Bertotto, Patricia Winter, Vanina Ciardullo y 
Paula Eisenchlas. Estas investigadoras se proponen caracterizar el trabajo infor-
mal en el agro mendocino y determinar las causas que llevan a la no registración 
laboral, sobre la base de datos primarios generados en el año 2011 a partir de 
un cuestionario aplicado a una muestra de 145 explotaciones agropecuarias, re-
presentativa de los tres oasis cultivados de la Provincia de Mendoza. Entre otros 
aspectos, concluyen que es posible calcular un 45% de trabajo informal rural en 
Mendoza, aunque con considerables diferencias según la localidad y el rango 
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de superficie cultivada, siendo las explotaciones menores a 5 hectáreas las que 
reportan los mayores niveles. Entre las causas invocadas por los responsables 
de esas explotaciones para explicar la informalidad, sobresalen la utilización de 
fuerza laboral familiar y la incorporación de obreros transitorios, aunque tam-
bién se invoca el alto costo laboral del trabajo formal.

Luego, Santiago Garganta y Leonardo Gasparini realizaron la presen-
tación de “Asignación Universal por Hijo: impacto sobre la informalidad labo-
ral”. En este trabajo, analizan el impacto de la Asignación Universal por Hijo 
(auh) sobre los incentivos laborales, utilizando para ello una metodología de 
diferencias sobre la base de datos de la Encuesta Permanente de Hogares. Se 
estima el efecto que la auh puede haber tenido sobre la formalidad laboral com-
parando el comportamiento de hogares elegibles (informales, con hijos) con el 
de un grupo semejante pero no elegible por no contar con la presencia de hijos. 
Los resultados obtenidos muestran un significativo desincentivo hacia la forma-
lización de los beneficiarios, pero no revelan ninguna evidencia de que exista un 
incentivo hacia la informalidad de los trabajadores registrados.

En quinto lugar, se presentó la ponencia “Inserción laboral de los jóve-
nes en la posconvertibilidad. Una visión regional”, de Laura Golovanevsky, que, 
como su título indica, se propone llevar a cabo un primer análisis exploratorio de 
la inserción laboral de los jóvenes en la etapa que siguió a la caída de la conver-
tibilidad en diferentes contextos regionales dentro de la Argentina. En particu-
lar, se tienen en cuenta ramas de actividad y calidad del empleo, siempre desde 
una mirada comparativa entre regiones. La metodología propuesta se basa en 
procesamientos de la Encuesta Permanente de Hogares para todos los aglome-
rados urbanos del país en el período 2003-2011. Entre las principales conclusio-
nes, Golovanevsky señala que los jóvenes han estado entre los grupos menos 
beneficiados por el crecimiento de la posconvertibilidad: presentan niveles de 
desocupación que, aunque decrecientes, prácticamente cuadruplican los de los 
trabajadores adultos. Se observa que el sector de mayor peso en el empleo juvenil 
es el comercio, seguido por la industria manufacturera entre los varones y el 
servicio doméstico entre las mujeres. 

Finalmente, Bianca Musante y Victoria Ventura expusieron su trabajo 
“Aproximaciones al estudio de las estrategias de reproducción del hogar: recur-
sos y trayectorias laborales”, en el cual analizan la dinámica que han asumi-
do las estrategias doméstico-económicas de los hogares de Ministro Rivadavia 
(barrio con una marcada segregación residencial perteneciente al Partido de 
Almirante Brown, en el Conurbano Bonaerense) durante un período de recupe-
ración económica (2003-2008). El trabajo se basa en datos primarios obtenidos 
mediante una encuesta diseñada para reconstruir información retrospectiva a 
lo largo de 14 años (1994-2008), e indaga sobre la articulación de tres recursos 
que permiten configurar una estrategia de reproducción de los hogares: la incor-
poración de nuevos miembros al mercado laboral, la realización de un segundo 
trabajo por parte del jefe de hogar y la percepción de transferencias monetarias 
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del Estado. Entre las conclusiones, se destaca que, si bien la utilización de los 
tres recursos analizados registró un incremento, la transferencia de ingresos 
parece ser el que más creció en ese período y que los hogares con jefe dentro de 
la informalidad laboral son los que, relativamente, acuden a él en mayor medida. 
En contraposición, el segundo trabajo es el recurso con menor movilidad en los 
años en estudio. 

En general, todos los trabajos presentados reflejaron la mejora en di-
versos indicadores laborales y de condiciones de vida de los hogares durante la 
posconvertibilidad, aunque tal mejora no haya estado en consonancia con el cre-
cimiento de la economía. 

Se planteó un interesante debate en torno a la problemática del empleo 
rural informal así como sobre las particularidades y carencias de la legisla-
ción laboral y de los sistemas de control en esta temática. De no remediarse 
las falencias señaladas –especialmente en el espacio rural profundo–, falencias 
que, de hecho, implican no considerar al trabajo como uno de los derechos fun-
damentales del hombre, se enfrenta el riesgo tanto de continuar con prácticas 
que desvirtúan la dignidad del trabajador y, consecuentemente, la de su familia, 
como de profundizar las asimetrías y fracturas que aún se observan en nuestra 
estructura social.
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Mesa Temática 4. Subjetividades y construcción de 
identidades laborales

Coordinadores: María Elena Kessler (unl) e Ignacio Trucco (unl)

En esta mesa se presentaron tres trabajos. En primer lugar, se expuso 
el de Norma Zandomeni, Andrea Pacífico, Fernanda Pagura, Sandra Canale y 
Andrea Nessier, titulado “La valoración de los estudios superiores incompletos 
en el mercado laboral desde la perspectiva de alumnos avanzados y empleado-
res”. Las autoras mostraron cómo lograron indagar, a partir del cruce de estra-
tegias cuantitativas y cualitativas, las trayectorias académicas y laborales de los 
estudiantes avanzados de la carrera de Contador Público Nacional que no com-
pletaron sus estudios. Las estrategias cuantitativas permitieron caracterizar a 
los estudiantes objeto de análisis según el momento en que decidieron “aban-
donar” la carrera, de modo de clasificarlos como estudiantes que abandonan en 
condición de “avanzados”. Esos estudiantes fueron encuestados para reconocer 
su condición socioeconómica y el tipo de inserción laboral lograda o, como lo in-
dican las autoras, “la trayectoria laboral de los estudiantes”. En el plano cualitati-
vo, se realizaron entrevistas a académicos y empleadores a fin de evaluar razones 
del abandono, en el primer caso, y tipo de empleabilidad de los estudiantes, en 
el segundo.

Se encontraron los siguientes resultados: los estudiantes logran in-
sertarse en el mercado de trabajo, bajo formas precarias al inicio pero con una 
mejora de su situación en el segundo empleo; por otra parte, todos los sujetos 
consideran que la educación universitaria recibida es un factor a tener en cuenta 
para la empleabilidad. Esto ha llevado a los investigadores a reevaluar el papel de 
una formación intermedia que no necesariamente implique la titulación, enten-
diéndola como positiva y como capaz de agregar valor y mejorar la situación de 
quienes la reciben.

En segundo lugar, se presentó el trabajo de Alejandro Giboin, Cristina 
Cuitiño y Alejandra García “Problemática de la formación profesional e inserción 
laboral de los graduados de carreras musicales de la Facultad de Artes y Diseño, 
Universidad Nacional de Cuyo, Mendoza, Argentina”. Este estudio investiga las 
posibilidades de inserción en el mercado de trabajo de los graduados en las carre-
ras musicales de la Facultad de Artes y Diseño de la unCuyo, poniendo énfasis en 
los recorridos laborales a partir tanto de la demanda de trabajo como de la oferta 
formada en la Facultad bajo análisis. Los autores parten de la idea de que existe 
una disociación entre la demanda de trabajo de músicos y el tipo de formación 
que se desarrolla en el seno de la Facultad. Para comprobar esta hipótesis, to-
maron como unidad de análisis los procesos y estrategias de los graduados para 
ubicarse en el mercado laboral. Tras conceptualizar los términos usados en el 
trabajo en el contexto de la flexibilización neoliberal, pudieron construir, sobre 
la base de un estudio empírico de tipo cualitativo –mediante encuestas, ciclos de 
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conciertos-debate y entrevistas a profesionales–, un acervo de información que 
les permitió especificar y caracterizar los procesos de inserción laboral y el papel 
de la formación universitaria en un momento histórico determinado. 

Concluyen que los graduados realizan trayectorias que van desde el 
campo disciplinar general, en un primer momento, a trabajos más cercanos a su 
especialidad, más tarde. Ello se manifiesta concretamente en un pasaje por ocu-
paciones vinculadas a la educación (docencia) que resultan insatisfactorias. En 
esta trayectoria, identifican deficiencias en el proceso de formación en aspectos 
que se revelan como indispensables para las ocupaciones específicas –a saber, 
competencias complementarias a la ejecución del instrumento, competencias 
para el emprendedorismo y falta de trabajo en grupo–. Tales deficiencias revelan 
la necesidad de emprender reformas educativas tendientes a superarlas.

Por último, se expuso la ponencia “Sentidos, prácticas y saberes en 
torno al trabajo informal: el caso de los carreros en la Ciudad de Córdoba”, de 
Lisandro Levstein, Álvaro Martos y Guillermo Pleitavino. Los autores se propu-
sieron estudiar la situación de un grupo social ligado a la Gestión de Residuos 
Sólidos Urbanos (grsu) en la ciudad de Córdoba: los denominados “carreros”. Se 
plantearon abordar esta tarea en dos etapas: en la primera, trataron de alcanzar 
la descripción y análisis del sistema de grsu a partir de fuentes documentales y 
de entrevistas, buscando exponer la complejidad del “terreno” en el que se desen-
vuelve el sujeto bajo estudio; en la segunda etapa –que dejaron relegada a una in-
vestigación ulterior–, se proponen encarar un estudio directo de los “carreros” a 
partir de entrevistas en profundidad, de modo tal de poder reconocer las subje-
tividades construidas como trabajadores, los sentidos que le otorgan a su trabajo, 
las relaciones con sus herramientas de labor (caballos y carros, fundamentalmente) 
y los modos de organización y gestión interna de su práctica laboral. Como esta 
ponencia se concentró solo en la primera etapa, se acotó a la descripción de la 
actividad más que a la situación de los “carreros” en la ciudad de Córdoba.

El trabajo comienza con una descripción técnica de la actividad, iden-
tificando las etapas que participan de la grsu; continúa con una descripción 
del marco legal local, provincial y nacional; luego, se describen los eslabones y 
actores más importantes de la actividad, analizada a partir del enfoque de los 
subsistemas basado en los aportes de José Luis Coraggio. Se logra distinguir 
posiciones diferenciadas en el subsistema –mostrando la diversidad de institu-
ciones que lo constituyen– y explicitar diferencias a partir del poder de mercado, 
la participación estatal, la forma de organización, los fines perseguidos, etcétera.

Los autores concluyen planteando las posibles líneas de indagación 
destinadas a caracterizar a los “carreros” en la grsu que, si bien toman cen-
tralidad en el título de la ponencia, como se señaló, no forman parte directa de 
los argumentos de este trabajo. Su estudio se posterga para futuros desarrollos, 
considerados necesarios e ineludibles para avanzar en los objetivos específicos 
de la investigación.
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Mesa Temática 5. La problemática de género en los 
mercados de trabajo regionales

Coordinadoras: Liliana Bergesio (unju) y Andrea Delfino (unl)

En esta mesa temática se presentaron cuatro trabajos en el siguiente 
orden:

“Hombres y mujeres en el mundo del trabajo: trayectorias diferencia-
das en las localidades santafesinas”, cuyos autores son Eduardo Alfaro, Lucía 
Glimberg y Maricel Massera, de la Universidad Nacional del Litoral.

“Mujer y micro-emprendimientos en la provincia de Córdoba”, cu-
yas autoras son María Eugenia Meiners y Eugenia Perona, de la Universidad 
Nacional de Córdoba.

“Diferencias salariales en el Gran Mendoza: un análisis del actual 
modelo de desarrollo en el mercado laboral”, cuyos autores son Iris Perlbach, 
Franco Bignone y Marcos Mattar, del Instituto de Trabajo y Producción de la 
Universidad Nacional de Cuyo.

“Trabajadoras de Altos Hornos Zapla: de la casa a la fábrica, del Estado 
a la privatización”, cuyos autores son Fernando Castillo, Liliana Bergesio y Laura 
Golovanevsky, de la Universidad Nacional de Jujuy.

En estos trabajos se expusieron, desde perspectivas disciplinares di-
ferentes (la economía, las ciencias políticas, la sociología, la antropología y la 
comunicación social), con acercamientos metodológicos diversos (análisis cuali-
tativos y cuantitativos) y en disímiles provincias de la República Argentina, des-
cripciones de situaciones que, partiendo de análisis localizados, parecen reflejar 
fenómenos más generales. En todos ellos se destaca que la situación laboral de 
las mujeres aparece caracterizada por una marcada desventaja con respecto a 
sus pares varones (tanto en el nivel de ingreso y en la precariedad ante igual 
actividad, como en la posibilidad de ocupar cargos de mayor jerarquía ante 
igual nivel de instrucción formal). Sin embargo, tales desventajas parecen igua-
larse entre varones y mujeres cuando el nivel de instrucción se equipara con el 
universitario, fenómeno aparentemente independiente del lugar y de la actividad 
que se desarrolla.

Otro eje que atraviesa todas las presentaciones es la imposibilidad de 
generalizar sobre la situación laboral de las mujeres sin situar el análisis tanto 
en lo temporal (de qué época estamos hablando) como en lo espacial (en qué pro-
vincia y, dentro de ella, en qué ciudad o área rural se está trabajando). Pero las 
heterogeneidades no parecen terminar allí, ya que, en el presente y en las gran-
des ciudades, dentro de un mismo grupo el nivel de instrucción de las mujeres 
parece jugar un rol decisivo a la hora de definir sus posibilidades de empleabili-
dad, de ingresos o de mejor desempeño en una actividad independiente.  
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Finalmente, otro punto que se destaca en todos los trabajos presentados 
es que, cualesquiera sean los niveles de instrucción, de ingresos y de cargos 
que ocupen hombres y mujeres en el mercado de trabajo, socialmente se sigue 
vinculando fuertemente a los varones con las actividades productivas y a las mu-
jeres con las reproductoras. En esta dirección, los trabajos también destacan la 
segregación horizontal en el mercado de trabajo, es decir la inserción privilegia-
da de las mujeres en aquellas ocupaciones consideradas típicamente femeninas.
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Mesa Temática 6. Mercado de trabajo, políticas de 
empleo y desarrollo regional

Coordinadores: Agustín Salvia (conicet-uba-uca) y Jorge Olguín (fices-unsl)

En el primer bloque, se presentó la ponencia “Los incentivos fiscales y 
el empleo en la Provincia de San Luis”, de Roxanna Bettina Camiletti y Héctor 
Daniel Flores (San Luis). En ella se realiza un análisis descriptivo de algunas 
de las leyes de la Provincia de San Luis que tienen por objeto impulsar nuevas 
inversiones en el territorio provincial e incrementar las tasas de inversión del 
sector privado, propiciando la instalación de nuevos emprendimientos y el forta-
lecimiento de los existentes para generar nuevas fuentes de trabajo. 

A continuación, se realizó la presentación de “Características y estruc-
tura de los mercados de trabajo en los diferentes tipos urbanos de la región cen-
tral santafesina”, de Hugo Arrillaga, Andrea Delfino e Ignacio Trucco (Santa 
Fe). Se trata de una investigación que explora la hipótesis que señala que las 
transformaciones que se produjeron en los mercados laborales de las localidades 
pampeanas –micro, pequeñas y medianas– a lo largo de las últimas décadas lle-
varon al grueso de su población a mayores niveles de vulnerabilidad e inequidad 
social, al menos en términos relativos con respecto al resto de los aglomerados 
de mayor envergadura.

En el estudio que se expuso luego, “Política fiscal y políticas de em-
pleo en la Provincia de San Luis, Argentina”, Héctor Daniel Flores, Martín Gil 
y Estela Rufina Iparraguirre, analizan el Presupuesto Provincial de San Luis, 
donde se plasma el plan económico del sector público en los aspectos vinculados 
a políticas tendientes a generar empleo. Los autores llevan a cabo una detallada 
consideración presupuestaria de los distintos programas para determinar la im-
portancia y presencia del sector público en la situación de empleo y en el nivel de 
actividad de la provincia.

Para cerrar este bloque, Laura Golovanevsky y Martín Schorr (Jujuy) 
presentaron su ponencia “Estructura productiva, distribución del ingreso y sub-
desarrollo. El círculo vicioso de la pobreza en Jujuy en la primera década del 
siglo xxi”, en la que, utilizando los indicadores disponibles sobre producto bruto 
geográfico, población, empleo, calidad del mismo, seguridad social, ingresos y 
su distribución, analizan la relación entre los cambios en la estructura produc-
tiva y en la matriz laboral-distributiva y el modelo de desarrollo económico en 
Jujuy, provincia en la cual la interacción entre los mismos genera un círculo 
vicioso de pobreza. 

En el segundo bloque, Lucas Gómez Tonsich (unne) se refirió a su 
investigación  “Estructura productiva y empleo en la región nea durante la 
Convertibilidad”, donde elabora un diagnóstico general de las características es-
tructurales del mercado laboral en las provincias de la Región nea a partir del 
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análisis de su evolución, y describe la relación entre los cambios que se operaron 
en la estructura productiva de dichas provincias y las transformaciones en el 
mercado de trabajo.

Jorge Raúl Olguín, María Evelyn Becerra, Virginia Carolina Vílchez y 
Karina Andrea Ruiz (San Luis) son los autores de la ponencia “Mercado labo-
ral y desarrollo territorial. San Luis y Cuyo” que se presentó luego. Utilizando 
como fuente principal de información la Base de Microdatos de la eph y datos 
definitivos del Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010, estos 
investigadores elaboran un diagnóstico de las provincias de la Región Cuyo para 
considerar, luego, el aporte de las condiciones demográficas y del mercado labo-
ral de dichas provincias al desarrollo territorial. 

Siguiendo este segundo bloque, Germán Orsini y Walter Lauphan 
(Entre Ríos) expusieron su trabajo “Impacto del crecimiento económico en la 
evolución del empleo formal privado en la Ciudad de Paraná”. En este estudio se 
analiza la estructura y evolución reciente del empleo formal privado en la ciudad 
de Paraná y su relación con el crecimiento económico, en el marco de la “Ley 
Okun”, que relaciona positivamente el crecimiento del producto de un país con 
los niveles de empleo y desempleo. Para ello, los autores utilizaron la Encuesta 
de Indicadores Laborales (eil) –que realiza la Dirección de Estadísticas y 
Censos de la Provincia de Entre Ríos junto con el Ministerio de Empleo, Trabajo 
y Seguridad Social de la Nación (mteyss)– y otras fuentes de información se-
cundaria de organismos públicos como el indec.

En la siguiente exposición, Ariel Osatinsky (Tucumán) desarrolló su 
ponencia “Los cambios en las estructuras productivas de Catamarca y Tucumán 
y su impacto laboral y social (1930-1980)”, en la que analiza las transformacio-
nes que caracterizaron a las economías de Catamarca y Tucumán entre los años 
1930 y 1980 y las consecuencias que ocasionaron en la situación laboral y social 
de las respectivas poblaciones, utilizando indicadores que reflejan la dinámica 
que tuvieron en aquellos años las actividades agrícolas, la industria manufactu-
rera y el sector terciario de las dos economías provinciales. En el plano laboral, 
se considera la tasa de desocupación y la evolución y distribución de la población 
ocupada en los diferentes sectores de la estructura productiva. En relación con 
la situación social, se tiene en cuenta la tasa de analfabetismo, las características 
de la vivienda y la tasa de mortalidad infantil.

Luego, Mariano Prado y Ariela Villagra (Santa Cruz), re refirieron a su 
estudio “La empleabilidad como respuesta a la problemática laboral en una loca-
lidad del Norte de Santa Cruz”, en el que se propusieron dar cuenta de la realidad 
socioproductiva del territorio de la localidad de Caleta Olivia, en la Provincia de 
Santa Cruz, como documento preliminar para la elaboración de una “Propuesta 
Integral de Promoción del Empleo”, atendiendo a los lineamientos generales su-
geridos por el mteyss. Con ese fin, utilizaron los datos cuantitativos y cualita-
tivos disponibles, indagando acerca de las características generales del mercado 
laboral, el ámbito de lo productivo y lo social. 
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Por último, para cerrar este bloque, María Isabel Rosales de Rey y 
Georgina Inés Cerúsico de Tognola (Instituto de Investigaciones Estadísticas 
y Demográficas, Facultad de Ciencias Económicas y de Administración, 
Universidad Nacional de Catamarca) presentaron su ponencia “Características 
del Mercado de Trabajo noa y nea. Período 2006-2010”. En este trabajo se in-
daga el comportamiento de los indicadores laborales para las regiones noa y 
nea en el período 2006-2010 según distintas variables tales como sexo, grupos 
de edad, nivel de instrucción, categoría ocupacional, rama de actividad y deci-
les de ingreso, entre otras, sobre la base de estudios estadísticos, descriptivos e 
inferenciales, referidos a la población de esas regiones, utilizando las Bases de 
Microdatos Individuales de la eph.
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Mesa Temática 7. Nuevas configuraciones 
productivas en los espacios regionales

Coordinadores: Luis Adriani y María Rosa Cicciari

En la mesa fueron expuestas tres ponencias. 

La Mesa Temática 7 incluyó tres ponencias. En la presentación de la pri-
mera, “Localización de inversiones en servicios. Un análisis sobre la expansión 
territorial de call centers en la post-convertibilidad”, Eric Moench expuso el fun-
cionamiento económico de las empresas, sus estrategias de ganancia, su posicio-
namiento en las cadenas globales de valor, así como las condiciones de desarrollo 
de la actividad y los factores que posibilitan su llegada y su expansión territorial 
–entre los que se destacan las acciones de política pública de facilidades para 
la radicación de las empresas–. La principal conclusión es que la actividad de 
call centers funciona tipo enclave, en tanto no genera derrames de conocimiento 
o acumulación de capacidades tecnológicas –más bien, implementa tecnología 
estandarizada en telecomunicaciones–, no atrae la instalación de otras activida-
des, no inyecta grandes inversiones en inmuebles e infraestructura, no produce 
una mayor cualificación de sus trabajadores, ni genera importantes montos de 
divisas para el territorio de localización. Por estos motivos resulta difícil asociar 
los call centers al desarrollo de las economías locales. 

La exposición de Marta Panaia “La fractura productiva y la inadecua-
ción de la mano de obra en el Corredor Central” se centró en la distribución 
de zonas industriales en crecimiento, la conformación de nuevos mercados de 
trabajo manufactureros y de servicios y la alteración de la demanda de califica-
ciones y competencias en el Corredor Central. Se consideraron como principales 
unidades de análisis las empresas que presentan continuidad con las actividades 
tradicionales, las empresas de instalación reciente que constituyen rupturas con las 
actividades tradicionales de la región y las empresas favorecidas por la promoción 
industrial. Las conclusiones revelan que las provincias del Corredor Central, ya 
sea por su industrialización más fuerte o por la incorporación de estrategias 
internacionales de comercialización de sus productos primarios, lograron, si no 
cambiar el patrón de acumulación, por lo menos mantener una mayor concen-
tración industrial y de crecimiento del producto, aunque a costa de una vincula-
ción con capitales altamente concentrados muchas veces extraterritoriales y con 
empresas extranjeras, circunstancia que mantuvo las fragmentaciones territo-
riales existentes en lugar de ayudar a integrar las regiones más desfavorecidas. 

Fernando Navarro expuso “El turismo y el Desarrollo Rural. Algunos 
casos en la Provincia de Buenos Aires”, de Fernando Navarro, Héctor Luis 
Adriani y Regina Schlülter. Su presentación dio cuenta del estado de avance de 
un estudio sobre las submodalidades turismo idiomático y turismo rural. Se 
presentaron tres estudios de caso, las localidades de Tomás Jofré (Luján), Carlos 
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Keen (Mercedes) y Azcuénaga (San Andrés de Giles). Estos pueblos se caracte-
rizan por presentar como atractivo principal el turismo gastronómico. La activi-
dad ha reactivado económicamente a estas localidades que sufrieron las crisis 
por el cierre del ferrocarril y ha logrado desarrollarse con efectos positivos en 
productores locales, favorecidos con la demanda y el consumo de sus productos. 
Asimismo, en este estudio se muestran tanto los impactos positivos –el incre-
mento del empleo y la participación de los mismos pobladores locales y de zo-
nas vecinas, la llegada de inversores, el consumo de materias primas locales y 
regionales en los emprendimientos gastronómicos y el desarrollo de servicios 
básicos– como negativos –la contaminación visual, la degradación del suelo y el 
incremento exponencial de los residuos.

El debate posterior a las exposiciones abordó cuestiones específicas y 
cuestiones comunes de las ponencias. Entre las primeras, se destacaron: las re-
laciones entre las políticas públicas provinciales y locales para favorecer la radi-
cación de call centers, la presión de los grandes actores transnacionales en la 
dinámica del Corredor Central y el impacto del sector turístico en los territo-
rios periurbanos de la rmba. Respecto de las cuestiones comunes, el debate se 
orientó al crecimiento de las actividades terciarias –comerciales, transporte y de 
servicios– con diferentes modalidades de organización económica y expresión 
territorial. También se discutió en torno a la necesidad de análisis multiesca-
lares para la comprensión de la organización territorial, dada la presencia de 
dinámicas globales de movimientos de capitales, bienes y personas con signifi-
cativos impactos en las posibilidades y limitaciones de desarrollo de los territo-
rios locales.
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